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			Prólogo

			Es un honor para mí escribir este prólogo de presentación del libro de Pablo Latorre Rodríguez sobre La gestión jurídica de la diversidad desde las administraciones públicas. Las prácticas de armonización intercultural en Canadá, Bélgica y el CEDH. El jurista Pablo Latorre estudió la carrera de derecho en la Universidad de Zaragoza, siendo original de esa misma ciudad. Tuve la suerte de tenerle como alumno destacado en la asignatura de filosofía del derecho del último año de la carrera. Se sintió atraído por esta materia cuyo programa incluía cuestiones de interculturalidad, estudiando las obras de diversos autores que luego han sido objeto de su tesis doctoral, como Charles Taylor, Will Kymlicka, Marie Claire Foblets (2011), Gaudreault-Desbiens, Pierre Bosset, Brivosia, Ringelheim (2007), Rorive y Brems (2003). Terminada la carrera me solicitó que le dirigiera la tesis doctoral. No siendo momentos fáciles para los jóvenes españoles que desean desarrollar una carrera académica, le adelanté que tendría que estar dispuesto, finalizada la tesis, a emprender rumbo a otras tierras, como así ha sido. Me uno, por tanto, a sus agradecimientos a la Universidad Autónoma de Baja California (México) y a su Facultad de Derecho del Campus Mexicali, en especial al Dr. Daniel Octavio Valdez Delgadillo, director de la facultad y también a la Profesora Ana Canales, doctoranda en nuestro programa de derechos humanos y libertades fundamentales en la Universidad de Zaragoza, por haberle integrado en su claustro de profesores.

			Volviendo al autor de la presente monografía, el doctor Latorre ha desarrollado su tesis en el programa de doctorado de Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, bajo mi dirección, como becario predoctoral, habiendo disfrutado también de una estancia de investigación de cinco meses en la Universidad de Saint Louis de Bruselas, bajo el auspicio del profesor François Ost. Ello le permitió defender la tesis con mención internacional, contando en el tribunal con los profesores Sebastién Van Drooghenbroeck (2002), José María Sauca (2009) y Fernando Galindo Ayuda, especialistas en la materia. A ello se añade que la tesis ha sido galardonada con el premio extraordinario.

			Adentrándonos en el tema de fondo de esta obra, es indudable que Europa lleva años buscando diversas soluciones a la integración de las personas de diversas culturas provenientes de la inmigración, así como de sus propias minorías internas. Sin desde el punto de vista jurídico, político, sociológico, antropológico existe ya una larga tradición de diversas respuestas jurídicas y de jurisprudencia sobre la cuestión de la integración de los inmigrantes, en particular países como Alemania, Francia, Holanda, Reino Unido, Italia y Bélgica, por citar algunos de los más destacados.

			Del mismo modo, muchas de estas discusiones académicas son trasladables al debate intelectual que se está llevando a cabo en México y otros países de Latinoamérica a raíz de los derechos de los pueblos indígenas. Ello se refleja también en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de derechos Humanos.

			La búsqueda de soluciones jurídicas debe intentar respetar los mayores estándares de justicia posible y para ello se precisa reflexionar sobre cuáles son las soluciones más adecuadas y articular normas jurídicas eficientes en la práctica, respetuosas a su vez de los Derechos Fundamentales.

			Esta obra nos ofrece una exposición del estado de la cuestión. Desde que en el año 1990 entrevisté a Charles Taylor sobre su libro entonces recién publicado El multiculturalismo y la política del reconocimiento, han transcurrido nada menos que 27 años (1994). El libro ha sido un éxito y el autor ha recibido desde entonces innumerables premios y reconocimientos. Lo mismo ha ocurrido con Jürgen Habermas. No es casualidad tampoco que ambos intelectuales hayan entrado en discusión sobre cuál debe ser el lugar que ocupe hoy el elemento religioso en el espacio público, como parte de las sociedades interculturales occidentales del siglo XXI (Habermas, Taylor, Butler & West, 2011). Hace ocho años realicé una nueva entrevista, esta vez al discípulo de Taylor, Jocelyn Maclure, en Montreal, cuando su libro escrito en conjunto con Charles Taylor, estaba en la imprenta, obsequiándome con el texto inédito Laicidad y Libertad de conciencia (2011). Esta obra reflejaba parte de los debates de la Comisión Bouchard-Taylor que tuvieron lugar en Quebec, en los que ambos autores, Taylor y Maclure, fueron protagonistas (Elósegui, 2011). Sus discusiones sobre el diálogo intercultural y la noción jurídica de acomodo razonable son aplicables al contexto europeo y latinoamericano de manera perfecta.

			Justo los últimos acontecimientos europeos hacen más necesario que nunca reflexionar sobre un modelo de integración de la ciudadanía en los países de la Unión Europea y del Consejo de Europa más acorde con los derechos fundamentales de los inmigrantes, como plantea Latorre en este libro. El modelo intercultural por el que aboga el autor de la presente monografía, siguiendo a los citados filósofos y otros juristas, es hoy más que nunca la solución deseable y más conforme a los estándares del derecho internacional de los derechos humanos. Latorre ha trabajado con profundidad la situación del modelo intercultural en Canadá y la figura del acomodamiento razonable que afronta en esta monografía, asi como el tratamiento legal de la diversidad en Bélgica y en el ámbito jurídico del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (CEDH) y desarrollo de los mismos por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH).

			Como campo de prueba, asistimos en Europa a los acontecimientos que se suceden con el ascenso de los partidos de derechas y populistas en buena parte de países como Francia, Holanda, Hungría, Polonia y Reino Unido con el Brexit. Algunos de estos fenómenos están unidos a la crisis económica, pero también a una mala comprensión de la inclusión de los ciudadanos de segunda y tercera generación con origen en otras culturas o repercute en un incremento del racismo. Los recientes ataques terroristas del ISIS en varios de los citados países, Francia, Bélgica, Alemania y Reino Unido, dificultan sin duda un juicio sereno sobre la promoción del modelo intercultural que el autor defiende en esta monografía, pero es la única solución acertada de presente y de futuro.

			En la monografía que Latorre nos ofrece se parte de un análisis de los instrumentos jurídicos para la gestión de la diversidad cultural desde un modelo intercultural, entre ellos del concepto jurídico de acomodo razonable surgido en la jurisprudencia canadiense, como parte de las prácticas de armonización intercultural de la diversidad.

			El modelo intercultural o interculturalismo abierto se muestra como una actitud equilibrada y más respetuosa con el pluralismo cultural y con los derechos humanos individuales de todos y todas. Defiende la universalidad de los derechos humanos y, a la vez, el derecho a la identidad cultural. Desde hace años he apostado en mi caso por un modelo de interculturalidad abierta, que he denominado republicanismo intercultural.

			Los países europeos afrontan hoy el problema de definir sus propias identidades y de establecer los criterios sobre qué personas deben pertenecer a la nación y sobre cual de esos tres modelos quieren construirse.

			El tema clave consiste en determinar quiénes son los ciudadanos de un país. Los conceptos de Estado-nación, nacionalidad, residentes de corta y larga duración, inmigrantes con permiso de trabajo, nuevos Estados, nuevas fronteras y derechos territoriales vuelven a estar en plena ebullición, tanto en los países europeos con viejas democracias como en los de nueva creación a partir de 1989, aunque por razones distintas en cada caso.

			Como se refleja en la presente monografía, la construcción de los Estados-nación se ha basado en la homogeneización, por medio de la imposición de la cultura mayoritaria a las minorías. El concepto de Estado-nación sigue estando en vigor. Lo que se trata es de ver cómo introducir modelos interculturales dentro de la gestión de la diversidad interna sin que peligre la soberanía de los Estados y la cohesión social, pero abandonando las políticas asimilacionistas.

			Lo que Pablo Latorre se pregunta a lo largo de esta investigación es: ¿cuáles son las medidas más justas posibles —teniendo en cuenta las circunstancias materiales y económicas de cada país— que permiten guardar el orden y la paz social, sin romper la coherencia interna de las poblaciones? Es necesario buscar soluciones creativas e innovadoras para no repetir las injusticias del pasado. Este es el hilo conductor del análisis que Pablo Latorre nos ofrece en esta obra.

			En la Europa actual, ante las dificultades para hacer justicia y dar acomodo a la diversidad interna y la proveniente de la inmigración, algunos vuelven a defender un modelo liberal neutral, que en la práctica consiste en favorecer a la cultura mayoritaria, a pesar de que se presente en aras de la neutralidad.

			Como contraste a ese presunto modelo liberal neutro, la ciudadanía cívica o inclusiva, propugnada desde un modelo intercultural, conduce a que el país de acogida establezca unos valores comunes de pertenencia basados en la aceptación de los derechos fundamentales y en el aprendizaje de las reglas democráticas.

			Como esta educación en ciudadanía no se produce de un modo espontáneo, el Estado debe hacer una inversión económica y organizar un sistema concreto a través de las administraciones locales, que consista en la enseñanza de la Constitución y de la organización del estado de Derecho, y en el aprendizaje del idioma del nuevo país; sin olvidar que la educación para la ciudadanía y la enseñanza de los derechos humanos son necesarias no solo para los inmigrantes, sino sobre todo y en primer lugar, para los autóctonos.

			En la perspectiva del republicanismo intercultural, aunque la cultura propia debe ocupar un importante lugar, la identificación con la nación se centra en los valores cívicos de una ciudadanía democrática y no en la identificación con valores étnico-culturales.

			Como se expresa claramente en el libro blanco del Consejo de Europa sobre diálogo intercultural, la sociedad de acogida debe esforzarse por abrirse cuanto antes al venido de fuera y en otorgarle lo más rápidamente posible sus derechos de participación política, pero el que llega a una nueva sociedad también debe hacer un esfuerzo por conocer las leyes y la historia del país de acogida. La identificación con el modelo republicano de libertades no permanece en el campo de lo abstracto, sino que echa raíces en la constitución y leyes concretas del país.

			Además, el derecho de un país no es un ente puro, sino fruto de un proceso cultural. El contrato social o la voluntad contractual de querer formar parte de una nueva nación supone incardinarse en una historia y en una cultura; y hay que esforzarse por conocerlas.

			Como contrapartida, el país de acogida debe poner los medios para enseñarla. Es frecuente exigir a los inmigrantes que se integren, pero no siempre se tiene en cuenta que no pueden integrarse solos, porque están en una situación de vulnerabilidad y de asimetría con respecto a la sociedad de acogida.

			Las prácticas de armonización intercultural en un sentido general son las formas de flexibilización o de acuerdos para reglar las dificultades y malentendidos que se producen en el encuentro de culturas diferentes. Más concretamente son las medidas acordadas a favor de una persona o de un grupo minoritario amenazado por la discriminación en razón de su cultura (incluida su religión). Los acomodamientos razonables y los ajustes concertados son por tanto dos formas de armonización intercultural.

			El concepto de acomodamiento razonable ha saltado a la palestra del mundo jurídico europeo a raíz del debate que tuvo lugar en Quebec en 2007 sobre cuál era el modelo deseable de integración de los inmigrantes compatible con evitar la pérdida de la propia identidad quebequesa. 1

			La noción jurídica de acomodamiento razonable es una de esas experiencias que adaptándola debidamente podría arrojar enormes frutos en la gestión de la diversidad cultural y religiosa en las administraciones públicas europeas y en la equidad o la justicia del caso concreto, que caracteriza la tarea judicial. No es tampoco algo absolutamente nuevo, parte del recorrido está ya realizado a través de técnicas jurídicas similares creadas en el derecho de la Unión Europea y del Consejo de Europa, como el principio de proporcionalidad, la ponderación y la concordancia práctica, también a través de sendos tribunales, el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

			En suma, la obligación de acomodar o ajustar es el deber que, en virtud del derecho, incumbe a los gestores de instituciones y de organizaciones públicas y privadas de evitar cualquier forma de discriminación indirecta tanto de las minorías como de las mayorías, tomando distintas medidas de armonización en la aplicación de ciertas leyes o reglamentos, flexibilizando la norma o adaptándola en su aplicación. Ello permite una más justa gestión de la diversidad cultural y religiosa en el espacio público conforme al modelo intercultural liderado por el Consejo de Europa.

			El lector disfrutará ante el debate contemporáneo que presenta esta monografía y esperará poder leer la segunda parte que afrontará en detalle el tratamiento otorgado a la cuestión en el ordenamiento español.

			María Elósegui Itxaso

			Catedrática de Filosofía del Derecho de la Universidad de Zaragoza

			Juez del Tribunal Europeo de Derechos Humanos

			

			
				
					1 Informe de la Comisión Bouchard-Taylor, Fonder l’avenir: le temps de la conciliation, rapport final de la Commission de Consultation sur les Practiques d’Accommodements Reliées aux Différences Culturelles, Quebec, Editeur officiel du Quebec. 2008. Consta de 310 páginas en su versión completa y de 99 en la versión sintetizada. Fue publicado en el año 2009. Los textos de ambos informes están disponibles en Internet en francés e inglés. En: www.accommodements.qc.ca

				

			

		

	
		
			Introducción

			Según la opinión más extendida en la ciencia antropológica en lo referente a la evolución humana, el origen de las más primitivas estructuras sociales, el inicio de las sociedades humanas, se encuentra en una explosión demográfica de los primates que hoy en día consideramos nuestros ancestros. La competencia entre ellos provocó que, con el fin de sobrevivir, los homínidos más dotados intelectualmente comenzasen a colaborar entre sí para perseguir la consecución de fines comunes. Gracias a la cooperación, en principio puntual y después más continuada, se crearon unas relaciones de dependencia entre ellos que acabaron forjando lazos de unión y vínculos compartidos. Es así como se produjo el embrión de las, llamémoslas, protosociedades.

			Posteriormente estos vínculos se fueron estrechando a medida que los retos a los que aquellos antepasados se enfrentaban eran mayores y los proyectos comunes aumentaban, consiguientemente, su importancia. El surgimiento de aquellas relaciones se convirtió en la construcción de las sociedades modernas (hablando en un sentido amplio).

			Lo anterior, ilustra perfectamente el punto de partida de esta obra, y es que la colaboración entre los seres humanos es lo que los define y hace únicos: en un afán de supervivencia somos capaces de abandonar la competencia natural, superarla, y sustituirla por colaboración, hasta instituir entre nosotros lazos de solidaridad, e incluso fraternidad, que nos llevará a estructurarnos socialmente formando pueblos, que forjarán naciones y Estados. Este ha sido el método que, en Europa Occidental, desde el desmantelamiento del antiguo régimen, ha derivado en un modelo de organización social (el Estado-nación) que ha perdurado, con sus lógicas evoluciones, durante los últimos tres siglos.

			Este modelo aportó muchos logros, pero actualmente debería evolucionar para subsanar algunos de sus déficits y adaptarse a los nuevos retos de las sociedades europeas contemporáneas. A partir de la caída del muro de Berlín, del final de la colonización de África por parte de las potencias europeas, y de la alteración del orden mundial surgido, primero, después de la segunda guerra mundial y, después, del final de la guerra fría, el escenario ha cambiado. En las últimas décadas, y debido a fenómenos que han cobrado mayor intensidad, tales como la globalización y sobre todo el crecimiento de los flujos de inmigración hacía los países de Europa Occidental, se han ido produciendo transformaciones profundas en el seno de nuestras sociedades.

			El ámbito de análisis de esta tesis doctoral se concreta territorialmente en las democracias europeas occidentales de corte liberal y socialdemócrata (añadiendo Canadá), donde cobra vital importancia la actuación de las administraciones públicas en la prestación de servicios sociales (al contrario que sucede en otros Estados liberales como Estados Unidos).

			Desde los años sesenta del siglo XX, los Estados europeos han pasado por distintas etapas en la integración de la mano de obra de inmigrantes y de la diversidad cultural que conllevaban. Se han ofrecido distintas respuestas a lo largo de las diferentes etapas, y se ha ido mejorando y aprendiendo. Hoy está teniendo lugar un cambio de mentalidad respecto a cómo tratar e integrar a esta población. Han nacido nuevas sensibilidades sobre modelos más deseables o prácticas concretas que faciliten la integración. Una cuestión importante queda reflejada en las actitudes detrás de las distintas reacciones a través del derecho. Pero de todos modos no se pueden ofrecer modelos de respuesta iguales para todos los países de la Unión Europea (y mucho menos del muy diverso Consejo de Europa), porque dependerá de sus circunstancias concretas: historia, tradición, ordenamiento jurídico, tipo de inmigración, geografía estratégica, entre otros muchos factores decisivos. Por eso la insistencia en que no hay una única respuesta normativa a esta cuestión.

			El objetivo de esta obra es estudiar la gestión de la diversidad desde las administraciones públicas y, más en concreto, el estudio de instituciones jurídicas muy interesantes para este fin como son las practicas de armonización intercultural entre las que destacan los acomodamientos razonables. Al interés que suscita esta figura se debe la inclusión en el estudio de la experiencia canadiense al respecto, ya que ha sido en este país (concretamente en Quebec) donde más se ha desarrollado. Y además del ya citado Canadá, se centra en otros dos ámbitos: Bélgica y el CEDH.

			Todo ello se sitúa en una línea de investigación concreta que es el marco académico del programa de doctorado en derechos humanos y libertades fundamentales de la Universidad de Zaragoza coordinado por la catedrática María Elósegui, autora que ha dedicado infinidad de libros y artículos, así como horas de estudio e investigación, a este particular. Prueba de ello es su reciente nombramiento como la primera juez española en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH). Por lo tanto, esta tesis es un modestísimo (minúsculo) eslabón más en una cadena de trabajos producidos por profesionales académicos e investigadores, y se encuadra en un terreno explorado anteriormente por otros autores, en una línea de pensamiento que se ha desarrollado en ámbitos académicos tanto españoles, como belgas y canadienses. En el caso español, destacan autores como Elósegui, Sauca Cano o Ruiz Vieytez. En el caso belga destacan Van Drooghenbroeck, Foblets, Ringelheim y Christians, entre otros; y en Canadá, hacen lo propio Bosset, Jézéquel, Woehrling y Bouchard. Por lo tanto, se ciñe a un espacio que ha sido trabajado y respaldado por todos estos juristas, con una base filosófica defendida por autores como Habermas, Kymlicka, Taylor, y otros autores que se citarán a lo largo del texto. No se debe olvidar que esta tesis se presenta en Filosofía del Derecho, y que la base filosófica de este trabajo se asienta como punto de partida desde una teoría de la justicia. A través de una relación entre la vigencia de las normas y la justicia, se intenta buscar soluciones más acordes en los tiempos actuales conforme a las nuevas sensibilidades en el modo de entender el derecho a disfrutar de la propia identidad cultural, el derecho a la cultura también en los inmigrantes, y la integración de la inmigración. Dado el hecho, de que además este trabajo se encuadra en el programa de doctorado en derechos humanos y libertades fundamentales, el protagonismo será para el derecho a la identidad cultural y para los derechos culturales en el marco jurídico de lo establecido por Naciones Unidas, es decir el marco internacional de los derechos humanos, y en el del Consejo de Europa, organización internacional de trascendental importancia.

			Desde un primer momento se desea dejar claro que el objeto de este trabajo no consiste en explorar las implicaciones que el fenómeno de la creciente diversidad cultural derivada de la inmigración tiene en aspectos como la nacionalidad o la ciudadanía, es decir los criterios de adquisición de la nacionalidad previstos en la normativa y códigos civiles de los países que forman parte de la Unión Europea (UE) o el Consejo de Europa. Ni tampoco de otros temas tan actuales como el refugio o el asilo. Ese no es la finalidad, y conviene manifestarlo así, en primer lugar, para disipar las confusiones al respecto que suelen surgir al tratar un tema de tanta actualidad y exposición mediática, y por otro parte permite un blindaje ante las críticas que puedan proceder de este flanco. También se debe aclarar que la sociedad multicultural a la que se dedica la atención será a aquella producida por la inmigración a la que se refirió anteriormente, y no a aquella derivada de las minorías culturales ya existentes en el seno de estas sociedades. Aunque ambas constituyen causas dignas de estudio, es necesario recalcar que este trabajo se enfoca en la primera de ellas. Igualmente, resulta pertinente recordar que el ámbito en el que se circunscribe este trabajo es un espacio concreto, que es el espacio europeo y canadiense y el marco de derecho internacional de los derechos humanos.

			La hipótesis de partida consiste en estudiar los modos de tratamiento de la diversidad cultural procedente de la inmigración que subyacen a las legislaciones y normativas de los tres ámbitos referidos, especialmente en la protección de los derechos fundamentales: Canadá-Quebec, Bélgica y el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y su desarrollo por el TEDH. Todos ellos defienden un modelo de integración de los inmigrantes basado en la interculturalidad. Se analizarán pues sus ordenamientos jurídicos, jurisprudencia, y evolución de ambos; se examinarán estas legislaciones y normativas con el objeto de comprobar si se adaptan a las pautas emanadas del Consejo de Europa.

			El propósito finalmente perseguido se centra en la gestión jurídica de la diversidad desde las administraciones públicas y en llegar a pequeñas conclusiones que puedan convertirse en sugerencias para una mejor gestión. Esta labor se desarrolla desde una óptica intercultural de tratamiento de la misma. Se trata de ser realistas y de proponer pequeñas soluciones jurídicas factibles. El interés no es tanto el tratamiento de la diversidad desde el punto de vista del grupo, sino el del ciudadano como individuo, y las prácticas concretas tomadas por los distintos poderes públicos con el objetivo de gestionar la diversidad cultural jurídicamente desde la administración (de todo ello deriva el interés por la figura del acomodamiento razonable).

			En una sociedad plural culturalmente hablando, el encaje jurídico de la diversidad a través de una óptica inclusiva debe plantearse en cuanto a su institucionalización, de manera que la cultura mayoritaria no sea la única que dote de substrato cultural a la organización jurídico-política del Estado, sino que ha de basarse en valores amplios y plurales capaces de fundar una comunidad política estable y duradera. Por ello, resulta útil el reconocimiento de (y con) las otras culturas distintas a la mayoritaria-poderosa y el consiguiente enriquecimiento que conlleva esta pluralidad. Se trata de extender el manto democrático y de derechos a todos aquellos que estando presentes y formando parte de la sociedad multicultural han sido ignorados para la configuración del espacio común, lo algunos autores han llamado “pluralización democrática”.2 A causa de esto, no es posible el mero reconocimiento (lo cual, aún así supone un avance), sino que se debe fomentar un encuentro que implique intercambio, porque como refiere Parekh (2010, p. 359), es a través del intercambio cuando se consigue el verdadero enriquecimiento recíproco.

			Así pues, en este tipo de sociedad, la recepción primero, y posteriormente la gestión de la diversidad cultural, constituyen un desafío colectivo tanto para la sociedad en su conjunto como para las instituciones públicas concretamente hablando. Estas tienen que dar respuesta a las necesidades y demandas de adaptación que surgen de sus usuarios y de sus empleados. En la actualidad, estas necesidades se manifiestan en solicitudes de acomodación o de excepción a las normas ya creadas. Algunos ciudadanos desean beneficiarse de un servicio en su lengua propia, o bien obtener un régimen alimenticio adaptado a sus creencias religiosas o convicciones morales, o tal vez mantener vestimentas y símbolos religiosos en distintos ámbitos de su día a día.3 Valgan estos simples casos como ejemplos de a lo que refiere este trabajo. Un Estado que apuesta por el interculturalismo como modelo de tratamiento de la diversidad cultural existente en su seno y como método de convivencia de la sociedad que lo ampara debe apostar por herramientas jurídicas valientes y técnicas imaginativas que permitan trasladar a la realidad cotidiana ese modelo del que se habló en las páginas precedentes.

			Es inevitable que ante esta situación surjan problemas y fricciones entre las minorías que realizan estas demandas y la sociedad de acogida. Con el fin de evitar estas tensiones, o para tratar de solucionar las ya existentes, se han desarrollado varias herramientas jurídicas tales como las medidas preferenciales, las acciones positivas, los derechos colectivos o de las minorías, los derechos diferenciados en función del grupo, o las prácticas de armonización intercultural que de acuerdo con Elósegui “… en un sentido general son las formas de flexibilización o de acuerdos para reglar las dificultades y malentendidos que se producen en el encuentro de culturas diferentes. En un sentido más concreto son las medidas acordadas a favor de una persona o de un grupo minoritario amenazado por la discrimininación en razón de su cultura (incluida su religión)” (2010, p.149). Entre estas prácticas destacan los acomodamientos razonables.

			En lo relativo a la organización y ordenamiento de esta obra, se divide en cuatro capítulos. El capítulo 1 se consagra a los acomodamientos razonables. Figura importada de Norteamérica, y en concreto, en su formulación más extendida, del Quebec canadiense, no ha sido tan bien acogida en Europa como a juicio propio mereciera. Bien es cierto que existen varios estudios y trabajos al respecto, pero en este se procura presentar no sólo una valoración de todo lo hasta ahora realizado, sino que también se patrocina una aportación en el sentido concreto de plantearlo como una buena técnica de resolución de conflictos que encuentren su origen en la diversidad cultural derivada de la inmigración. Además, se destina un espacio también para hablar de otras prácticas de armonización intercultural. Tales prácticas son las conocidas como ajustamiento acordado y acuerdo informal. En cierto modo son prácticas hermanas de los acomodamientos razonables, pero cuentan con características propias que las hacen poseedoras de una personalidad definida. Si bien es cierto este tipo de prácticas sólo tienen sentido en un modelo intercultural de Estado, el cual proteja y visibilice a los ciudadanos en la esfera pública.

			En el siguiente capítulo se profundiza sobre la experiencia canadiense relativa al acomodamiento razonable. La insistencia en este punto se debe al papel tan destacado que en la evolución de esta herramienta ha representado el país norteamericano. Se expone de manera conveniente el marco general de gestión de la diversidad cultural en Canadá y se explica con detenimiento el desarrollo y la utilización de la técnica aprovechando la veteranía y la gran cantidad de casos que allí se han producido.

			En el capítulo 3 se estudia con detalle la experiencia belga con el fin de extraer valiosas enseñanzas, las cuales serán permitirán una orientación en un sistema intercultural como el que propugna aqui. Destacarán por encima de todas las que se obtengan de la labor que realiza una institución como el Centro de Igualdad de Oportunidades y Oposición al Racismo (Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme).

			El capítulo 4 está centrado en el Consejo de Europa, órgano internacional, y en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, intérprete del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.

			En el apartado final se vierten a modo de conclusiones las enseñanzas que extraídas del contenido de la tesis y constituyendo los resultados más importantes de la investigación desarrollada en estas páginas, apoyada en abundante jurisprudencia y doctrina, se exponen de manera breve y sintetizada.

			Para el desarrollo metodológico de esta tesis doctoral, se ha examinado en profundidad abundante bibliografía académica extranjera y española sobre este tema. Las fuentes doctrinales han sido variadas en procedencia y disciplinas, tal y como se puede ver en el apartado bibliográfico. Respecto a las fuentes, los marcos jurídicos de Canadá, Bélgica, y el Consejo de Europa han sido analizados a profundidad en este trabajo. Además, se acudió también a gran cantidad de legislación y normativa, incluyendo otra documentación de tipo soft-law.

			Por otro lado, las fuentes jurisprudenciales ocupan un lugar destacado en esta obra. Acudiendo al Tribunal Supremo de Canadá, al Tribunal Superior de Quebec, al Tribunal Europeo de Derechos Humanos y a los tribunales belgas.

			En cuanto a las fuentes normativas extranjeras, y como se mencionó antes, se ha centrado de forma única y exclusiva en tres espacios jurídicos: Canadá, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y Bélgica.

			Y es así cómo a través de todo lo descrito se consigue condensar estos cuatro años de trabajo en unos cientos de páginas que reúnen todo el esfuerzo y dedicación que durante el tiempo descrito han ocupado la mente de este autor y han constituido la principal de las preocupaciones. Resulta evidente la exitencia de un desfase entre lo planeado y el desenlace que obtenido. No obstante, en el caso que ocupa el propio camino emprendido, ha hecho que en lugar de que exista un desvío de la idea original (como suele pasar en estas circunstancias), se haya conseguido profundizar más en ella, consiguiendo, por lo tanto, un fruto final que se erige como un fiel reflejo del proyecto que un día se concibió.

			

			
				
					2 Ruiz (2009, p.3) explica: “La profundización democrática en sociedades multiculturales exige de manera urgente una pluralización en la recepción de los derechos humanos universales. Frente al Estado identitario, hemos propuesto abrir los circuitos de pertenencia e identidad a través de una redefinición de la idea de ciudadanía. No se trata de des-identificar lo público, sino de pluralizarlo, de manera que las personas puedan ser titulares y ejercer sus derechos humanos a través de su identidad, y no a pesar de ella. A este necesario proceso lo podemos llamar pluralización democrática.”

				

				
					3 “The ‘identity’ assertions of cultural groups, I suggest, usually appear in the context of structural relations of privilege and disadvantage. Many Muslims in Europe or North America, for example, assert their right to wear traditional dress in public places, and make claims of religious freedom. Many Middle Eastern, North African, and South Asian migrants claim that Germany, the Netherlands, or France ought to accept them with their difference as full members of the society in which they have lived for decades, where their children were born and now live marginal youthful lives. Many of them experience housing, education, and employment discrimination, are targets or xenophobic acts of violence or harassment, and are excluded form or marginalized in political participation. In this sort of context claims for cultural recognition are rarely asserted for their own sake. They are part of demands for political inclusion and equal economic opportunity, where the claimants deny that such equality should entail shedding or privatizing their cultural difference” (Young, 2002, p.106).

				

			

		

	
		
			Capítulo 1. instrumentos jurídicos para la gestión de la diversidad cultural desde un modelo intercultural: las prácticas de armonización intercultural.

			Introducción: en busca de la igualdad efectiva.

			En toda sociedad multicultural se producen tensiones y conflictos que tienen su origen en motivos de índole cultural, y precisamente para impedir el surgimiento de estos, o con la intención de gestionar lo mejor posible los ya surgidos, se ponen en marcha medidas que, de una forma o de otra, lo que buscan es alcanzar una sociedad más justa y solidaria. Se hace necesario el empleo de nuevos instrumentos en los cuales se centrará la atención a partir de ahora: las prácticas de armonización intercultural.4 Entre ellas, su representante más característico son los célebres acomodamientos razonables. Pero también existen otras prácticas de armonización intercultural que no son en sentido propio acomodamientos razonables como tal, sino lo que se podría calificar como “parientes” suyos. En concreto se refiere esto a los ajustamientos acordados o los acuerdos informales.

			Mientras que al otro lado del Atlántico norte (Estados Unidos y Canadá) el acomodamiento razonable supone una técnica jurídica muy utilizada (Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p.355), en Europa continúa inédito. Aunque en la Europa continental la jurisprudencia no tenga la importancia que tiene en el derecho anglosajón, se considera como una herramienta de suficiente utilidad como para poder trasladarla y aplicarla en una sociedad plural en la cual son inevitables los roces entre culturas. Tal vez se perciba como una herramienta muy unida al modelo casuístico del common law (Santoro, 2010, p.236). Pero la oportunidad que plantea y las soluciones que ofrece la hacen atractiva para una realidad como la nuestra. Por eso, desde el principio se quiere dejar clara la apuesta firme por esta técnica como una muy adecuada manera de resolver y prevenir conflictos de esta índole desde una perspectiva intercultural (Elósegui, 2013, p.38).

			Los acomodamientos razonables como práctica de armonización intercultural destacada: concepto

			Para realizar una aproximación a tan controvertido concepto se partirá de la definición que del mismo se da en el glosario de términos del Informe Bouchard-Taylor (piedra angular en el estudio y tratamiento de esta técnica jurídica): “acuerdo que se inscribe en el ámbito jurídico, más concreto en el jurisprudencial, que está destinado a relajar la aplicación de una norma o de una ley en favor de una persona o de un grupo de personas cuando sean víctimas de una discriminación prohibida por las Cartas de Derechos o se encuentren en riesgo de sufrir una de estas discriminaciones” (Bouchard & Taylor, 2008, p.285).

			Esta sería una definición acorde a su forma y sustancia actual. No obstante, hay que matizar que se trata de un concepto que a lo largo de su existencia ha sufrido de varias modificaciones y ampliaciones-reducciones, por lo que en algunos momentos el término ha llegado a abarcar un significado más amplio de lo que en un inicio le correspondía. Por todo ello, siempre ha habido una cierta confusión acerca del acomodamiento razonable, la cual mezclada con la desconfianza hacía esta técnica provocaba un rechazo que no hacía sino redundar en su desconocimiento, y en un mayor temor y desconcierto.

			Sin entrar de lleno en su historia, hay que aclarar, que los acomodamientos razonables se insertan en el campo jurídico de la igualdad (Elósegui, 2013, p.64), en su origen se trataba de un concepto jurídico destinado a solucionar determinados conflictos que tenían su origen en la discriminación indirecta en el ámbito laboral que encontraban su causa en razones de índole religiosa, más tarde se extendió a todas las bases de la discriminación (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.113), y que en lo posterior este concepto se desvirtuó de tal manera que se vio inmerso de lleno en el centro de un debate que llegaba incluso a poner en cuestión la tan complicada cuestión identitaria del Quebec. Toda esta vorágine alcanzó su punto culminante en lo que se denominó la crisis de los acomodamientos razonables, etapa a la que puso fin la Comisión Bouchard-Taylor, motivo por el cual se eligió la definición allí establecida para configurar un primer acercamiento al espinoso concepto.

			A continuación, se analiza este término presente en el Informe Bouchard-Taylor con el propósito de lograr una mayor nitidez sobre el mismo. Para considerarse acomodamiento razonable:

			
					Debe llevarse a cabo en el ámbito jurisprudencial.

					La norma aplicada debe tratarse de una norma justa y no discriminatoria en origen, pero que una vez aplicada en la práctica al caso concreto produce efectos discriminatorios que no eran previsibles a priori.

					Los efectos discriminatorios deben ser sobre un derecho fundamental protegido por la Constitución o por una carta de derechos.

			

			De una manera más prosaica se puede decir que el acomodamiento razonable supone una intervención en pro de la armonía del espacio común, a través del respeto de las singularidades que dotan de diversidad a una sociedad multicultural. Además, esta herramienta jurisprudencial tiene un nítido carácter polimorfo (Delgrange & Lerouxel, 2015, p.4).

			Así pues, estas diferentes formas del acomodamiento pueden ir desde la adaptación de una norma a la situación particular de los interesados de manera que se evite la discriminación (poniendo a su disposición ventajas o facilidades que ayuden a su cumplimiento), hasta la posibilidad de eximir a determinados particulares del cumplimiento de una obligación general en caso de encontrarse en conflicto con ciertos deberes de carácter moral o religioso, por ejemplo (Ringelheim, 2006, p.275). En definitiva, las distintas concreciones jurídicas que adopte el acomodamiento dependerán de las circunstancias concretas bajo las cuales se desarrolle cada caso concreto (Woehrling, 2006, pp.369-403).

			En otro orden de cosas, una de las cuestiones que enseguida se nos plantean al respecto es sobre el alcance preceptivo de esta figura. De este modo, junto con Myriam Jézéquel (2010, p.22), nos preguntamos: cuando se habla de acomodamiento razonable, ¿se está ante un esfuerzo voluntario o más bien se trata de una obligación legal? Y si es así, ¿existe lo que podría denominarse como un derecho al acomodamiento razonable? Pues bien, la experta franco-canadiense considera que en principio existe siempre un ánimo cotidiano de adaptación para respetar la diferencia y garantizar la dignidad sin dejar de ofrecer la misma calidad de servicio. Si bien es cierto que en razón de circunstancias de carácter especial que ahonden en la vulnerabilidad de determinados particulares o que acarreen efectos discriminatorios indeseados que desemboquen en perjuicios para estos mismos, si que surgiría una nítida obligación de realizar las adaptaciones que fuesen menester (Jézéquel, 2010, p.22). Obligatoriedad que encontraría su fundamentación ni más ni menos que en la protección a los derechos fundamentales recogidos en las cartas de derechos o constituciones.

			En Canadá, los tribunales quebequenses sí que han instituido una obligación jurídica de acomodamiento, de hecho, esta obligación se considera “parte integral del derecho a la igualdad” (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.113), la cual supone un paso más allá a esa mera “buena voluntad” de la que se habló antes, ya que exige sobrepasar estas adaptaciones voluntarias. De este modo se puede apreciar como se introduce la distinción entre una llamada a la voluntariedad de la adaptación que no pasaría de poseer un carácter facultativo y una imposición a la institución pública de la obligación jurídica de revisar sus reglas de funcionamiento con el fin de no discriminar (Jézéquel, 2010, pp.22-23).

			En cualquier caso, y aunque acabamos de deducir que, si existe una obligación jurídica de acomodar, esta se genera de una manera individual y no da lugar en ningún caso a un supuesto derecho colectivo del cual se beneficiase un grupo o minoría en concreto, ni tampoco supone un precedente o rectificación de la norma en cuestión. El acomodamiento razonable surge del derecho de igualdad efectiva, pero tomando siempre éste de manera individual y vinculado a unas circunstancias concretas (Ruiz, 2009, p.10).

			Tal y como señala Bosset (en Ruiz & Urrutia, 2010, p.122), una crítica habitual al acomodamiento razonable suele ser que éste es utilizado para enmascarar soluciones colectivas bajo la apariencia de derechos individuales. Este argumento reiterativo desemboca además en la idea del efecto pendiente resbaladiza o bola de nieve, el cual viene a sugerir que la aprobación de acomodamientos razonables provocaría una situación de demanda cada vez mayor y de insaciabilidad que terminaría en un panorama ingobernable. No obstante, la realidad es distinta, y como dice el autor, la experiencia empírica demuestra de forma abrumadora que este juicio es infundado.5

			Al tener claro que, en efecto, se está ante una obligación (impulsada o bien a través de la ley o bien en fase judicial, ya lo veremos más adelante) y no ante un esfuerzo voluntario, toca ahora preguntarse a qué tipo de obligación se refiere. ¿El acomodamiento razonable se corresponde con una obligación de medios o de resultado? Pues bien, la respuesta es directa: la obligación de acomodar no impone una obligación de resultados, sino que, para ser admisible, basta con que el acomodamiento sea razonable. Y el porqué a esta importante puntualización supone uno de los asuntos que más problemática ha causado y que más necesidad de matización ha requerido (Bribosia, Ringelheim & Rovive, 2010, p.364). La obligación de acomodar no es absoluta, sino que siempre está en relación con un contexto en concreto, y por tanto este contexto condicionará la pertinencia de su implementación (Jézéquel, 2010, p.29). Si el acomodamiento no es absoluto, significa que está sujeto a límites. Es decir, el acomodamiento razonable lleva justo este “apellido” de razonable porque se debe a unos márgenes los cuales no puede sobrepasar (Ringelheim, 2011, p.25). Límites que pueden consistir en un coste económico excesivo o desproporcionado, un riesgo grave e innecesario, problemas de organización o factores fácticos que impidan llevar a cabo el acomodamiento; pero también límites de tipo social y no en estricto sentido económicos. A todos ellos se les dedicará un espacio más adelante en uno de los apartados más extensos de este capítulo.

			Vayamos ahora con el contexto material de actuación de esta herramienta jurídica, se ha dejado anotado que su origen tiene lugar en un ámbito muy concreto, el cual es el derecho laboral, y en relación a un derecho concreto el cual es el de libertad religiosa. Los ejemplos típicos en estos casos consistirían en la exención de vestir determinadas prendas de ropa o uniformes (o a la inversa: permiso para lucir otras prendas, objetos o atributos de singular índole religiosa), y la concesión de vacaciones en fechas concretas de capital importancia para el credo propio de quien así lo solicita. No obstante, enseguida el acomodamiento traspasa estas fronteras y es demandado y utilizado para casos en los que se invocan otro tipo de derechos (lingüísticos, por ejemplo) y todo ello sin limitarse al ámbito laboral. Se produce una expansión al ámbito cívico y cotidiano con la demanda de derechos de carácter cultural. De este modo el acomodamiento razonable pasaría a ser, en cierto modo, un genuino equivalente del concepto de adecuación cultural, tal y como señala Bosset: “el acomodo (sic) razonable podría ser equivalente al concepto de adecuación cultural, que se refiere a la idea de que cada derecho humano tiene un componente cultural que debería ser respetado, incluidas las políticas públicas” (en Ruiz & Urrutia, 2010, p.113). Este concepto de adecuación cultural ha sido utilizado por Naciones Unidas en determinadas observaciones del Comité de derechos económicos, sociales y culturales.6

			Por otro lado, y como conclusión a todos los matices que se han realizado, se considera importante exponer la última de las transformaciones que se está produciendo en esta figura a través de su evolución histórica (la cual se expondrá en los próximos apartados) y que corresponde a la actual obligación de acomodar. Tal y como explica Myriam Jézéquel, en su origen, los acomodamientos razonables, en tanto que obligación legal:

			Constituían una medida de rectificación que trataba de paliar los efectos no deseados que las prácticas de la mayoría causaban a las personas procedentes de las minorías. Hoy en día, a la vista del desarrollo jurisprudencial que se ha llevado a cabo, la obligación de acomodar insta a las personas e instituciones a actuar preventivamente e intervenir activamente para adoptar la medida que resuelva las dificultades que una persona procedente de una minoría pueda encontrar (2010, p.30).

			Por tanto, ahora la obligación de acomodar (que no hay que confundir con el instrumento del acomodamiento razonable, que como se abordará enseguida tiene un significado más acotado) no se limita a reaccionar frente a los eventos, sino que su voluntad es la de anticiparse a que estos sucedan. Se trata de transformar su naturaleza inoculando un gen resolutivo que torne su antiguo carácter reactivo en todo lo contrario, es decir, en una reacción positiva que busque soluciones y las resuelva. Así pues, su intencionalidad será la de anticiparse y actuar. No dejar que los eventos sucedan y desencadenen sus posibles consecuencias, sino adelantarse a las mismas, y por ello, gracias a esta transformación la obligación de intervención devendría activa (y proactiva) ensanchando se forma considerable los horizontes del acomodamiento.

			Cuando Jézéquel (2010, p.30) añade que en este paso de medida correctiva a medida proactiva “los jueces recomiendan un esfuerzo suplementario a la simple persecución de la no-discriminación”, lo que hace es poner sobre la mesa que se ha dado un paso más, que ahora de lo que se trata es de realizar un esfuerzo adicional que vaya más allá del objetivo inicial antidiscriminatorio, abogando por crear un clima en el que todas las normas sean revisadas para integrar en ellas medidas que eliminen o reduzcan cualquier atisbo de discriminación potencial que pueda esconderse en las mismas. Esta medida proactiva exhorta tanto al sector privado como a las instituciones públicas a ir más allá del planteamiento individual para analizar e integrar las nociones de igualdad en sus propias normas y políticas de empleo con el objetivo de erradicar los posibles obstáculos para la integración de la diferencia. En palabras de Elósegui: “No es un régimen de excepciones, sino de flexibilidad incorporada a la propia norma para evitar que ésta produzca efectos discriminatorios no buscados” (2014, pp.69-96).

			Así pues, con la incorporación del acomodamiento a la norma, de alguna manera ella misma pasaría a ser la nueva regla, de modo que la norma pierde su carácter discriminatorio. En lo siguente, y según esta futura evolución, podría considerarse a los acomodamientos razonables como una incorporación a la regla general en lugar de una excepción a la misma. Sería una manera de concebir la igualdad no como una excepción a la regla, sino como una manera de aceptar la diferencia. En otras palabras, y como se expuso en lo anterior, la excepción, además de una derogación de facto de la regla para ese caso concreto, vendría a constituirse en parte de la regla.7

			En definitiva, esta es la última fase en la evolución de la idea que yace detrás del instrumento jurídico de los acomodamientos razonables, la cual los reconduce a una actuación posterior en medida proactiva que guíe el espíritu de las normas y políticas en las cuales se incluya. Por lo tanto, se produce una expansión ambiciosa del concepto original por el que se propondría pasar del carácter jurisprudencial primario al terreno legislativo, con todas las complicaciones y objeciones que esto suscita y que trataremos en detalle más adelante.

			Distinción de significados 

			Como se ha indicado antes, a causa de la popularización del término y de su uso cada vez más habitual, el concepto se ha ido ampliando debido a su generalización en ámbitos externos al terreno jurídico (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.116). El término acomodamiento razonable ha sufrido deformaciones de sentido y reducciones abusivas (reducción de acomodamientos razonables a meros acomodamientos religiosos, asimilación del acomodamiento a una medida de integración de los inmigrantes, no diferenciación entre acomodamientos razonables y ajustamientos acordados, entre otras). En plena crisis de los acomodamientos razonables, el propio concepto se ha visto tan deformado que ha llegado a perder su vínculo con la esfera jurídica hasta el punto de pasar a designar con esta figura, cualquier forma de acuerdo negociado. De esta manera, siguiendo lo dicho por autores como Pierre Bosset y Marie-Claire Foblets (2010, pp.37-68), hoy en día se pueden distinguir hasta tres significados distintos del término. A continuación, se detendrá en cada uno de ellos, pasando de más amplio y popular a más restringido y técnico.

			Significado popular: tal y como dicen los citados autores, es la acepción más impropia y desvirtuada del término (Bosset & Foblets, 2010, p.40). En sentido más amplio, consistiría en cualquier acuerdo (jurídico o no) llevado a cabo para resolver un conflicto que tenga sus causas en la diversidad cultural. Dentro de esta categoría extensa y genérica entrarían no sólo los acomodamientos razonables en sentido estricto sino también otras técnicas de armonización conocidas como ajustamiento acordado y acuerdo informal en las que más adelante se profundizará. Por tanto, aquí se incluyen también los acuerdos a conflictos que no tengan como causa la lesión de un derecho fundamental, o los que no surjan de una situación de discriminación.8 Es decir, cualquiera que se produzca por un tratamiento uniforme de la diversidad.

			Sentido genérico o amplio: En este caso y tomando algo de rigor con la acepción, se refiere a la “modulación o adaptación de una norma jurídica (legislativa en la mayoría de los casos)” (Bosset y Floblets, 2010, p.41). Se consideraría ajustamiento acordado cualquier ajustamiento en una ley o norma jurídica que tenga como objeto paliar los efectos negativos que pueda tener sobre un grupo cultural o religioso. En este sentido genérico, el acomodamiento razonable incluiría las ambiciones de ciertos colectivos culturales y religiosos de reconocimiento de la validez de sus propios órdenes normativos paralelos al estatal. Con esto no se hace referencia a los acuerdos que el Estado español tiene con las distintas confesiones religiosas, sino que más bien se trataría de los casos de algunos países anglosajones en los cuales se ha llevado a cabo el reconocimiento de determinados ordenes normativos distintos del estatal para algunas cuestiones determinadas y acotadas a materias concretas (caso de los Muslim Arbitration Tribunals de Gran Bretaña, tribunales religiosos de arbitraje en ciertas materias civiles).9

			Sentido restringido o técnico: Este se refiere al acomodamiento razonable auténtico. Es decir, la práctica de armonización realizada en la etapa jurisprudencial la cual tiene por objetivo evitar los imprevisibles efectos negativos que una norma en apariencia neutra ejerce sobre un colectivo determinado. El efecto negativo, como se ha explicado antes, debe consistir en una violación de un derecho fundamental recogido en un documento jurídico que tenga el rango de Carta de Derechos, y puede originarse tanto en la esfera pública como en la privada. Retomando de nuevo a Bosset y Foblets, se puede ver como este sentido restringido considera los acomodamientos razonables como “parte integrante del derecho a la igualdad efectiva o plena” (2010, p.43).

			Características del concepto actual de acomodamiento razonable 

			De manera resumida y a modo de recapitulación, a continuación, se expondrán de forma esquemática los caracteres del concepto actual, estricto y riguroso de acomodamiento razonable con la intención de identificar de manera nítida, sus claves definitorias y poder seguir trabajando en él sin confusiones a lo largo del capítulo.

			
					El acomodamiento razonable se conceptúa como una obligación jurídica, un deber (un legal duty to accommodate) que nace de la existencia de una discriminación indirecta que afecta a un derecho fundamental protegido por una Carta de Derechos y que consiste en un acuerdo para paliar esta discriminación.La norma a adaptar no es discriminatoria en origen, sino que es en el caso concreto en que se materializa cuando devienen los efectos discriminatorios, y es entonces cuando se origina la obligación de acomodar. La norma no es injusta en sí, y por tanto no debe derogarse ya que sigue siendo válida para el resto de los casos (Elósegui, 2013, p.75), así que el deber de acomodar ha de ser estimado para el caso concreto.
La obligación que surge puede ser tanto de acción como de omisión. Si es de acción requerirá buscar medidas ad hoc para evitar la lesión del derecho fundamental, y si es de omisión sólo consistirá en dejar sin efecto los preceptos discriminatorios.


					El acomodamiento razonable tiene lugar en el ámbito judicial. La razón de esto es que la obligación de acomodar surge en un caso concreto, y por tanto debe analizarse caso a caso (pero no opera de oficio, sino que se realiza a instancia de parte).Esta herramienta de armonización tiene su razón de ser sólo en la implementación práctica de la norma y por ello sólo puede llevarse a cabo en la esfera jurisprudencial.
Aunque más adelante tenga lugar una corrección legislativa de la norma en cuestión con base en la comprobación de los perjuicios que ocasiona a raíz de observar su desarrollo práctico, el acomodamiento razonable en sentido estricto sóo tiene lugar en el ámbito jurisprudencial. Es una solución en escencia pragmática por definición.


					El acomodamiento razonable no tiene su origen en ley alguna. No hay una ley de acomodamiento razonable, sino que al ser su origen jurisprudencial se basa en los principios inspiradores de igualdad y de no discriminación. En el caso de su lugar de origen, es decir Canadá, en particular Quebec, esta figura encuentra su fundamentación directa en el artículo 15 de la Carta Canadiense de Derechos y Libertades (Canadian Charter of Rights and Freedoms), y en el artículo 10 de la Carta de Derechos Humanos y Libertades (Charte de droits et libertés de la personne).

					El punto de partida del acomodamiento razonable es la existencia de una vulneración de un derecho fundamental que tenga como consecuencia una discriminación indirecta. En su sentido estricto el acomodamiento exige que la lesión sea producida sobre un derecho fundamental recogido en una carta de derechos o similar. Es decir, debe tratarse de una vulneración en toda regla, si se trata de otra serie de conflictos se estaría hablando de alguno de los conceptos hermanos que más adelante se desarrollarán. Además, se debe recordar también que la existencia reconocida de una discriminación indirecta no se deriva per se en la obligación de acomodar en automático.

					El deber de acomodación puede darse tanto en la esfera pública (instituciones y administración) como en la privada (entre particulares, incluyendo como tal a la administración cuando actúa en el sector privado [Bribosia, Ringelheim & Rorive, 2010, p.362]). Aunque, como se podrá ver a continuación en el repaso histórico, el ejemplo paradigmático haya sido el del empresario que para no violar la libertad religiosa de un empleado debe acomodar el calendario o el horario laboral, la obligación de adaptar puede darse en muchos otros ámbitos como la educación o la sanidad en las cuales la responsabilidad de acomodación recae sobre las instituciones y administraciones públicas (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.113).

					El acomodamiento razonable como deber jurídico no es un deber de resultados, sino de medios. No se garantiza la solución al conflicto, sino la búsqueda de métodos que eviten el agravio o en su caso lo palien. Se intenta la solución a través del acuerdo, pero éste no siempre es posible ya que en ocasiones existen impedimentos justificados por cuya causa no se puede llevar a cabo la práctica de armonización (Ruiz, 2009, p.9). Estos impedimentos son conocidos como los límites a la obligación de acomodar y serán tratados de forma específica en un apartado exclusivo más adelante.

			

			Surgimiento y desarrollo de los acomodamientos razonables 

			Orígenes históricos y antecedentes 

			Como ya se indicó antes, la obligación de acomodamiento razonable aparece por primera vez en el contexto del ámbito laboral, siendo el derecho involucrado el de libertad religiosa. Pero, en la búsqueda de los antecedentes del surgimiento de esta controversial figura se acudió en primer lugar a los Estados Unidos, país pionero en la utilización de los acomodamientos, dónde en su fase más primigenia se puede encontrar el germen previo a lo que hoy conocemos como acomodamiento razonable. Este embrión se halla en la legislación estadounidense, en particular en la ley de Derechos Civiles (Civil Rights Act) de 196410, la cual en su Título VII (llamado Equal Employement Opportunity —Igualdad de oportunidades en el empleo— y que consagraba la prohibición de la discriminación por razón de religión, raza, sexo, u origen) estableció la Comisión de Igualdad de Oportunidades en el Empleo (Equal Employement Opportunity Commission o EEOC, por sus siglas en inglés) como una institución que se encargase del cumplimiento de la prohibición de discriminar en el ámbito del empleo, y por tanto de la efectiva materialización de la no discriminación laboral. Esta agencia publicó en 1967 una serie de directivas o recomendaciones sin fuerza de ley alguna,11 denominadas Directrices sobre Discriminación por Religión (Guidelines on Discrimination because or Religion), en las cuales se establecía por vez primera que el empleador que no acomodase las necesidades religiosas de sus empleados (en este momento sobre todo en lo relativo a los horarios y festividades), siempre que ello no resultase gravoso para su negocio, estaba incumpliendo la legislación federal antidiscriminatoria. Se prevén permisos por causa religiosa con las limitaciones de los inconvenientes que puedan producir en la gestión del negocio, y cuando ello no conlleve una injusticia respecto a los demás empleados. Aquí se observan los primeros límites a la primitiva obligación de acomodar: el acomodamiento se llevará a cabo siempre que no suponga un serio inconveniente.

			Pero aún quedaba un paso más para el afianzamiento del concepto, el cual se llevaría a cabo en 1972 a través de una enmienda (Bribosia, Ringelheim & Rorive, 2010, p.357) que modifica este Título VII para añadir la obligación al empleador (público o privado) de acomodar de manera razonable sus condiciones de trabajo en relación a la práctica de su credo religioso, sin olvidar que esto no podrá ocasionar una carga excesiva al mismo. Y es que en ese momento la obligación de acomodar todavía no era nítida. La enmienda surge a raíz del caso titulado Dewey v. Reynolds Metal Company12 en el cual el Tribunal Supremo de los Estados Unidos no se ve capaz de imponer al empleador la obligación de acomodar ya que en ese momento la misma no se hallaba recogida en ninguna norma con fuerza vinculante, sino sólo en las Guidelines de la EEOC, las cuales, como se ha visto, sólo poseían carácter de recomendación. Es por ello que se hace imperativo su inclusión en una norma jurídica, y la enmienda se encarga de ello insertando, por fin, la expresión acomodamiento razonable en un texto legislativo:

			“(…) to reasonably accommodate to an employee’s or prospective employee’s religious observance or practice without undue hardship on the conduct of the employer’s business”.13

			Más adelante, la Corte Suprema fue puliendo el concepto y concretando mediante distintas sentencias el contenido y alcance de esta figura (Elósegui, 2013, p.98). Entre ellas, la sentencia más importante es la del caso Trans World Airlines v. Hardison de 197714 en la cual se puntualizan los requisitos que tienen que concurrir para que se aplique la citada enmienda (Bribosia, Ringelheim & Rorive, 2010, p.357):

			
					El empleado debe acreditar que: su fe le impone un mandato ineludible que entra directamente en conflicto con una norma del ámbito laboral; que ha puesto al tanto de tal circunstancia al empleador; y que ha sido sancionado por incumplimiento de la norma laboral de que se trate.

					El empleador por su parte debe ser incapaz de certificar que: ha propuesto acomodar la circunstancia especial que imposibilitaba al empleado; o que en caso de haberlo hecho aparecía la existencia de una contrainte excessive o undue hardship (traducido como carga excesiva) que le impedía llevarla a cabo.

			

			Se observa así la aparición del concepto de carga excesiva (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.115) que en lo posterior se desarrollará en profundidad y que, como se ha mencionado ya, se correspondería con los límites al acomodamiento razonable.

			El acomodamiento se expande a Canadá

			Una vez explicada la génesis del concepto en Estados Unidos nos trasladamos ahora a Canadá, país en el que el acomodamiento razonable adquirirá su forma y características definitivas y en el que ha gozado del mayor nivel de desarrollo y utilización alcanzado hasta la fecha, circunstancia que lo convierte en el lugar de referencia para el estudio de esta figura. Además, es en el país de la hoja de arce (sobre todo en la provincia del Quebec) dónde esta figura ha alcanzado su verdadera dimensión de herramienta para la gestión de la pluralidad cultural y en defensa del modelo intercultural, transgrediendo los territorios normativo y jurisprudencial para convertirse en un auténtico fenómeno sociopolítico.

			Existe una clara diferencia entre la versión estadounidense y la versión canadiense de los acomodamientos razonables. La tendencia estadounidense ha sido siempre hacia una mentalidad liberal más pura de laissez faire, laissez passer procurando una libertad más bien negativa y de no interferencia en los asuntos privados. Por ello la experiencia en los Estados Unidos ha sido muy escasa y limitada a casos en los que se veía envuelta la libertad religiosa, no desarrollándose más en otros ámbitos ni con otros motivos, ni muchos menos en los servicios prestados por los poderes públicos (Elósegui, 2013, p.97). Por su parte, en Canadá y en Quebec la predisposición ha consistido en proporcionar los instrumentos para hacer efectivas las libertades, lo que ha conllevado tradicionalmente una mayor implicación de las administraciones para lograr este fin. Así pues, el acomodamiento adoptará una versión más proactiva y potente que en el caso de Estados Unidos, además de extender su uso hacia otros motivos de discriminación de índole más de tipo cultural.

			Para encontrar la primera referencia al acomodamiento razonable en Canadá se debe remontar a 1985, en concreto al fallo del Tribunal Supremo de este país en el caso O’Malley v. Simpson-Sears Ltd., de nuevo un caso de libertad religiosa en el ámbito laboral.15 Una empleada (Theresa O’Malley) de unos grandes almacenes (Sears Canada) que abren todos los sábados ha trabajado durante años en el establecimiento sin incidentes. Sin embargo, cuando la empleada se convierte en miembro de la Iglesia Adventista del Séptimo Día (creencia que impone la observancia del Sabat la cual impide trabajar el sábado) pide a su jefe no trabajar el sábado invocando su práctica religiosa que está en conflicto con su horario de trabajo (se cumple aquí el requisito de comunicación del conflicto que señalábamos más arriba). El empresario la despide, justificando tal decisión en que darle fiesta todos los sábados le resultaría en particular gravoso para su negocio. Este caso provoca que, ante el vacío existente en el Código de Derechos Humanos de Ontario (Ontario Human Rights Code) en lo relativo al esfuerzo que debe hacer el empresario para acomodar las necesidades religiosas de su empleada, el Tribunal Supremo busque una salida citando la jurisprudencia estadounidense para configurar como tal la figura jurisprudencial del acomodamiento razonable.

			El acuerdo final que se alcanza consiste en la readmisión a tiempo parcial de la empleada (con la correspondiente disminución en el salario) evitando de este modo una discriminación por motivos religiosos que sería contraria al Código de Derechos Humanos de Ontario (Ontario Human Rights Code). La Corte Suprema reconoció el derecho del empleador de explotar su empresa el sábado, pero esta exigencia de empleo “normal” tiene efectos discriminatorios sobre esta empleada debido a su práctica religiosa. Salvo casos de fuerza mayor o cargas excesivas, el empleador no tiene derecho a impedir al empleado la práctica de su religión. Él debe, pues, buscar el acomodamiento modificando sus horarios de trabajo. De esta manera se observa como en el derecho canadiense el concepto de acomodamiento razonable va ligado a las nociones que se revisaron antes sobre la discriminación indirecta y de igualdad real o efectiva. La obligación de acomodar se convertiría así en “un deber” de corregir la norma para que su aplicación no se desvíe del espíritu que la inspiró (Bribosia, Ringelheim & Rorive, 2010, p.361).

			También ese mismo año de 1985, en el caso R v. Big M. Drug Mart,16 una empresa pone en tela de juicio la validez de la ley federal que, con claras reminiscencias cristianas, impone el domingo el cierre de todas las tiendas. Esta ley vendría a suponer que todos los no cristianos se tengan que someter ante las costumbres del grupo dominante. La Corte Suprema reconoció que la citada norma provocaba una desigualdad de carácter real entre la mayoría cristiana dominante y las demás minorías religiosas (Elósegui, 2013, pp. 56-57).

			Según estas dos sentencias mencionadas, los poderes judiciales dictaminan que no se puede impedir u obligar a una persona a actuar contra sus creencias y contrario al espíritu de las Cartas de Derechos y a la dignidad de las personas. Estas resoluciones hacen resurgir también la idea de que esa igualdad consistente en aplicar las mismas normas a todos sin distinción puede tener consecuencias diferentes sobre las personas según las características propias de cada una de ellas. Aunque parezcan neutras a primera vista, justificadas e igual de aplicables a todos, este tipo de políticas y de normas están definidas en función de los rasgos de la mayoría, y pueden encerrar perjuicios y desventajas sobre ciertas personas. No es necesario que la norma sea injusta o discriminatoria en sí misma, ni que tenga intención de excluir a nadie, basta con que en la práctica cree efectos discriminatorios y excluyentes que provoquen una situación de injusticia. La intencionalidad de discriminación propia de la discriminación directa, no es requerida como elemento de discriminación en su variante indirecta. Los tribunales de Canadá, por tanto, invitan a los empleadores particulares y a las grandes empresas a considerar las repercusiones que sus normas, prácticas o medidas tienen sobre sus empleados y también sobre sus usuarios o clientes (Jézéquel, 2010, p.22).

			La obligación de acomodar planteada en su versión canadiense, enfatiza el vínculo del acomodamiento razonable con la noción de discriminación indirecta a la cual se halla unida de forma intrínseca. De este modo, resulta manifiesto que tiene su origen en una vulneración del derecho a la igualdad y en la existencia de una situación de discriminación de facto. La obligación de acomodamiento exige flexibilizar estas reglas que crean discriminación de forma involuntaria. Supone una modificación de las normas o una atenuación de sus efectos sobre ciertas personas creando una excepción a la práctica generalizada, una derogación de las normas de funcionamiento, o una adaptación específica de las normas aplicables. Si no se llevan a cabo estas acciones, no se pueden eliminar los efectos discriminatorios, y las personas que tengan alguna particularidad o circunstancia especial respecto a la mayoría pueden quedar en desventaja o excluidos de las normas adoptadas por la mayoría. El desarrollo de este concepto funciona como arma para hacer frente a la discriminación indirecta, la razón de que a partir de este momento el acomodamiento razonable se instale en Canadá y se dispare su uso como herramienta para el tratamiento de la diversidad cultural.

			Evolución del fenómeno: mayoría de edad y posterior crisis 

			El acomodamiento razonable surge en Canadá como una figura jurisprudencial de la Corte Suprema (siendo importada de la jurisprudencia estadounidense) como manera de salvar una discriminación indirecta en el ámbito laboral surgida de la aplicación de una norma a priori neutra a través de la introducción de ciertas salvedades que permitan ajustar la norma a la particularidad del individuo fundamentándose en el derecho de igualdad real (Ringelheim, 2006, p.168).

			De la Corte Suprema este concepto también dará el salto al plano legislativo, así, la Ley Canadiense de Derechos Humanos (Loi canadienne sur les droits de la personne) de 1998 reconoce en su artículo 2° que el derecho a la igualdad incluye la implementación de las medidas necesarias para la acomodación de sus necesidades:

			La présente loi a pour objet de compléter la législation canadienne en donnant effet, dans le champ de compétence du Parlement du Canada, au principe suivant : le droit de tous les individus, dans la mesure compatible avec leurs devoirs et obligations au sein de la société, à l’égalité des chances d’épanouissement et à la prise de mesures visant à la satisfaction de leurs besoins, indépendamment des considérations fondées sur la race, l’origine nationale ou ethnique, la couleur, la religion, l’âge, le sexe, l’orientation sexuelle, l’état matrimonial, la situation de famille, la déficience ou l’état de personne graciée (Ringelheim, 2006, p.274).

			En resumen, el fallo de la Corte Suprema canadiense de 1985 en el caso O’Malley v. Simpson-Sears Ltd. supone el pistoletazo de salida a partir del cual esta figura se consolida y desarrolla. Se puede decir que el fenómeno alcanza su mayoría de edad. Sólo en la provincia de Quebec, entre la fecha de la publicación de la sentencia (1985) y el 2008 se produjeron 73 casos de acomodamientos razonables (Bouchard & Taylor, 2008, p.60). Está en el cénit de su desarrollo. El denominado periodo de ebullición se dio en especial durante 2006 y 2007, cuando tuvo lugar una espectacular proliferación que alcanzó los 40 casos en ese intervalo.

			Semejantes cifras lo que indican es la necesidad social de dotarse de instrumentos con los que hacer frente a los conflictos que desde hacía tiempo llevaban germinando en su seno. Esta “hambre” de herramientas con las que solucionar problemas del día y litigios a pie de calle, evidencian lo oportunos que resultaron los acomodamientos razonables en este momento histórico, como respuesta apropiada a los mismos, y cómo de esta manera llegaron a una primera culminación de su desarrollo por así decirlo, una primera época dorada.

			Sin embargo, esta proliferación acabaría desembocando en una sobre exposición mediática, la cual fue causa de exageraciones y tergiversaciones periodísticas que crearon una considerable confusión entre la población, desembocando en lo que (escogiendo un término alarmista-amarillista) se llamó “crisis de los acomodamientos razonables”. Con esto, terminó por aflorar la sensación de que esta herramienta no servía justo para “evitar la escalada de radicalización” que era su objetivo, sino todo lo contrario, y por ello a partir de 2007 la Corte Suprema intenta distanciarse de esta tendencia (Gaudreault-DesBiens, en Flobet & Schreiber, 2013, p.61).

			Pese a que algunos autores (y un servidor coincide con ellos) consideran que la crisis, más que real, fue “de percepción” (Bosset & Foblets, 2010, p.39), se hizo imperativo calmar las aguas y tratar de buscar una solución a la misma. Para ello se constituyó la Comisión de consulta sobre las prácticas de acomodamiento relacionadas con las diferencias culturales en Quebec (Commission de consultation sur les pratiques d’accomodement reliées aux differences culturelles), una comisión de consulta formada por expertos y cuyo fruto sería el informe denominado Fonder l’avenir. Le temps de la conciliation. Rapport integral de la Commission de consultation sur les pratiques d’accomodement reliées aux differences culturelles, más conocido como Informe de la Comisión Bouchard-Taylor (Informe Bouchard-Taylor [Bouchard & Taylor, 2008]). Dicho informe realiza una reflexión serena sobre estas prácticas y busca la consolidación definitiva de una herramienta jurídica que tan útil ha resultado para la solución de conflictos y fricciones surgidos de la convivencia en una sociedad caracterizada por el pluralismo cultural.

			Comisión Bouchard-Taylor, Informe, y consecuencias

			En las páginas anteriores se vio cómo desde los medios de comunicación se creó un cierto estado de alarma sobre los acomodamientos, a la vez que se extendía la confusión y los malentendidos al respecto. Además, la demanda de acomodamientos razonables aumentó de forma considerable, aconteciendo entre marzo de 2006 y mayo de 2007 un total de 39 casos declarados. Ante esta situación, era cada vez más necesaria una actuación de los poderes públicos que acometiese la urgente tarea de poner orden en el asunto. Por ello, el gobierno provincial del Quebec al final toma cartas en el asunto y pone en marcha una comisión para el estudio del tratamiento y utilización de los acomodamientos razonables que ayudase a racionalizar su aplicación. Tal y como explica Elósegui, “el 8 de febrero de 2007, el Primer Ministro de Quebec Jean Charest del Partido Liberal anunció la creación de una comisión de consulta sobre las “prácticas de acomodación” relacionadas con las diferencias culturales, en respuesta al descontento público en relación con los “acomodamientos razonables” (2010, p.130). El mandato del gobierno a la comisión se concretaba en los siguientes apartados (Bouchard & Taylor, 2008, p.17):

			
					Confeccionar un listado de todas las prácticas de acomodamiento que hubieran tenido lugar en Quebec hasta la fecha.

					Analizar las cuestiones relacionadas con este asunto, teniendo en cuenta las experiencias que hubieran tenido lugar en otras sociedades.

					Realizar una amplia consulta sobre este tema

					Formular recomendaciones al gobierno para que las prácticas de acomodamiento sean acordes a los valores de la sociedad de Quebec, la cual se constituye como pluralista, democrática e igualitaria.

			

			La comisión abordó el mandato del gobierno tomando el debate sobre los acomodamientos razonables como un síntoma de un problema mayor que implicaba al modelo de integración sociocultural puesto en marcha en Quebec a partir de los años setenta. Desde esta perspectiva, la comisión entró de lleno en asuntos como la inmigración, la laicidad, el interculturalismo, y también la identidad quebequense.

			El mecanismo seguido para la confección del informe fue un proceso de investigación y análisis de los datos, con fuerte presencia de la participación ciudadana. Como indican Sauca y Wences, se trata de un debate público guiado por autoridades políticas “que tiene lugar en un contexto político de construcción de un futuro proyecto (…) y su fin último mes obtener información directa y encontrar puntos de encuentro” (2009, pp.13-14). En concreto, sintetizando los datos que aporta el propio informe (Bouchard & Taylor, 2008, p.17) (y aportándolos a modo informativo para tener una idea de la magnitud de la tarea): se ordenaron 13 investigaciones a especialistas de diferentes universidades del Quebec, se llevaron a cabo 31 grupos de encuestas a personas tanto de ciudades como Montreal como del medio rural, se produjeron 59 encuentros con expertos y representantes de organismos socioculturales. Respecto a las consultas públicas, se crearon cuatro fórums nacionales con más de 800 participantes, tuvieron lugar 31 días de audiencias abiertas al público, en las cuales se recogieron más de 900 memorias, las cuales se discutieron en 328 audiencias posteriores durante las que se escucharon 241 testimonios. Del mismo modo, la comisión también habilitó un sitio en internet con la finalidad de intercambiar puntos de vista, el cual recibió más de 400 000 visitas. Posterior a ello, se confeccionó la redacción del informe, analizando toda la información recibida e interpretando los datos a la luz de la investigación realizada.

			Como consecuencia fundamental se consiguió apaciguar la vorágine (alentada por los medios) vivida en el llamado periodo de ebullición enfriando la escena pública, dando paso así al conocido como periodo de calma en el cual la demanda de acomodamientos razonables disminuyó de forma considerable y se logró un clima más sosegado y calmado, llevando a cabo un uso más consciente de esta herramienta de armonización intercultural.

			Se inicia de este modo una tendencia a optar por otras figuras como el ajustamiento acordado o el acuerdo informal, figuras que se expondrán unas páginas más adelante y las cuales no requieren intervención judicial. Esta es una de las recomendaciones del propio Informe Bouchard-Taylor, la cual da lugar a que se acuda de una manera mucho más cabal y comedida en comparación con la etapa anterior (Bouchard & Taylor, 2008, p.266).

			El Informe Bouchard-Taylor ha situado la obligación jurídica de acomodamiento razonable en el marco de una reflexión más global, de naturaleza sociopolítica, sobre el modelo de integración sociocultural puesto en práctica en Quebec desde los años setenta del siglo XX. La comisión determinó que si el acomodamiento razonable es entendido en su sentido más técnico o restringido, se trata de una herramienta jurídica cuyos límites ya están fijados y que por tanto su desvirtuamiento y mala utilización no serían posibles salvo en caso de un flagrante incumplimiento de estos límites establecidos (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.126), y que la crisis derivada de su uso desenfrenado en realidad no era tal, sino que se trataba de una crisis de percepción cuya magnitud había sido exagerada en los medios a fin de crear un clima hostil hacia los acomodamientos en la opinión pública (Bouchard & Taylor, 2008, p.18).

			En definitiva, el Informe Bouchard-Taylor cumplió el objetivo para el que fue creado ya que sirvió para aclarar la equivocada percepción sobre los acomodamientos razonables y la normalización de su uso, creando un marco y unos mecanismos de resolución de problemas derivados de la convivencia entre culturas propia del Quebec. Por consiguiente, es importante destacar que, aunque el informe no pasa de ser una mera guía o compendio de recomendaciones sin ningún tipo de rango normativo o legal, su utilidad y potencia radica en que ha sido capaz de explicitar una serie de directrices en suma valiosas que deben ser atendidas por los poderes públicos y que sirven como ejemplo y paradigma en su actuación.

			Racionalización y normalización de su uso

			Mientras que en Europa dónde no se tiene esta figura, se da una cierta visión edulcorada y casi idílica del funcionamiento de los acomodamientos razonables en Canadá (una especie de el dorado normativo, por utilizar la expresión de Gaudreault-DesBiens [en Foblets & Schreiber, 2013, p.58]), de forma particular en Quebec, el ruido mediático levantado en torno a ellos ha creado en una parte de la población el temor a que una proliferación y desvirtuación de los mismos, acabe poniendo en riesgo los valores comunes y rompa el equilibrio entre derechos de la mayoría y derechos de las minorías, alterando los valores fundadores de la sociedad, muy marcados en el caso de la identidad quebequense.

			Pese a toda la labor realizada, la idea que subyace consiste en un temor a que la obligación de acomodar conduzca a un exceso de reivindicaciones identitarias u oportunistas, paradójicamente discriminatorias, las cuales hagan confundir el camino de esta noción jurídica desde su finalidad (fomentar la igualdad real) a sus propósitos instrumentales (que el beneficiario de la medida obtenga “privilegios”). Como se ha visto, esto tiene su punto culminante en el periodo de ebullición y su posterior racionalización a través de las directrices de un estudio tan completo como el Informe Bouchard-Taylor.

			Pues bien, justo por este motivo resulta de vital importancia tener claros los límites de esta obligación de acomodar. La mejor manera de aportar seguridad respecto a este miedo referido, es aclarar y fijar el alcance de la obligación de acomodar. Sólo así se puede desterrar el recelo (e incluso el miedo) ante esta figura y proporcionar tranquilidad respecto a su utilización. Durante este capítulo se ha referido de manera constante a ellos, pero a continuación se examinará a detalle.

			Límites de los acomodamientos razonables 

			A lo largo del capítulo se ha advertido que la obligación de acomodar como deber jurídico no es una obligación absoluta, sino que tiene sus límites. Éstos son los que en la experiencia norteamericana se han conocido como contrainte excessive o undue hardship. En español se podría traducir como cargas excesivas o cargas desproporcionadas (Ruiz, 2009, p.9). Estas cargas surgen cuando las tareas que hay que llevar a cabo para cumplir con el acomodamiento provocan obligaciones que son muy complicadas de asumir para la parte obligada ya que suponen un gravamen desmesurado. La existencia de una de estas cargas liberaría del deber de acomodar a quien la justificase.

			En el Informe Bouchard-Taylor se ofrece una buena exposición de estos límites que Elósegui analiza de la siguiente manera:

			El informe establece unos criterios para rechazar las demandas de acomodación o ajustamiento que sean desproporcionados (constrainte excesive) o que exijan una obligación excesiva: porque lo que se solicita no sea conforme a derecho, porque los gastos sean desproporcionados o excesivos, porque suponga una desorganización funcional de los organismos públicos, o un atentado a los derechos de otro, o vaya contra la seguridad y el orden público, etc. En suma, el derecho a las prácticas de armonización no es absoluto (2010, p.150).

			Así pues, un coste económico excesivo, un riesgo grave, o un atentado a los derechos o bienes de un tercero pueden justificar una inaplicación del acomodamiento. Para juzgar la oportunidad o pertinencia de un acomodamiento razonable, se considera importante apoyarse sobre algunos principios establecidos en derecho, aunque no sean principios exhaustivos. De hecho, hablar de cargas excesivas implica que una cierta carga que no sea excesiva se consideraría aceptable. Ahora bien, el problema viene al evaluar este “exceso”, ya que se debe hacer en función de las características propias de cada una de las instituciones y del contexto en el que se incardine. La noción de carga excesiva refleja el axioma de que los derechos de una persona entrarán de forma inevitable en conflicto con los de un tercero (recordemos que “mi libertad acaba donde empieza la tuya”), y es evidente que los derechos deben estar limitados con el fin de preservar la estructura social en la cual cada derecho puede ser protegido sin causar un daño indebido a los otros. Es un ejercicio de equilibrio. Cada caso debe ser analizado en su contexto, y debe ser objeto de un examen individualizado. El inconveniente mínimo que cause, esa carga “tolerable” es el precio a pagar por la existencia y la buena gestión de una sociedad multicultural (Ruiz, 2009, p.10).

			De acuerdo con la Corte Suprema de los Estados Unidos, una carga excesiva consiste en “cualquier mínimo esfuerzo o insignificante”.17 Sin embargo, los tribunales canadienses opinan que los criterios de la Corte Suprema de los Estados Unidos son mínimos y que tiende a negar la obligación de acomodar, ya que reduce el umbral de la carga excesiva al mínimo. Por ello opta por un criterio más exigente (Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p. 366), un criterio según el cual se deben aportar pruebas del realismo de estas cargas excesivas que hagan inadmisible su aceptación, no siendo suficiente con la mera declaración apoyada en un hipotético coste inasumible. Para los tribunales canadienses hace falta algo más que un esfuerzo “insignificante” para cumplir la obligación de acomodar. La utilización del adjetivo excesiva implica que una determinada carga es aceptable, sólo la carga excesiva es la reprobable.

			Se debe tener en cuenta que las medidas de adaptación deben respetar siempre un cierto equilibrio entre el derecho a un tratamiento en condiciones de igualdad que ostenta el empleado o usuario, y el derecho del empleador o de la institución a gestionar de forma eficaz su organización. Con este fin, el tratamiento de los acomodamientos razonables no debe acabar siendo ingestionable por la sociedad ni interferir en los valores democráticos. Las personas implicadas deben actuar de buena fé, demostrando un esfuerzo real y suficiente, y con todos los medios a su disposición (Ruiz, 2009, pp.9-10).

			Así pues, esta obligación de medios constituye una obligación recíproca de negociar en vista de una solución satisfactoria para ambos. La solución emerge entonces del compromiso, y su éxito depende del respeto recíproco, y de un reparto de las responsabilidades.

			No obstante, más que proporcionar una definición cerrada sobre los límites del acomodamiento razonable que concediese una precisión exhaustiva y por tanto fija e inamovible, los jueces canadienses han optado por enunciar una serie de factores que permitan apreciar la versatilidad del concepto (Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p. 365). Entre estos, los factores más habituales son los dos señalados con anterioridad:

			
					Económicos. Siempre que suponga un coste desproporcionado, tanto en términos financieros como en términos materiales o humanos. Además, esta desproporción deberá ser examinada caso a caso. No es apreciable en abstracto, sino analizada en cada caso en concreto y determinarla entonces.

					Colisión con los derechos de terceros. Cuando se infrinjan derechos y libertades de otros, o conlleve una injusticia respecto a los demás

			

			Pero en el desarrollo del concepto la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Canadá (Bosset, en Elósegui, 2013, p.138) también asume como límites válidos:

			
					Limitaciones de gestión. Limitaciones de los inconvenientes que puedan producir en la gestión del negocio o el funcionamiento de la institución (personal suficiente, espacio material).

					Vulneración de los objetivos o de la filosofía del negocio o institución.

					Violación del orden público o perjuicio grave del interés colectivo.

			

			Como se ha señalado de manera puntual, todas estas limitaciones deben ser analizadas caso por caso, y sólo tras la valoración judicial correspondiente pueden ser aplicadas. Es decir, se ha ido tratando de concretar la noción de límite caso a caso, siendo precisados por las decisiones jurisprudenciales (Ringelheim, 2006, p.275). Por lo tanto, no pueden ser apreciadas en abstracto, sino que requieren de una materialización en el caso concreto para poder ser valoradas como carga excesiva (Ringelheim, 2006, p.276).

			Además, es preciso recordar que la obligación de acomodar no es una ciencia exacta en tanto que los valores sociales están en constante evolución. Por lo tanto, se corrobora así la razón por la que la decisión adoptada por los tribunales canadienses en cuanto al modus operandi de concretar los límites del acomodamiento razonable resulta acertada. El ir delimitando poco a poco los factores, en lugar de ofrecer una definición inalterable y cerrada desde el principio otorga una mayor flexibilidad y capacidad de maniobra a éstos en el desempeño de su labor sobre todo cuando suele estarse ante casos que no pueden ser generalizables, sino que deben ser tomados uno a uno y analizados en relación a sus características y circunstancias particulares.

			Por otro lado, los acomodamientos razonables no se limitan a las relaciones del ámbito laboral y el derecho a la libertad religiosa, sino que con el tiempo esta figura ha adquirido una dimensión mayor en la cual se incluye también a la administración como agente empleador, así como en su función de prestador de servicios. Por ello es importante también estar muy atentos a los límites de los acomodamientos razonables en su aplicación en el seno de los servicios públicos, ya que se está hablando de un entorno en el que las demandas de acomodación y las prácticas que dan respuesta a las mismas se producen de un modo fluido y constante.

			De manera habitual, el personal de las instituciones públicas es libre en su día a día de trabajo para gestionar las situaciones complejas de conflictos de normas (siempre dentro del respeto a las leyes) y aplicar su propia valoración práctica. Es decir, en principio no hay marcadas más pautas o líneas rojas que las del sentido común, el respeto, y el comportamiento democrático. Pero, tal y como establece Bosset (Bosset & Flobets, 2010, pp.50-55), no estaría de más establecer determinadas pautas que ayuden a determinar las fronteras entre lo aceptable y lo no aceptable. Pautas que por otra parte son reclamadas tanto por los usuarios como por los gestores de los servicios públicos, sobre todo en los casos de los servicios sociales y de los servicios de salud. Estas pautas darían seguridad jurídica, y no sólo ayudarían a apreciar la legitimidad o no de consentir una exención a la regla general, sino que además servirían para desterrar el temor que muchas veces invade a estos profesionales sobre qué determinadas exenciones o excepciones dejen de ser excepcionales, es decir que transformen la estructura de las reglas de la convivencia.

			Aunque los criterios de apreciación de la carga excesiva están más o menos identificados y concretados en el ámbito laboral, es cierto que en lo que respecta al ámbito del sector terciario o de servicios la cuestión resulta más borrosa y por lo tanto susceptible de confusión (Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p.366). Así pues, la tarea consiste en elaborar un marco de análisis coherente y útil dentro del cual se desarrolle la conciliación de derechos y valores y la resolución de los conflictos. Si bien es cierto, la singularidad y complejidad de los conflictos no admiten ninguna fórmula mecánica aplicable, sin embargo, si es posible exponer una serie de barreras comunes.

			A menudo, la resolución de este tipo de conflictos se lleva a cabo a través de prácticas profesionales que se dan dentro de la sociedad. Por ello, la evaluación de un conflicto de derecho por un gestor será diferente de la realizada por un juez. El gestor querrá la mejor manera de actuar según el funcionamiento y gestión de su administración. Pero también debe estar atento a la reacción de sus empleados y a la percepción de los usuarios, y por tanto en su preocupación de solucionar el conflicto. No puede permitirse el lujo de ignorar las barreras de derecho que enmarcan su decisión. Por su parte el juez ha de ser consciente de que la decisión que adopte condicionará el día a día del centro de trabajo dónde deberán vivir con las consecuencias de su decisión. Por lo tanto, él tampoco puede ignorar los valores compartidos por la sociedad, así como las cargas propias que afecten a las diferentes instituciones.

			Por todo lo dicho, está claro que ni el peso de la gestión de la convivencia conjunta ni la interpretación de las zonas oscuras y ambiguas de ésta pueden recaer sólo sobre los hombros de un único actor. La reciprocidad en la negociación deberá estar en el corazón de la gestión de las normas. Todas las partes son corresponsables de la solución. Las soluciones tomadas deberán privilegiar las medidas inclusivas en beneficio de todos los empleados y de todos los usuarios. En suma, es necesario repartir ese peso entre los distintos actores y que se dé una responsabilidad compartida entre todas las partes, y para esto resulta bastante útil la creación de barreras aceptadas por todos y que puedan ser consideradas como válidas.

			¿Cómo desentrañar el concepto de carga excesiva de un modo en el que queden recogidas todas sus modalidades de forma completa? Para ello, se retomará la clasificación que Elósegui elabora en su imprescindible obra El concepto jurisprudencial de Acomodamiento Razonable (2013, pp.61-64, 107-109), clasificación que a su vez está basada en la realizada por Bosset en Limites de l’accommodement raisonnable: ¿le droit a-t-il tout dit? (2007, pp.165-168). En ambas se establecen dos tipos de límites según su naturaleza: límites sociales o jurídicos, y límites funcionales. A su vez estos dos tipos se materializarán en otros tres tipos cada uno de ellos, quedando el catálogo de límites de la siguiente manera:

			
					Límites sociales o jurídicos o legales:	Orden público y seguridad (se le añade también la protección moral en el ámbito europeo).

	Valores democráticos.
	Bienestar general y derechos de terceros.



					Límites funcionales:	Costes económico-financieros.
	Inconvenientes que le puedan causar al buen funcionamiento o a los fines de la empresa o institución.
	Derechos de otros empleados y/o de otros usuarios.



			

			El orden en el que debe procederse a la comprobación de la existencia de límites que impidan la aplicación del acomodamiento razonable es el que se acaba de exponer en la clasificación. Es decir, primero se examinará si concurren límites legales, sociales o jurídicos que imposibiliten la concesión del acomodamiento, y una vez comprobada la ausencia de éstos, significará que la práctica demandada no está en contra del interés preponderante del Estado (compelling state interest) y que no es contraria a los derechos humanos, posterior a ello, se llevará a cabo el análisis de los límites funcionales.

			Así pues, el primer paso consiste en revisar que el acomodamiento solicitado no colisiona con alguno de los límites legales, sociales o jurídicos, es decir que se ajusta a la legalidad vigente y que es conforme a los derechos humanos. Será tarea del interesado demostrar que su demanda se encuentra en estas circunstancias, y que es el empleador quien está incurriendo en una discriminación indirecta.

			El límite concerniente al orden público y la seguridad tiene que ser el primero en ser comprobado. Elósegui (2013, pp.115-135) expone varios ejemplos sucedidos en Canadá de cómo el acomodamiento fue denegado con base al criterio de seguridad y orden público. El más claro de ellos es el caso Alberta v. Hutterian Brethren of Wilson Colony18 donde la demanda de los miembros de la colonia huterita de Wilson (cuya religión les prohíbe fotografiarse) de evadir la obligatoriedad, establecida por un reglamento de la provincia de Alberta, de incluir una fotografía en el permiso de conducir es rechazada por considerarse contraria al orden público. En principio las instancias inferiores dan la razón a los demandantes alegando que su libertad religiosa había sido violada por la imposición de una norma que entraba en conflicto con este derecho fundamental, pero al final la Corte Suprema dictamina que la ausencia de fotografía impide la correcta identificación, resultando contrario al orden público y a la seguridad.

			En lo relativo al límite social, este se refiere a los valores democráticos, hay que concretar que tal criterio hace alusión a los principios fundamentales recogidos en la Canadian Charter of Rights and Freedoms / Charte canadienne des droits et libertés para Canadá, en la Charte des droits et libertés de la personne en el caso de Quebec, y cuando se aborde la experiencia europea se hará referencia a los principios y valores recogidos en el Convenio Europeo de Derechos Humanos o en las constituciones de cada uno de los países europeos (Elósegui, 2013, p.112).

			Una vez comprobados todos los límites legales, sociales y jurídicos, el siguiente paso será examinar los límites funcionales. Respecto a los mismos, el coste económico es un criterio determinante como se ha podido vislumbrar antes. Este criterio financiero hace referencia a un indicador tan sencillo como calcular cuanto dinero va a suponer el acomodamiento y si va a resultar rentable en términos concretos. Sin embargo, pese a su simpleza de planteamiento inicial, su aplicación práctica es relativa. La amplitud de la institución influye en definitiva sobre la evaluación de lo que representa un coste excesivo (Bosset & Flobets, 2010, p.52).

			También se debe tener en cuenta que lo que se considera un coste razonable, adecuado de soportar en un periodo de prosperidad, podría convertirse en un coste excesivo en periodo de restricciones económicas.

			Otro criterio funcional definitivo es el del buen funcionamiento de la institución. Se trata de hacer una estimación sobre si la obligación de acomodar determina el correcto funcionamiento de la institución. Esto es complicado de valorar, pero puede ser concretado tomando en cuenta distintos factores, tales como la intercambiabilidad del personal, el número de personas afectadas, el tiempo de duración del acomodamiento (puede ir desde un día concreto que sea solicitado libre por causa de fiesta religiosa, hasta la instalación permanente de un lugar de culto dentro de la empresa o institución, o la modificación permanente de algún elemento del uniforme), el momento del año en el cual el acomodamiento es solicitado (es fundamental en el caso del año escolar, ya que las repercusiones pueden ser mayores), o la disponibilidad y adaptabilidad de los espacios físicos (puesta a disposición de local, cuarto o espacio cerrado necesario para realizar el acomodamiento).

			Este paso del carácter razonable al carácter funcional de un acomodamiento es una de las barreras más claras que obstaculiza su implementación. Así pues, el gestor se preocupará de buscar una solución, por asi decir realista, que no perjudique el funcionamiento de la institución y que no comprometa los derechos de otros empleados o la seguridad de los usuarios. La solución deberá tener en cuenta las distintas cargas excesivas, que han sido delimitadas por la jurisprudencia: la imposibilidad material, un riesgo grave, la importancia del riesgo, costes excesivos, la amenaza a los derechos y/o a la moral de otros empleados, la intercambiabilidad y versatilidad de los efectivos y de las instalaciones, entre otros.

			Respecto a la posibilidad de obtener permisos por motivos religiosos, esto dependerá de las capacidades reales de la institución. Si el empleado puede o no ser reemplazado, si las horas de trabajo pueden ser recuperadas, o si el puesto en concreto exige una asiduidad en el trabajo o un seguimiento personal junto a la clientela. Esta demanda de acomodamiento podrá ser rechazada si la reubicación del empleado necesita una reorganización masiva y costosa, tanto de personal como de material de trabajo, si genera costes excesivos, o si ralentiza la productividad.

			De nuevo hay que resaltar que el umbral de la carga excesiva será evaluado en función de las características de la institución, de su capacidad de asumir el peso de la medida, de sus efectos sobre el personal, etcétera.

			El último criterio funcional que determina si se está ante una carga excesiva es el de la vulneración a los derechos de terceros. Este criterio está muy relacionado con los conflictos entre derechos fundamentales, pero también con el respeto a los convenios colectivos, con la seguridad de los usuarios del servicio que se presta, y la de los compañeros de trabajo. Asimismo, hay que tener en consideración si se puede ver afectada la calidad del trabajo realizado.

			Resulta evidente que este criterio deberá ser ponderado en función del medio en el que se dé (Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p.368). El criterio del perjuicio a derechos de terceros debe ser un criterio que se aplique con suma prudencia. Hay que tener siempre presente que en caso de conflicto de derechos se debe llevar a cabo una ponderación de los mismos, y en todo caso deben prevalecer los derechos fundamentales de la persona. El problema es que cuando los acomodamientos razonables entran en conflicto con los derechos de un tercero se provoca un debate generalizado susceptible de causar bastante ruido mediático, por ello lo más conveniente es actuar con prudencia. La cuestión es que el derecho al acomodamiento razonable no aparece como tal formulado en ninguna carta de derechos o Constitución, pero bien es cierto que si se incardina en el derecho a la igualdad (tal y como hemos expuesto), muy pocos derechos de terceros serán los que prevalezcan sobre éste (derecho a la vida, derecho a la integridad física [(Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p.368]).

			Por último, y cómo cierre de este apartado no se puede olvidar que, como se vio antes, “un tratamiento diferenciado no significa un tratamiento preferente”. Así, para instaurar una cultura inclusiva es esencial que una solución igualitaria tenga también está apariencia igualitaria a la vista de los usuarios o de los otros empleados. Es decir, para gestionar un conflicto de normas de forma equitativa, junto a la gestión de los conflictos de normas, debe estar la gestión de las percepciones sobre las soluciones acordadas. Para asegurarse esta percepción positiva, y combatir las posibles reticencias, la administración debe cuidar también la comunicación de su política de apertura a la diversidad.

			En fin, destacar que una institución contribuye a crear un lugar de trabajo inclusivo en tanto aborde los conflictos no como un problema, sino como una oportunidad de integración de la diversidad.

			Es en esta atmósfera en la que se ha de integrar la igualdad real en el conjunto de las normas de funcionamiento. Este paso consiste en examinar los potenciales efectos discriminatorios de las normas en función de las características de su “clientela” (por llamarla de alguna manera) actual, en elaborar como prevención una política de gestión de la diversidad, y estando en guardia, con el fin de responder a las necesidades futuras de la población a la vista de la evolución de la sociedad (Elósegui, 2014, p.89).

			Otras prácticas de armonización intercultural derivadas a partir del acomodamiento razonable: los “conceptos hermanos” de ajustamiento acordado y acuerdo informal 

			No se puede finalizar este primer acercamiento a la figura de las prácticas de armonización intercultural limitando el abordaje de forma única al acomodamiento razonable. Como se ha mencionado en las páginas anteriores, el concepto de acomodamiento razonable se ha desarrollado de manera generosa, ampliando sus ámbitos originales (el laboral, viéndose involucrada la libertad religiosa), evolucionando en algunos aspectos de sus notas definitorias y fijando sus límites. El resultado es que han surgido otras herramientas de gestión de la diversidad y de solución de los conflictos y fricciones que ésta pueda originar. Como indica Elósegui (2014, p.88), en paralelo a esto se ha ido creando una nueva mentalidad en el sentido de promover medidas previas negociadas entre las partes antes de que lleguen a los tribunales para así evitar el estancamiento que produce su tramitación por la vía judicial. Respondiendo todo esto a una visión proactiva del problema, adelantándose al posible conflicto y previendo posibles soluciones.

			Es decir, el acomodamiento (tomando el concepto en su sentido amplio) no sólo puede ser impuesto desde una instancia jurisprudencial, sino que también puede ser acordado de manera voluntaria por parte de una autoridad pública (Woerhrling, 2006, p.13). Estas prácticas de armonización alternativas al acomodamiento razonable pero originadas a su calor y en lo posterior desgajadas de la matriz para tener autonomía propia, bien podrían considerarse como conceptos hermanos (Bouchard & Taylor, 2008, p.290). Estos son el ajustamiento acordado y los acuerdos informales (Lefebvre, en Foblets & Schreiber, 2013, p.85).

			Ajustamiento acordado19

			Esta técnica de resolución de problemas surgidos por el tratamiento uniforme de la diversidad es similar al acomodamiento razonable salvo por un punto: no son realizados por la vía jurisprudencial sino en la esfera ciudadana, es decir entre las partes en el ámbito privado sin acudir a la autoridad judicial (Woerhling, 2006, p.13). Este tipo de acomodamiento no judicializado encuentra su fundamento en la negociación voluntaria entre las partes que se lleva a cabo en un ámbito externo al de los tribunales y sin necesidad de recurrir a la autoridad que de ellos se emana (Sauca & Wences, 2009, p.18).

			Dado el hecho de que una de las notas definitorias del acomodamiento razonable es que debe llevarse a cabo en el ámbito jurisprudencial, el ajustamiento acordado vendría a ser el acomodamiento razonable que tiene lugar mediante un acuerdo entre las partes afectadas sin acudir al árbitro judicial que dirima la cuestión y determine una solución. Como explica Ruiz Vieytez (2009, p.9), se trata de una “adaptación voluntaria carente de juridicidad (…) fruto de un proceso voluntario y puede evitar la aplicación jurídica del acomodo (sic) razonable, o bien producirse en otros supuestos en los cuales el acomodo razonable no es exigible jurídicamente hablando”. Elósegui concreta más aún cuando expone que “el ajuste concertado obedece a una vía utilizada entre los ciudadanos, o también entre las administraciones o las empresas con sus usuarios, trabajadores o ciudadanos. Se basa en la negociación amistosa y búsqueda de compromiso. Su objetivo es llegar a una solución amistosa que satisfaga a las dos partes sin acudir a los tribunales” (2013, p.60).

			Woehrling (2006, p.13) aporta un par de ejemplos que ilustran de forma perfecta esta diferencia que marca la nota definitoria del ajustamiento acordado frente al acomodamiento razonable. El primero de ellos consiste en un ayuntamiento (administración pública por tanto) que de forma voluntaria y sin ser compelido por ninguna autoridad judicial, toma la decisión de reservar el uso exclusivo de la piscina municipal durante determinadas horas a la semana a los grupos musulmanes a fin de que pudieran disfrutar de las instalaciones bañándose sólo personas del mismo sexo, ya que de lo contrario sus preceptos cultural-religiosos les impedirían aprovechar este establecimiento público a cuya construcción y mantenimiento también contribuyen como parte integrante de la sociedad que son. El otro ejemplo de ajustamiento acordado voluntario involucra directo a una institución como la Gendarmería Real de Canadá que permitió a sus miembros de religión sij ciertas excepciones en su código de vestimenta que resultaban incompatibles con determinadas manifestaciones sagradas de su credo: se les eximió de la obligación de vestir el sombrero típico de la gendarmería (obligación que les hubiese impedido lucir su tradicional turbante), se les permitió asimismo llevar barba, y también su puñal característico (kirpan). En ambos casos se trató de iniciativas de carácter voluntario y sin intervención alguna de autoridades judiciales.

			En la actualidad se opta de manera preferente por este método (Sauca, 2010, p.468) con el fin de no saturar las instancias judiciales con cuestiones cuya solución suele ser fácil de alcanzar interpartes, resultando además este proceso satisfactorio y enriquecedor para ambas (Sauca & Wences, 2009, p.19). Esta versión, también conocida como vía ciudadana (de los acomodamientos razonables, se entiende), se establecería, así como la vía real para tratar de forma adecuada las demandas de acomodamiento (Lefebvre, en Foblets & Schreiber, 2013, p.85). Una de las recomendaciones finales del Informe Integral de la Comisión de Consulta sobre las Prácticas de Acomodamiento Relacionadas con las Diferencias Culturales (Informe Bouchard-Taylor) es fomentar los ajustamientos acordados frente a los acomodamientos razonables (Bouchard & Taylor, 2008, pp.251-252). Como analiza Elósegui:

			 El informe ve más conveniente el utilizar la vía de la negociación entre ciudadanos evitando al máximo la judicialización en la búsqueda de soluciones. El recurso a la vía ciudadana a través del ajustamiento concertado es más positivo para que los ciudadanos aprendan a manejar sus diferencias. Permite evitar las demandas judiciales y un modelo de gestión que hace posible negociar compromisos favorables a las dos partes con una actitud de reciprocidad, más propia de la tradición cultural de Quebec (2010, p.149).

			Por tanto, lo deseable sería lo siguiente (Gaudreault-DesBiens, en Foblets & Schreiber, 2013, p.66): intentar llegar a una solución a través de la negociación interpartes para acomodar la diferencia sin acudir a un tercero que imponga la solución (es decir un ajustamiento acordado), y sólo en caso de que éste resulte infructuoso acudir a la vía judicial para que sean los tribunales los que decidan sobre el asunto (acomodamiento razonable) (Elósegui, 2010, p.154).

			Acuerdo informal

			Es el nombre que recibe el método utilizado en casos donde no se ven afectados derechos fundamentales protegidos en cartas de derechos, sino que se trata de cualquier conflicto o fricción cuyo detonante tenga sus causas en la diversidad cultural. No se estaría ante una obligación jurídica de acomodamiento porque no habría ninguna vulneración de un derecho fundamental, y por tanto tampoco se podría acudir a la vía judicial. Además, en el acuerdo informal una de las partes no tiene porque ser una administración o poder público, tales como un ayuntamiento, cuerpo de seguridad, institución sanitaria o educativa como se veía en los casos precedentes; ni tampoco tiene porque tratarse de una relación entre particulares en las que haya una relación laboral de empleador-empleado o similares; sino que ambas partes pueden ser meros particulares sin una relación especial entre ellos.

			Por lo tanto, se trataría de un acuerdo entre particulares en el cual llegarían a una solución de manera amistosa dependiendo el éxito del mismo, de la buena voluntad de las partes. Es una adaptación voluntaria. El mejor modo de ilustrar el acuerdo informal es a través de un ejemplo, y uno de los mejores, dónde se ve con mas claridad la diferencia con las otras instituciones de armonización cultural, siendo uno de los casos recogidos por el Informe Bouchard-Taylor (2008, p.70): un centro deportivo YMCA (Asociación Cristiana de Hombres Jóvenes o Young Men’s Christian Association, en inglés) accedió a la instalación de vidrios escarchados o semi-opacos en sus instalaciones a petición de la sinagoga judía vecina que demandaba algún tipo de medida que impidiese la visión del interior del centro, con el fin de no distraer a los fieles mientras las mujeres realizaban actividades deportivas. La dirección del centro tomó en cuenta la demanda de sus vecinos judíos y procedió a la ejecución del cambio de vidrios de una manera voluntaria y sin intervención de autoridad judicial alguna o de cualquier otro tipo, corriendo los gastos a cargo de la sinagoga. En este punto se observa cómo no se puede estar hablando de un acomodamiento razonable en rigor, sino que la figura a la que se refiere es diferente ya que no cumple con las notas características fundamentales del acomodamiento (no existe obligación alguna): se trata, por tanto, de un acuerdo informal.

			Esto podría representar una versión todavía más light del acomodamiento razonable original, por decirlo de una manera gráfica, más descafeinado, pero cuya falta de intensidad no proviene de una pérdida de rigor en su espíritu (el cual permanece intacto), sino de la falta de autoridad judicial (ni siquiera pública, como en el caso de los ajustamientos acordados) que lo ordene, ya que se encuentra en su totalidad basado en la buena voluntad de los particulares que constituyen ambas partes del acuerdo (Ruiz, 2012, p.21).

			

			
				
					4 “Dans un sens très général, toutes les formes d’assouplissements ou d’arrangements visant à régler les difficultés et mésententes qui surviennent en situation de rencontre entre cultures différentes.  Plus précisément, ce sont les mesures prises en faveur d’une personne ou d’un groupe minoritaire menacé de discrimination en raison de sa culture (y compris sa religion). Les accommodements raisonnables et les ajustements concertés sont deux formes d’harmonisation interculturelle” (Bouchard & Taylor, 2008, p.289).	

				

				
					5 Elósegui, (2013) corroborra esta opinión: “(…) los supuestos que pueden dar lugar a acomodamientos, y que otorgan derecho a una especial protección no están unidos sólo a la pertenencia a un colectivo determinado o a una minoría cultural, étnica o religiosa. Ello es también una razón por la que los acomodamientos son individuales y se deciden para el caso concreto en unas circunstancias precisas, bien por la vía judicial o por la vía de los ajustes. Pero en cualquier caso eso no crea un precedente en sí mismo y tampoco modifica la norma general” si bien matiza “aunque cabe que el TSC [se refiere a la Cour Suprême o Tribunal Supremo de Canadá] anule la norma o exija una modificación de la misma para todos los futuros usuarios”. Y continúa en el pie de página: “en ocasiones el TSC ha obligado a añadir la posibilidad de acomodamiento a todos los usuarios con esa misma característica que lo soliciten, incluyéndolo en los formularios que se entregan” (p.95).	

				

				
					6 Observación General Nº4, E/C.12/1992/23 de Derecho a una vivienda adecuada; Observación General Nº12, E/C. 12/1995/5 de Derecho a una alimentación adecuada; Observación General Nº 13, E/C. 12/1999/10 de Derecho a la enseñanza; Observación General Nº14, E/C. 12/2000/4 de Derecho a la sanidad.	

				

				
					7 Elósegui (2013), continuando con el análisis que realiza, corrobora “Esta nueva perspectiva introduce varios cambios:

					
							Traslada la carga de la prueba, por lo menos en uno de los momentos del proceso, a la administración o al empleador, o a la sociedad en su conjunto.

							Establece la necesidad de crear normas ya en su formulación inicial inclusivas, en la medida de lo posible, superando los obstáculos a la integración.

							Desearía que sean las instituciones las que propongan los acomodamientos, a la vista de su propia experiencia, sin esperar a que los afectados los soliciten, estableciendo por ejemplo guías y protocolos de actuación” (pp.193-194).

					

				

				
					8 Es significativo el ejemplo que exponen los autores: recibió el nombre de acomodamiento el acuerdo llevado a cabo en 2006 entre una sinagoga y un centro deportivo YMCA, en el cual la sinagoga solicitó al centro si podía tintar los cristales del mismo con el fin de no distraer a los fieles mientras las mujeres realizaban actividades deportivas, y el centro aceptó la petición (cargando la congregación judía con el coste de la compra y la instalación). En este caso no se trata de un ajustamiento acordado porque no existe una lesión a derecho fundamental alguno (la libertad religiosa de los fieles judíos no se ve vulnerada), tampoco se acude a los tribunales y no existe por tanto ningún tipo de obligación jurídica por parte del centro. Simplemente el centro como gesto de buena voluntad accede a la petición de la sinagoga. Es un buen ejemplo de gestión de la diferencia, pero no es un acomodamiento razonable como tal, sino que entra dentro de lo que consideramos “acuerdo informal”.  Está claro que esta situación no puede considerarse un caso de acomodamiento razonable en el sentido jurídico del mismo: los derechos de la persona no se ven afectados de manera discriminatoria, y el gesto de tintar las ventanas tiene únicamente por objetivo mantener buenas relaciones con la sinagoga vecina. Como no hay ningún tipo de discriminación este tipo de acomodamiento no responde a ninguna obligación jurídica (Bosset & Foblets, 2010, p.40). 	

				

				
					9 Arbitration Act. United Kingdom Parliament. 1996.

				

				
					10 Civil Rights Act (ley del Congreso 88-352, 78 United States Statutes at Large 241) promulgada el 2 de julio 1964.	

				

				
					11 EEOC Guidelines on Discrimination because of Religion, 1967.	

				

				
					12 Dewey v. Reynolds Metals Co., 402 U.S. 689 (1971).

				

				
					13 Title VII Civil Rights Act 1964.	

				

				
					14 “Respondent Hardison (hereafter respondent) was employed by Trans World Airlines (TWA) (…) in a department that operated 24 hours a day throughout the year in connection with an airplane maintenance and overhaul base. Respondent was subject to a seniority system in a collective bargaining agreement between TWA and the International Association of Machinists & Aerospace Workers (union), (…), whereby the most senior employees have first choice for job and shift assignments as they become available, and the most junior employees are required to work when enough employees to work at a particular time or in a particular job to fill TWA’s needs cannot be found. Because respondent’s religious beliefs prohibit him from working on Saturdays, attempts were made to accommodate him, and these were temporarily successful mainly because, on his job at the time, he had sufficient seniority regularly to observe Saturday as his Sabbath. But when he sought, and was transferred to, another job where he was asked to work Saturdays and where he had low seniority, problems began to arise. (…) After TWA rejected a proposal that respondent work only four days a week on the ground that this would impair critical function in the airline operations, no accommodation could be reached, and respondent was discharged for refusing to work on Saturdays. Then, having first invoked the administrative remedy provided by Title VII of the Civil Rights Act of 1964, respondent brought an action for injunctive relief against TWA and the union, claiming that his discharge constituted religious discrimination in violation of § 703(a)(1) of the Act, which makes it an unlawful employment practice for an employer to discriminate against an employee on the basis of his religion. (…) His claim of religious discrimination was based on the 1967 Equal Employment Opportunity Commission (EEOC) guidelines in effect at the time requiring an employer, short of “undue hardship,” to make “reasonable accommodations” to the religious needs of its employees, and on similar language in the 1972 amendments to Title VII.” 

					Trans World Airlines, Inc. v. Hardison, 432 U.S. 63 (June 16, 1977). Brief.

						

				

				
					15 “Appellant O´Malley alleged discrimination on the basis of creed against her employer, a retailer, because she was periodically required to work Friday evenings and Saturdays as a condition of her employment. Appellant´s religion required strict observance of the Sabbath from sundown Friday to sundown Saturday. Given this conflict, appellant accepted part-time work because a full-time position not involving work on Saturday was not available to a person with her qualifications. Both the Divisional Court and the Court of Appeal upheld a Board of Inquirys decision to dismiss the complaint. At issue was whether or not a work requirement imposed on all employees for business reasons discriminated against appellant because compliance required her to act contrary to her religious beliefs and did not so affect other members of the employed group.” Ontario Human Rights Commission and Theresa O´Malley (Vincent) v Simpsons-Sears Limited. [1985] Brief.

				

				
					16 Her Majesty The Queen in Right of Canada v. Big M Drug Mart Ltd. [1985] 1 RCS 295.	

				

				
					17  Trans World Airlines v. Hardison (1977): En este caso, el tribunal consideró que era excesivo exigir a un empleador que derogase unilateralmente las disposiciones de un convenio colectivo de trabajo para permitir que un empleado se ausente por razones religiosas. El Derecho estadounidense recoge de este modo una interpretación del concepto de carga excesiva que se puede considerar como “laxa” o al menos como “acomodaticia” para el deudor de la obligación de acomodamiento razonable, esto es para quien está obligado a realizar el ajustamiento.

				

				
					18  Her Majesty the Queen in Right of Alberta v. Hutterian Brethren of Wilson Colony and Hutterian Brethren Church of Wilson [2009] 2 S.C.R. 567.

				

				
					19  Otros autores como Ruiz Vieytez, prefieren referirse a esta herramienta como “ajuste concertado o pactado”. (Ruiz Vieytez, 2009, p.9

				

			

		

	
		
			Capítulo 2. la experiencia canadiense (y quebequense): referencia global del acomodamiento razonable. 

			Hasta ahora hemos venido hablando con frecuencia de la experiencia desarrollada en Canadá, y en especial en Quebec, cuando se aborda el tema de la gestión de la diversidad cultural. ¿Por qué está insistencia con Canadá, y con el Quebec? ¿Por qué poner este país de forma constante como ejemplo cuando se habla del tratamiento de la diferencia? Canadá es un Estado cuya riqueza cultural, étnica, lingüística, religiosa, e incluso jurídica le hacen único para advertir todas las dificultades derivadas de una sociedad tan plural, percibir de qué modo se gestan los contratiempos en los que de manera lógica se ve envuelta, distinguir las distintas vías de solución de estos obstáculos y, por último, también constituye el ejemplo idóneo para ilustrar la célebre técnica jurídica del acomodamiento razonable.

			Canadá ha aprendido a vivir con la diferencia, ha logrado alcanzar un estado de envidiable estabilidad optando siempre por vías pacíficas y democráticas para articular su pluralidad. Integrada en su propia identidad, esta diversidad forma parte de su ADN y de ese sustrato que les garantiza afinidad y armonía. Los canadienses, desde su nacimiento como Estado independiente (e incluso antes, durante la época de dominación colonial) tuvieron que tratar con un cuerpo social muy heterogéneo. No sólo con un tipo de diversidad, sino que en Canadá se conjugan todos los tipos de diversidad cultural posibles, configurando de esta manera un enorme espacio sugerente. Abordando esta heterogeneidad desde una óptica creativa y en muchos casos valiente, han conseguido (no sin enfrentarse a importantes conflictos, sobre todo en cuanto a su estructura territorial se refiere) llegar a puntos de encuentro que permiten solventar con bastante éxito las disputas consustanciales a este tipo de sociedades tan complejas; y lo que es más importante, utilizando siempre los valores democráticos como herramienta para ello. Canadá ha constituido no sólo un campo de pruebas a nivel mundial, sino también un espejo en el que mirarse muchas democracias instaladas en la misma situación: un referente del que aprender y del que extraer valiosas enseñanzas.

			Es por esto que la experiencia canadiense es pionera (y en cierto modo también única) en la gestión de la diversidad cultural, tanto de la derivada de su riqueza interna (pueblos originarios nativos, descendientes de colonizadores británicos y franceses), como de la derivada de la inmigración. Como el profesor Gaudreault-DesBiens (gran especialista en el estudio del tratamiento de la diversidad cultural en Canadá) se pregunta:

			The Canadian experiment in managing cultural diversity is relatively unique. Indeed, how many democratic states are there that define themselves as bilingual, bijural and multicultural, that comprise several Aboriginal peoples as well as a historical minority, that have a federal structure and where fundamental rights are constitutionally entrenched, thereby allowing the citizens themselves to directly challenge state action? (Graudreault-DesBiens, en Foblets, Graudreault-Desbiens & Dundes, 2010, p.230).

			Así pues, por todo ello consideramos necesario dedicarle un capítulo exclusivo a la experiencia desarrollada en el ámbito canadiense, con el fin de desarrollar de forma más extensa este cómo y este savoir-faire “canadien”, aprovechando también la oportunidad para explicar mejor las ideas fundamentales. Por tanto, se empleará la veteranía trasatlántica para revisitar conceptos ya tratados en páginas anteriores y así valorar su uso en circunstancias similares a las que (a modo de propuesta llevada a cabo en esta obra) se pretende exportarlos.

			Por tanto, en este capítulo se examina todo aquello que Canadá tiene para ofrecer al respecto. La estructura a seguir será sencilla: en primer término, se realizará un esbozo del contexto de sociedad multicultural canadiense (y quebequense); posterior a ello se abordarán tanto los orígenes de la gestión de la diversidad cultural en este país como el marco de regulación actual; y por último se tratará el fenómeno de los acomodamientos razonables en Canadá, su explosión y su alcance. Aunque ya se trató el tema de forma extensa en el capítulo anterior, se hará de nuevo una revisión al mismo con el fin de asentar ideas y profundizar más en algunos aspectos.

			Contexto canadiense (y especial atención a Quebec) 

			La historia de Canadá como Estado independiente es relativamente corta (al menos comparada con la gran mayoría de Estados europeos) y bastante reciente en el tiempo. Sin embargo, esto no quiere decir que se esté hablando de un país ausente de riqueza histórica, por el contrario, el pasado de Canadá atesora un patrimonio de acontecimientos y circunstancias que han sido claves en la configuración de la Canadá moderna, convirtiéndola en el Estado plural y diverso que es hoy en día.

			Tras el descubrimiento de América, los primeros europeos en interesarse por el territorio que ahora ocupa Canadá fueron los colonos franceses. Los primeros asentamientos datan de principios del siglo XVII (la ciudad de Quebec fue fundada en 1608), y la presencia francesa alcanzaría tal importancia, que la extensión de la conocida como Nueva Francia abarcaría el territorio que conecta las tierras desde el golfo de San Lorenzo y la bahía de Hudson mediante la cuenca del Mississippi, hasta la ciudad de Nueva Orleans en el golfo de México (aunque esta parte sur era conocida como la Luisiana, correspondiéndose con Canadá sólo la parte más septentrional de estos dominios). No obstante, desde el principio hubo una clara competición con Inglaterra por el control de estas tierras que desembocaría en abierta hostilidad provocando diversos enfrentamientos y guerras que terminarían en 1763 con el Tratado de Paris, que implicaba la cesión a Inglaterra de las posesiones francesas de lo que hoy en día es Canadá. Terminaría de este modo la presencia francesa en Canadá, no así la de sus pobladores de origen francés, los cuales a partir de ese momento serían gobernados por la corona británica.

			Durante todo el periodo de dominación francesa los colonos allí establecidos se regían por las normas y leyes de la metrópoli: en cuestiones privadas la Coutume de Paris y en cuestiones públicas por ordenanzas reales, edictos y legislación francesa (Graudreault-DesBiens, en Foblets, Graudreault-Desbiens & Dundes, 2010, p.196).

			A partir de la sucesión de manos del territorio esto cambió, y las normas impuestas fueron las inglesas. Sin embargo, esto generó un gran descontento entre la población y por la Quebec Act de 1774, se garantizaba la práctica de la fe católica propia de los colonos franceses y distinta de la protestante británica, restaurando el derecho civil francés para las cuestiones de ámbito privado. Esta jurisdicción mixta es la primera manifestación de lo que a posterior será una constante en Canadá: el reconocimiento jurídico de la pluralidad cultural del (todavía no en estas fechas) Estado.

			Pero ya antes de estas disputas entre colonos, en el territorio que después se convertiría en Canadá existía una situación de pluralidad jurídica que respondía a una realidad de diversidad cultural. Cuando los primeros colonos arribaron a Canadá esas tierras no estaban desiertas, sino que en ellas habitaban sus pobladores autóctonos indígenas. Los indígenas se regían por sus propias normas y costumbres antes de la llegada de los europeos, y éstos en un principio respetaron sus derechos y su primigenio “autogobierno”, constituyendo de esta manera también una situación de pluralidad jurídica (no obstante, este proto-reconocimiento de la diversidad cultural no duraría mucho, y los aborígenes indios pronto serían tratados de asimilar). (Graudreault-DesBiens, en Foblets, Graudreault-Desbiens & Dundes, 2010, pp.200-2001).

			Volviendo a los conflictos entre las dos culturas colonizadoras, en 1791 tiene lugar un hecho de vital trascendencia para el desarrollo de los acontecimientos posteriores, se promulga la Constitutional Act que divide las antiguas posesiones francesas del Quebec en dos nuevas provincias: Bajo Canadá correspondiente a la parte poblada en su mayoría por los descendientes de los colonos franceses (por tanto francoparlante, católica y con jurisdicción de tipo civil francesa para algunas cuestiones), y el Alto Canadá correspondiente a los territorios de mayoría de colonos procedentes de Gran Bretaña (por lo tanto angloparlantes, protestantes y con jurisdicción de tipo common law). En este suceso se encuentra el origen de muchos de los conflictos posteriores que se desencadenarán en Canadá. Las consecuencias principales fueron, que esta división sienta las bases de la organización territorial canadiense basada en mayorías lingüístico-culturales que después se adoptará y también la estructuración legal de un territorio en el que se va a permitir la pervivencia y el desarrollo del derecho civil en un país en el que su sistema jurídico será de tipo common law británico.

			En 1867 se promulga la Constitution Act20 por la que se forma la Confederación Canadiense y la cual consagrará esta división territorial y legal. Por lo tanto, el territorio de Canadá se configuró adoptando la forma de un Estado federal y estructurando su diversidad en torno a esta arquitectura de reparto de poder. El país es bilingüe y los poderes públicos por tanto también lo son (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.99). Este reconocimiento al pluralismo será el primero de muchos.

			Hasta ahora se ha explicado sólo la diversidad cultural de origen interno, es decir, de los habitantes originales de Canadá y los diferentes grupos de colonos que configuraron el país tal y como es en la actualidad. Pero no debe olvidarse que como parte del “nuevo mundo”, Canadá se ha constituido siempre como un país de inmigración y de inmigrantes (puede que la cercanía de Estados Unidos como país de emigrantes por antonomasia, eclipse un poco este hecho), y por lo tanto el flujo de los mismos ha sido constante, incrementándose más a partir de la segunda mitad del siglo XX. La continua llegada de gentes de diversos orígenes y singularidades han aportado todavía más variedad al “cóctel” cultural que es este país. Como se verá más adelante, Canadá será el primer Estado en adoptar una política multicultural de forma explícita, sirviendo como ejemplo para otros países que harán lo mismo después.

			Pues bien, una vez entrado el siglo XXI (datos de 2001) y siguiendo el resumen de la diversidad actual que hace Ruiz Vieytez, la foto fija de Canadá quedaría así:

			El inglés es el idioma materno del 59.3% de los canadienses y el francés del 22.9%. Un 17.8% de los canadienses manifestaba tener un idioma materno que no correspondía con ninguno de los dos oficiales. Dentro de este sector, el idioma materno más frecuente era el chino, en sus diversas variantes, seguido a distancia por el alemán, italiano, polaco, español, portugués, punjabi, ucraniano, árabe, tagalo, griego, vietnamita y holandés. El idioma indígena más numeroso es el cree, lengua materna de más de 70 000 canadienses. El inuktitut o esquimal, por su parte, es la lengua materna de 29 000 personas. Hasta un 1.5% de la población manifestaba no conocer ninguna de las dos lenguas oficiales, dato que aumenta sobre todo en las grandes áreas metropolitanas de Montreal, Toronto y Vancouver. En materia religiosa, casi un 44% de la población se define católica, un 29% protestante, el 1.6% cristiana ortodoxa, y otro 2.6% se define como cristiana no incluida en los grupos anteriores. Los católicos superan a los protestantes en Quebec, mientras que la situación se invierte en las provincias de las praderas [Alberta, Saskatchewan, y Manitoba] y British Columbia. En Ontario y las provincias marítimas [Terranova y Labrador, Isla del Príncipe Eduardo, Nueva Escocia, y Nuevo Brunswick], la relación entre católicos y protestantes es de equilibrio. Los musulmanes suponen la siguiente confesión más numerosa de Canadá y ascienden al 2% de su población. Otras comunidades religiosas que superan el 1% de la población son, en orden decreciente, la judía, la budista, la hinduista, y la sij. Y casi un 17% de la población canadiense se define como no afiliada desde el punto de vista religioso (2009, p.4).

			Por tanto, se puede apreciar una diversidad tal que abarca todos los aspectos de la sociedad. Siguiendo la clasificación que realiza Gaudreault-DesBiens (en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, pp.199-205), se pueden distinguir varias capas de pluralismo interno en Canadá. La primera de ellas se refiere a las diferencias entre las dos tradiciones europeas de las comunidades fundadoras que constituyen la gran mayoría del corpus social del país: la mayoritaria de origen británico, protestante, y anglófona; la minoritaria descendiente de los colonos franceses, católicos y francoparlantes. Otra de las capas estaría constituida por la organización territorial y legal en una estructura federal en la que cada entidad tendría sistemas jurídicos propios. Aquí la diferencia principal la supondría la excepción de Quebec, dónde se utiliza el derecho civil de tipo francés para asuntos privados frente al resto de Canadá donde la primacía del common law es absoluta. La siguiente capa de pluralismo correspondería a todo el elemento indígena anterior a la colonización del que ya se ha hablado unas líneas más arriba. Los pueblos aborígenes habitaban Canadá mucho antes de la llegada de los franceses y británicos, y aunque hoy en día su peso demográfico es muy reducido, no hay que olvidar que gran parte de la diversidad lingüística, étnica, etcétera, la aportan estos pueblos originarios. Como última capa de diversidad no nombrada por Gaudreault-DesBiens, y que se considera importante añadir es la derivada de la inmigración, refiriendo por inmigración a la recibida estos últimos años de países en su gran mayoría menos desarrollados y que han traído consigo nuevas religiones, lenguas, etnias, razas y manifestaciones culturales, enriqueciendo aún más el paisaje social canadiense.

			Todas estas capas o tipos de diversidad están conectadas e interactúan entre sí. Es decir, no son compartimentos estancos e independientes, sino que forman parte de una misma realidad en la cual intervienen de manera constante dando lugar al retrato de un país en suma diverso, de una exuberancia cultural que lo hacen idóneo para que germinen técnicas y herramientas de tratamiento de la diferencia originales como se revisará en los siguientes apartados.

			El caso particular de Quebec: el “alumno aventajado” del interculturalismo 

			Gran parte de la idiosincrasia especial de Canadá se debe a su configuración como Estado sobre una base social bastante heterogénea, sobre todo en lo que a la provincia de Quebec se refiere. De hecho, se puede decir que una gran mayoría de la diversidad cultural de Canadá viene aportada por el Quebec. Pero esta ciudad posee además una personalidad propia (algunos lo caracterizan como un caso intermedio entre Europa y Canadá [Lefebvre, en Foblets & Schreiber, 2013, p.76-78]) que le confiere un particular interés para los fines de este trabajo.

			La actual provincia canadiense de Quebec es heredera de esa primera colonización francesa que se mencionó con anterioridad, pero también de todos los avatares históricos (siguiente colonización británica, sistemas legales separados, inmigración posterior, etcétera) que han configurado un territorio de riqueza y pluralidad extraordinarias, y dado el hecho del protagonismo que va a tener en lo relativo a los acomodamientos razonables, es imprescindible dedicarle unas pequeñas líneas con la finalidad de explicar un poco más su genuina personalidad.

			Como más adelante se verá en el apartado dedicado a desarrollar cómo Canadá ha gestionado su rico patrimonio cultural, desde el principio del dominio británico sobre los territorios canadienses el carácter diferente de la antigua colonia francesa suponía una particularidad con la cual tenían que lidiar. De forma paulatina se fueron realizando concesiones a la minoría descendiente de los fundadores de Nueva Francia, empezando por la Quebec Act a la cual ya se ha hecho referencia. Las demandas de respeto y garantía para la fe la católica y sobre todo de uso de la lengua francesa en el ámbito público y en el trato con la administración fueron constantes desde el principio del dominio británico y continuaron tras la creación de la confederación. Todas estas reivindicaciones alcanzan su madurez en los años sesenta del siglo XX con la denominada revolución tranquila (proceso de auge del nacionalismo quebequés), y tendrán como momento destacado la histórica arenga del general De Gaulle cuando en visita oficial y desde el balcón del ayuntamiento de Montreal exclamó el célebre “Vive le Québec libre!”.21

			Con este proceso de la revolución tranquila el nacionalismo quebequés tomó fuerza y tuvieron lugar diversos gestos del gobierno central canadiense para aplacar esta corriente, como declarar el francés lengua cooficial en todo el país como muestra de la complejidad cultural del mismo. No obstante, estos esfuerzos no fueron suficientes y el nacionalismo siguió creciendo de manera que en 1980 tuvo lugar un primer referéndum secesionista que, si bien no prosperó, fortaleció aún más el soberanismo y sentó las bases para un segundo referéndum en 1995 en el cual la opción favorable a la permanencia en un Canadá unido venció por un muy estrecho margen.22

			Tras estos resultados tan ajustados, y ante la evidente inminencia de una fractura social, el parlamento canadiense reaccionó de manera resolutiva reconociendo en 2006, mediante una declaración sin fuerza de ley al pueblo quebequés como nación dentro de un Canadá unido,23 con el fin tratar de conjugar ambas identidades en el seno de un mismo Estado multicultural.

			Quebec, por tanto, constituye un espacio con amplias diferencias respecto al resto del Estado canadiense, y esto tiene su reflejo en el tratamiento de su propia diversidad cultural. Además, el tipo de inmigración que ha recibido Quebec tiene un perfil distinto al que recibe el resto de Canadá. Como indica Lefebvre (en Foblets & Schreiber, 2013, p.77), Quebec posee las competencias en inmigración y debido a esto puede seleccionar su inmigración, cosa que realiza haciendo hincapié en fomentar la inmigración de países francófonos (como el Magreb, Haití, o el África subsahariana francófona) frente a otros de habla inglesa, con la intención de potenciar una mayor integración insertada en su cultura quebequesa y no en la angloparlante del resto de Canadá.

			Por último, resulta imprescindible destacar que mientras en el resto de Canadá el modelo de tratamiento de la pluralidad cultural y el que se ofrece a la diversidad procedente de la inmigración ha adoptado el nombre de multiculturalismo, en Quebec se ha optado por el llamado interculturalismo (ambos modelos explicados en la primera parte de este libro). Más que una cuestión de etiquetas o denominaciones, el intento de marcar una diferencia en la elección de modelos se basa en la insistencia de Quebec por salvaguardar su identidad propia y personalidad características, y así evitar que ésta se destiña de tal manera que se potencian las características franco-canadienses en la base del sistema. Incluso, como indica Sauca (2010, pp.471-472), se trata de optar por un modelo que defina y se identifique con su propia idiosincrasia nacional quebequense, de la misma manera que sucede con el modelo multicultural respecto a Canadá, y que a continuación diseccionaremos.

			Marco general de la gestión de la diversidad cultural en Canadá 

			Como se vio en el apartado anterior sobre la particular idiosincrasia quebequesa, la configuración actual del Estado canadiense responde a las características tan especiales que le confiere la diversidad cultural que él mismo atesora en su seno. Es decir, y por expresarlo de una manera telegráfica: Canadá es fruto de su propia pluralidad, y en ello se fundamenta el discurso dominante actual de nation-building que resalta el elemento multicultural (Gaudreault-DesBiens, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.209-210).

			La apuesta que Canadá realiza por el multiculturalismo surge estimulada por los movimientos que tuvieron lugar en Quebec en la década de 1960 conocidos como revolución tranquila. Al calor de este estallido del nacionalismo quebequés, el gobierno central reaccionó con la intención de aplacar el malestar y descontento que sufrían los franco-canadienses al sentirse discriminados. En 1963 se establece la Comisión Real sobre Bilingüismo y Biculturalismo (Royal Commission on Bilingualism and Biculturalism)24 para “investigar e informar sobre el estado actual de bilingüismo y biculturalismo en Canadá y recomendar qué medidas se deben tomar para evolucionar la Confederación Canadiense sobre la base de una asociación igualitaria entre las dos razas fundadoras, teniendo en cuenta la contribución hecha por los otros grupos étnicos al enriquecimiento cultural de Canadá y de las medidas que deberían ser tomadas para preservar esta contribución”. Esta comisión supone el germen de las políticas multiculturalistas en Canadá. La misma publicó varios informes con sus recomendaciones: el primero en 1965 y el último en 1969.25 Entre las recomendaciones se encontraban medidas como convertir Canadá en un país bilingüe, de modo que ambas lenguas fuesen oficiales en todo el Estado. La consecuencia más inmediata de esta recomendación es que se convirtió en realidad legal mediante la Official Languages Act de septiembre de 1969, a la cual ya hemos hecho referencia más arriba.

			Podemos considerar esta comisión como el origen, el primer paso del Canadá moderno en pos de reconocer su realidad multicultural. Pero será en 1971 cuando el gobierno del franco-canadiense Pierre Trudeau se comprometa se forma inequívoca con la opción multiculturalista,26 creando en 1973 el Ministerio de Multiculturalismo y el Consejo Consultivo Canadiense sobre Multiculturalismo (mas adelante renombrado como Consejo Etnocultural Canadiense). Desde la creación del ministerio hasta la actualidad, se pueden distinguir dos etapas en la acción multicultural de los poderes públicos canadienses. En la primera de las etapas los esfuerzos se dirigieron a promover la diversidad cultural (en especial en el ámbito educativo) y el encuentro entre culturas, mientras que en la segunda de ellas el foco se trasladó a los conflictos que pudieran surgir en otros espacios como el laboral, tal y como se verá a continuación.

			En 1982 mediante la Canada Act27 del parlamento británico tiene lugar la patriación (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.107) de la constitución canadiense. Como consecuencia de este proceso se promulga la Constitution Act,28 integrando en ella la Carta Canadiense de Derechos y Libertades de 1982.29 Pues bien, en esta carta se recogen libertades fundamentales básicas como la libertad de expresión, la libertad religiosa, libertad de asociación, etcétera,30 y también derechos (democráticos, legales, de igualdad) entre los cuales se encuentra una sección dedicada al reconocimiento de las lenguas oficiales del país,31 y a su enseñanza.32 Además, en la carta hay una clara referencia al carácter multicultural del país, la cual establece que el modo de interpretarla debe ser acorde a éste: “This Charter shall be interpreted in a manner consistent with the preservation and enhancement of the multicultural heritage of Canadians”.33 Asimismo, la segunda parte de la Constitucion Act de 1982 está dedicada por completo a los derechos de los pueblos aborígenes de Canadá.34 Este reconocimiento de los derechos de los habitantes nativos de Canadá supone el único y verdadero reconocimiento de derechos colectivos culturales en la Constitution Act, de ese año (Gaudreault-Desbiens, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.216).

			Los derechos aborígenes (aboriginal rights) se encuentran recogidos en la sección 35 de la ley de la Constitución canadiense, la cual establece el reconocimiento de los tratados y derechos de los pueblos aborígenes nativos de Canadá: “The existing aboriginal and treaty rights of the aboriginal peoples of Canada are hereby recognized and affirmed”.35 Este reconocimiento supone otro hito en la consideración de la pluralidad cultural del Estado. Es un gran salto desde el más puro estilo colonialista con el cual fueron tratados desde la conquista y también, porque no decirlo, hasta entrada la década de 1970. Gracias a la protección constitucional de los derechos de los nativos canadienses el marco jurídico de tratamiento de la diversidad cultural se expande, alcanzando otro tipo de diversidad distinta a la perteneciente a la dicotomía protagonizada por los dos sustratos colonizadores, y que hasta este momento había monopolizado el debate sobre el pluralismo.

			Sin embargo, al no recogerse estos derechos culturales de los indios nativos en la Carta de Derechos y Libertades ¿quiere esto decir que estos derechos culturales no se encuentran englobados en los derechos y libertades fundamentales? (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.111). La naturaleza de los derechos de los aborígenes es de una gran complejidad (y no es el objeto de esta tesis indagar en ella), no obstante, su mera constitucionalización, dentro o fuera de la Carta de Derechos y Libertades, ya constituye un gran avance de cara a la afirmación del carácter multicultural y plurinacional del Estado.

			El siguiente paso de importancia en la construcción del marco jurídico general de tratamiento de la diversidad cultural lo constituye la aprobación de la Ley Canadiense de Multiculturalismo (Canadian Multiculturalism Act) de 198836. Sin embargo, se debe destacar que previo a esto, existían otras medidas que desde las administraciones públicas canadienses iban consolidando de forma paulatina el modelo de tratamiento de la pluralidad cultural. En 1984 el Comité Parlamentario Especial sobre Minorías Visibles (Special Parliamentary Commitee on Visible Minorities) publicó su informe Equality Now! 37que iba en la misma línea de apoyar el multiculturalismo. Un año más tarde, en 1985, el parlamento crea un comité permanente dedicado al estudio del multiculturalismo (House of Commons Standing Committee on Multiculturalism),38 el cual publica a su vez en 1987, un informe recomendando la creación de un Ministerio de Multiculturalismo (Rapport du Comité permanent du multiculturalisme).39

			Volviendo a la Canadian Multiculturalism Act de 1988, esta ley fija las directrices de la política multiculturalista canadiense, asentando los principios y el inequívoco rumbo del Estado canadiense en su compromiso con el multiculturalismo.40 La norma se expresa en un sentido integrador, es decir: no se trata de conceder parcelas institucionales paralelas para cada una de las distintas culturas albergadas en Canadá, sino que la idea que subyace en la concepción de esta ley consiste en modificar o adecuar las ya existentes para alojar en ellas a la auténtica diversidad que confluye en el seno de la sociedad, en fomentar su participación, y en hacer responsables a las administraciones públicas de este proceso, de manera que con su implicación se vea reflejada en las mismas, la pluralidad que la realidad social acoge en su interior. Con este paso, Canadá se convirtió en el primer país del mundo en promulgar una ley sobre multiculturalismo cuyo alcance se extendía a todo el Estado.

			Además, otras muchas leyes promulgadas en esta época siguen la misma orientación que consolida la tendencia multiculturalista elegida por el país en 1971. Entre ellas destacamos la Ley de Equidad Laboral (Employement Equity Act),41 la enmienda de 1988 a la Ley de Idiomas Oficiales (Official Languages Act),42 la Ley del Instituto de Lenguas de Herencia Canadiense (Canadian Heritage Languages Institute Act),43 la Ley de Radiodifusión (Broadcasting Act),44 o la Ley de la Fundación Canadiense de Relaciones Raciales (Canadian Race Relations Foundation Act),45 estas tres últimas creadas en 1991.

			En el mismo año se crea por fin el Ministerio de Mulculturalismo y Ciudadanía (Minister of Multiculturalism and Citizenship) como organismo dedicado por completo a la gestión de la diversidad cultural canadiense. No obstante, poco tiempo más tarde este departamento sufrió una reestructuración mediante la cual se creaba un ministerio más amplio llamado de patrimonio canadiense (ahora Minister of Canadian Heritage and Official Languages, en inglés, y Ministre du Patrimoine Canadien et de langues officielles, en francés) en el cual se integraron las competencias sobre multiculturalismo, mientras que las de ciudadanía pasaron a depender del Ministerio de Ciudadanía e Inmigración (Minister of Citizenship and Immigration, en inglés, y Ministre de la Citoyenneté et de l’Immigration, en francés).46

			Pese a todas estas medidas y todo el esfuerzo dedicado a hacer del multiculturalismo la política oficial de referencia en Canadá en cuanto a la gestión de la diversidad cultural se refiere, desde época muy temprana surgieron reacciones que discutían esta elección. El multiculturalismo fue cuestionado sobre todo desde Quebec, donde se desconfiaba de éste considerándose un caballo de Troya dirigido hacía su uniformización con el resto de Canadá (Sauca, 2010, p.458). Es decir, aunque el multiculturalismo constituía una herramienta moderna y exitosa para lograr la adaptación de los colectivos inmigrantes y sus respectivas culturas, desde Quebec se temía ser tomados como una mera cultura más y que por tanto su personalidad propia y diferenciada se viera diluída de manera similar a cualquier otra de las culturas de posterior aparición, y que la cultura mayoritaria anglo-canadiense aprovechase su fuerza para imponerse de facto. La idiosincrasia quebequesa no podía limitarse a verse reducida a una más de las múltiples culturas que residían en el país, ya que el elemento franco-canadiense era uno de los fundadores del Canadá moderno. Para Quebec la mayoría debería ser bicultural (anglo y francocanadiense) y después el resto de nuevas culturas, sin embargo, el multiculturalismo escondía una trampa: posicionaba a lo québécois al nivel de las demás culturas no-autóctonas (Gaudreault-Desbiens, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.222). Esta percepción del multiculturalismo por parte de las autoridades quebequesas, hace que éstas tomen como referente un nuevo modelo de gestión de la diversidad cultural: el interculturalismo.47

			La elección del interculturalismo frente al multiculturalismo por parte de Quebec implica que el multiculturalismo canadiense no se adapta bien a la realidad quebequesa. El interculturalismo da respuesta a ciertas necesidades particulares del universo quebequés que no se comprenden en el resto de Canadá (Sauca, 2010, p.459). De este modo trata de armonizar el pluralismo etnocultural con la esencia francófona, asegurando su pervivencia y la preservación del vínculo social, garantiza los derechos de todos los colectivos, y establece el francés como lengua pública común, creando un marco para la comunicación y la interacción en el seno de la sociedad (Bouchard & Taylor, 2008, p.20).

			De nuevo en este aspecto, Quebec toma un rumbo distinto del resto de Canadá y promulga su propia carta de derechos y libertades, la Charte des droits et libertés de la personne,48 entrando en vigor en junio de 1976. Además, el gobierno de Quebec no ha ratificado la Carta Canadiense de Derechos y Libertades ni tampoco la Constitution Act de 1982 (dentro de la cual se engloba la anterior) pese a los infructuosos intentos que tuvieron lugar, destacando los Acuerdos del Lago Meech.49

			Una vez llegados a este punto resulta obligatorio hacer alusión a dos instituciones quebequesas (es decir, cuya jurisdicción se extiende de forma exclusiva a la provincia de Quebec) que han devenido fundamentales en la gestión de la pluralidad cultural: la Comisión de Derechos Humanos y Derechos de la Juventud (Commission des droits de la personne et des droits de la jeunesse), al inicio separadas en dos: Commission des droits de la personne y Commission de protection des droits de la jeunesse; y el Tribunal de Derechos Humanos (Tribunal des droits de la personne). La tarea esencial de la comisión consiste en proteger, patrocinar, y fomentar los derechos y libertades recogidos en la Charte des droits et libertés de la personne de 1976 y luchar contra los casos de discriminación fundados en la misma. Sin embargo, pronto se dará cuenta de que no es suficiente por sí sola para cumplir de forma adecuada con todos sus cometidos, así que en 1991 se crea el Tribunal de Derechos Humanos (Tribunal des droits de la personne)50 con el fin de aligerar la carga de trabajo de la comisión y disminuir la lentitud en la resolución de las denuncias, ofreciendo un mejor servicio a los ciudadanos (Elósegui, 2013, p.88). Instaurando, por tanto, un tribunal especializado y dedicado en exclusiva a tratar asuntos relacionados con la Charte y consagrándose como un recurso más ágil y preciso para luchar contra la discriminación.51

			Una de las tareas más destacada de este Tribunal des droits de la personne ha sido el hacerse cargo de numerosos casos de acomodamientos razonables (Elósegui, 2013, pp.94-95). Y es que, si en algo Quebec ha destacado por encima del resto de Canadá ha sido en el desarrollo de la técnica jurídica de los acomodamientos razonables. Si bien surgidos en el marco federal, desde las instituciones quebequesas se percibió enseguida el potencial que éstos poseían para gestionar conflictos con origen en la diversidad cultural. Ahora se pasará a profundizar más en algunos aspectos de este tema que en el capítulo anterior no quedaron explicados suficiente.

			El acomodamiento razonable en Canadá 

			Aunque uno de los capítulos más extensos de este libro ya se dedicó de forma exclusiva a definir, caracterizar, relatar su historia, valorar, y en general a analizar con profundidad la figura jurídica de los acomodamientos razonables, resulta necesario dedicar este apartado a tratar en concreto su relación con Canadá y con el Quebec, ya que fueron los lugares donde florecieron como herramienta de gestión de la diversidad cultural.

			Como se vio en el apartado anterior, Canadá es un Estado que se define a sí mismo como multicultural. El acomodamiento razonable es una herramienta jurídica cuyo fin es solucionar los conflictos surgidos en una sociedad pluricultural y que su origen se encuentra de manera particular en estas diferencias culturales, y lo hace siempre desde una óptica que respeta y enfatiza esta diversidad del conjunto de la sociedad. Por lo tanto, no es posible aplicar el acomodamiento razonable en una sociedad cuyo modelo sea el asimilacionismo o el republicanismo, tiene que existir una base de respeto y reconocimiento a las demás culturas minoritarias para que el acomodamiento razonable pueda utilizarse, ya que esta es su razón de ser. ¿Es el acomodamiento razonable un producto del multiculturalismo? No con exactitud, pero es cierto que sin un modelo de tratamiento multiculturalista (mas adelante veremos que también interculturalista), el acomodamiento razonable no puede darse: es el hábitat necesario sin el cual no puede existir.

			Canadá primero fijó su condición de Estado multicultural, es decir, eligió un modelo concreto de gestión de la diferencia cultural que albergaba en su interior un método para aplicar en problemas que por esta causa pudieran surgir. A partir de esta opción fue desarrollando una serie de políticas multiculturales, promulgando normas a tal efecto, e implementando medidas en la misma línea, tal y como se vio en el apartado anterior. Pues bien, en los años ochenta, con el caso O’Malley v. Simpson-Sears Ltd 52se introduce en el país por primera vez esta herramienta jurídica. La cual, cómo ya se explicó, encuentra su fundamento en la igualdad real y su ámbito de aplicación primigenio es el derecho a la libertad religiosa. El juez McIntyre, redactor de la citada sentencia, explica que

			 El deber de acomodar, al que se refiere la jurisprudencia americana [estadounidense], sostiene que en el caso en que una norma laboral cause discriminación, le corresponde al empleador realizar el esfuerzo razonable de acomodar las necesidades religiosas del empleado, salvo en el caso de que [el acomodamiento] acarree una undue hardship al empleador en la conducción de su negocio. Al no existir base legal expresa recogida en el Código [de Ontario] para tal propuesta, de ahí se derivan el vacío [la laguna jurídica] en el Código y la cuestión: ¿debería tal doctrina ser importada para rellenarlo?53

			 Con estos mimbres el Tribunal Supremo de Canadá (Cour Suprême du Canada) desarrolla la noción de acomodamiento razonable (Ringelheim, 2006, p.168).

			Poco a poco la técnica se vuelve a explorar en nuevos casos de discriminación por motivos de religión (R v. Big M Drug Mart Ltd.54 o Edwards Books,55 de etnia o raza como el caso Corbière,56 pero también en casos que implican otras materias tales como minusvalías o discapacidades (caso Eaton c. Conseil scolaire du comté de Brant 57) Elósegui explica:

			 En el caso canadiense debe demostrarse para exigir un acomodamiento que existe una situación de discriminación conforme al artículo 15 de la Carta canadiense [se refiere a la Charte canadienne des droits et libertés de 1982] o al artículo 10 de la Carta de Derechos de la persona de Quebec. En principio la Carta canadiense de Derechos y libertades de 1982 sólo impone obligaciones a las autoridades públicas y no entre particulares, mientras que la carta de Quebec se aplica tanto a las relaciones entre los ciudadanos y el Estado, como entre particulares (2013, pp. 64-65).

			Lo anterior lleva a tratar ahora la fértil proliferación de las prácticas de acomodación en la provincia de Quebec. Ya hemos explicado como una técnica del tipo de los acomodamientos razonables se amolda perfecto a un modelo de gestión de la diversidad como el multicultural, pero ¿qué sucede con el modelo intercultural? En el apartado anterior se veía de qué modo la idiosincrasia propia del Quebec provoca que el multiculturalismo no sea el modelo ideal para gestionar su diversidad. Quebec implanta su propio modelo al que denomina intercultural (Ruiz, 2009, p.15). La diferencia del interculturalismo frente al multiculturalismo consiste en que el primero se desprende de ese barniz de cierto relativismo cultural que impregna al último. Para el multiculturalismo canadiense no existe un grupo cultural mayoritario que aporte el sustrato base, sino que todos los grupos culturales tienen el mismo peso en la fórmula; mientras que para el interculturalismo quebequense el grupo cultural mayoritario franco-canadiense supone la base y el resto de grupos culturales (que si bien se hallan en continuo diálogo intercultural) adquieren el rol de minorías. Esta insistencia quebequesa en el predominio del elemento francés puede ser percibida como una tendencia asimilacionista encubierta, aunque es justificada con la fragilidad histórica de este sustrato québécois frente a la mayoría anglófona que es la razón de esta protección especial que se le otorga, de manera que impida su disolución como un grupo cultural más en el magma canadiense, dónde por simple cuestión de mayoría acabaría imponiéndose una preeminencia del grupo anglo-canadiense. No obstante, en un principio los acomodamientos razonables se podían percibir como una herramienta multiculturalista que no encajaba con el interculturalismo, y en cierto modo contradictoria con él (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, pp.123-125). Sin embargo, en su interacción con el sistema intercultural, el acomodamiento razonable ha resultado ser más fecundo todavía de lo que era en relación al modelo multiculturalista. Factores como su identidad e historia diferenciada del resto de Canadá, la todavía perceptible memoria de la impronta francesa, y el hecho de contar con una legislación propia en materia de derechos y libertades (Charte des droits et libertés de la personne du Québec) han potenciado esta tendencia (Elósegui, 2013, p.121).

			De hecho, ha sido en Quebec dónde la técnica ha alcanzado más notoriedad. Todo comenzó, como ya se explicó, a mediados de la década de 1980 con el fallo de la Cour Suprême en el caso O’Malley: solicitud de un permiso de trabajo fundamentado en el derecho a la libertad religiosa y a la igualdad efectiva. A partir de ese momento el esquema se reproduce en otros casos de similares características, siendo también el lucimiento de prendas de vestir u otros signos de carácter religioso en el trabajo uno de los campos en donde mayor regularidad se presentan. Es, tal vez, con el caso Amselem o caso de Les souccahs à Outremont58 cuando se produce el salto a ámbitos más propios de lo cultural y ya no implicando el mundo laboral: la Cour Suprême de Canadá acaba dando la razón a unos vecinos judíos ortodoxos que habían llevado ante este tribunal la prohibición en el reglamento de copropiedad de un condominio (ratificada por parte de las instancias inferiores), de la instalación de unas pequeñas cabañas (llamada souccahs) en los balcones de sus residencias como conmemoración de una festividad religiosa. No obstante, ya desde comienzos de los años 2000 los acomodamientos razonables comienzan a extenderse de manera más visible y las reacciones al respecto no se hacen esperar. Enseguida se desencadena un acalorado debate social que desembocó en la conocida como crisis de los acomodamientos razonables y más en concreto en el denominado periodo de ebullición (Bouchard & Taylor, 2008, pp. 53-58).

			La causa principal de la crisis fue la sobre exposición mediática a la que los acomodamientos razonables fueron sometidos. Si no se explica bien, esta técnica es susceptible de provocar malentendidos y de ser utilizada en el debate político causando una gran confusión. La tergiversación de la naturaleza y fines del acomodamiento razonable llevó a su rechazo por una parte importante de la población, y también el abierto rechazo por parte de otros. Se trata de una medida cuyo objetivo terminante es lograr una mayor integración atajando las discriminaciones indirectas, pero una mala o equívoca presentación de estas medidas puede desencadenar un sentimiento de agravio en el grueso de la sociedad para el cual estas medidas no están destinadas (Kimlicka, 2004, p.103).

			En realidad, la aceptación del concepto de acomodamiento razonable pasó por varias etapas. En el origen (la primera sentencia en Canadá es de 1985), este primer momento era de desconocimiento e ignorancia al respecto. La técnica era conocida sólo por los juristas especialistas en la materia y por las personas afectadas de forma directa, y carecía todavía de trascendencia mediática. Sin embargo, años más tarde, a partir de la sentencia Multani59 (en 2002 tiene lugar el primer fallo, siendo la sentencia definitiva de la Supreme Court of Canada en marzo de 2006), los acomodamientos razonables comienzan a tener una mayor visibilidad social y presencia mediática, siempre acompañados de cierta controversia. Se abre así una nueva etapa a partir de la cual la polémica incrementa y el debate público al respecto se acentúa. Es el momento en el que las tendencias mediáticas y grupos populistas enfocan la reflexión hacia una discusión en el terreno identitario québécois (Bosset, en Ruiz & Urrutia, 2010, p.119). Ante la inminencia de las elecciones provinciales de Quebec de 2007,60 y jugándose la reelección, el primer ministro quebequense Jean Charest encarga a los expertos Gérard Bouchard y Charles Taylor la formación del Comité de consulta sobre prácticas de alojamiento relacionadas con diferencias culturales (Commission de consultation sur les pratiques d’accommodement reliées aux différences cuturelles) el 8 de febrero de 2007.

			El mandato como tal consistía en cuatro directrices (Bouchard & Taylor, 2008, p.17):

			
					Redactar una lista de las prácticas de acomodación llevadas a cabo en Quebec.

					Analizar los objetivos asociados teniendo en cuenta las experiencias de otras sociedades y países.

					Llevar a cabo una extensa consulta sobre este tema.

					Formular recomendaciones al gobierno con el fin de que las prácticas de acomodación sean conformes a los valores de la sociedad quebequesa, plural, democrática e igualitaria.

			

			La comisión no se limitó a abordar el tema desde un punto de vista sólo jurídico, sino que lo hizo como parte de un enfoque más amplio y consistente, en un vasto análisis del modelo de integración sociocultural puesto en marcha en Quebec a partir de los años setenta del siglo pasado, con especial énfasis en la configuración de la identidad québécois. De esta manera, la aproximación a la cuestión se realizó desde todas sus vertientes logrando un retrato más amplio.

			Los trabajos de la comisión se prolongaron durante algo más de un año y se desarrollaron en torno a dos líneas principales: las investigaciones de expertos y las consultas populares de carácter público. Respecto a la primera de ellas, consistieron en encuentros con expertos y representantes de organismos socioculturales, investigaciones de especialistas universitarios y en la formación de un comité integrado por especialistas multidisciplinares. En lo que respecta a las consultas públicas, éstas se basaron en fórums ciudadanos (algunos de ellos fueron retransmitidos por televisión), audiencias populares en las cuales se entregaban testimonios y memorias de particulares, y la puesta en marcha de una página web en la que se informaba al gran público y se le permitía participar.

			El propio informe resultado de la comisión explica en su parte introductoria que la creación de la misma responde a una crisis de percepciones (Bouchard & Taylor, 2008, p.17), es decir que la conocida como crisis de los acomodamientos no era tal, ya que tras tantos meses de trabajo la comisión llega a la conclusión de que no existió un incremento exagerado de casos de acomodamientos razonables, ni tampoco el funcionamiento normal de las administraciones públicas se había visto trastocado por las demandas de acomodación. También fue desestimada la impresión de que los tribunales (tanto la Cour Suprême de Canadá como el Tribunal des droits de la personne de Quebec) se habían excedido en reconocer acomodamientos razonables contrarios a las cartas de derechos.61 Lo que si constata la comisión, es que la sensibilidad respecto a las mismas se ha visto aumentada en los últimos años y el consiguiente descontento popular ha seguido la misma tendencia a la alza. Sin embargo, las causas de todo ello son explicables con facilidad.

			El informe revela que la focalización de la crisis en Quebec es fruto de una actuación mediática exagerada que durante el periodo 2006-2007 sacó a la luz casos acaecidos a lo largo de los 22 años anteriores (desde que en 1985 tiene lugar el primer caso), muchos de ellos además distorsionados, provocando la sensación de una avalancha en el citado periodo, de modo que se creó un clima de malestar y preocupación generalizados respecto a las prácticas de acomodación (Bouchard & Taylor, 2008, p.18). Así pues, la apreciación negativa de los acomodamientos se contruyó sobre bases erróneas (o al menos malentendidas) y en una visión con un claro sesgo parcial de los mismos, situación que la comisión vino a combatir de manera efectiva con su análisis y racionalización del fenómeno (todo el capítulo III de la primera parte del Informe Bouchard-Taylor está dedicado a comparar en los casos de amplia repercusión mediática los hechos que en realidad acaecieron y las percepciones equivocadas que de los mismos se tuvieron [Bouchard & Taylor, 2008, pp.69-74]).

			La comisión luchó contra la idea desacierta preconcebida (y espoleada por la “crisis”) según la cual la figura del acomodamiento razonable era inadecuada para la sociedad quebequesa, incluso contraria a sus valores definitorios.62 Barriendo esta equivocada confusión (Bouchard & Taylor, 2008, pp.67-68), el informe llega a la conclusión de que las prácticas de armonización intercultural son la herramienta perfecta para implementar un modelo intercultural respetuoso con la pluralidad cultural, el cual ejecute un sistema de solución de conflictos interculturales basado en el consenso y el diálogo. De hecho, el informe incita a los poderes públicos a promover esta alternativa y su conocimiento entre la población (Bouchard & Taylor, 2008, p.257).

			Las conclusiones del mismo se concretaron en una colección de recomendaciones las cuales, de manera ambiciosa, dibujaban las líneas maestras de un modelo intercultural de tratamiento de la diferencia (Bouchard & Taylor, 2008, pp.245-272). Las citadas recomendaciones abarcaban todo el espectro de la diversidad cultural quebequense: la lengua francesa, la integración de los inmigrantes, el modelo de laicidad abierta, las prácticas de armonización intercultural, el aprendizaje de la diversidad, las desigualdades y la discriminación, los estudios a realizar como seguimiento de la situación y supervisión de su evolución. Esto pone en evidencia que no basta con los acomodamientos razonables por si solos para construir las bases de un sistema intercultural como el que se describió en lo anterior, sino que hay que superar la dimensión individual vinculada al concepto mismo (de naturaleza casuística por definición) y complementarlo con otras medidas que compartan la misma filosofía. Destacamos entre todas las recomendaciones planteadas, algunas que bajo nuestro punto de vista son consideradas claves, y que a continuación se explican de manera breve. Respecto a las prácticas de armonización intercultural el informe hace una llamada a los poderes públicos para que intensifiquen sus esfuerzos con el fin de incorporar una visión acorde con el respeto y la participación de la pluralidad cultural, en concreto insta a las instituciones a modificar el programa de formación de los profesionales para añadir cuestiones de carácter intercultural y la integración de expertos en materia de demandas de ajuste o acomodación e insistir en esta línea (Bouchard & Taylor, 2008, p.266). Asimismo, en lo relativo a la integración de los inmigrantes se hace hincapié en la dimensión social del fenómeno y se aboga por realizar un esfuerzo especial para reducir la tasa de paro entre este colectivo (Bouchard & Taylor, 2008, p. 268). Y, por último, en lo que respecta a la laicidad y los empleados públicos el informe recomienda la prohibición del lucimiento de símbolos religiosos por parte de magistrados, procuradores, policías, agentes de prisiones, presidente y vicepresidentes de la asamblea nacional, y su autorización para los docentes, funcionarios, profesionales sanitarios, y todos aquellos otros agentes del Estado (Bouchard & Taylor, 2008, p.271). En cualquier caso, para un conocimiento más profundo de las conclusiones del informe se remite al propio documento (para un análisis más detallado en español de la Comisión Bouchard-Taylor y sus consecuencias, se recomienda acudir a los estupendos artículos y obras de Elósegui, Sauca, y Ruiz Vieytez citados con profusión en este trabajo.)

			Las labores de la comisión supusieron una serie de aspectos positivos indiscutibles (Sauca & Wences, 2009, p.24), y como consecuencia de sus trabajos y de la realización del informe se consiguió frenar la escalada de radicalización que el fenómeno había provocado. Se enfriaron los ánimos y se consiguió una tregua respecto a la exposición mediática de los acomodamientos (no obstante, también es cierto que a causa de la creación y los trabajos de la propia comisión la problemática de los acomodamientos razonables alcanzó mayor exposición pública y puso sobre la mesa durante meses toda una serie de conflictos en suma sugerentes [Bouchard & Taylor, 2008, p.38]).

			Aunque pudiera parecer que estos logros y aclaraciones constituyesen una redefinición de la cosmovisión quebequense, consolidándose como un nuevo paso en esa trayectoria propia descrita antes (que podría denominarse como la way québécoise), y pese a todo el esfuerzo realizado, las diferencias no tardaron en aparecer (Sauca & Wences, 2009, p.24). Con el cambio de gobierno producido tras las elecciones de 2012, el primer ministro impulsor de la Commission de consultation sur les pratiques d’accommodement reliées aux différences cuturelles, Jean Charest, cesa del cargo y es ocupado por Pauline Marois formando un gobierno en minoría del Parti Québécois. El nuevo gobierno quebequense no era un gran entusiasta de las conclusiones alcanzadas por la comisión, así que enseguida preparó una respuesta alternativa a la problemática surgida en torno a la convivencia derivada de la diversidad cultural. Así pues, enseguida se ponen en marcha los trabajos con el fin de redactar la llamada Carta de valores (Charte des valeurs o tomando el nombre completo que adoptó el proyecto de ley mucho más descriptivo, por cierto: Charte affirmant les valeurs de laïcité et de neutralité religieuse de l’État ainsi que d’égalité entre les femmes et les hommes et encadrant les demandes d’accommodement).63

			En septiembre de 2013 se hace público el contenido básico del proyecto de la Charte des valeurs. Este proyecto incluía una modificación de la Charte des droits et libertés de la personne de Quebec, con el fin de reforzar el carácter identitario de la norma.64 Además, buscaba afirmar la neutralidad de tipo francés y el carácter laico de los organismos públicos,65 así como establecer una prohibición de portar símbolos religiosos para los miembros del personal de aquellos,66 todo ello en contra del modelo de laicidad abierta propuesto en el Informe Bouchard-Taylor. Por otro lado, no se olvidaba dedicar un capítulo a los acomodamientos razonables, ofreciendo una versión más restringida de los mismos.67 Y como último punto reseñable, el proyecto hacía hincapié en respetar de forma especial esta neutralidad rígida que proclamaba en el ámbito de las guarderías y servicios educativos de infancia, así como en el personal que trabajase en el sector,68 tal vez con el objetivo de impregnar la visión cultural promulgada por el gobierno desde la más tierna infancia. En definitiva, el proyecto proponía una Charte de la laïcité al estilo francés, que se oponía al sistema intercultural promovido hasta entonces.

			Al final, con la derrota del gobierno de Marois en las elecciones de 2014,69 y la vuelta al gobierno del Partido Liberal de Quebec (Parti Libéral du Québec), opuesto al proyecto, la Charte des valeurs parece un proyecto enterrado. Pero ¿se puede clasificar como un nuevo capítulo frustrado? ¿se está en realidad ante una etapa finalizada cuyo legado se resume en las conclusiones del Informe Bouchard-Taylor? ¿el futuro irá en la línea de las recomendaciones del mismo, o tal vez un nuevo gobierno vuelva a la carga tras la celebración de las próximas elecciones? El tiempo podrá ofrecer respuesta a estas preguntas, no obstante, es evidente que el debate no está cerrado y que todavía se trata de un tema latente que toca muchas sensibilidades y cuya repercusión electoral puede llevar a su utilización como arma arrojadiza entre unas y otras corrientes de opinión, de manera que no se consiga un enfoque objetivo y certero de la problemática enfrentada ni tampoco de sus posibles soluciones. El futuro no está escrito y, de momento, a lo que se puede aventurar es a enunciar sobre la evolución de la materia en la era post-informe.
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					Es decir, en este caso se reconoce la discriminación indirecta, pero de ella no se deriva automáticamente una obligación de acomodar.
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					entonces el asunto ante la Cour supérieure, la cual declara el 17 de mayo de 2002, nula e inoperante la prohibición de
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					« ATTENDU QUE la société québécoise est attachée à des valeurs fondamentales, telles que l’égalité entre les femmes et les hommes, la séparation de l’Église et de l’État, la primauté de la langue française, la protection des droits et des libertés, la justice et la primauté du droit, la protection des minorités et le rejet de la discrimination et du racisme ;

					ATTENDU QUE la société québécoise a fait le choix d’être une société ouverte ;
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			CapÍtulo 3: la experiencia belga.

			¿Por qué Bélgica? Motivos de una elección

			En el momento de construcción de este libro se buscó ayuda e información que guiara y aportara documentación para lograr un trabajo lo más completo posible y ajustado al objetivo original. Pensando, pues, en experiencias que pudieran servir como ejemplo y en ideas que pudieran ofrecer otro enfoque distinto al ya encontrado, y un punto de vista más avanzado, se hizo evidente la necesidad de realizar investigación en el extranjero.

			Pero la cuestión de la elección del país para realizarla, no es un asunto baladí. ¿Por qué Bélgica? En el desarrollo de la investigación, se pensó en Bélgica por ser un país con abundantes coincidencias con España. Ambos son territorios de una rica diversidad cultural interna y son países de tradición católica, los cuales en lo posterior han ido acogiendo también en su seno a otras religiones y culturas derivadas de la inmigración. Sin embargo, la diferencia entre ambos, y la ventaja que tiene Bélgica respecto a España es que éste país europeo le lleva años de adelanto en el tratamiento de estas cuestiones, y por ello supone un escenario del que se pueden extraer buenas lecciones e ilustrativas experiencias que alumbren a la hora de poner en marcha medidas propias de integración. Además, otro factor en el que se fundamenta la elección, es que tanto Bélgica como España comparten un modelo similar de gestión de la diversidad cultural derivada de la inmigración: el interculturalismo.

			La idoneidad de Bélgica como país elegido se demuestra también en la puesta en marcha de varias iniciativas y en la existencia de instituciones cuyo objetivo fundamental es alcanzar una mejor gestión de la diferencia cultural. Instituciones tales como el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme o iniciativas como el informe Les assises de l’interculturalté, ambos examinados pcon profundidad en el trabajo. En ambos se hace una apuesta decidida por una integración (Rondeau, 2013, p.47) plural y respetuosa, así como por la búsqueda de una ciudadanía inclusiva.

			Por todo ello, y gracias al decidido impulso de la directora de esta tesis y maestra María Elósegui, realicé una estancia de investigación de cinco meses en la Université Saint Louis de Bruselas bajo la orientación del Profesor François Ost. Durante este tiempo, se tuvo la oportunidad de consultar fondos bibliográficos y encontrar abundante documentación sobre el tema objeto de este trabajo, así como el placer de contactar con prestigiosos profesionales expertos en el estudio del mismo. Entre ellos, se encuentra Madame Tulkens, quien hizo la sugerencia de contar con la ayuda de Romainville y sobre todo de Ringelheim con quienes existieron fructíferas charlas, ofreciendo cantidad de información valiosísima para el desempeño de la labor. Es importante mencionar el contacto establecido con otros profesores como Christians y Foblets, a través (una vez más) de la decisiva ayuda de Elósegui, y también con otros profesores de la Université Saint Louis entre los destacan Sébastien Van Drooghenbroeck. Por otro lado, además de estos profesionales del ámbito académico es importante citar también aquí a Michel Vanderkam, responsable del Centre que proporcionó documentación y datos con un cariz más administrativo que resulta difícil de hallar en las bibliotecas.

			La mayor parte de todo lo allí adquirido en el aspecto académico e intelectual es lo que se plasma ahora en este capítulo. El resto de la información no incluida aquí, se encuentra repartido por los otros capítulos de este libro, en especial dentro del Capítulo 1, donde se aborda el aspecto teórico-filosófico, y sobre todo en la parte consagrada a los acomodamientos razonables.

			Ahora bien, se procede, ya sin más demora a relatar lo que muy gráfica y con poca imaginación se ha denominado La experiencia belga.

			Introducción: Historia y estructura del Estado belga 

			A modo de introducción, y puesto que este capítulo versa sobre algunos aspectos de la realidad belga, resulta indispensable explicar con brevedad la Historia y la estructura político-administrativa del Estado belga.

			Bélgica nace como Estado independiente en 1830 tras la llamada revolución belga, separándose del reino de los Países Bajos, el cual había sido creado tras la Paz de Viena (1815) a modo de “Estado tapón” para tratar de frenar las ansias expansionistas francesas que habían puesto de patas arriba el viejo continente en los años precedentes. De esta manera, en 1830 se levantan las provincias del sur (de mayoría católica) con el fin de separarse del resto del reino (de mayoría protestante). Con la decisiva ayuda francesa, y la aquiescencia anglo-germánica, el nuevo Estado deviene independiente en cuestión de unas pocas semanas, poniendo al frente a un monarca de origen alemán (Leopoldo I) por iniciativa británica para intentar contener así el empuje francés.

			Así pues, Bélgica ve la luz del mundo adoptando la forma de una monarquía parlamentaria (la cual permanecerá de manera ininterrumpida al frente del nuevo Estado hasta la actualidad), independiente por completo del resto de Estados a los que había permanecido sujeta con anterioridad, y fundamentando su identidad en dos puntales de fácil identificación: una fuerte personalidad católica (por oposición al norte protestante) y una hegemonía cultural que pivota sobre la burguesía francófona predominante en la época (en detrimento de la parte flamenco-neerlandófona).

			Se suceden los distintos reinados de los monarcas durante todo el siglo XIX consolidándose el país como una potencia industrial de primer orden. También, acorde al espíritu imperante en la época, extiende su dominio sobre una notable parte del África Central en un imperio colonial rico en todo tipo de recursos materiales y naturales,70 lo que aumenta la riqueza nacional y le dota de una cierta posición de importancia europea e internacional. Esta parte de la historia colonial no se librará tampoco de ser uno de los episodios más negros del colonialismo caracterizándose por ser de una brutalidad y dureza extremas.

			Ya inmersos en el siglo XX, y tras participar en las dos guerras mundiales (siendo invadida por Alemania en ambas ocasiones, pero saliendo victoriosa siempre), se comienzan a llevar a cabo algunos cambios en la estructura político-territorial del país que en origen se había configurado como un Estado unitario, para dar acomodo a las crecientes demandas flamencas que hasta entonces habían resultado marginados por la más influyente parte francoparlante del país y por el poder central.

			De forma progresiva se va generando un cambio desde un país donde el poder se encontraba centralizado con fuerza tanto en lo político como en lo administrativo, hasta un Estado federal en el cual existen, por un lado, unas entidades subestatales federadas con amplísimas atribuciones y, por otro, un gobierno central menguante que cada vez reúne menos atributos de poder en sus manos.

			Hay que tener en cuenta que este proceso se desarrolla al mismo tiempo que la economía valona, basada en la minería y en la industria pesada, y que entraba en decadencia, mientras que la economía de Flandes despegaba y se convertía de este modo en la locomotora del país, dependendiendo en buena medida la parte francófona del norte flamenco.

			Todo esto se realiza a través de varias reformas constitucionales, partiendo de la original de 1831 hasta llegar a la última de 1993 (entró en vigor en febrero de 1994),71 pasando por la decisiva reforma del Estado emprendida en 1970. No obstante, para no hacer un detenimiento en todas ellas, dado el hecho de que esto pretende ser sólo un mero prólogo introductorio, se enfocará en la última reforma de 1993 y al tipo de Estado resultante de ella.

			La Constitución de 1993, la última reforma hasta el momento (aunque bien es cierto que la Constitución vigente se modificó en el año 2012),72 consagra el federalismo como forma de organización política, territorial y administrativa. Esta Constitución, en conjunto con la Ley de 16 de julio de 1993,73 crean una estructura política ingenieril según la cual se establecen distintas entidades y cuerpos federales que suponen la puesta en marcha de un sistema pionero en Europa y también en el mundo. Trata de aunar y reconocer a la vez todas las sensibilidades culturales, nacionales, y territorios dentro del mismo Estado, demostrando un gran ingenio y creatividad, pese a resultar en ocasiones imposible decir lo mismo respecto a su eficiencia.

			Pues bien, el artículo 1° de la Constitución de Bélgica instaura este peculiar sistema compuesto por comunidades y regiones.74 Explicada de manera sucinta, la actual estructura político-institucional sería la siguiente: existe un gobierno central que retiene muy pocas competencias propias; existen tres regiones (Flandes, Valonia, y la Región Bruselas-Capital); y existen tres comunidades (flamenca, francesa, y germanófona). Cada una de estas entidades, tanto regiones como comunidades, poseen su propio gobierno y parlamento. Las comunidades tienen atribuidas las competencias en materias de educación y cultura. Y las regiones nacen de la distribución del poder político-territorial (a su vez existen también diez provincias), no tienen un reparto competencial de forma simétrica (por ejemplo: Región Bruselas-Capital tiene competencias que Valonia no posee, aunque tampoco voy a entrar ahora en esta cuestión a fondo ya que se trata de hacer un esbozo a grandes rasgos) pero controlan el resto de las competencias típicas de un Estado, salvo las imprescindibles como puedan ser las relaciones exteriores, la seguridad social común o la defensa (y aún todo esto, podría cambiar pronto). Flandes es de habla neerlandesa, Valonia de habla francesa (salvo la pequeña comunidad germanófona al Este), y Región Bruselas-Capital es bilingüe (se habla francés y flamenco), pero en la práctica hay una clara predominancia francesa en la práctica.

			Por lo tanto, observamos como se manifiesta una franca diversidad en el país y la estructura que funciona en la actualidad, es un sistema que ha sido establecido para intentar acomodar de la mejor manera posible a toda esta amalgama de pluralidad heterogénea. Sin embargo, la mala noticia es que tal vez en el camino perseguido por este afán de dar cabida a toda la diferencia, se ha perdido la referencia por lo común, y en ocasiones se ha llegado a construir un país con escasos elementos de Estado compartidos (por ejemplo, existen hasta partidos políticos diferenciados por regiones, esto es, hay familias de partidos, no partidos belgas a nivel estatal) que tal vez hayan conducido a esta ambición demasiado lejos, desembocado un callejón sin salida, en un camino sin retorno.75

			Pero no es del acomodo de esta diversidad cultural nacional de la que va a tratar este capítulo, lo que se busca es abordar la diversidad cultural derivada de la emigración. Y es que Bélgica, gracias a su contacto más temprano que el español con este fenómeno (y dado el hecho de compartir un modelo de reconocimiento de la diferencia), puede servir como inspiración para varias de las ideas que se quieren exponer. No obstante, si se se ha realizado esta breve introducción es debido a la importancia de mostrar, aunque sea de forma escueta, la realidad sobre la que se va enforcar a partir de ahora, resultaba un ejercicio previo imprescindible para poder comprender con mayor rapidez y sentido práctico las coordenadas acerca de las que se tratará a partir de ahora.

			La recepción de la emigración en Bélgica: Historia y proceso 

			Hasta finales del siglo XIX los movimientos migratorios que afectaban a Bélgica eran en su mayoría de carácter interno: flamencos que abandonaban Flandes en busca de trabajo por la más industrializada Valonia. Como se hizo notar antes, el predominio económico e industrial valón no se quedaba sólo en una hegemonía en este plano, sino que se proyectaba también en una preeminencia de carácter social. Más allá de que la construcción del primitivo Estado belga del siglo XIX fuese cimentado en la burguesía ilustrada francoparlante, estos trabajadores flamencos procedentes de otros territorios del mismo Estado eran tratados como extranjeros por sus compatriotas, incidiendo así en los agravios a los flamencos que irán abonando el camino de todos los problemas nacionales belgas, así como de las complicadas circunstancias que se desarrollan en tiempos actuales en Bélgica respecto a su configuración como Estado y a las amenazas directas de secesión de Flandes a la desintegración estatal.

			Con el cambio de siglo, y hasta la primera guerra mundial, se llevará a cabo una inmigración lenta y apenas perceptible de extranjeros en su mayoría perteneciente a profesionales liberales, empresarios, artistas, o comerciantes. Pero será después de la primera guerra mundial cuando Bélgica se convierta en un verdadero Estado receptor de emigración extranjera. De manera que en la década que va de 1920 a 1930, Bélgica acogió a 170 000 nuevos habitantes, sobre todo procedentes de Italia y Polonia (Martinello & Rea, 2013, p.9), así como importantes oleadas de inmigración judía, en muchos casos huyendo de la hostilidad antisemita de la época.

			Tras el crack del 29 y la crisis subsiguiente este flujo se paraliza. Además, en 1933 se endurecen las condiciones de política migratoria, introduciéndose la doble autorización previa: permiso de residencia y permiso de trabajo (Martinello & Rea, 2013, p.10).

			Es a partir del final de la segunda guerra mundial, y sobre todo debido a la necesidad de reconstrucción del país (centrado en tratar de recuperar los niveles de producción anteriores al estallido de la contienda) cuando la mano de obra extranjera se hace necesaria, de manera que todos los obreros serían pocos para ganar la llamada batalla del carbón.76 En esta época el Estado favorecerá la inmigración y suavizará de forma notable las condiciones que había impuesto en la etapa anterior. El punto clave es que se deja de exigir el permiso de trabajo previo al permiso de residencia, para favorecer de este modo la fuerte demanda de trabajadores que había entonces. Se establece, pues, en cierto modo una política migratoria de tipo laissez faire en la que una mayoría de trabajadores llega al país como turista y, una vez regularizada su situación de residencia, su estancia es tolerada por los poderes públicos. La naturaleza de la inmigración cambia (Christians, en Fobles, Gaudreault-Desbiens & Dundes, 2010, p.821). Es la etapa de la gran avenida de trabajadores inmigrantes a Bélgica (sólo entre 1946 y 1948 llegan 65 056, desbordando todas las previsiones del gobierno [Martinello & Rea, 2013, p.13]) y durante la cual el Estado belga firma acuerdos bilaterales directo con otros Estados para satisfacer esta hambre voraz de fuerza productiva: con Italia en 1946, España en 1956, Grecia en 1957, Turquía y Marruecos en 1964 (Rea, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.106), Túnez en 1969, Argelia y Yugoslavia en 1970 (Ringelheim, 2011, p.53). Así pues, todos los trabajadores extranjeros eran bienvenidos, y además se acompaña esta idea con la creencia compartida de que, en un futuro y una vez cumplida su tarea, los inmigrantes regresarían al país de origen (Delruelle, en Foblets & Schreiber, 2013, p.32). Eran considerados “aves de paso” (Adam, 2011, p.254).

			Esta nueva etapa durará desde el final de la segunda guerra mundial (1945 y los años posteriores) hasta finales de la décda de los sesenta y principios de los setenta, cuando los distintos gobiernos belgas vayan revirtiendo esta situación. Las diversas crisis económicas (en especial la de 1973) hacen aumentar el paro, y esto tiene una lógica repercusión en las políticas migratorias. Así, en 1969 se proponen tres medidas para reducir el número de extranjeros trabajando en el país (Martinello & Rea, 2013, p.21): abandono de la política de laissez faire que permitía la instalación en el país de aquellos que habían entrado con visado de turista, dificultar el acceso a los inmigrantes a puestos de trabajo para los que habían sido autorizados a permanecer en el país, y por último la expulsión de los inmigrantes en paro. Además, se paraliza el “reclutamiento oficial” de inmigrantes por parte del gobierno (ya no se realizan esos llamamientos de bienvenida a los trabajadores extranjeros), y se anuncian sanciones para los empresarios que contraten a trabajadores inmigrantes (Martinello & Rea, 2013, p.22). En 1974 el gobierno impone nuevas condiciones a los extranjeros que quieran trabajar en el país, buscando de este modo una inmigración seleccionada.77 Sumado a esto, se lleva a cabo una regularización de extranjeros que residían de manera clandestina en el país, y que afectará a 9 000 personas que pasarán a ser nuevos belgas (Martinello & Rea, 2013, p.22).

			Pues bien, como acabamos de ver, 1974 marca el comienzo del siguiente periodo. Durante estos años, más que la llegada de una nueva oleada de inmigración (ya se ha explicado que a partir de ahora el perfil de trabajador extranjero cambia y que pasa del obrero poco cualificado al profesional cualificado y con un nivel de educación superior) se produce la consolidación de aquellos que habían arribado al país en los años precedentes. Los inmigrantes se instalan de forma definitiva en el país y abandonan sus pretensiones de volver al de origen, por lo que la realidad tradicional belga se transforma y los poderes públicos tendrán que implementar recetas para gestionar este nuevo escenario tal y como se verá más adelante. Fenómenos como la reagrupación familiar suponen en esta etapa la fuente principal de inmigración (Delruelle, en Foblets & Schreiber, 2013, p.32) y de este modo esa diversidad echa raíces en el país, suponiendo también una cierta revitalización demográfica en un Estado que se encontraba inmerso en el estancamiento (y decrecimiento) poblacional típico de los países del primer mundo (Rea, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.107).

			Otro acontecimiento que influirá de manera decisiva en todo este proceso es la construcción a partir de los años cintuenta de lo que se conoció como Unión Europea. Y es que una gran parte de los trabajadores inmigrantes llegados a Bélgica procedían de países que poco a poco se irán incorporando a la unión. La construcción europea dota a los inmigrantes procedentes de países también miembros de la unión de un estatus distinto al que gozan el resto de inmigrantes. Ya que se dará una cierta igualdad de tratamiento entre los ciudadanos de los Estados miembros, que los diferenciará de los llamados a partir de ahora terceros Estados.

			El sistema de convenios bilaterales deja de ser utilizado, y como consecuencia de esto, y de todo lo anterior, el número de trabajadores extranjeros se reduce de manera considerable: en toda la década que va de 1974 a 1984 sólo se otorgan 100 000 permisos de trabajo (Martinello & Rea, 2013, p.24), lo que supone un notable descenso respecto a lo sucedido en la etapa anterior.

			Los cambios geopolíticos sucedidos a partir de 1989-1991 (caída del muro de Berlín, y desmembramiento del llamado bloque del este como consecuencia del derrumbamiento del comunismo soviético) suponen el desarrollo de un nuevo capítulo en los movimientos migratorios belgas. Estos nuevos desplazamientos se caracterizan por cambios en la procedencia de los inmigrantes, y por tratarse de una una acción irregular comparada con los periodos anteriores, así como por el aumento de las peticiones de asilo (notable a finales de siglo, pasando de 15 173 solicitudes en 1991 a 42 691 en el año 2000 [Martinello & Rea, 2013, p.24]). No se debe olvidar la importante influencia que juegan los conflictos en la antigua Yugoslavia y sobre todo en Ruanda (genocidio de 1994), antigua colonia belga.

			Respecto a los países de procedencia de los inmigrantes: mientras que en las etapas anteriores el número de países de los que provenían éstos eran reducidos (España, Italia, Turquía, Marruecos) y estaba concretado, debido a que la mayoría de ellos habían firmado un acuerdo bilateral con el Estado belga. Ahora la horquilla de países emisores de población es mucho más extensa y no se limita sólo a la cuenca mediterránea. Se añaden la totalidad de los países del este de Europa que antes se encontraban bajo la órbita soviética (en especial, Polonia, Rumanía, Bulgaria, Ucrania, y mención aparte merecen los de la extinta Yugoslavia). Los del África subsahariana dejan de limitarse a los procedentes del antiguo Congo Belga (hoy República Democrática del Congo), sino que el origen se amplía a otros países de la zona de África central, en especial los del golfo de Guinea (Ghana, Liberia, Nigeria, Costa de Marfil), e incluso cabría añadir los procedentes de territorios tan lejanos como el subcontinente indio, incluyendo por supuesto a Pakistán en este grupo (Delruelle, en Foblets & Schreiber, 2013, p.33).

			Un aspecto importante a destacar de esta etapa es la gran cantidad de trabajadores irregulares de origen extranjero. Como ya se ha explicado antes, el método por el cual se deviene en trabajador irregular es muy sencillo: se entra al país con visado de turista, y se encuentra un trabajo en negro, irregular (por lo tanto, sin permiso de trabajo) para cuando el visado ha expirado. Así pues, estas personas se encuentran en el país con una doble situación irregular: laboral y de residencia. El gobierno busca dar respuesta a esta situación anómala, y para ello recurre al método de las regularizaciones. En principio, durante los años noventa se trataba de un procedimiento exclusivo, y no es hasta el final de la década cuándo se llevan a cabo las regularizaciones de manera generalizada. Es a partir de la conferencia de Tampere de 1999, cuando Europa se plantea tratar la cuestión de la inmigración desde un nuevo enfoque. Esta nueva política se desarrolla con base en el artículo 9.3 o 9 bis de la Ley de 15 de diciembre de 1980 sobre el acceso al territorio, la residencia, el establecimiento y la permanencia de los extranjeros,78 que establece la posibilidad de regularizar la situación de un inmigrante irregular otorgándole un permiso de residencia, permitiéndoles así salir de la encrucijada jurídica en la que se hallaban sumidos.79 Este proceso resultará un éxito, alcanzándose sólo en las tres primeras semanas de la primera fase de regularización (enero de 2000) alrededor de 50 000 solicitudes (Martinello & Rea, 2013, p.34). La última de las campañas de regularización tiene lugar entre septiembre y diciembre de 2009, y con ella se llega a la actualidad.

			Así pues, se puede señalar que el 1 de enero de 2011 la población extranjera en Bélgica80 alcanza 10.2% (Martinello & Rea, 2013, p.51), lo que rondaría el millón de personas (en concreto 1 169 064 personas según las cifras que da el Centre pour l’egalité des chances et la lutte contre le racisme en su informe de 2012).81 Es evidente que dentro de este porcentaje no se cuentan ni los belgas de origen extranjero ya nacionalizados –que representa 6%-, ni los descendientes de éstos –otro 10%-, tampoco los extranjeros que todavía se encuentran de manera irregular en el país, lo que todo sumado constituiría 25% de la población total de Bélgica de acuerdo a los cálculos de Edouard Delruelle (en Foblets & Schreiber, 2013, p.33).

			Si se apega a los datos concretos concernientes a cada país de origen, se puede comprobar cómo el primer grupo de extranjeros por población es el de los italianos (13.7%), seguido de los franceses y los neerlandeses (12.8% y 12.1% respectivamente), y es en la cuarta posición en la cual se encuentra el primer grupo de extranjeros extracomunitarios, que son los marroquíes con 7.4%. Después se situarían turcos (3.4%) y congoleses (1.8%).82 A primera vista estos datos podrían resultar sorprendentes, ya que la percepción que se tiene preconcebida se corresponde con un mayor número de ciudadanos extracomunitarios que de ciudadanos pertenecientes a países miembros de la Unión Europea (que en realidad suponen el 67.4% del total de la población extranjera).83 Pero esto tiene fácil explicación si se comprueba que la mayor parte de las solicitudes de regularización partían de los colectivos pertenecientes a países no europeos (sólo los congoleses coparon 17.6% de las solicitudes en el primer proceso de regularización de los años 1999-2000, y los marroquíes un 12.4% [Martinello & Rea, 2013, p.34]). Por lo tanto se constata que una gran parte de la población inmigrante procedente de esos países ya no se puede considerar extranjera.84 Y es que la mayoría de los ciudadanos pertenecientes a otros países de la Unión Europea no sienten ya esa necesidad de regularizar su situación como consecuencia del proceso de construcción europea y de las ventajas y facilidades que ésta proporciona y que supusieron un importante avance, como acabamos de ver.

			Como resultado de todo esto, la sociedad belga actual es una sociedad con alto sentido plural y rica todos sus ámbitos (cultural, político, religioso, social, identitario, demográfico) producto de un proceso constante que poco a poco lo ha ido convirtiendo en un país de inmigración en el que florece una realidad multicultural. País, sociedad y realidad que serán de suma importancia para este estudio, ya que constituyen un ejemplo que lleva años lidiando con unas circunstancias que aparecieron de forma tardía en España. Es aquí donde reside su utilidad para con los intereses propios de este trabajo: extraer recetas que puedan servir de inspiración para el objetivo principal de este libro.

			Políticas de integración de la diferencia en Bélgica (subtítulo)

			Pilarización 

			Introducción:

			Desde su nacimiento como Estado independiente, Bélgica ha tenido que lidiar con la diversidad cultural y religiosa existente en su seno. Surgida como resultado de las revoluciones románticas y nacionalistas que incendiaron Europa en 1830, el recién nacido Estado tratará de dar acomodo a las distintas concepciones filosófico-políticas que habitaban en ella. Como bien señala Ringelheim, “la Constitución belga de 1831 es el fruto de un compromiso histórico entre las corrientes católicas y libre-pensadoras” (2011, pp.52-53). A esta tensión católico-laica se debe sumar la ya mencionada entre flamencos y francófonos, y entre las familias socialista y liberal, sin olvidar tampoco las minorías religiosas presentes desde el inicio (judíos, protestantes, anglicanos) ni de las que años después irán llegando (musulmanes, ortodoxos, etcétera).

			Por ello, para conjugar todo este pluralismo, se establece un sistema de contrapesos y equilibrios llamado pilarización, y un tablero de juego al que se le da el nombre de “democracia consociativa” (Dumont, en Ringelheim, 2011, p.168). Además, ésto se combinará a partir de la segunda mitad del siglo XX con una organización territorial en clave federal o confederal con el objetivo de aliviar las reivindicaciones nacionalistas/regionalistas y que, como se explicó con anterioridad, conducirá a una insólita estructura estatal en la cual no se profundizará más, pero que estará presente como telón de fondo en todas las políticas que se analicen. Obviando pues este asunto, las siguientes páginas tratarán de explicar este sistema de pilares y democracia consociativa, exponiendo diversos ejemplos de cómo ha impregnado la vida política belga, para acabar hablando del modo en que se ha dado reconocimiento en Bélgica a las distintas confesiones religiosas desde el inicio de su existencia como nación, y de cómo esto ha supuesto el asentamiento de unas bases que mas adelante serán utilizadas para el modelo de gestión de la diversidad cultural que permite hacer lo propio hoy en día en un escenario que ha variado de forma sustancial.

			Pilarización y democracia consociativa: 

			Los conceptos antes apuntados de democracia consociativa y pilarización aluden al modelo diseñado en la política belga para tratar de crear un escenario de coexistencia entre las distintas opciones cultural-religiosas y político-filosóficas, basado en el establecimiento de unos contrapesos entre estas distintas visiones metafísicas (católica, protestante, socialista, liberal [Christians, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.823]), para crear un equilibrio entre ellas y que no predomine ninguna sobre otra.

			La pilarización o sistema de pilares (piliers, en francés y zuilen, en flamenco) en palabras de Dumont es el “sistema de redes, separadas y paralelas, de organizaciones particulares fundadas sobre una identidad ideológica o religiosa común, que actúan en los diferentes dominios sociales, y que están reconocidas y subvencionadas por los poderes públicos ya que suponen una actuación social de utilidad pública, estando además vinculadas (más próxima o lejana) con un partido o tendencia política” (2011, p.172). Es decir, se trataría de un conglomerado social con estructura de malla, red, o de forma gráfica pilares, que vertebra la sociedad ya que se encarga de proporcionar los servicios básicos como educación, sanidad, o programas asistenciales, dónde cada uno de estos pilares corresponderían a cada una de las distintas familias o mundos en los que se divide el espectro filosófico-político. Como señala Christians, “la homogeneidad de estos mundos y su fuerza como instituciones les ha permitido asegurar la efectividad de sus modelos y perspectivas” (2010, p.823), consolidando de esta manera una particular organización del andamiaje político-institucional en un país tan diverso como Bélgica, dotándolo de este modo de una personalidad característica.

			En consecuencia, este sistema de pilares es el que constituye la llamada democracia consociativa. Hughes Dumont la describe como “el modo de regulación de los conflictos propios de una sociedad segmentada en mundos distintos y paralelos, como si fuesen compartimentos estancos, sobre la base de una búsqueda constante de acuerdos y compromisos con el horizonte de conseguir un consenso que no incluya un ganador claro, ni tampoco una parte perdedora” (2011, p.173). El pacto como norma, por tanto, de un sistema de gobierno para tratar de gestionar así una realidad tan fragmentada y plural que siendo de otra manera lo que se lograría sería la imposición de las tesis de una de las varias minorías que laten en el seno de esta sociedad tan rica.

			Una suerte de obsesión por el acuerdo como método de convivencia, como regla que se aplica de forma sistemática y que guía (o debería hacerlo) todas las acciones de la autoridad para impedir la imposición de la Weltanschauung o cosmovisión de ninguna de estas “familias” en el conjunto de la comunidad. Para que no exista una única manera buena de ser ciudadano belga, sino varias. Para que se pueda llegar al mismo punto desde diversos caminos. Nadie gana, nadie pierde: pero a la postre todos acaban ganando. En eso consiste esta democracia consociativa.

			Pues bien, este sistema sociopolítico no ha sido ajeno a los avatares histórico-sociales sufridos a lo largo de estos dos últimos siglos, y se ha ido adaptando a los cambios que se sucedían en la propia sociedad belga. Es decir, se han ido incorporando como nuevos pilares las cosmovisiones que, aunque ya estaban presentes han crecido en importancia e influencia, como la laicidad (laïcité); las que han llegado de otras partes del orbe y que suponen universos imposibles de ignorar hoy en día, como el islam; o las que han surgido como consecuencia del progreso humano, como el ecologismo. Se añaden, pues, estas “nuevas” familias a las ya clásicas del siglo XIX, protestante, católica, socialista y liberal, demostrando que el sistema no es estático e invariable, sino que tiene una capacidad de desarrollo y que puede evolucionar absorbiendo las nuevas corrientes e integrándolas en su estructura como nuevos pilares que ayuden a sostener la estructura societal.

			Y por otro lado esta pilarización y su producto, la democracia consociativa han llegado a crear una especie de muralla, de cortafuegos o rompeolas en palabras de Christians (2010, p.823) que ha impedido la penetración de tendencias como el neoliberalismo, la globalización radical, o la influencia de los mercados en la democracia y en el proceder de los gobiernos. Si bien es cierto que aunque esto ha sido así durante años, como se verá más adelante, esta situación también ha comenzado a cambiar y estas perturbaciones se han ido filtrando de forma paulatina y han hecho mella en el sistema tradicional, abocándolo así al desafío de tener que buscar nuevas fórmulas y alternativas para poder continuar resultando eficaz en su misión de contener, esto es dar cobijo y amparo, y acomodar, ofrecer reconocimiento y participación, a las distintas ramas de las que se compone la sociedad haciéndoles actores del devenir del país.

			Plasmaciones, manifestaciones y políticas concretas en el derecho público del sistema de pilarización-democracia consociativa 

			El espíritu del sistema sociopolítico-institucional que constituyen la democracia consociativa y la estructura de pilarización cristaliza en distintas políticas públicas, textos legislativos e instituciones.

			 La clara influencia de la pilarización se puede notar en el régimen de reconocimiento de las confesiones religiosas en Bélgica (ya establecido desde la Constitución de 1831) que se caracteriza por la separación Iglesia-Estado y la consagración de la libertad religiosa, pero también por el reconocimiento de determinados cultos y su financiación por parte del Estado, de lo cual se hablará con exhaustividad en un próximo capítulo.

			Asimismo, tanto el Pacto Escolar de 1958, como el Pacto Cultural de 1973, son un claro producto de esta esencia que está en permanente búsqueda del consenso. El primero de ellos consiste en el acuerdo que pone fin a las guerras escolares de los años cincuenta. Estas hacen referencia a los enfrentamientos entre las corrientes laica y socialista de un lado, y clerical y democristiana de otro, por hacerse del control de la educación en el país, que terminaron con una solución de compromiso típico de Bélgica, llamado Pacto Escolar de 1958, que se convirtió en ley en 1959 por la que se modificaban varias disposiciones relativas a la educación como la libertad de elección de los padres respecto a la misma para sus hijos o la gratuidad de la enseñanza sea cual sea el modelo escogido (católico o el estatal).85 Esta solución no satisface por completo a ninguna de las dos partes, pero garantiza la “paz escolar”, así que, como se ha explicado antes, supone un ejemplo obvio de lo que simboliza la democracia consociativa: nadie gana para que todos ganen.

			También el llamado Pacto Cultural de 1973 supone otro arquetipo de este tipo de acuerdos. Pacto Cultural es el nombre vulgar por el que se conoce a la Ley de 16 de julio de 1973 que garantiza la protección de las tendencias ideológicas y filosóficas,86 cuyo objetivo es el establecimiento de un marco de respeto y amparo en el cual tengan cabida las diferentes posturas políticas y morales representativas de las grandes familias a las que antes se hizo referencia, y que vendría a apuntalar el propio sistema del que es resultado, que por entonces ya mostraba agotamiento y necesidad de reajuste. Este pacto aspira a una distribución equilibrada en la gestión de los servicios públicos y a un reparto equitativo del espacio público que a la vez pueda ser compartido entre todos ellos. De su vigencia actual, tal vez más virtual que real, así como de su pertinencia y/o actualización se abordará más adelante.

			En este rápido repaso no hay que olvidar que el derecho a la cultura en Bélgica está consagrado en la propia Constitución del país en su artículo 23.5,87 de tal manera que constituye otra muestra donde se puede ver el claro reflejo de este sistema, como analiza Romainville en numerosos escritos (Romainville, 2010, 2012ª, 2012b, 2014ª, 2014b).

			En el plano legislativo referente al tratamiento de la inmigración el punto de inflexión lo marca la Ley de 15 de diciembre de 1980 sur l’accès au territoire, le séjour, l’établissement et l’éloignement des étrangers, que supone una serie de políticas de envergadura respecto al tratamiento a la inmigración, la cual tiene un efecto alterador de la sociedad belga dejando su huella de pluralidad cultural que añadirá más elementos al ya de por si variado espectro sociopolítico del país. Con posterioridad llegarán otras leyes fundamentales como la de 30 de julio de 1981 que lucha contra el racismo y la intolerancia,88 o la del 15 de febrero de 199389 que crea el Centro para la igualdad de oportunidades y la oposición al racismo (Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme), herramienta fundamental por la labor que ha desempeñado y continúa haciendo, y que más adelante se analizará. La Ley antidiscriminación del 25 de febrero de 200390 y la del 10 de mayo de 200791 constituyen otro paso más en el desarrollo de la política antidiscriminación y en pro de un acomodamiento de la diversidad creciente desde la óptica belga.

			Además de estas leyes antidiscriminatorias y dedicadas al tratamiento de la inmigración que organizan estos asuntos desde un plano global, existe otro conjunto de normas que se encargan de regular aspectos más concretos y no tan genéricos en lo relativo a su interacción con el fenómeno migratorio (educación y empleo, por ejemplo). Y desde el punto de vista territorial, las distintas administraciones regionales flamenca y francófona impondrán su propia visión particular de la circunstancia y sus derivaciones. Del estudio de todas ellas se tratará más adelante en el apartado correspondiente.

			Despilarización 

			Tal y como he dejado apuntado con anterioridad, los cambios que se producen en la sociedad occidental a lo largo del siglo XX y lo que va del siglo XXI, en especial durante las últimas décadas, han contribuido a provocar que este sistema característico de Bélgica, instaurado para servir como cortafuegos con el fin de preservar una sociedad estable, vaya mutando de manera progresiva.

			En principio esta mutación se intentaba realizar de manera que integrase cada uno de los nuevos espacios mental-sociales en forma de nuevos pilares, es decir, de un modo controlado por el sistema, pero mas adelante el propio sistema se ve alterado ya que no es inmune a los embates de los trastornos político-institucionales que acontecen (globalización, inmigración, aturdimiento institucional), pudiéndose llegar así a hablar de una desvertebración del sistema de pilares o “despilarización” (Christians, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.824).

			Pese a que antes se pudo dejar la sensación de que la integración de estas nuevas familias-culturas se llevaba a cabo de manera natural y no traumática, la verdad es que ha supuesto un reto de dificultad notable y aún no resuelto en algunos casos. Pero no es la aparición y posterior integración de estas nuevas cosmovisiones la única causa que provoca la despilarización (Ringelheim, 2011, p.58), no hay que olvidar el desmoronamiento de los pilares tradicionales, su pérdida de peso electoral y ciudadano, y la progresiva difuminación de sus líneas de identidad características, es decir la creciente confusión entre las fronteras de unos pilares con otros (Dumont, en Ringelheim, 2011, p.182).

			El régimen de la pilarización había creado una esfera social en la que encontraban acomodo las distintas tendencias, la pluralidad podía ser manifestada sin que ningún modo de vida se impusiese sobre los demás, y el espacio público se constituía en un entorno estructurado de forma nítida donde el Estado actuaba como garante y proveedor de estas relaciones (Christians, en Foblets, Gaudreault & Dundes, 2010, p.831).

			El proceso de despilarización ha añadido complejidad a la sencillez con la que se había manejado hasta ahora. Ya no se pueden distinguir con claridad los bordes que definían lo hasta hace poco estable. La gestión de la diversidad ha devenido mucho más complicada y embrollada perdiendo la simplicidad y esquematicidad que caracterizaba al sistema. El Estado se ha despistado de su papel de árbitro-benefactor que otorgaba equilibrio desde una posición de autoridad.

			Este fenómeno podría llevar al país hacía otro tipo de pluralismo más abierto y autogestionado, o por el contrario podría desembocar en un nuevo modelo, tal vez no ingobernable, pero si de bastante más difícil gestión.

			No obstante, y tal y como indica Christians (en Foblets, Gaudreault & Dundes, 2010, p.838), el modelo belga de gestión de la diversidad todavía se muestra confiado en su aptitud de hacer frente a estos nuevos desafíos con una convicción en su capacidad de adaptación y de promover nuevas maneras que garanticen una administración equilibrada y equitativa de la diversidad cultural haciendo gala de creatividad e ingenio, tal y como se puede ver en algunas propuestas que se examinarán más adelante.

			Pacto Cultural 

			El profesor constitucionalista belga Hughes Dumont se pregunta en su fabuloso artículo “Le modèle de la loi du Pacte Culturel a-t-il encore une pertinence aujourd’hui?” (en Ringelheim, 2011, pp.167-204), acerca de la vitalidad, la vigencia y hasta sobre la pérdida de motivos de este acuerdo que ya ha cumplido los cuarenta años.

			Se continuará con el seguimiento que hace Dumont en su revisión sobr la salud del Pacto Cultural de 1973, pero primero se hará una pausa en los avances y ventajas que el pacto supuso para poner en contexto.

			Como ya se ha dicho antes, el conocido como Pacto Cultural de 1973 no es otra cosa más que el nombre de pila de la Ley del 16 de julio de 1973 que garantiza la protección de las tendencias ideológicas y filosóficas (Loi du 16 juillet 1973 garantissant la protection des tendances idéologiques et philosophiques), cuyo fin consistía en ofrecer un escenario que sirviera por un lado de acogida a todas las posiciones religiosas, filosóficas, morales y culturales presentes en el Estado, y por otra parte no se conforma sólo con servir de marco de acogida, sino que también aspira a proporcionar protección a todas ellas y la libertad necesaria para que puedan desarrollar de forma abierta las manifestaciones de sus creencias en el espacio público. El Pacto Cultural establece de esta manera un modelo estatal de gestión del pluralismo, basado en el “estilo belga” el cual se ha descrito con anterioridad.

			Pero para Dumont, este modelo nace viciado desde el principio (en Ringelheim, 2011, pp.167-168) ya que acarrea un defecto estructural: la desmesurada politización de los actores sociales. Cuando se habla de politización entiéndase no sólo como referencia a los partidos políticos, sino que también a una excesiva institucionalización, por así decirlo, de las corrientes de pensamiento y confesionales (partidos políticos, iglesias). Es decir, tiende a actuar (por tanto, beneficia en su mayoría) sobre aquellos que exteriorizan sus creencias desde la estructura de una organización institucionalizada, restando pues libertad y digamos, frescura a las manifestaciones filosófico-culturales (Dumont, en Ringelheim, 2011, p.168).

			Este pluralismo a la belga, como lo llama Martens (en Ringelheim, 2011, p.211), peca pues, como el propio autor mantiene, de otorgar protección a quien se inscribe en este andamiaje y de desamparar al que va libre o al que pueda compartir aspectos de diversas tendencias sin necesidad de incardinarse en una única. Esto lo que acaba provocando es una rigidez del modelo que cause un agarrotamiento del sistema, aún cuando en origen este método se desarrolló para evitar que ninguna de las diferentes tendencias se encontrase excluida del espacio público, así como para evitar el monopolio o la presencia desmesurada de algunas de ellas, impidiendo de este modo que ninguna de ellas marcase en solitario el ritmo político del país.

			Aunque la Ley del 16 de Julio de 1973, que garantiza la protección de las tendencias ideológicas y filosóficas, está erigida sobre el principio de proporcionalidad y se han creado organismos como la Comisión Nacional Permanente para el Pacto Cultural (Commision nationale permanente du pacte culturel)92 para velar por el buen funcionamiento y cumplimiento de sus cometidos, siempre han existid dos ópticas desde las que enfocar esta ley. La que busca una neutralidad de tipo francés en la cual ninguna de las culturas destaque sobre las otras y se haya de mantener una cierta asepsia estatal, y la otra, en la que sobre la base de lo anterior se fomente el pluralismo y la exteriorización de la diversidad. Ajustándose esta segunda interpretación mucho más al modelo típico belga. Bien es cierto que con el tiempo y el cambio de las circunstancias este modelo se ha visto algo desfasado y a requerido de un oportuno aggiornamiento.

			Como causas principales de este desfase destacan, tal y como hace el autor belga, la de condición política y la de condición jurídica. Dentro de las causas de carácter político se debe tener en cuenta la evolución política del país a la que ya se ha hecho referencia en apartados anteriores en lo relativo a los choques entre flamencos y valones, tanto a nivel de las comunidades (progresiva descentralización del Estado belga cada vez más acentuada), como a nivel electoral con la ruptura de los partidos de carácter estatal y su transformación en partidos flamencos o francófonos, y con el cambio en las tendencias de voto (perdiendo fuerza los partidos tradicionales e irrumpiendo con energía nuevas formaciones). Provocando una transformación del panorama electoral que también tiene un reflejo en la sociedad.

			En lo referente a las causas de carácter jurídico, se hace imprescindible aludir a la propia transformación de la estructura del Estado, consecuencia directa de los cambios políticos y de cómo ha afectado al reparto de competencias entre el poder central y los nuevos organismos de decisión (gobiernos y parlamentos de las comunidades y regiones), y por otra parte la aparición de nuevos instrumentos de carácter legislativo que vienen a actualizar (e incluso a sustituir en algunos casos) las antiguas herramientas de tratamiento de la pluralidad. Estos instrumentos serían la Ley de 15 de febrero de 2003 que lucha contra la discriminación,93 y la Ley 10 de mayo de 2007 que lucha contra ciertas formas de discriminación,94 inspirando a la creación de un nuevo marco de políticas de inclusión y que a continuación se analizan con más precisión.

			 Integración jurídica y política de los inmigrantes 

			Fases históricas 

			Al principio de todo este proceso migratorio no se pensaba que los inmigrantes fuesen a permanecer en el país, sino que se veía la inmigración como un fenómeno circunstancial y de una duración temporal (“aves de paso” como se ha señalado antes). Era difícil que se contemplara la posibilidad del establecimiento definitivo de estos nuevos residentes, a esto ayudaba de forma decisiva el que no se tenía la concepción de Bélgica como un país de inmigrantes como podía ser Estados Unidos, Australia o en menor medida Argentina.

			Sin embargo, a pesar de esta percepción, había que gestionar de alguna forma desde los poderes públicos estas nuevas circunstancias. Siguiendo a Martinello y Rea (2013, pp.45-49), se pueden establecer cuatro fases diferenciadas en las políticas de integración belgas:

			
					La primera de ellas correspondería a todo el periodo anterior a la Ley del 15 de diciembre de 1980 sur l’accès au territoire, le séjour, l’établissement et l’éloignement des étrangers.                                          En esta fase, se trata de políticas que buscan favorecer la acogida y cierta integración de los nuevos residentes, y algunas de carácter asistencial como cursos de alfabetización de lengua autóctona o de asesoría jurídica. Estas medidas se empiezan a implementar a principios de los años sesenta (destaca la provincia de Lieja y otras provincias francófonas valonas a partir de 1964). Se habla, por tanto, de que las políticas implementadas no son lo que hoy podría interpretarse como políticas de integración, sino que se trata más bien de políticas de acogida. El objeto de las mismas no son los “inmigrantes”, sino los “trabajadores inmigrantes” (Adam, en Martinello, Rea & Dassetto, 2011, p.254).

			

			
					La segunda fase comienza con la aprobación y entrada en vigor de la citada ley de 1980. Esta norma supondrá una serie de garantías legales para los inmigrantes, y sobre todo establece procedimientos de apelación a los tribunales para impugnar cualquier acción tomada en contra de la legalidad de su estancia; pero no se les otorga el derecho de voto.                                                                                      No obstante, este avance no impide que ante la situación de crisis económica (1973 y 1979) y de aumento de paro, la presencia de los inmigrantes sea percibida como la culpable de la situación. Una vez que ya se tiene asumida la permanencia de su estancia en el país y el no retorno a sus países de origen, en 1984 se reforma el Código de la Nacionalidad Belga de 193295 que instaura el principio de ius soli que simplifica el proceso de naturalización y por tanto la posibilidad de devenir belga. Así pues, el número de extranjeros se reduce considerablemente, y los nacionalizados belgas aumentan. Aún así, no basta con esta modificación legal, sino que además hay que acreditar una voluntad de integración respondiendo a un cuestionario.

					La tercera fase comienza con la instauración de una de las herramientas que más trabajarán para lograr la integración de los inmigrantes: el Commissariat royal à la politique des immigrés en 1989, que en 1993 se transformará en el Centre pour l’egalité des chances et la lutte contre le racisme. 

					En las etapas anteriores la inmigración era un asunto que afectaba de manera principal a la región valona y a la Región Bruselas-Capital, pero en los años noventa comienza a notarse también en Flandes, provocando un aumento electoral de la extrema derecha. Para contrarrestar esto, los diferentes gobiernos proceden a desarrollar políticas sociales basadas en acciones positivas o medidas preferenciales que abarquen los campos de la política laboral, y sobre todo la política educativa con la creación de las zonas de educación prioritarias (ZEP). 

					Durante esta época, la diversidad cultural derivada de la inmigración se considera como una cuestión fundamental para la integración social básica y no tanto como un problema planteado en coordenadas cultural-identitarias. Esto significa que los poderes públicos pondrán el énfasis en cuestiones como la educación, el trabajo o la vivienda, y darán respuesta institucional a la cuestión a través de las leyes antirracismo y antidiscriminación, a las que enseguida se hará referencia.

			

			
					En la década siguiente, y como consecuencia de la nueva reforma del Estado en clave federal y descentralizadora, también se separarán las políticas públicas destinadas a gestionar la inmigración en dos: las desarrolladas por la región flamenca, y las que se emprendan en las regiones francófonas (Valonia y Región Bruselas-Capital).

			

			
					Flandes opta por una política de integración a la holandesa (llamada inburgering) consistente en exigir un conocimiento de lengua flamenca-neerlandesa y de las leyes e instituciones del país, a la vez que se incentiva la conservación y el desarrollo de la identidad de origen en el hogar, pensando de esta manera que se contribuye a un mejor asentimiento en la sociedad de acogida.

					Por su parte, en la zona francófona no se dan políticas específicas enfocadas a la inmigración, sino que se produce una orientación indirecta con base en criterios sociales y no por razón del origen. Consisten en poner en marcha zonas de acción prioritaria u otras acciones positivas.

			

			
					No obstante, y de forma más general, hay que tener en cuenta que en esta década se puede observar un claro cambio en el modelo de integración. La atención ya no se pone en la vertiente social integradora, sino que a raíz de los sucesos geopolíticos de principios de los 2000 (auge de la globalización, consolidación de los Estados Unidos como única superpotencia y por consiguiente, una visión unipolar del mundo, atentados del 11 de septiembre, guerras de Afganistán e Irak) toma fuerza la idea del culture-clash y el enfoque ahora se hace desde un paradigma más centrado en la identidad, la diferencia entre culturas y la demanda de reconocimiento de la diversidad.

			

			Desarrollo de políticas diferenciadas por ámbitos territoriales 

			Veamos esto ahora desde un punto de vista diferente: el del reparto competencial entre las distintas administraciones belgas, y cómo éste fue cambiando a medida que la transformación del Estado belga se desarrollaba.96 Como ya he explicado en el apartado correspondiente, a lo largo del siglo XX Bélgica sufre una serie de reformas en su estructura estatal que le hacen pasar de ser un Estado unitario a uno federal con un gobierno central que retiene muy pocas competencias en la actualidad. Con esto resulta evidente que existe una influencia en el tratamiento de la inmigración por parte de los poderes públicos, ya que las competencias relativas a este asunto irán cambiando de manos conforme la metamorfosis institucional y territorial se vaya produciendo. Ambos cambios (transformación del Estado y proceso de mudanza de competencias entre las distintas administraciones en temas de inmigración) irán ligados e implicarán, además, que nuevos enfoques y alteraciones de paradigma afecten a la gestión del fenómeno migratorio.

			Hasta 1974 las competencias sobre inmigración (que en esa etapa se denominaban acogida de los trabajadores inmigrantes) recaían en el Ministerio de Empleo y Trabajo del Gobierno del Estado. En ese momento no había ningún otro gobierno que no fuese el central, puesto que Bélgica todavía no se había convertido en un Estado federal con distintos entes políticos a los que pudieran ser transferidas competencias sobre materia alguna. En 1970 se produce la primera reforma del Estado belga, que implica el nacimiento de las regiones. Así pues, las competencias de acogida a los trabajadores inmigrantes pasan a ser ejercidas por la región de Flandes, y la región de Valonia (la Región Bruselas-Capital no será creada hasta 1989). Esta transferencia de atribuciones tiene lugar en el Consejo de Ministros del 1 de agosto de 1974, pero no hay cambios sustanciales. Sólo se transfiere la competencia, es decir, las mismas instituciones que llevaban a la práctica este mandato continuarán haciéndolo, sólo que a partir de ahora la responsabilidad será regional y no estatal.

			La siguiente gran reforma del Estado belga sucede en 198097 y provocará no sólo un cambio de titularidad en las competencias sino también un incremento de las mismas: ahora se suma a la acogida de los inmigrantes, la integración de los mismos. Esta variación del campo competencial hace que sean los Ministerios de Acción Social de las Comunidades (el otro ente creado además de las regiones) los que se hagan cargo de esta política dentro del marco de sus atribuciones asistenciales. Pasa, pues, de ser una competencia regional a una competencia comunitaria. En 1993 se produce la última (en espera de la siguiente, que existe la probabilidad de que sea inminente) reforma de calado en la estructura estatal que ahonda aún más en la descentralización otorgando más poderes a regiones y comunidades. Ahora el cambio tiene lugar en el interior del organigrama comunitario: en la comunidad flamenca la competencia ya no se mantiene en manos del Ministerio de Acción Social, sino que pasa al Ministerio de Interior en 2004; y en la comunidad francesa se produce una nueva transferencia a las regiones Valona y la Región Bruselas-Capital: en la región Valona será el Ministerio de Acción Social el encargado de gestionarla, mientras que en la Región Bruselas-Capital pasa a ser dirigido por la Comisión de la Comunidad Francesa (Commission Communautaire Française, COCOF). Así pues, se observa cómo a partir de 1993 tres entes distintos administrarán el régimen en la materia: la comunidad flamenca, la región valona, y la Commission Communautaire Française dentro de la Región Bruselas-Capital (Adam, en Ringelheim, 2011, p.257).

			Una vez descrito este proceso por el que las competencias relativas al tratamiento de los inmigrantes van pasando del orden estatal al regional y comunitario, se explicará ahora como éstas van trazando sus diferentes caminos en paralelo en una y otra realidad sociocultural (flamenca y francófona), viéndose por supuesto influenciados por las tensiones territoriales y culturales que de forma tan intensa se presentan en un pequeño país como Bélgica.

			Comenzamos por la comunidad francófona de Bélgica, la cual, si bien en un principio permanece unida a partir del nuevo reparto de 1993 ya no comprende sólo Valonia, sino que contiene también a la esfera francófona de la Región Bruselas-Capital. La primera de las etapas en las que se dividirá la acción gubernamental al respecto es aquella que va desde la asunción de las competencias en 1980 hasta la creación de la Región Bruselas-Capital por la Ley Especial de 1989.98 Este momento histórico coincide con el cambio de percepción del fenómeno migratorio: las “aves de paso” se sedentarizan, y su establecimiento en el país de acogida se consolida. Esto lleva a que ya no se hable sólo de acogida, sino que también se incluya integración, concepto mucho más amplio y avanzado en el proceso de construcción societal.

			No obstante, esta etapa está caracterizada por una imprecisión en el tratamiento, e incluso podría decirse que por una relativa falta de interés por parte de las administraciones publicas que debían llevar a cabo las políticas al respecto. Imprecisión y falta de interés en cierto modo achacables a la bisoñez de las nuevas instituciones y al manejo todavía de normas utilizadas en la etapa anterior (cuando se gestionaba la competencia a nivel estatal). Además, estas instituciones aún se encontraban en fase de implantación y no habían desarrollado normativa propia al respecto. Por tanto, es una etapa caracterizada por una acción tímida en este sentido.

			La fase siguiente será breve. Se abrirá en 1989 durando hasta 1993, fecha de la última gran reforma constitucional belga. Como se ha señalado antes, la creación de la nueva Región Bruselas-Capital hace que la actitud institucional ante los inmigrantes cambie. El número y el porcentaje tan importante de inmigrantes que habitan en varias de las comunas de esta región hace que los poderes públicos presten a este tema ahora más atención que en el periodo anterior. La necesidad social de asumir la nueva realidad lleva a las administraciones a interesarse, sobre todo en el plano migratorio. Pero además de forma paralela también se da una evolución del enfoque con el que estas políticas integradoras son vistas. Las medidas de integración tomadas en clave “multicultural intervencionista” (Adam, 2011, p.280) de la etapa anterior (tales como la ayuda mediante subvenciones públicas que promocionen la cultura de origen, o el fomento de políticas específicas para determinados sectores), son vistas ahora como comunitaristas en exceso y por ello rechazadas al considerar que esta tendencia no favorece la verdadera integración en la sociedad (Rea, 2007, p.135). Por ello se vira hacia un enfoque más universalista o asimilacionista laissez-faire (Adam, 2011, p.279) que condicionará las medidas tomadas en adelante (Adam, 2011, pp.271-273).

			A partir de 1993 se abre la que en este libro se considera como última fase hasta la fecha. Tal y como se ha señalado antes, este año marca la última gran reforma constitucional que acarrea también transformaciones importantes en la materia que se está tratando. Al transferirse las competencias de la comunidad francesa por un lado a la región valona y por otro a la Región Bruselas-Capital, cada ente desarrolla su propio modelo por separado. Dentro de la región valona, el fenómeno migratorio se sigue percibiendo como un problema propio de los bruselenses, y al producirse la nueva transferencia de poderes, se tiene por algo ajeno que ya no merece el interés de la etapa anterior, lo que ahonda en el clima de indefinición antes apuntado. Hay una cierta puesta al día en 1996 con la aprobación de un decreto que se ocupa de la integración de los inmigrantes,99 pero además de ser más bien de carácter organizativo interno, las políticas que en principio aparentaban alejarse algo del enfoque universalista-asimilacionista laissez-faire correspondiente a la etapa anterior, en realidad no tienen la potencia suficiente como para considerar que haya un nuevo marco propio de actuación. En definitiva, lo que resulta propio y auténtico es esa política ambigua y difusa, esa imprecisión a medio camino de la cual se habló cuando se hizo referencia a etapas pasadas.

			Por su lado, en el ámbito perteneciente a la Región Bruselas-Capital, se continúa con la política de integración universalista-asimilacionista laissez-faire plasmada en la continuación de la ejecución de algunos programas herederos de la etapa anterior.100 Permanencia pues, de paradigma y continuidad a grandes rasgos.

			En el caso de Flandes, dejando y abandonando ya lo relativo a la comunidad francesa de Bélgica, se está ante una política algo diversa a aquella comandada en esta ocasión por un único ente: la comunidad flamenca. No obstante, en la primera etapa (desde 1980 hasta finales de la misma década) Flandes se verá aquejado por los mismos males y circunstancias que aquejaron a la Bélgica francófona en la misma época. Esa indefinición y falta de claridad en las propuestas, provocada por la asunción de la idea del establecimiento definitivo de los inmigrantes en tierras belgas, hace que las instituciones aún se encuentren algo confundidas en esta fase y no logren desarrollar un discurso propio y nítido al respecto. Aún así, es cierto que, como se ha dicho antes respecto a la parte francófona, las iniciativas implementadas por los gobiernos y autoridades tienen un perfil que podría ajustarse a la misma tendencia seguida en la parte francesa (discurren, pues, por caminos paralelos en este momento), ese multiculturalismo intervencionista que define medidas asistenciales o de cursos de idiomas, continuando un poco la senda recorrida en el periodo en el que se tenía a las políticas sobre inmigración en estricto sentido de acogida (debido a la idea del pronto retorno a sus países de origen). Será en 1984 cuando en Flandes se plantee también el concepto de integración dentro de estas políticas.101

			Una vez tomada plena conciencia de la nueva realidad social, y completada la acogida con las medidas tendentes a la integración, toca definir aún más el modelo seguido por la región flamenca. De alguna manera, Flandes, debido a su propia idiosincrasia está siempre en permanente búsqueda de rasgos diferenciadores que le distingan del resto del Estado belga en casi todas las materias con el único fin de reforzar su identidad. Bajo el punto de vista personal, es evidente que algo de esto también hay, pero no es menos cierto que la posible influencia de los Países Bajos (Holanda) por su cercanía y sintonía cultural es un factor a tener en cuenta en el desarrollo de un discurso propio flamenco en cuanto a políticas de inmigración se refiere. En los Países Bajos se estila un multiculturalismo con tintes británicos pero que suena con música nacional-integradora, muy apropiada para el proyecto de nation-building flamenco que además en esta etapa se intensifica. No hay que olvidar tampoco otro importante factor que empieza a cobrar actualidad sobre todo a partir de las elecciones de 1991: la irrupción de una extrema derecha que ha tensado el debate migratorio y por tanto cuestionado las políticas públicas al respecto. Al calor de ese nacionalismo flamenco con ambiciones independentistas o secesionistas de Bélgica han surgido con fuerza partidos (como el Vlaams Blok y su sucesor el Vlaams Belang) que aúnan ambas ideas, nacionalismo/independentismo y extrema derecha, cuyo nexo de unión suele ser la idea de que la inmigración extranjera (incluso valona) no tiene cabida en Flandes. No es que esta tendencia sea, ni mucho menos, mayoritaria en esa región, ni que marque la agenda política, pero sí que es cierto que para contrarrestar la amenaza democrática que suponen los pilares tradicionales (socialdemocracia, liberalismo, democracia cristiana, etcétera), proceden a una mayor implicación pública en la materia. Por tanto, estos dos factores (influencia neerlandesa y presencia creciente de la extrema derecha) son los que harán que ese multiculturalismo intervencionista se consolide y se refuerce, en el mismo momento en el que el modelo laissez-faire se apodera de las políticas implementadas en la parte francófona.

			Así, en la década de los noventa del siglo XX en Flandes se impulsa una política de fomento del tejido asociacional inmigrante que sirve para hacer una labor de refuerzo de su identidad propia. En 1996, esta política de los inmigrantes llamada migrantenbeleid se transforma en política de las minorías o “minderhedenbeleid” (Rea, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.135), implicando un mayor reconocimiento a la presencia de éstos como minorías, como partes débiles del marco social, pero partes componentes del mismo, al fin y al cabo.

			El comienzo de la década de los 2000 traerá un ligero cambio en el paradigma conceptual aplicado en Flandes. Se plantea la adopción de un contrato de integración o parcours (itinerario) de integración, que no es otra cosa que un programa de integración cívica obligatorio para los inmigrantes, muy en sintonía con lo exigido en los Países Bajos (Holanda). La implantación de este sistema, conocido como inburgering, a partir del decreto de 2003102 obliga a los inmigrantes a cumplir una serie de condiciones para conseguir su integración. Cursos de orientación social (en el idioma propio del inmigrante), cursos intensivos de lengua flamenca y favorecer su introducción en el mercado laboral, educativo y social, mediante un apoyo personalizado, son los componentes básicos de esta integración del inburgering desarrollado en Flandes (Somers, en Ringelheim, 2011, p.302). En un principio este programa de integración cívica se dirigía en exclusiva a los inmigrantes recién llegados, pero más adelante se ha ido extendiendo también a los inmigrantes que ya llevan lustros en el país e incluso a los belgas de origen inmigrante.103

			Estos son a grandes rasgos, los modelos de tratamiento de la diversidad madurados en las dos principales comunidades culturales que conforman el Estado belga (se ha obviado la comunidad germanófona por razones evidentes: insignificancia poblacional respecto al total del Estado –escasos 70 000 habitantes repartidos en nueve comunas o municipios-, e inmigración inexistente). Se utilizaron las calificaciones de Adam para hacer referencia al sistema escogido en cada mitad belga: univeralismo o asimilacionismo laissez-faire para la comunidad francófona, y multiculturalismo intervencionista para Flandes. Pero también se podrían utilizar los apelativos que aporta Rea: multiculturalismo inigualitario para la Bélgica francófona y multiculturalismo meritocrático para la región flamenca. Puede que estas definiciones sean más ilustrativas y describan mejor cada una de las vías tomadas. En cualquier caso, si existieran diferencias entre ambas, éstas no residen de forma real en el modelo de tratamiento de la diversidad cultural escogido (más o menos universalista, más o menos multiculturalista) como podría parecer a primera vista, sino que en realidad la mayor divergencia entre ambas se halla en el nivel de intervencionismo de los poderes públicos para conseguir el objetivo (Ringelheim, 2011, p.64). En Flandes, éste es abiertamente mayor que en la comunidad francófona.

			Ahora bien, si hay que buscar razones a esta diferencia de encauzamiento institucional se pueden localizar en el proceso de construcción nacional flamenco al que más arriba se hacía referencia. Mecanismo que impregna todo tipo de políticas acometidas en Flandes (muy en el sentido de los nacionalismos decimonónicos clásicos), el cual subordina el resto de iniciativas a promover, a la creación de una identidad nacional propia y diferenciada de todo lo que suene a belga. Además, ayuda de forma visible a esto el hecho de que dentro de la Bélgica francófona la toma de decisiones al respecto no esté tan unificada como en Flandes, al haberse “divorciado” la competencia de acogida e integración de inmigrantes entre la región valona y la Región Bruselas-Capital. El nation-building cultivado en Flandes prefiere incluir a los inmigrantes en ese yo común, en ese nosotros flamenco que oponen al ellos belga; a ese ellos en el que los nacionalistas flamencos encierran al resto de Bélgica. Aquí está el verdadero motivo por el que las políticas de integración de los inmigrantes en la región flamenca son más intervencionistas que en la Bélgica francófona.

			Desarrollo de políticas por ámbito sectorial: empleo y educación 

			Ahora se hará un repaso somero de las políticas relativas al empleo y a la educación. Materias (las dos Es) que constituyen los dos pilares fundamentales en los que debe cimentarse toda integración. La participación política y el acceso a la ciudadanía de los inmigrantes formarían los otros dos pilares esenciales, pero de forma temporal se sitúan en un momento posterior en las necesidades de éstos. Podrían ser objeto de otro estudio ulterior, pero es una posibilidad que se deja abierta ya que excede los límites propuestos para este trabajo.104

			Empleo

			En la actualidad Bélgica tiene 1 195 122 habitantes extranjeros en situación legal,105 de los que una gran parte son trabajadores. Como ya se ha analizado de manera previa, la realidad social belga siempre se ha visto unida a un constante y diverso flujo migratorio. Sin embargo, desde el principio el tratamiento dado en el campo del empleo a la población extranjera siempre ha sido distinto del otorgado a los nacionales, como demuestra el Arrêté Royal de 1936, la primera normativa reguladora al respecto. 106En esta se establecía la necesidad de conseguir un permiso de trabajo para poder lograr el permiso de residencia. Es decir, se condicionaba la estancia en el país a la adquisición de un empleo. Este tipo de regulación, mas relajada en la época que va desde el fin de la segunda guerra mundial hasta el comienzo de la década de los setenta, ha sido a grandes rasgos la utilizada en el tratamiento de la inmigración en el mercado laboral. Si bien es cierto que a partir del denominado cierre de fronteras de 1974 el esfuerzo se concentra en integrar a los inmigrantes ya residentes en el país a través del incremento y fomento de políticas de integración; además de prestar atención a la emergencia de la segunda generación, es decir, los hijos de los primeros inmigrantes que ya no se circunscribía sólo al ámbito escolar, sino que habían alcanzado la edad propia de acceder al mercado laboral y por tanto su inserción en el mismo demandaba un interés particular (Adam, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.181).

			Es en este momento cuando más evidentes resultan los casos de discriminación (racial, étnica, xenofóbica, etcétera) en este sector, y por tanto el foco se pone en promover medidas destinadas a evitar tales prácticas. Si seguimos a Adam (en Martinello, Rea & Dasseto, 2007, p.186), se pueden distinguir tres tipos distintos de iniciativas en este sentido. El primero de ellos correspondería a toda la legislación y normativa antidiscriminatoria, no sólo la global, sino también la que es específica del campo laboral; en segundo lugar, estarían las políticas de sensibilización y formación (algo muy amplio y etéreo para analizar aquí); y por último se tendrían las acciones afirmativas, un compendio de medidas tal vez más bienintencionadas que eficaces.

			La normativa antidiscriminación belga resulta muy interesante, y es por ello que se dedica más adelante un apartado propio. Sin embargo, existen ciertas normas dignas de mención en esta parcela particular del empleo, y que no son tan amplias como la que se abordarán más adelante. Se trata del Arrêté Royal del 13 de abril de 1995,107 y ya en el plano regional concerniente a la Región Bruselas-Capital, las ordenanzas del 11 de julio de 2001 y de 11 de marzo de 2004,108 cuyo contenido faculta a los trabajadores extranjeros nacionales de Estados no miembros de la Unión Europea para acceder a la función pública y poder devenir de este modo como empleado público en el entramado institucional belga.

			En el terreno de las acciones afirmativas (equiparables a lo que aquí se conoce como acciones positivas), las medidas promovidas buscan favorecer de forma directa a un grupo perjudicado a través de su historia. En este caso el target está claro: la minoría inmigrante era desfavorecida en en plano social y discriminada en el laboral. Existen varias iniciativas en este sentido, pero tal vez la más destacable es el proyecto Jeunes Migrants (Jóvenes Inmigrantes) (Adam, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.189), puesto en marcha en 1991, y que a pesar de su corta duración (tan sólo duró hasta 1994) logró buenos resultados. Desarrollada por el Ministerio de Trabajo y financiada por el Fondo de Refuerzo de la Política de Inmigración (Fonds d’Impulsion à la Politique des Immigrés), institución a la cual se dedicará atención más adelante, el proyecto perseguía la inserción laboral del colectivo de jóvenes inmigrantes que de manera habitual resultaba más propenso al desempleo y en la estructura social era más frágil. El método utilizado para ello consistía en primar a los empleadores que contratasen a un menor de 25 años de origen extranjero que residiese de forma legal en Bélgica y que se encontrase en una situación vulnerable desde el punto de vista discriminatorio y atendiendo al factor socioeconómico.

			No obstante, y volviendo a una mirada más genérica, el acceso de los trabajadores extranjeros al mercado de trabajo belga está regulado por dos normas potentes y específicas en este terreno: la Ley del 30 de abril de 1999 relativa a la ocupación de los trabajadores extranjeros,109 y el Arrêté Royal del 9 de junio de 1999 que desarrolla esta ley.110 Esta normativa exime en ciertos casos de la necesidad de obtener un permiso de trabajo, si se es ciudadano de un país de la Unión Europea, o si pese a ser nacional de un tercer Estado se está en posesión de un permiso de residencia; o si se es miembro de la familia de un ciudadano de la Unión Europea, además de otros casos concretos.111 Pero si el extranjero no se encuentra en ninguno de los casos de dispensa, deberá conseguir un permiso de trabajo de los diferentes tipos que se establecen en la citada legislación.

			Las tres clases de permisos de trabajo existentes en Bélgica se dirigen a distintos tipos de trabajadores extranjeros y poseen características diversas.112 El permiso de trabajo tipo C se dirige a ciertas categorías de residentes extranjeros que sólo cuentan con una estancia efímera. Es válido para cualquier tipo de trabajador y tiene una duración limitada de un año, pudiendo ser renovado.113 Por su parte, el permiso de trabajo de tipo B es válido para un plazo máximo de 12 meses (también renovable) y cuenta con algunas particularidades que lo diferencian de los otros dos tipos. Tanto el permiso C como el permiso A deben ser solicitados por los propios trabajadores extranjeros que quieran poseerlo, mientras que en el caso del permiso B es el empleador que desee ofrecer un trabajo a un extranjero el que debe solicitar el permiso de trabajo para el que será su futuro asalariado, y una vez le sea concedido el permiso al empleador, en automático se le otorgará el permiso de trabajo al trabajador en cuestión. Por lo tanto (y esta es otra de las diferencias respecto a los otros dos tipos), este tipo de contrato de trabajo vincula directo y en exclusiva al empleador que lo haya solicitado.114 El último tipo de permiso es el de clase A, es el más completo y el que tiene más requisitos rígidos para ser alcanzado. Se trata de un permiso de duración ilimitada y para acceder a él se deben acreditar cuatro años de trabajo amparado en un permiso tipo B dentro de los últimos diez años de estancia legal e ininterrumpida en el país.115 Este permiso da derecho a disfrutar de una estabilidad laboral más firme, pero a cambio las condiciones estipuladas para conseguirlo son complicadas de cumplir.

			Por lo tanto, y una vez explicados los distintos tipos de permisos de trabajo para extranjeros que existen, se comprueba de nuevo como el ciclo residencia-empleo-residencia se repite. Este tipo de políticas, como se ha relatado ya, han venido sucediendo con mayor o menor intensidad a lo largo de las pasadas décadas, tal vez la única excepción sea la etapa de relajamiento antes citada que implicó una llamada por parte de los poderes institucionales belgas a los trabajadores extranjeros de los países antes mencionados. Así pues, se puede llegar a la conclusión de que, una vez pasada esta época la prioridad de los poderes públicos era gestionar esta diversidad. Por ello, una vez visto el pilar del empleo, ahora se analizará el segundo gran pilar esencial en toda integración: la educación.

			Educación 

			Como recién se explicó, es a partir del momento del cierre de fronteras, producido a partir de los cambios que se establecieron en 1974, cuando se vuelve la mirada hacia el interior y comienza el proceso de integración de la población inmigrante residente en el país. El cambio de paradigma, la certeza de que los inmigrantes no son sólo una fuerza de trabajo que retornará a su país de origen una vez finalizado éste, sino que permanecerán en Bélgica; fuerza a los poderes públicos a afrontar la situación y emprender iniciativas destinadas a administrar esta nueva situación plural. Una de las parcelas hacia la que se destina más atención es la educación.

			Hasta los años ochenta no se puede hablar de verdaderas políticas que presten un mayor interés al colectivo inmigrante en el campo educativo. El punto de inflexión lo marca la Directiva 77/496/CEE116 que insta a los Estados a proveer a los menores inmigrantes residentes en su territorio una educación gratuita y ajustada a las necesidades específicas de este segmento de la población, como puedan ser, no sólo la enseñanza de la lengua propia del país de acogida, sino también la perteneciente a su Estado de origen. Es partir de este momento histórico cuando las autoridades belgas ponen manos a la obra y despliegan una serie de acciones tendentes a dar satisfacción a estas necesidades. En esta obra se abordarán algunas de ellas, pasando más por encima en otras, pero estas son, a grandes rasgos, las medidas emprendidas por los poderes públicos en el campo educativo.

			Las primeras de ellas son las medidas denominadas compensatorias, entre las que destacan las Zonas de Educación Prioritaria, a partir de ahora: ZEP (Zones d’Éducation Prioritaires) y ciertos decretos que promueven acciones positivas, u otras medidas preferenciales como la enseñanza de las lenguas y culturas de origen de los países de donde procede el alumnado inmigrante. La verdad es que este tipo de medidas son todas de un cariz muy apegado al territorio, muy de proximidad, como se tendrá ocasión de comprobar a continuación.

			Las ZEP fueron creadas en 1989 por una circular ministerial117 que las definía como áreas geográficas (que podían ser ayuntamientos, barrios, distritos) en las cuales se implantaba una política de educación diferenciada. Estas zonas a las que se aludía eran deprimidas en el sentido socioeconómico, afectadas por el paro, caracterizadas por el bajo nivel de renta de los residentes, la inadaptación social, y un cierto riesgo de guetización, en las que por lo tanto la población en edad escolar se encontraba en evidente riesgo de exclusión. La idea también incluía la concesión de medios complementarios y mayores ayudas económicas a los centros escolares incluidos en estas zonas. En su génesis (que ya se venía gestando tiempo antes) queda clara la influencia de las medidas similares impulsadas en Francia en años anteriores. En su comienzo surgen como un proyecto piloto para el curso 1989-1990, pero en los años posteriores se extenderán (sobre todo en ciudades como la Región Bruselas-Capital, Lieja y Charleroi) de manera que se acabó afianzando en unos 40 proyectos para el año 1992 que afectan a 151 centros escolares de primaria y secundaria teniendo un impacto en 40 000 alumnos (Florence, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.196).

			La iniciativa se volverá a impulsar en años posteriores, pero siempre bajo la forma de circulares ministeriales, lo que no dejaba de otorgarle un carácter inestable (Florence, en Martinello, Rea & Dassetto, 2007, p.199). Será pues este carácter no muy poderoso el que haga que la idea se redefina y se incluya en los nuevos Decretos de la Comunidad Francesa118 e integrándose en proyectos más generales que de manera más global lo que ofrecerán será ayuda de medios e inversiones.

			Respecto a las medidas encaminadas a establecer acciones positivas, éstas se llevan a cabo a finales de la década de 1990 y también de los 2000, sobre todo a través de varios decretos119 que pretenden un mismo objetivo pero desde un enfoque más global. Así, se centran más bien en el índice socioeconómico del entorno desfavorecido en cuestión y ambicionan que la actuación pública tenga un efecto más amplio. Buscan una colaboración entre diferentes instituciones, que no se limiten sólo al panorama educativo. Es decir, persiguen un plus de resultado que redondee la jugada y cuyas consecuencias no se reduzcan sólo al ámbito académico, sino que se extiendan a todos los demás significados que la palabra educación implica.

			En el mismo orden de políticas compensatorias, y ya para acabar con ellas, no se puede dejar de nombrar las políticas de enseñanza de las lenguas y culturas de los países de origen de los inmigrantes, que pese a ser un asunto que está siempre rodeado de polémica, en el curso 1998-1999 se puso en marcha en 62 centros escolares (más de la mitad de ellos en la Región de Bruselas-Capital).120 Tampoco deben olvidarse los cursos específicos de inserción lingüística que se brindan a los inmigrantes recién llegados. Dichos cursos están regulados además por un decreto de la comunidad francesa de 2001 relativo a su escolarización e incluyen también la ordenación de los cursos-puente que facilitan la integración escolar de este colectivo.121

			En el otro extremo de la cuerda se encuentran otra serie de medidas que a juicio propio corresponden más a un modelo de integración de tipo asimilacionista. Por lo tanto, no deberían ser aceptadas desde una óptica intercultural como la que se propone aquí, ya que implicarían una discriminación institucional no acorde con el punto de vista que nos seduce. Se habla de políticas de selección escolar que en el momento de su inscripción en la escuela, determinado tipo de estudiantes son rechazados de forma sistémica (principalmente inmigrantes) y que suponen en la práctica la exclusión de éstos; de políticas llamadas de formación de clases consistentes en organizar éstas de un modo homogéneo siguiendo criterios pedagógicos u otros y que en la práctica no hacen otra cosa que confirmar la segregación que se encuentra en la calle; de políticas tendentes a orientar a los alumnos de origen extranjero hacia determinadas salidas profesionales (formación profesional, mercado laboral, en vez de hacia el destino universitario) debido a la muchas veces errónea sensación de que el retraso escolar que en ocasiones les aqueja (provocado por su dificultad con el idioma de acogida y no a su falta de aptitudes académicas), les hace más aptos para ellas (Verhoeven, en Ringelheim, 2011, pp.486-490); por no hablar de los distintos casos relacionados con el conflicto del velo islámico, el cual no se analizará puesto que su complejidad y extensión exceden de sobra los límites de este trabajo.122

			Por último, se analizará de forma breve un concepto utilizado en los estudios sobre la realidad educativa belga y sus propuestas de mejora: el concepto de niche éducative (nicho educativo). Si se fija la atención en el tratamiento que de él hace Verhoeven (en Ringelheim, 2011, pp.91-92), que a su vez se basa en las propuestas de Dupriez y Cornet (2005), el planteamiento del nicho educativo responde a la idea de que, si cada centro educativo se incardina de manera física y social en un entorno concreto, entonces cada uno de ellos debe definir su programa educativo en función de este contexto determinado. Es decir, existirán enfoques y proyectos más atractivos para este público específico y otros que lo sean menos. No se trata de readaptar todo el programa educativo (definirlo no es competencia del propio centro, sino que corresponde a instancias superiores) a las necesidades concretas del barrio en que se halle enclavado, pero sí llevar a cabo ciertas acomodaciones con visos a hacerlo más llamativo y sugerente para el segmento o nicho educativo hacia el que va destinado. Esto puede ayudar a mejorar de forma notable la recepción de este programa por parte del público al que se dirige.

			Para los citados autores, habría dos ejes: el posicional y el cultural. El primero de ellos (el eje posicional) define, utilizando términos económicos, el segmento del mercado al que va dirigido el producto, mientras que el segundo de ellos (el eje cultural) constituye el sustrato identitario y cultural del primero. No obstante, se considera que quedará más claro en palabras de la propia autora:

			Sobre el eje cultural, cada escuela elabora sus concepciones locales de la justicia educativa (referencias igualitaristas, diferencialistas, meritocráticas, etc.) y de integración (modelo asimilacionista, multiculturalista, etc.). Sobre el eje posicional, cada establecimiento despliega sus estrategias de adaptación, de seguimiento, de posicionamiento, en un espacio local de concurrencia, en relación con las otras escuelas de la zona y los “usuarios” (familias y alumnos) (Verhoeven, en Ringelheim, 2011, p.491).

			Es el nicho o segmento educativo, compuesto por el conjunto del alumnado el que constituye el objetivo potencial, el que influye pues en el programa educativo. Como ya se ha dicho, no se trata de una influencia total y transformadora del programa educativo que debe ser el mismo para todos los centros de educación, sino que consistiría en la inclusión de pequeños matices suscitados al tener en cuenta la diversidad cultural y la diferencia que de ella se deriva. Una vez más se ve aquí como esta idea se ajusta a la perfección a la metáfora de la acera y el bordillo que se expuso al principio de este trabajo.123 El programa educativo no puede ser monolítico ni igual con exactitud para todo el conjunto del alumnado. Debe ser flexible, moldeable, al menos para que quepan en él ciertas gradaciones y tonalidades (no blanco o negro, sino la clásica escala de grises). Y estas matizaciones son incluidas por la presión de las circunstancias sociales y culturales.

			Respecto a la traducción en la práctica diaria de este concepto teórico, no somos pedagogos, sino juristas, ni esto es tampoco un trabajo cuyo campo profesional sea la educación, así que no es posible aventurarse a proponer tal cosa. Sin embargo, sí se hará el atrevimiento a señalar que cualquier medida concreta al respecto deberá tener en cuenta la heterogeneidad escolar, la diferencia cultural; y todo ello debe ser fruto de un compromiso entre las autoridades educativas locales o del centro en cuestión con el resto de actores en lid: las asociaciones de padres y el propio alumnado. Es la vía del consenso y la negociación, una vez más, el lugar dónde se encuentra la clave para la resolución de muchos de estos asuntos.

			Esta experiencia del nicho escolar abre un espacio de reflexión y proporciona una oferta intercultural para gestionar la diversidad en el plano escolar que podría ser tomada en cuenta como objeto de adaptación a nuestra realidad, sobre todo en determinados centros educativos que padecen el fenómeno que se conoce como guetización. En suma, otra idea más a considerar en este repaso de la realidad y experiencias belgas.

			Leyes antidiscriminación e instituciones relativas a la gestión de la diversidad cultural 

			Una vez examinadas estas políticas de integración, se hace imprescindible dedicarles un breve espacio a aquellas instituciones que se han nombrado y que cambiaron por completo el panorama de la integración belga al aportar una perspectiva nueva desde la que gestionar el tratamiento de la diversidad cultural derivado de la integración. Se habla del Comisionado Real de Política de Inmigración (Commissariat royal à la politique des immigrés) en el periodo de 1989 a 1993 y, sobre todo de su sucesor: el Centro para la igualdad de oportunidades y la oposición al racismo (Centre pour l’egalité des chances et la lutte contre le racisme) a partir de 1993.

			Leyes antidiscriminación 

			Se podrían tratar más a fondo las leyes antidiscriminación que tan decisivas han sido en el avance de las políticas de la diversidad y el tratamiento de la diferencia para lograr una igualdad efectiva (La Ley de 15 de diciembre de 1980,124 nombrada antes como la Ley del 30 de julio de 1981 de lucha contra el racismo y la xenofobia,125 o sobre todo las leyes antidiscriminación del 25 de febrero de 2003,126 y la de 10 de mayo de 2007127) y en su contenido.

			No obstante, se prefiere centrar la atención (y en esto justificará la elección al respecto) en estudiar sus consecuencias, sus efectos, y las instituciones a las que dan nacimiento (los ya nombrados commissariat y centre) puesto que son estos organismos los que en verdad administran el día a día de las experiencias que se dan relacionadas con el tratamiento de la inmigración y las que se encargan de gestionar los posibles conflictos que surjan.

			Aún así, y sólo de manera ilustrativa, se comentará se manera breve algunos aspectos de estas leyes antidiscriminación. Lo primero que hay que señalar es que el contexto en el que se dan está condicionado por dos directivas de la Unión Europea. La primera de ellas, la Directiva 2000/43/CE128 es una norma dirigida a atacar la discriminación fundada en motivo de raza u origen étnico distinto, mientras que la segunda de las directivas, la Directiva 2000/78/CE129 aboga por instaurar un marco general de igualdad y antidiscriminatiorio en el campo laboral. Ésta es la directiva marco y será la que trace el camino a las leyes que se encarguen de estos temas. Así pues, el legislador belga pone manos a la obra y produce la Ley antidiscriminación del 25 de febrero de 2003 que incluye también disposiciones penales y civiles. El contenido de esta ley implica una definición de discriminación directa e indirecta (no exenta de cierta polémica resuelta al final por l’arrêt nº 157/2004 de la Cour d’Arbitrage 130), y la consagración de los acomodamientos razonables como una herramienta antidiscriminación (aunque sólo sea para discapacitados).131 La Ley del 10 de mayo de 2007 consiste en la trasposición de la directiva marco. Se ciñe, pues, a la discriminación en el ámbito laboral y a las relaciones de trabajo, e incluye, asimismo, disposiciones penales y un grupo de definiciones fundamentales para navegar en esta materia antidiscriminatoria (discriminación indirecta, acomodamientos razonables, etcétera).

			Una vez visto esto, se procederá ahora si, al análisis de instituciones esenciales en el desempeño de esta labor. Tales son el Commissariat royal à la politique des immigrés y el Centre pour l’egalité des chances et la lutte contre le racisme.

			Commissariat royal à la politique des immigrés 

			El Commissariat royal à la politique des immigrés constituye el antecedente directo del Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme que en la actualidad es la institución fundamental que se encarga de la gestión de la diversidad cultural derivada de la inmigración. Pero éste a su vez encuentra su semilla en el Conseil consultatif des immigrés auprès de la Communauté française que se puede considerar como el primer centro de experimentación y propuestas en torno al tema de la integración de la inmigración. Este Conseil consultatif es creado por un Arrêté Royal de 1979, pero sólo para la comunidad francesa.132 Esta institución tenía como objetivos estudiar y emitir informes sobre la acogida de los inmigrantes y sobre los problemas sociales, culturales, jurídicos, económicos, y administrativos que éstos pudieran tener.133

			Pues bien, en 1989 el gobierno pone en marcha el Commissariat royal à la politique des immigrés que se centra en analizar y definir una política de inmigración haciendo hincapié en tres cuestiones fundamentales: empleo, vivienda y educación. Que tal y como destaca Edouard Delruelle (en Foblets & Schreiber, 2013, p.33), son los tres pilares fundamentales de cualquier socialización, y por supuesto de cualquier integración. Se ve como, de este modo, el carácter social está muy presente en la integración y frente al cultural-identitario. El enfoque de la cuestión desde esta vertiente muestra como se requiere trabajar en el nivel más básico de cualquier comunidad, eligiendo como objetivo las necesidades primordiales e intentando satisfacerlas.

			Ni el conseil consultatif ni el commissariat son instituciones con una estructura, se puede decir, firme (como sí tendrá en lo posteior el Centre), sino que son, más bien, el producto de iniciativas gubernamentales bienintencionadas que constituyen los primeros pasos (una suerte de proyectos-piloto) del tratamiento de la diversidad cultural y de la integración de una manera global y no en forma de compartimentos estancos organizados por materias. Esta gestión específica e integral supondrá un avance metodológico de gran alcance y abrirá camino a una nueva óptica de arquitectura institucional desde los poderes públicos en relación a esta materia.

			Los trabajos del commissariat versan sobre una idea de fondo que guía todas las políticas de integración emprendidas: la inmigración forma parte definitiva de la sociedad del país de acogida. Ha pasado el tiempo en el que se pensaba que la inmigración era un fenómeno de ida y vuelta. Los inmigrantes ya no van a volver a su país, están aquí para quedarse y pertenecen al cuerpo de la comunidad de recepción. No sólo se limitan a estar sin participar, sino que aportan y enriquecen. Hay que otorgar reconocimiento a esta situación de facto, es necesario consolidar esta realidad que ya existe. Pero no basta con un mero reconocimiento de compromiso, sino que además debe consolidarse de forma plena, porque no se puede permitir que esta situación se configure como un factor de inestabilidad que ponga en jaque la armonía social.

			Por tanto, se trabajará en dos caminos. El primero de ellos consiste en establecer el terreno de juego común a todos. Esto es, dejar claro el conjunto de normas y valores comunes a todos: cuáles se pueden permitir, cuáles no, cuáles se pueden adaptar, y cuáles bajo ningún concepto podrían hacerlo ya que constituyen el núcleo duro del orden público (así pues, se estaría hablando de tres tipos de escalones o categorías de normas: los valores y normas que conforman la idea de orden público, los cuales obligan de forma jurídica y su transgresión está penada; otro grupo de valores sociales compartidos por la sociedad de acogida pero cuyo incumplimiento no constituye una violación de la legalidad; y el nivel de las instituciones culturales o manifestaciones propias de cada identidad que no infrinjan ningún precepto normativo de la sociedad de acogida [Elósegui, 2009, pp. 53-55]). El segundo de los caminos consiste en fomentar la integración de los inmigrantes en este terreno de juego, poner en marcha políticas destinadas a cumplir este objetivo, y este es el campo en el que tomará el relevo el Centre pour l’egalité des chances et la lutte contre le racisme. El centre se erige ya en una estructura permanente de lucha contra las discriminaciones y el racismo y promoción de la igualdad real.134 Después de cuatro años de trabajo, el commissariat llega a la conclusión de que es necesario adoptar una forma más rotunda y estable que marque el paso de una política migratoria y de integración siguiendo un esquema intercultural.

			Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme 

			La ley del 25 de febrero de 1993135 crea este organismo necesario en lo absoluto por la vital importancia en dos aspectos: el tratamiento de la inmigración, y la lucha contra la discriminación que persigue una igualdad real.

			Competencias: 

			El mandato que la ley le otorga en su artículo 2°136 es el de:

			 Promover la igualdad de oportunidades y el de combatir toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en: la nacionalidad, la raza, el color de la piel, la ascendencia o el origen nacional o étnico, la orientación sexual, el estado civil, el nacimiento, la fortuna, la edad, la convicción religiosa o filosófica, el estado de salud actual o futuro, la discapacidad, las convicciones políticas, las características físicas o genéticas o el origen social” así como el “respeto de los derechos fundamentales de los extranjeros, ilustrar a los poderes públicos sobre la naturaleza y amplitud de los flujos migratorios y de desarrollar el diálogo con todos los actores públicos y privados implicados en las políticas de acogida e integración de inmigrantes.

			Es pertinente detenerse un poco más en el contenido de la misión que la ley le encarga a esta institución. Si somos un ciudadano belga o un extranjero, ¿en qué casos nos podemos dirigir al centre para que éste atienda nuestra petición e intente darle solución? Para empezar, se debe distinguir entre dos grandes bloques: aquel que se compone sólo por motivos que puedan afectar a personas extranjeras o

			inmigrantes, y el que está formado por razones que afectan tanto a inmigrantes como a las personas con nacionalidad belga. En este último bloque se encontrarían las discriminaciones basadas en la discapacidad (incluyendo los derechos fundamentales de las personas discapacitadas que se incluyen en la convención de la Organización de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas discapacitadas), las basadas en la orientación sexual, la edad, el estado de salud, las convicciones religiosas, políticas o filosóficas, las características físicas, o el origen social. Asimismo, dentro del mismo bloque, y aunque pudiera parecer que se refieren a las personas provenientes de la inmigración, la realidad es que afecta también a un gran número de ciudadanos con nacionalidad belga, aquí se encuentran motivos de discriminación como la raza o color de la piel, y el origen nacional o étnico. Respecto al bloque que afecta sólo a los inmigrantes y extranjeros, el centre se encargará de los casos de discriminación por nacionalidad y de proteger los derechos fundamentales de los extranjeros, principalmente los relacionados con cuestiones como la regularización legal de su situación en el país, los permisos de trabajo y la reagrupación familiar. Además de todo ello, la ley antes citada también le encarga a esta institución la misión de mantener al corriente a los poderes públicos de cómo va evolucionando la situación del fenómeno migratorio.

			Por explicarlo de manera genérica y no dejar ningún aspecto sin incluir, el centre tiene competencia sobre todos los casos de discriminación cuya fundamentación se encuentre basada en alguno de los motivos recogidos en las siguientes leyes.137 ley antirracismo y antixenofobia del 30 de julio 1981, ley antinegacionismo del 23 de marzo de 1995, ley contra el tráfico de seres humanos del 13 de abril de 1995, ley antidiscriminación del 10 de mayo de 2007 y algunos aspectos, de la ley de bienestar de los trabajadores en el desempeño de su trabajo del 13 de abril de 1995.

			Sin embargo, el centre no tiene competencia para tratar asuntos que tengan su causa en la discriminación por razón de sexo o género, ni tampoco en las discriminaciones basadas en la cuestión lingüística.

			Estructura:138

			En lo más alto de la estructura de gobierno del Centre pour l’egalité des chances et la lutte contre le racisme se encuentra un consejo de administración compuesto por 21 miembros efectivos (más otros 21 miembros suplentes) que son elegidos entre los candidatos propuestos por los gobiernos de las comunidades, de las regiones, y federal. Al frente de este consejo se encuentra un comisario de gobierno.139

			Por debajo del consejo está la dirección. Esta última es quien propone al consejo de administración el plan estratégico de funcionamiento y los planes concretos. Una vez que estos planes son aprobados por el consejo, es la dirección la que velará por su ejecución. Además, esta misma se encarga también de la coordinación del trabajo en equipo, del personal, y de todos los asuntos de comunicación del centre.

			En una escala inferior, la estructura del centre se divide en distintos departamentos (y estos a su vez se organizan en servicios según sus funciones) que son: departamento de lucha contra la discriminación, departamento de igualdad de oportunidades, departamento de lucha contra la pobreza, departamento de migraciones, y departamento de gestión interna.140 A continuación, se comentará de forma breve el funcionamiento de los departamentos de migraciones, igualdad de oportunidades y de lucha contra la discriminación, ya que son los que más interés muestran respecto a la materia de la que se ocupa en este trabajo.

			Funcionamiento:141

			El departamento de migración se divide en dos servicios. El primero de ellos es el servicio de trata de seres humanos cuya misión consiste en luchar contra esta práctica y en publicar un informe anual, dando cuenta de esta situación para que las autoridades competentes desarrollen sus políticas con atención a los datos suministrados por el centre. El segundo de ellos es el servicio de migración, y tiene a su vez, competencias en dos campos distintos. El primero consiste en el seguimiento y análisis del fenómeno migratorio (cifras, composición, etcétera) y en mantener informado de ello a los poderes públicos y a la sociedad civil, mientras que el segundo consiste en velar por los derechos fundamentales de los extranjeros.

			En su misión de examen de los flujos migratorios, el centre elabora un informe demográfico anual y de estudios coyunturales sobre fenómenos concretos, estimulando de esta manera también la investigación sobre los aspectos

			concernientes a los flujos migratorios que puedan ser desarrollados desde otras instituciones como universidades o fundaciones. El objetivo es hacer llegar una información más veraz y plural que la que se suele dar con normalidad en los medios y conseguir de este modo una política migratoria informada con claridad.

			La misión que tiene esta institución de velar por los derechos fundamentales de los extranjeros se realiza no sólo a través de observaciones de campo y de un seguimiento de las normas relativas a esta materia, sino también a través del ofrecimiento de un servicio de información a todas las personas afectadas que deseen acudir a buscar apoyo cuando se encuentren en una situación de discriminación. Además, recoge todas las demandas y quejas que estas personas les envíen, con el fin de darles una ayuda eficaz, redirigiéndolas a las instituciones o servicios especializados.

			El departamento de igualdad de oportunidades se subdivide en el servicio de formación y en el servicio de diversidad. El servicio de formación se centra en ofrecer herramientas metodológicas que sirvan de aprendizaje y reflexión para poder afrontar mejor, situaciones como la gestión de conflictos interculturales, el establecimiento de la diversidad en la empresa o institución, o la acogida en los servicios públicos de minorías y grupos susceptibles de sufrir discriminación. Por su parte, el servicio de diversidad trabaja sobre las prácticas discriminatorias que se puedan dar en los campos de educación, sanidad, empleo y vivienda. Formula recomendaciones y consejos tratando de fijar una red de colaboración entre los distintos participantes en los citados campos. Su principal labor es fomentar la información, la formación y la sensibilización al respecto.

			El departamento de discriminación, si no es el más útil, si es el que más provecho reporta a pie de calle.142 Consta de dos servicios diferenciados: el servicio de primera línea y el servicio de segunda línea. El primero pretende dar una respuesta rápida y eficaz a todas aquellas demandas que sean presentadas por víctimas de discriminaciones (o testigos de las mismas) fundadas en alguno de los motivos en los que el centro es competente, ya citados con anterioridad, así como a las preguntas planteadas por particulares, organismos o empresas que sólo busquen un consejo o recomendación especializada por parte de una institución experta como es el centre.

			Si a la vista de lo resuelto, el servicio de primera línea no hubiera sido suficiente, cabrían dos opciones: ser reorientado hacía otro servicio más cualificado para ello o bien, acudir entonces al servicio de segunda línea para un tratamiento ulterior. Por tanto, este segundo servicio se encarga de realizar un análisis más profundo y especializado sobre el trabajo ya realizado por la primera línea. Procederá a un estudio más pormenorizado y concreto de la demanda que debe terminar con una respuesta satisfactoria que elimine la situación de discriminación denunciada. Esta vía consiste en una mediación extrajudicial. El centre intenta resolver los conflictos por esta vía, intentando que el asunto no sea llevado a los tribunales por vía contenciosa.

			A pesar de la creencia generalizada, la gran mayoría de los casos que acuden al centre para ser resueltos, suceden en forma efectiva allí mismo, evitando su judicialización. De hecho, esta institución adopta la estrategia de evitar los litigios judiciales (en la práctica, tan sólo una media de 2% de los casos se judicializa).143 Esto es, desde el centre se aboga por fomentar la resolución de conflictos de manera extrajudicial a través de formulas como la mediación, evitando el proceso judicial. Suele ser el propio consejo de administración el que toma la decisión de acudir a este tipo de justicia reparadora y sólo en el caso de los delitos de odio, es cuando la dirección emprendida termina en las instancias judiciales.

			Además de todo esto, el centre también emite de forma periódica recomendaciones o planes fruto de su estudio en los campos competenciales que tiene atribuidos. Destacan, por ejemplo, en el campo de la lucha contra la discriminación los trabajos relacionados en materia de racismo, las convicciones religiosas, o las discapacidades. Dentro del terreno de la educación, el empleo y la vivienda, el centre ha elaborado algunas iniciativas dignas de mención.

			La educación es uno de los dominios donde más necesaria se hace la actuación de este organismo, ya que constituye no sólo un medio de integración, sino también un camino de acceso a la igualdad de oportunidades.144 No basta con luchar contra el clásico fracaso escolar, hay que desarrollar también una enseñanza intercultural que eduque en la diversidad y que preste mayor atención a los desfavorecidos y a los necesitados de un tratamiento específico. Para ello, el centre desarrolla iniciativas encaminadas a lograr estos objetivos, tales como la escolarización de los recién llegados con clases de refuerzo y de las lenguas nacionales para que alcancen el nivel correspondiente, la dimensión intercultural de los contenidos escolares, la formación de los profesores en este tema, el reforzamiento de ciertos centros escolares conflictivos (las llamadas escuelas-gueto), o la equivalencia de los títulos académicos del país de origen con los belgas. Además, el centre también se ha implicado en la polémica en torno a la vestimenta o uso de símbolos religiosos en la escuela, inclinándose por una libertad de portarlos que debe ser combinada con el principio de neutralidad del Estado (más adelante se hablará de algunas propuestas innovadoras al respecto). Ha plasmado sus conclusiones en un informe que puede ser consultado por todos en internet145 y que supone una herramienta de reflexión y ayuda en este complejo tema.

			Por otro lado, el empleo es una de las parcelas en las que la discriminación se muestra más evidente. Tanto en el momento de la contratación como en el de desarrollo de la labor para la que ha sido contratado el individuo. Aquí no se está hablando sólo de discriminación directa, sino también de discriminaciones indirectas, ya que en ese campo es dónde mayor número de casos se dan. La actuación del centre al respecto no se limita a atender las denuncias ciudadanas o institucionales, pues también recomienda al gobierno y a otras autoridades públicas a que tomen medidas e intensifiquen sus esfuerzos en la lucha contra la discriminación laboral (en todas las etapas) y promuevan el desarrollo de la gestión de la diversidad en el trabajo.

			El derecho a la vivienda resulta un campo que en principio parecería no ser susceptible de la discriminación con tanta fuerza como en la educación o en el empleo, pero lo cierto es que es algo que está a la orden del día. Toma formas como por ejemplo el rechazo como inquilino de una persona extranjera (incluso no extranjeros, ya que muchos tienen la nacionalidad belga, sino por razón de los apellidos al detectar la procedencia y el origen inmigrante), o más sutiles todavía como el requerimiento de una fianza más elevada de alquiler por el hecho de ser inmigrante, o la demanda de documentos y papeles superfluos que no se exigen en el caso de ser el candidato un belga de origen. En este caso, de nuevo el organismo no agota su actividad al respecto con el tratamiento de las demandas individuales, ya que su lucha intenta centrarse también en sensibilizar a la población a través de campañas, y de la publicación de folletos de información práctica,146 así como la creación de un formulario para el demandante de vivienda que evite al propietario denegar el alquiler por motivos de discriminación.147

			En otro orden de cosas, y tal y como declara el artículo 6° de la ley del 15 de febrero de 1993 de creación del centre,148 éste tiene que rendir cuentas de su labor al Primer Ministro en un informe anual detallando las acciones emprendidas, el éxito de las que ya están en marcha y evaluar las políticas desarrolladas.

			Rapport 2013: 

			Cada cierto tiempo, el centre encarga a evaluadores externos un informe para valorar el éxito de sus iniciativas y el impacto de su labor. A continuación, se comentarán

			De forma breve los aspectos más destacables del informe de 2013 (Torrekens & Jacobs, 2013) que evalúa la etapa comprendida entre los años 2011 y 2013.

			El Rapport 2013 analiza tres aspectos fundamentales: contexto, metodología y los resultados.

			En conjunto se deben tener en cuenta tres parámetros en los cuales se incardina el centre. El primero de ellos es su papel como organismo receptor de quejas, denuncias y demandas de consejo para los ciudadanos e incluso administraciones (y su consiguiente labor de resolución de éstas); el segundo es su presencia como foro de mediación, de información y de reflexión, y el tercero es su planteamiento como think tank y modelo de comportamiento para la toma de decisiones ulteriores que llevarán a cabo diversas instituciones y poderes públicos.

			En todos ellos, el centre es evaluado como positiva o muy positiva (Torrekens & Jacobs, 2013, p.7) por sus interlocutores y por el grueso de la población, además de considerarlo como un organismo absolutamente necesario, tanto por los conflictos que resuelve como por su decisivo impacto social (Torrekens & Jacobs, 2013, p.8).

			Sin embargo, como punto a mejorar es reseñable su falta de visibilidad en algunas de sus funciones (ya que en ocasiones se tiene la impresión de que sólo resuelve quejas) o la pobre percepción a pie de calle que muchas veces se percibe de su amplia labor en aspectos de asesoramiento institucional y de campañas informativas y asistenciales.

			Respecto a las claves de futuro, el informe pone el foco en reforzar estos puntos débiles de su falta de visibilidad para poder llegar a un público mayor, y también en continuar aumentando el campo de acción de la institución. Para lograr esto, se ha puesto en marcha la interfederalización del mismo y su partición en dos nuevos organismos fruto de un reparto competencial y de objetivos que transformarán de forma sustancial la naturaleza de la institución tal y como se conoce hasta ahora.

			División del Centre: Centre interfédéral pour l’égalité des chances y Centre fédéral de la migration. 

			Está previsto que para 2014 el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme se transforme en dos nuevas instituciones,149 dividiendo sus competencias y sus funciones entre el Centro interfederal para la igualdad de oportunidades (Centre interfédéral pour l’égalité des chances) y el Centro Federal de Inmigración (Centre fédéral de la migration).

			Por un lado, el 23 de julio de 2012 se llegó a un acuerdo de cooperación entre el gobierno federal belga, las regiones y las comunidades, con el objetivo de crear una nueva institución común de carácter interfederal que recogiese las atribuciones del centre en materia de lucha contra la discriminación y por la igualdad de oportunidades. El nuevo organismo recibirá el nombre de Centre interfédéral pour l’égalité des chances, y supone la ampliación de las atribuciones del viejo organismo al campo interfederal. Es decir ya no se encuentra limitado al terreno federal sino que ahora también cuenta con competencias en regiones y comunidades debido a la inclusión y participación de estos entes en el nuevo organismo más extenso y robusto.150

			Por otro lado, la ley del 17 de agosto de 2013151 prevé para 2014 (fue publicada el 5 de marzo de 2014) transformar el antiguo centre en una nueva institución que recoja sus funciones en materia de migración, protección de los derechos fundamentales de los extranjeros y lucha contra la trata de seres humanos. La nueva institución recibirá el nombre de Centro Federal para el Análisis de los Flujos Migratorios, Protección de los Derechos Fundamentales de los Extranjeros y Lucha contra la Trata de Seres Humanos (Centre fédéral pour l’analyse des flux migratoires, la protection des droits fondamentaux des étrangers et la lutte contre la traite des êtres humains).

			Las ventajas que se pretenden lograr con esta modificación sustancial de la estructura de la institución que durante 20 años ha desarrollado una labor fundamental en el tratamiento de la inmigración, y la lucha contra la discriminación, son, en relación con el ciudadano, una mayor simplificación en el procedimiento y eficacia en la resolución de casos. Y en relación con la institución, un incremento de su poder provocado por la extensión de las competencias en el campo territorial (ya no se limita al gobierno federal, sino que también incluye ahora a regiones y comunidades).

			Pero es que la ambición de este cambio es todavía mayor, ya que lo que está detrás de la reorganización es un plan más amplio para crear un futuro organismo de los derechos del hombre tipo cúpula que englobe no sólo a estas dos nuevas instituciones (al Centre fédéral d’analyse des flux migratoires, de protection des droits fondamentaux des étrangers et de lutte contre la traite des êtres humains y al Centre interfédéral pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme et les discriminations), sino también al Instituto para la Igualdad de Mujeres y Hombres (Institut pour l’égalité des Femmes et les Hommes)152 que es una institución distinta con competencias ajenas al centre y que también ahora se pretende integrar en esta nueva institución conjunta de futura creación.

			Fondo de impulso a la política de los inmigrantes (Fonds d’impulsion à la politique des immigrés):

			En 1991 el gobierno crea el Fondo de impulso a la política de los inmigrantes (Fonds d’impulsion à la politique des immigrés, también conocido como FIPI, por sus siglas en francés) con el objetivo de prestar apoyo económico a los proyectos que favorezcan la integración social de las personas de origen extranjero, la prevención de la discriminación y el diálogo intercultural. Aunque no es una institución como tal, constituye una valiosa iniciativa gubernamental de ayuda a la gestión de la inmigración.

			El fonds fue creado en 1991, por tanto, dos años antes de la instauración del centre. Sin embargo, a partir de 1993 (que es cuando nace este último) la identificación entre uno y otro es evidente, y por tanto el fonds estará amparado en la política del centre. Consiste en una dotación económica para subvencionar acciones realizadas tanto por los gobiernos federal, regionales, comunitarios, provinciales y comunales, así como por asociaciones con personalidad jurídica u organismos públicos y privados. En su mayoría, sus acciones consisten en ayudas a los gastos derivados de algún tipo de inversión destinada a mejorar o adaptar equipamientos o servicios que desempeñen una función ligada a la integración de las personas de origen extranjero.

			Estas funciones pueden ir desde la promoción social, tales como cursos de alfabetización, hasta la organización de actividades deportivas y socioculturales, pasando por la lucha contra el fracaso escolar de los menores de origen inmigrante, la enseñanza de las lenguas habladas en Bélgica, o iniciativas tendentes a mejorar la formación de las personas extranjeras en el mercado de trabajo belga, así como la asistencia médica y sanitaria.

			La dotación económica del FIPI para este ejercicio 2014 es de 8 millones de euros, según se acordó en el Consejo de Ministros de 24 de octubre de 2013.153 Esta financiación corre a cargo del presupuesto federal, y procede en su mayor parte del Servicio Público Federal de Empleo (SMP Emploi) y de los ingresos procedentes de la lotería nacional. Sin embargo, el fonds se establece al año, por una circular del Ministerio Federal de Igualdad de Oportunidades, el cual lo administra.

			Informe de la ECRI 2014: 

			La Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (European Commission against Racism and Intolerance, ECRI por sus siglas) es una institución establecida por el Consejo de Europa en 1993 con el cometido de velar por los derechos humanos y luchar contra el racismo, la xenofobia, y cualquier tipo de discriminación que se pueda dar en los Estados que lo componen.154

			Su misión se materializa en diferentes informes que se emiten de manera periódica sobre el estado de salud de la tolerancia y los derechos humanos en los 47 Estados que forman parte del Consejo de Europa y sobre los cuales la ECRI extiende su jurisdicción. Este organismo cuenta con un representante por cada uno de los Estados miembros, y en el caso de España este lugar es ocupado por la profesora María Elósegui.155

			Esta institución publica sus informes en intervalos de 4-5 años para tomar el pulso a la realidad de cada uno de estos Estados y poder estimar los cambios que en los mismos se han producido, en qué sectores, y qué cambios deberían ser introducidos para mejorar. Todo ello siempre en forma de recomendaciones y nunca con fuerza vinculante u obligatoria para el Estado analizado.

			La ECRI, como organización formada por expertos independientes de reconocido prestigio, muestra un punto de vista externo con la perspectiva necesaria para proporcionar una mirada objetiva y a la par crítica. No se valorará ahora sus aptitudes y ventajas, pero sí es de interés dejar constancia de su importancia como guía que alumbra el camino para detectar con mayor precisión las carencias de las políticas antidiscriminatorias y pro derechos humanos. Como si de una auditoría externa se tratase, estos informes diseccionan a conciencia las realidades de cada Estado, en su vertiente social, política y normativa, suministrando una herramienta de gran utilidad para nuestros fines.

			En el caso de Bélgica el último informe fue publicado el 25 de febrero de 2014,156 y corresponde a la quinta ronda de monitoreo de la ECRI, recopilando la situación acaecida en los años transcurridos desde el anterior informe, esto es de 2009 a 2013.

			No se pretende en estas líneas hacer un examen exhaustivo de este informe, ni desgranar una a una sus medidas. Este ejercicio se limitará a comentar en lo general los aspectos de Bélgica en los cuales este organismo encuentra las mayores deficiencias, así como los mayores avances respecto a la etapa anterior, para dejarlas apuntadas como punto final de este epígrafe dedicado en particular a las políticas de integración en el mencionado país.

			Los puntos en los cuales la ECRI ha encontrado progresos relevantes respecto al informe anterior de 2009 se refieren sobre todo a las iniciativas emprendidas por el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme destinadas a desarrollar el contenido de las leyes antidiscriminación, los cuantiosos procesos judiciales emprendidos contra delitos que promovían el odio y la violencia utilizando la legislación antidiscriminación de 2007, y las importantes mejoras respecto a la discriminación y la erradicación del discurso del odio en los medios y en el deporte (un terreno bastante sensible), felicitándose asimismo por una gran cantidad de medidas integradoras llevadas a cabo sobre todo en el terreno de la inmigración, en su acogida, y en la promoción del diálogo intercultural emitiendo una visión positiva de la diversidad cultural producto de ésta.157

			Por otro lado, la ECRI halla deficiencias en ciertos aspectos, ante los cuales proporciona recomendaciones para subsanar los mismos. En la parcela de los apuntes negativos, este organismo encuentra preocupante158 que Bélgica todavía no haya ratificado el protocolo nº12 de la Convención Europea de Derechos Humanos,159 también que en algunos campos (en especial lo relacionado con religión y lenguas) la protección contra la discriminación no se encuentre tan avanzada como en los demás,160 además de insistir en la urgencia del desarrollo del conjunto total de la legislación antidiscriminación no sólo prevista sino también aprobada y aún carente de puesta en marcha,161 y exhortando a la conversión del centre en un organismo con capacidad interfederal prevista para 2014 y ya explicada con anterioridad.162 Asimismo, muestra su intranquilidad acerca de la extensión del discurso del odio en internet, a la cual se debería poner coto.163

			Los dos puntos en los que la ECRI pone más énfasis en instar a su pronto cumplimiento (y que incluirán un control intermedio por parte de ésta para valorar su evolución) son, por un lado, la aplicación de la legislación antidiscriminación contra el racismo y la intolerancia de 2007, y por otro, el apremio a las autoridades belgas a completar el proceso de transformación del centre en dos diferentes organismos, como ya se ha explicado; que incrementen sus competencias y su rango de actuación para poder hacer frente de manera más contundente y eficaz a sus funciones asignadas.164

			Seguir estas recomendaciones y prestar atención a los déficits que la ECRI identifica, constituye estar un paso más cerca del logro de una sociedad más justa y solidaria. Siempre van a existir faltas y puntos débiles, pero colmar las lagunas que esta institución señala con el fin de lograr un escenario en verdad intercultural, supone subir un escalón más en la persecución de este objetivo. Ahora es el turno del motor político-institucional que con su voluntad puede implementar acciones destinadas a materializar a través de normas, todos estos empeños.

			Reconocimiento jurídico de las confesiones religiosas en Bélgica 

			Régimen y proceso 

			El sistema belga de reconocimiento de las confesiones religiosas tiene dos características que describen su personalidad: libertad religiosa con separación Iglesia-Estado, y reconocimiento por parte del Estado de determinados cultos religiosos que implica un apoyo de carácter económico e institucional a dichas creencias reconocidas.

			Aunque Bélgica sea un país de tradición católica (el 65% de los belgas se declara a sí mismo como católico [Christians, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.821]) el sistema belga ha sido capaz de reconocer casi todas las religiones con presencia dentro de su territorio. Así, primero sucedió con el anglicanismo, protestantismo y judaísmo en 1870,165 y posteriormente con el islam en 1974,166 y el cristianismo ortodoxo en 1985.167 Además, parece que desde 2007 el Estado belga está llevando a cabo negociaciones para añadir a la lista al budismo y al hinduismo (Christians, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.825).

			El régimen por el que se organiza el tratamiento de la cuestión religiosa emana directo de la Constitución belga, ya de tiempos tan tempranos como 1831, y constituye una buena muestra del sistema político de pactos y compromisos al cual se ha dedicado ya un apartado. A saber, se trata de un consenso entre las fuerzas laicas y católicas, la cual como confesión dominante que es y sigue siendo participa en aquel momento histórico en el establecimiento de esta libertad de culto. De manera que, aunque el Estado no se declara adscrito a ninguna religión, si que se consigue su ayuda tanto en temas financieros como institucionales a los distintos credos, lo que en la práctica en aquel momento se traducía en un apoyo económico del Estado a la iglesia católica.

			Pues bien, en el plano constitucional hay varios artículos que conforman el entramado del sistema belga que regula todo lo relacionado con la cuestión de las confesiones religiosas. Los artículos 19 y 20 de la Constitución de Bélgica establecen el marco general: en el artículo 19 se encuentra la consagración de la libertad religiosa y de culto (y de la libertad de manifestarlo), como principio constitucional, y en el artículo 20 aparece el mandato que impide que nadie sea forzado a declarar sobre su religión o creencias.168

			En el artículo 21 localizamos otra prohibición fundamental: la que impide al Estado intervenir en la organización interna de las instituciones religiosas ni en el nombramiento de sus ministros de culto.169 Pero si se consulta el artículo 181 se observa como las retribuciones y los sueldos de éstos (de los ministros de culto) se encuentran a cargo del Estado y serán incluidos de forma anual en el presupuesto estatal.170 Por tanto, se puede advertir aquí, de qué modo se ha llevado a cabo ese compromiso al que antes se hacía alusión y que tan bien identifica el sistema de reconocimiento de cultos del modelo belga.

			En el artículo 24 de la Constitución se halla este mismo espíritu aplicado al campo de la educación, dónde aparece por un lado el establecimiento de la libertad de enseñanza (lo que en la práctica se traduce en la existencia de educación estatal y de educación vinculada a alguna de las distintas creencias religiosas reconocidas en el país), y por otro el derecho de los alumnos a recibir una educación moral o religiosa y cómo las escuelas públicas tienen la obligación de ofrecer la docencia de una de las religiones reconocidas (o en su caso de moral no confesional).171

			Pero ya centrando la atención en el proceso de reconocimiento de las confesiones religiosas por el Estado, se contempla, tal y como señala Amez (en Ringelheim, 2011, pp.221-234), que es un sistema de triple reconocimiento, o, mejor dicho, estructurado en tres etapas. La primera de ellas consistiría en el reconocimiento del culto como tal por la ley; en la segunda se trataría de reconocer un órgano específico de esta creencia que aglutine un número suficiente de representatividad de los creyentes de esa confesión y actúe como voz e interlocutor con los poderes del Estado; y en último lugar el reconocimiento por parte del Estado de los ministros de culto y otros delegados que puedan ser remunerados con los fondos públicos.

			El primero de los reconocimientos, el del culto por la ley, se ha ido estableciendo poco a poco, produciéndose a través de leyes o modificaciones de leyes específicas, tal y como se ha venido explicando antes a medida que se han presentado las fechas del reconocimiento de las distintas confesiones religiosas. No obstante, las causas concretas, es decir, los requisitos que se exigen para ello no están todo lo claros que se quisiera. Como recuerda Ringelheim (2011, p.17), el derecho belga no ha especificado los criterios por los cuales se puede acceder al reconocimiento de una confesión por parte del Estado.172 En la práctica existen cuatro condiciones que todo culto que aspire al mencionado reconocimiento legal debe cumplir: contar con número suficiente de miembros (sin concretar cuantas personas son necesarias para considerar suficiente el número), poseer una estructura propia consolidada, contar con una tradición de presencia en el país con el suficiente arraigo en el tiempo (una vez más sin determinar cuánto se considera necesario), y demostrar un interés social (otro término ambiguo de difícil concreción).

			En cuanto al segundo de los reconocimientos, el relacionado con el órgano representativo, es posible que resulte el más dificultoso de todos. Para empezar, no es una exigencia que aparezca plasmada ni en la Constitución ni tampoco apenas en la ley (Amez, en Ringelheim, 2011, pp.221-234). Sin embargo, recién se ha señalado, la existencia de un órgano de este tipo ha devenido en un requisito indispensable, un momento clave para el reconocimiento de los cultos por parte del Estado, sobre todo como consecuencia surgida de la necesidad de poder contar con un interlocutor válido al que dirigirse y con el que poder negociar todos los menesteres relacionados con el proceso de reconocimiento y en el día a día posterior.

			Tras el reconocimiento del culto por la ley, es un Arrêté Royal el encargado de validar al órgano representativo correspondiente. Por orden cronológico, los órganos reconocidos para las distintas confesiones son estos: el Consistorio central para el culto judío (Consistoire central du culte israélite) en 1871;173 el Comité central anglicano (Comité central anglican) en 1923;174 el Arzobispado Metropolitano del Patriarcado Ecuménico de Constatinopla (Métropolite-archevêque du Patriarcat oecuménique de Constantinople) para el culto ortodoxo en 1988;175 el Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica (Exécutif des musulmans de Belgique) para el culto islámico en 1999176 del que se abordará a profundidad más adelante; y el Consejo administrativo de culto evangélico-protestante (Conseil administratif du culte protestant-évangélique) en 2003.177 Se obvia al culto católico en este repaso, puesto que la iglesia católica ha tenido siempre una importantísima presencia en Bélgica, presencia que implicaba que durante largas décadas en la historia del país esta confesión ya ha gozado de una posición predominante respecto a las demás.

			Por último, llega el turno del reconocimiento de los ministros de culto (sacerdotes, rabinos, reverendos, imanes, etcétera) y del establecimiento de los encargados de la gestión de los horarios y momentos de culto para cada una de las religiones reconocidas. Pues bien, el reconocimiento de ambos asuntos se llevará a cabo mediante acuerdos entre los órganos representativos de las distintas confesiones y los poderes del Estado competentes, siendo los órganos representativos los que proponen los nombramientos, y correspondiendo al Estado su mantenimiento y sostén económico (sueldos y pensiones), como se dispone en el artículo 181 de la Constitución belga.

			Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica. 

			El motivo de otorgar un tratamiento especial a este órgano representativo de la fe islámica es doble. Por un lado, atiende a la necesidad de prestar una atención específica al culto musulmán que es el que resulta más complicado de gestionar (todo lo relacionado con el islam siempre causa polémica o al menos cierta suspicacia y recelo [Jamin, 2013, p.53]). Y, por otro lado, se debe a que Bélgica le lleva años de adelanto a España en el tratamiento de estas cuestiones, por lo que supone un escenario con gran tradición en ellas del que se pueden extraer buenas lecciones e ilustrativas experiencias que alumbren a la hora de poner en marcha ma medidas propias, ya que ambos países comparten un modelo de tratamiento de la diversidad cultural similar, y por ello el estudio del Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica resulta mucho más útil que el estudio de otros órganos parecidos de otros países europeos como pueda resultar por ejemplo Francia con el Consejo Francés del Culto Musulmán.

			Siendo que este no es un trabajo que se pueda enclavar en el dominio general del derecho eclesiástico, y no siendo éste tampoco materia de competencia para el autor, será breve y se limitará la exposición de algunos datos y fechas que ayuden a conocer de cerca este órgano. Si se desea más información, remito al lector a consultar el magnífico capitulo que la profesora María Elósegui dedica al Consejo Superior de los Musulmanes de Bélgica en su obra “Derechos Humanos y Pluralismo Cultural” (Elósegui, 2009).

			Pues bien, lo primero que hay que decir es que la formación y puesta en marcha de este órgano no resultó nada fácil. Se tardaron muchos años desde la aprobación de la Ley del 19 de julio 1974 que otorgaba reconocimiento al culto islámico (y el Arrêté Royal del 3 de mayo de 1978 que la completaba), hasta que se empezaron a producir los primeros movimientos. La primera acción en ese sentido la llevará a cabo el Ministro de Justicia J. Gol en julio de 1985 cuando remite al Consejo de Estado un proyecto de Arrêté Royal para la creación del Consejo Superior de los Musulmanes de Bélgica178 con el objetivo de establecer un verdadero órgano representativo del islam en suelo belga. Pero la situación continuará paralizada ya que el Consejo de Estado no aprobará este proyecto. Será en 1989, tras los trágicos sucesos de la mezquita del cincuentenario (asesinato del imán-director y del bibliotecario) y de otras polémicas que sacuden la actualidad de la época (conflictos respecto a los cursos de religión y a vestir el velo islámico), cuando la administración se decida a darle un empujón a esta cuestión que llevaba varios años en el limbo.

			En noviembre de 1989 el Commisariat royal à la Politique des Immigrés propondrá la constitución de un órgano auténtico y representativo del culto musulmán que cuente con participación de todas las corrientes islámicas elegidos mediante votación democrática entre sus fieles y que sirva de interlocutor válido con los poderes del Estado. De esta manera, y como paso previo, en julio de 1990 se crea el denominado Consejo provisional de sabios (Conseil provisoire des Sages)179 al que se le otorgarán las competencias relativas a la enseñanza de la religión islámica, y además se le encargará la puesta en marcha de un verdadero órgano representativo con todas las características que se acaban de dejar apuntadas.

			Ya en estos trabajos que antecedieron a la creación del Consejo Superior de los Musulmanes de Bélgica en primer lugar y del Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica después, surgieron las primeras diferencias entre las distintas facciones (sobre todo entre marroquíes y turcos) que lucharán por imponer su hegemonía y por hacerse del control. Estos choques se irán repitiendo (en puridad no es que propiamente hablando se repitan, sino que están siempre presentes) y llegarán en algún momento a poner al órgano al borde del naufragio. El Estado en principio no debía inmiscuirse en lo que consideraba un asunto interno, pero tampoco podía reconocer sólo a una de las facciones como la válida que le sirviese como portavoz de toda la comunidad musulmana. Mientras no hubiera un único órgano que las representase a todas, el reconocimiento por parte del Estado a la confesión islámica quedaba incompleto.

			El siguiente paso se dio en enero de 1991 cuando se celebraron las primeras elecciones que, pese a constituir todo un éxito de participación (se inscribirán más de 300 000 personas), no serían reconocidas por el Estado. No obstante, la administración no pretendía desoír tamaño esfuerzo y por ello se crea el Consejo Superior de los Musulmanes de Bélgica (Conseil Supérieur des Musulmanes de Belgique) que será el precursor del Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica.

			Este malentendido se solventará en la primavera de 1993, cuando gracias a la determinación del recién constituido Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme (se hablará de él más a fondo en lo posterior) se pondrá en marcha una asamblea general de 51 miembros con el encargo de elegir un ejecutivo de 16 miembros, cosa que sucede el 27 de junio de 1993. El reconocimiento por parte del Ministerio de Justicia se demorará hasta el 7 de noviembre de 1994, aunque el Arrêté Royal es de julio de 1996.180

			Este Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica reconocido por el Estado coexistirá con el Consejo Superior de los Musulmanes de Bélgica que había surgido de las elecciones democráticas de 1991, aunque poco a poco se irán integrando, hasta el punto de que el presidente del consejo pasará a ser también el del ejecutivo.

			El 13 de diciembre de 1998 se celebran otra vez elecciones para elegir la nueva asamblea general de la que saldrá el nuevo Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica. Esta asamblea estaba formada por 68 miembros, de los cuales sólo 51 eran elegidos mediante sufragio universal, 10 eran elegidos por cooptación por los miembros del ejecutivo provisional, y los siete restantes eran elegidos por la misma asamblea (Elósegui, 2009, p.177). El ejecutivo por su parte se compondría por 17 miembros, de los cuales siete serían marroquíes, cuatro serían turcos, tres de otros orígenes, y tres conversos.

			Los requisitos que se pedían a los que quisieran presentarse como candidatos consistían en ser mayor de 25 años, residir en Bélgica desde hacía al menos cinco años, conocer una de las lenguas del país, respetar los derechos civiles, y ser musulmán practicante, requisito ambiguo que, como apunta Elósegui, es complicado de demostrar (Elósegui, 2009, p.178).

			Las funciones de este órgano no consisten sólo en ejercer de interlocutor válido entre el Estado y las comunidades musulmanas, sino que también tiene un papel de mediación y conciliación entre las diferentes tendencias existentes en su interior (que cómo se verá a continuación, no dejan de ser problemáticas), pero esto no significa que pula las diferencias y que aplique un barniz homogeneizante, ya que debe ponderar el peso de cada postura y tratar de respetar todas y cada una de ellas de una manera cautelosa puesto que no se trata de un órgano que posea autoridad moral o jerárquica en el seno de las confesión musulmana como institución, ya que al fin y al cabo este órgano no deja de ser una creación surgida a instancias del Estado belga.

			Además, respecto a las competencias que tiene atribuidas, éstas van desde la responsabilidad de la enseñanza de la religión con todo lo que ello implica (elegir los profesores, prepararlos, realizar un programa escolar, organizar las clases, e incluso la inspección y control de estos profesionales de la enseñanza), hasta todo lo relacionado con la gestión de las cuestiones económicas en lo relativo a los centros de culto y todas las actividades que realicen, incluyendo por tanto todas las subvenciones que reciban. Otros asuntos de los que también se encarga este órgano son los relacionados con los enterramientos, con el sacrificio de los animales, o con la gestión de los espacios de aparición en los medios de comunicación públicos que les correspondan como culto reconocido por el Estado (Bousseta & Maréchal, 2009, p.180).

			En marzo de 2005 tienen lugar unas nuevas elecciones a la asamblea general. Estas elecciones demostraron las fuertes disensiones existentes en el seno de la comunidad musulmana. La comunidad marroquí boicoteó estas elecciones y por tanto la tercera asamblea nació con mayoría de musulmanes de origen turco. Por su parte el mandato de la asamblea elegida en 1998 (de mayoría marroquí) expiraba en 2008 y continuó su mandato en paralelo a la nueva (Elósegui, 2009, p.180). Estos enfrentamientos internos están haciendo zozobrar el proyecto que tanto tiempo costó levantar, ya que incluso los miembros salientes han impugnado las elecciones y en la actualidad el recurso se encuentra en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos pendiente de resolución. El presidente actual es Semsettin Ugurlu de origen turco, y comenzó su mandato el 14 de marzo de 2008.181

			Como se ha tenido ocasión de ver, ni la creación ni la posterior gestión del órgano representativo han resultado ideales, ni siquiera fáciles en muchos casos. Pero pese a todo ello constituye una experiencia extranjera digna de importar a España. Se trata de un instrumento que es presentado a menudo como un modelo a escala europea (Bousseta & Maréchal, 2003, p.18) más que por su eficacia, por la actitud positiva y proactiva mantenida por los poderes públicos belgas al respecto. Aunque habría que adaptar varios aspectos a la legislación y a la realidad española, se considera desde luego que una observación detenida de esta institución y de su funcionamiento podría en este sentido, aportar ideas de gran valor que ayudasen en la gestión de esta diversidad cultural derivada de la inmigración.

			Situación de las mezquitas en Bélgica: 

			Otro aspecto el cual es digno de acaparar la atención es el referente a los lugares de culto distinto al cristiano dominante, en especial de las mezquitas.

			Una vez más, los motivos para otorgar un trato especial a la religión musulmana son los mismos que explicaba antes: todo lo islámico provoca una reacción particular en la sociedad de acogida y siempre es objeto de arduas polémicas, y por ello mismo fijar la atención en un país europeo con mayor tradición que la española en la gestión de todos estos asuntos puede ser de mucha ayuda, más aún cuando se comparte el enfoque y método intercultural los cuales mantienen una evidente conexión sobre todo si se hace la comparación con otros países como el laicismo francés o el multiculturalismo británico.

			El tratamiento de esta cuestión relativa a las mezquitas siempre va a suponer un aspecto complicado puesto que no afecta sólo a la dimensión identitaria y multicultural y a todas las sensibilidades que esto conlleva, sino que también atañe a normativas urbanas de cada una de las poblaciones en las que se hallen e incluso puede concernir a aspectos arquitectónicos. Se está pues, ante un tema con bastantes aristas, así que por ello se tratará de forma sucinta, lo que no significa que lo se haga de manera ligera. Los casos centrales son algunos de ellos paradigmáticos de estos templos de culto que servirán para mostrar el panorama de la cuestión en estos últimos años.

			En la actualidad, en Bélgica se encuentran mezquitas con verdadera apariencia de tal (hay casi 80 en todo el país [Dassetto, 2013, p.27]), si por ello se entiende el concepto tradicional de mezquita con sus atributos arquitectónicos típicos (cúpula, minarete, etcétera). La excepción a esto corresponde a la gran mezquita del Cinquentenaire (Grande Mosquée du Cinquentenaire) en la Región Bruselas-Capital, cuya ubicación e historia la convierten en un caso particular.182 La verdad es que, durante los primeros años de inmigración de países de confesión en su mayoría musulmana, los templos de culto solían ser bastante discretos, permaneciendo invisibles para los gentiles y complicados de localizar para quien no conociese su emplazamiento exacto. Al igual que en España, se trataba de locales situados en los bajos de algunos edificios localizados en los barrios de mayoría musulmana y con escasa decoración o simbología externa, carente por supuesto de los más básicos requisitos de confort y seguridad, tales como salidas de emergencia (lo que se conoce en España como mezquita-garaje).183 Es a partir de lo que podría considerar una etapa posterior, cuando las mezquitas buscarán mayor visibilidad y se aspirará en algunos casos a incorporar algunos elementos definitorios (los antes citados) que persiguen un propósito distintivo, como si de una muestra de identidad más se tratase.

			Es entonces cuando se utiliza el urbanismo como método de obstaculizar el establecimiento de estos elementos. Los poderes municipales son los que, a través de la política urbanística regulada por reglamentos, se encargarán de gestionar el establecimiento de las mezquitas, ya sean de nueva construcción o instaladas en edificios ya existentes. Los ayuntamientos mantienen cierto margen discrecional de actuación en esta materia que usarán, en varios casos, con el fin de limitar la visibilidad de estos templos de cultos, o incluso su propia instalación. El proceso para el establecimiento de un templo de culto en un lugar que antes se destinaba a otro uso requiere de un procedimiento llamado cambio de afectación. Éste consiste en un permiso otorgado por los poderes locales que declara o no la pertinencia del cambio de afectación del local en cuestión. Es un procedimiento público al que puede tener acceso el conjunto de la población y también cuentan con la posibilidad de hacer reclamaciones u observaciones al respecto. El instrumento utilizado por los poderes públicos locales de la Región Bruselas-Capital para declarar la pertinencia de cualquier cambio de afectación (no sólo en lo relativo a mezquitas), establecer de manera general la ordenación urbana y administrar la gestión municipal del territorio es el Plan Regional de Uso de Suelo (Plan Régional d’Affectation du Sol o PRAS por sus siglas en francés) y se encuentra en la cima del escalafón de los reglamentos y ordenanzas urbanas al respecto, lo que implica que todas las demás acciones, planes y documentos deben obedecer lo allí expuesto (Torrekens en Ringelheim, 2011, pp.732-733).

			Realizar este cambio de afectación resulta un trámite que, por molestia, por pereza, o por desinformación no se suele realizar en cantidad de ocasiones. En la actualidad es una tendencia que trata de ser revertida sacando de la ignorancia al colectivo en cuestión y no sólo por razones de normativa urbana, sino también porque podía acarrear para ellos sanciones administrativas e incluso la clausura del centro. Pero antes de estos esfuerzos informativos, los templos de culto vivían, si no en la ilegalidad, si al menos en la alegalidad, y en una especie de clandestinidad que les otorgaba esta situación irregular en la que se encontraban. No obstante, aún cuando estos trámites son realizados a través de la diligencia por los representantes de la comunidad musulmana, el rechazo ciudadano acaecido provoca un tibio apoyo municipal.

			Casos como el de una mezquita de Schaerbeek cuya instalación es denegada bajo el pretexto de las molestias que puedan causar las concentraciones humanas que se formen a su alrededor, o el de otro templo en Saint-Josse cuyo establecimiento es rechazado por razón de no contar con las protecciones acústicas necesarias, o incluso el caso de la mezquita Al Khali de Molenbeek sospechosa de pretender instalar un comercio anexo, motivo por el que se niega el cambio de afectación del inmueble (Torrekens, en Ringelheim, 2011, pp. 734-736-738), ponen en evidencia que las autoridades públicas tampoco han procurado de manera contundente a la comunidad musulmana el poder llevar a cabo con facilidad la profesión de su culto en lugares acordes a unos estándares de comodidad equiparables a los de otras confesiones religiosas como el catolicismo, pese a constituir el islam la segunda religión de Bélgica por número de practicantes.

			Parece que hoy en día esto está cambiando, y la tendencia está encaminada hacia una tímida apertura institucional que permitiría signos externos más ostentosos y simbólicos para el culto musulmán. Como se puede observar en el caso de la mezquita Fatih Camii de Schaerbeek. En ella un minarete, proyectado como una modificación arquitectónica en la fachada del edificio y rechazado en principio por el ayuntamiento, se acaba convirtiendo, mediante el acuerdo entre las partes, en un luminoso con forma de minarete que le otorga visibilidad al templo y le dota de una personalidad más identificable, que era lo que los proponentes perseguían, a la par que no se realiza la obra del minarete que hubiera alcanzado un impacto mayor que era lo que las autoridades públicas trataban de evitar (Torrekens en Ringelheim, 2011, pp. 740-743). Este tipo de medidas ofrece un resquicio de optimismo en el que ambas posturas pueden encontrar una relativa satisfacción a sus demandas por la vía de la negociación y el consenso, proponiendo una solución aceptable para todos.

			Nuevas propuestas: Rapport Belge. Les assises de l’interculturalité 

			El 18 de de marzo de 2008 el gobierno federal belga, presidido por Yves Leterme alcanzó un acuerdo por el cual, a iniciativa de la Viceprimera Ministra, Ministra de Empleo y de Igualdad de Oportunidades, Joëlle Milquet, se ponían en marcha una serie de mesas redondas con un tema en común: el interculturalismo (Foblets & Kulakowski, 2010, p.8).

			Este proyecto es de un corte similar a otros desarrollados en países circundantes de similar patrón de desarrollo y receptores de emigración como son el Informe Parekh184 en Reino Unido, la Comision Stasi185 en Francia, o algo más lejano en el espacio, la Comisión Bouchard-Taylor en Canadá.186 Lo que tienen en común todas estas iniciativas (Bowen, en Foblets & Schreiber, 2013, p.145) es la búsqueda de una mejor gestión de la diversidad cultural derivada de la emigración, aunque difieren en los métodos y sobre todo en el enfoque empleado en los distintos informes (Lefebvre, en Foblets & Schreiber, 2013, p.78). Si se tuviera que buscar un referente en este tipo de enfoque intercultural para el Rapport Belge se encontraría sin duda en la Comisión Bouchard-Taylor canadiense, teniendo en cuenta todas las diferencias que los separan (sólo hay que detenerse en el número de expertos que lo elaboran: una veintena frente a sólo dos), pero cuyas conclusiones están, como dice Delruelle (en Foblets & Schreiber, 2013, p.36), inspiradas en el interculturalismo que emana del Informe Bouchard-Taylor.

			Aunque en realidad, lo que supone el informe de los fundamentos de la interculturalidad (Les assises de l’interculturalité) es una actualización amplia y mejorada de la Comisión de diálogo intercultural (Commission du dialogue interculturel) (Delruelle, en Foblets & Schreiber, 2013, p.35) de 2005 dirigida por Delruelle y Torfs, y llevada a cabo como proyecto embrionario casi piloto, para la puesta en marcha de este nuevo estudio mucho más ambicioso.

			Al inicio fueron propuestos por el gobierno hasta un total de treinta expertos (Foblets, en Foblets & Schreiber, 2013, p.19) para que aportasen su experiencia y saber hacer. De estos, 21 fueron los que elaboraron el informe final,187 conocido como Les assises de l’interculturalité, entregado al gobierno el 8 de noviembre de 2010. Todos ellos fueron comandados por la profesora de la Universidad de Lovaina, Marie-Claire Foblets y por la directora del Centro Bruselense de Acción Intercultural, Christine Kulakowski.

			Elaboración 

			El mandato gubernamental tenía por cimientos cuatro objetivos fundamentales: alcanzar nuevas conclusiones acerca del interculturalismo que pudiesen ser plasmadas en recomendaciones estructuradas en diversas temáticas; organizar en el conjunto del país numerosos espacios de diálogo y encuentro ciudadano; desarrollar una política de comunicación a nivel estatal que permita fomentar la riqueza de culturas, la inserción, el mestizaje de la sociedad, así como desterrar los estereotipos o clichés que se tienen al respecto; y promover entre los llamados actores de campo (asociaciones, representantes y similares) y las autoridades públicas el intercambio de buenas prácticas (Foblets & Kulakowski, 2010, pp.10-12).

			El desarrollo de los trabajos comenzó en septiembre de 2009 y se prolongó durante todo un año hasta septiembre de 2010. Las conclusiones se recogieron entonces, y se procedió a analizar y procesar toda la información que al final se entregó a manos de la Vicepresidenta Milquet en forma de informe en noviembre de 2010. Este resultado final creó mucho debate a su alrededor, levantando ampollas por causa de ciertas polémicas relacionadas con alguna de las recomendaciones (muy transgresoras en algunos aspectos) como se analizará a continuación.

			Con el fin de hacer la labor más sencilla, los trabajos se repartieron en distintas comisiones (al principio fueron cinco, pero luego se creó una sexta adicional) que se encargaban de estudiar por temática el objeto de la investigación. Asimismo, se encargaron también otros estudios complementarios ajenos a estas comisiones pero que sirvieron de igual forma para la redacción del informe final. Los presidentes de las comisiones se iban reuniendo con regularidad para poner en común el avance de los trabajos e identificar algunos puntos que resultaban sensibles para debatir sobre ellos. Una vez que el trabajo estuvo acabado, se reunieron todas las conclusiones y se procedió a extraer las recomendaciones que después serían publicadas. La elección de éstas y su formulación concreta supusieron la última fase del trabajo.

			Contenido 

			El informe se divide en cinco capítulos dedicados cada uno de ellos a los temas tratados por las comisiones en las que se dividió el conjunto del trabajo a realizar. Estos son: educación, empleo, gobernanza, bienes y servicios (vivienda y salud), y vida asociativa, cultura y medios de comunicación.

			La estructura es sencilla. En cada uno de los capítulos se lleva a cabo una primera aproximación del estado de las cosas a modo de introducción, en el cual se desgranan los puntos más destacables desde el punto de vista intercultural y se pretende asimismo poner el foco en las cuestiones susceptibles de discriminaciones o desigualdades. Acto seguido se procede a tratar los principales desafíos que plantea el asunto y se van intercalando las diversas recomendaciones que el comité hace al respecto. Es una estructura fácil y ágil que simplifica mucho la lectura del documento y lo dota de gran sentido práctico tanto para su uso a nivel profesional, como para cualquier consulta que pueda realizar una persona profana en la materia. Se aportan datos concretos para ilustrar la cuestión objeto de tratamiento, pero no de una manera abrumadora, por lo que se puede seguir su contenido sin mayor dificultad. Al final del documento se incluyen ocho recomendaciones a modo de conclusión que sintetizan de forma muy conscisa el resto del informe. Además, en último lugar, también aparecen como anexo los votos particulares de dos ponentes188 cuya opinión es discrepante en las cuestiones más espinosas, completando de este modo la redacción final de la obra.

			A continuación, y para conseguir un acercamiento más minucioso, así como para proporcionar una idea más precisa del contenido del informe, se comentarán de forma escueta los aspectos, a juicio propio, más relevantes del mismo, siguiendo de forma esquemática la misma distribución utilizada en él.

			Educación 

			El capítulo dedicado a la educación se divide en varios apartados en los cuales se estructura la concepción fundamental que de la misma se tiene: el maestro (parte activa, ya que es quien transmite los conocimientos y la educación), el alumno (parte pasiva, ya que es quien los recibe), el programa escolar (el medio o canal de transmisión), y la cultura en la escuela (el contexto en el que se desarrolla la educación).

			Respecto al maestro o enseñante, es decir la parte activa, en el apartado correspondiente del informe se hace hincapié en cuatro aspectos:

			
					Revalorizar al maestro: la imagen del maestro ha sufrido una devaluación muy importante en los últimos tiempos, resulta fundamental restablecer su prestigio como figura de referencia, dentro y fuera de la clase, para poder llevar a cabo los objetivos perseguidos.

					Incentivar a los jóvenes a ser maestros. En especial a los de las minorías étnicas, culturales, religiosas. Se pretende que el cuerpo docente sea un fiel reflejo de la sociedad a pie de calle. Lo que significa que la impartición y transmisión de conocimientos y proyectos educativos no se puede dejar sólo en manos de los belgas de origen autóctono.

					Incentivar a las escuelas a diversificar su personal, incluyendo maestros pertenecientes a estas minorías, constituye la otra cara de la recomendación anterior. Es decir, la integración debe ser bidireccional, no sólo se debe fomentar la vocación educacional en los alumnos, sino que también debe trasladarse a la institución en sí la idea y la necesidad de pluralidad en los centros educativos.

					Integrar la diversidad en la formación de los maestros. La diversidad como parte del programa formativo del propio personal docente. Es un concepto de real importancia, puesto que la sensibilización y la información han de ser dos valores siempre presentes en la configuración de un cuerpo docente experto en la educación intercultural.

			

			Por otro lado, la parte dedicada al alumno comienza por enfatizar la importancia de la asistencia regular a clase, para después poner el foco en la eficacia del tiempo allí dedicado y proponer métodos para procurar que estas incrementen su efectividad:

			
					Incentivar la asistencia regular a clase, y luchar contra el absentismo escolar. Para ello, algunos miembros del comité abogan por rebajar la edad de escolarización obligatoria (Foblets & Kulakowski, 2010, p.36).

					Los enseñantes deben estar atentos en detectar los talentos de sus alumnos, en particular los que pertenecen a minorías, e incitar a los que muestran mayor capacidad a continuar sus estudios en la enseñanza superior (bien es cierto que aquí se puede vislumbrar cierta idea de meritocracia).

					Desarrollar el sistema de tutoría (système de tutorat), tanto en la enseñanza secundaria como superior. Los tutores son estudiantes que han concluido sus estudios superiores y que aportan un apoyo pedagógico a los alumnos o estudiantes (ante todo) de minorías étnicas, culturales y religiosas. Esta idea resulta novedosa para un país como España, y sería interesante tenerla en cuenta como una medida susceptible de ser importada (Foblets & Kulakowski, 2010, p.37).

					Hacer accesibles las ayudas económicas a los más vulnerables. Esto pasaría por ampliar el sistema de becas y ayudas, pero se trata de una recomendación harto genérica y obvia, ya que es evidente que depende de la situación económica y por tanto está sujeta a las coyunturas.

					Que las escuelas de educación en niveles superiores proporcionen horarios en suma flexibles como para permitir compaginar trabajo y estudio a los estudiantes que tengan necesidad de ello.

			

			Si hasta ahora se ha tratado el factor humano, el programa escolar que constituye el siguiente aspecto supone el medio efectivo, la herramienta a través de la cual poder transmitir esa educación intercultural deseada. Las recomendaciones que hace el Rapport se pueden sintetizar en dos:

			
					Incluir una visión intercultural, así como tratar de incorporar todas las sensibilidades culturales, religiosas o filosóficas. Todavía se mantiene una visión bastante eurocéntrica, sobre todo en asignaturas de ciencias sociales como historia, geografía o literatura. Hay que revertir esta situación, por lo que se necesita una modificación en los contenidos.

					Incluir en los cursos de filosofía y moral no confesionales la enseñanza comparada de religiones y filosofías desde un punto de vista filosófico, antropológico y sociológico. Lo cual ampliaría se forma notable el espectro educativo actual para lograr un punto de vista más completo y global.

			

			El apartado dedicado a la cultura en la escuela es sin duda el de más extensión de este capítulo, e incluye asimismo las recomendaciones más polémicas no sólo del capítulo, sino de todo el informe. Consta de tres subapartados como se expone a continuación:

			La enseñanza en un contexto multilingüe 

			
					Situación de origen: sólo se permite hablar y comunicarse en la lengua oficial en el recinto escolar, en la comunicación entre el cuerpo docente, los alumnos y los padres; así como en clase y el recreo. La propuesta: relajar este rigor unilingüe. Ya que prohibir en la escuela el uso de la lengua materna no favorece el aprendizaje de la lengua oficial sino al contrario. Otorgar un reconocimiento a la lengua materna supone un reconocimiento de su propia identidad, ya que la lengua materna vehicula todo un patrimonio cultural, es un medio de comunicación y un elemento indispensable en el desarrollo de su identidad personal y plural (Foblets & Kulakowski, 2010, p.43).

					Reforzar la enseñanza de la lengua oficial de aquellos alumnos que tengan más dificultades.

					Organizar la enseñanza de cursos de lenguas extranjeras pertenecientes al país de origen de los inmigrantes en el mismo nivel que se imparten cursos de otras lenguas extranjeras (inglés, por ejemplo), y destinados a todos los alumnos, no sólo a los pertenecientes a minorías. Esto favorecería en forma decisiva la comunicación y la comprensión entre las distintas culturas presentes en la sociedad, desde el principio del sistema educativo. Si se consiguiese esto a un nivel tan elemental, ya se estaría hablando de mucho camino recorrido.

			

			Las convicciones religiosas y filosóficas en la escuela. 

			
					Respecto a las manifestaciones religiosas externas (velo islámico, kirpan, etcétera) el comité se inclina hacía una libertad generalizada de portar símbolos religiosos en los tres últimos años de enseñanza secundaría (a partir de los 15 años), mientras que aboga por su prohibición total en los tres primeros (de los 12 a los 15 años), emplazando a los legisladores a plasmar esta recomendación en una norma jurídica. La elección de estos plazos no es arbitraria, ya que se trata de determinar mediante plazos la edad de madurez, de discernimiento propio de la persona, y de autodeterminación respecto a su identidad, creencias y pensamiento (Foblets & Kulakowski, 2010, p.47).

					También se recomienda la extensión de esta medida a las escuelas privadas y no sólo a las públicas, ya que en caso contrario se abriría una distinción entre ambas, quedando las privadas como un reducto de este laicismo cerrado o de línea dura que se pretende desterrar.

					Respecto a las fiestas religiosas (Foblets & Kulakowski, 2010, p.48), en Flandes los alumnos tienen derecho a una falta/ausencia justificada para participar en los días de fiesta inherentes a la convicción religioso-cultural del alumno, siempre y cuando se cuente con una declaración de los padres o un documento oficial. De esta manera, la facilidad dada a los alumnos procedentes de minorías no supondría una ventaja o desigualdad (en el sentido de discriminación positiva), sino lo que se pretende es resarcir la desigualdad que se comete imponiendo los festivos cristianos a toda la población.

					El comité también propone una reforma del calendario escolar fomentando las fiestas culturales o religiosas que no estén ligadas a una sola religión, con el objetivo de encontrar un equilibrio entre las fiestas cristianas y las civiles. Más adelante se abordará este aspecto con motivo del capítulo dedicado al empleo.

					A la vez, recomiendan que esta reforma del calendario escolar vaya unida a una reforma del calendario civil.

					Relación con el medio extraescolar: padres, asociaciones, barrio, etcétera. (subinciso)

					Fomentar la implicación de los padres en el proceso educativo, la comunicación y una participación activa en la vida escolar. Para ello se propone:

					Información accesible

					Política lingüística flexible

					Incitar a la comunicación padres-profesores, proveer de canales de comunicación teniendo en cuenta que los padres son una fuente de información muy útil, y aprovechando esto, para acercar la interculturalización también a ellos.

					Promocionar la lengua oficial entre los padres a través de cursos dirigidos a ellos, sirviendo éstos al mismo tiempo como una ocasión perfecta para abordar otros aspectos informativos y derribar los muros de comunicación que pueda haber entre los padres y la escuela.

					El sector asociativo y ciertos actores locales (mediadores interculturales, los servicios de traducción e intérpretes) pueden jugar un papel clave de puente entre la escuela y los padres.

			

			Empleo 

			El capítulo dedicado al empleo comienza por advertir de una etnostratificación del mercado laboral. Las personas de origen europeo están sobrerepresentadas en los segmentos superiores, mientras que los procedentes de la inmigración se encuentran en los segmentos inferiores con todo lo que ello conlleva: paro más alto, salarios más bajos, peores condiciones en el empleo y mayor precariedad.

			La importancia en este sentido es que la integración no se ocupa sólo de las diferencias étnicas, culturales o religiosas, sino también de las diferencias económicas que constituyen la verdadera brecha social. Es por ello que el temor a la radicalización y a la creación de guetos no se debe focalizar de forma exclusiva en la lengua, religión o cultura, sino en buscar el desarrollo de una política económica de inclusión para las personas pertenecientes a minorías en el espacio público y sobre el mercado laboral.

			Por todo ello, este capítulo consta de seis apartados que pretenden abarcar todas las aristas del complejo tema del empleo, siempre fundamental cuando se habla de discriminaciones.

			El primero de ellos es el dedicado a la lucha contra la discriminación en el contexto laboral. Se han extraído las tres recomendaciones más destacables al respecto:

			
					Para el comité de redacción del Rapport resulta imprescindible establecer un sistema de monitoreo (seguimiento, vigilancia, supervisión, control) para contar con datos fiables y concretos del estado y las condiciones en las que se encuentran la población más vulnerable. Éste constituiría todo paso previo y fundamental para poder establecer en lo posterior un estudio y un seguimiento básico en esta materia.

					Cuotas: el comité urge a los poderes públicos a elaborar un sistema de cuotas que permitan la contratación de personas miembros de las minorías. En este caso se aprecia de forma clara la ambigüedad y poca consistencia de las recomendaciones del propio informe, ya que se limita a una simple apelación a la buena voluntad de los poderes públicos, pero sin poder contar en ningún momento con algún tipo de fuerza vinculante.

					CV anónimo (sin nombre, nacionalidad o foto): se propone su utilización, aunque suponga una ceguera a las diferencias, ya que con él se pretende obviar la diferencia. De hecho, en 2005 un Arrêté Royal oficializó el uso del CV anónimo en la administración federal (Foblets & Kulakowski, 2010, p.62). La Región Bruselas-Capital también está estudiando su implantación. Además, el comité propone extenderlo a todas las empresas mayores de 50 empleados.

			

			El segundo apartado está consagrado a un tema tan suculento como los acomodamientos razonables o aménagements raisonnables en su traducción belga. El uso de esta técnica y el fenómeno en sí van a ser objeto de un estudio en mucha mayor profundidad más adelante. Por lo tanto ahora sólo se señalará que en este Rapport se presentan como una posible solución de conflictos en el ámbito laboral, y que aunque existe una opinión dividida respecto a si los aménagements raisonnables deben restringirse a su ámbito laboral original o bien extenderse a otros ámbitos en los que existe discriminación, el comité aboga por su extensión (previo estudio de las ventajas e inconvenientes que pueden reportar), y en concreto por su vertiente de la vía ciudadana o ajustements concertés (Foblets & Kulakowski, 2010, pp.64-67).

			El apartado relativo a la adaptación del calendario de los días festivos legales es probable que sea el más polémico de todo el informe (junto con el referente a los signos y manifestaciones religiosas antes expuesto).

			En la actualidad se presenta una situación preponderante de los festivos de origen cristiano, lo que crea una situación de desigualdad para los que no profesan esta religión-cultura, ya que deben tomar un día de asuntos propios si quieren disfrutar de las fiestas propias de su cultura. El comité sugiere introducir cambios para acercarse más a ese vivre ensemble o convivencia intercultural (aún siendo muy conscientes de las ampollas que esto pueda levantar) de la siguiente manera:

			
					Conservar los cinco días festivos más importantes del país: 1 de enero (año nuevo), 1 de mayo (Día del Trabajo), 21 de julio (Fiesta Nacional de Bélgica), 11 de noviembre (Día del Armisticio), y 25 de diciembre (Navidad).

					Permitir a cada uno escoger a voluntad, dos días adicionales según su cultura o religión.

					Crear tres nuevos festivos basados en jornadas internacionales no religiosas, que tengan como objeto la reivindicación de la lucha contra las discriminaciones. Proponen, por ejemplo: 8 de marzo (Día de la Mujer), 21 de marzo (Día Contra el Racismo), o el 21 de mayo (Día Mundial de la Diversidad Cultural) (Foblets & Kulakowski, 2010, pp.68-69).

			

			Los últimos tres apartados de este capítulo (favorecer el espíritu emprendedor, reconocer las competencias, y apoyo a los grupos específicos) no muestran tanto interés desde el punto de vista de las propuestas o de las innovaciones que en ellos se comentan. El apartado destinado a favorecer el espíritu emprendedor sólo se limita a proponer la facilitación de ayudas a los emprendedores de origen inmigrante para promover su mejor integración. El apartado que habla del reconocimiento de competencias recomienda poner en marcha un sistema específico que ayude a clarificar y convalidar las competencias y títulos de los inmigrantes obtenidos en sus países de origen. Por último, el apartado que habla de apoyo a los grupos específicos engloba bajo esta etiqueta tanto a los jóvenes poco cualificados como a las mujeres, proponiendo en ambos casos pocas y ambiguas recomendaciones con una implementación ulterior poco o nada concreta (Foblets & Kulakowski, 2010, pp.72-73).

			Gouvernance (gobernanza) 

			Se ha optado por traducirlo como gobernanza, aunque se trate del capítulo relativo a todos los aspectos que tienen que ver con la administración y los servicios públicos que no hayan sido tratados (es decir, salvo educación y empleo, y los que en lo posterior serán examinados: salud y vivienda). El capítulo por tanto se encarga de asuntos como la vestimenta o porte de signos de carácter religioso por parte del personal que trabaje en los servicios públicos, las matanzas de animales según los distintos ritos cultural-religiosos, la memoria histórica respecto al negacionismo y al colonialismo belga, la actuación de la policía y de la justicia en su función de servicio público, sin olvidar un rápido repaso al Pacto Cultural y la coherencia de las políticas enfocadas a las minorías étnicas, culturales y religiosas (pero más en el sentido del reparto competencial entre los distintos niveles de la administración belga), finalizando con algunas recomendaciones de carácter general sobre la lucha contra el racismo y la discriminación.

			Para el objeto de este estudio, lo más importante supone un par de recomendaciones relativas a la presencia de los símbolos religiosos o culturales en el personal trabajador de los servicios públicos y otras relativas a la matanza de animales.

			Respecto a los signos convencionales en los servicios públicos, pese a que en principio el comité se inclinaría por una autorización generalizada de porte de signos (religiosos y culturales) convencionales por parte de los agentes de servicios públicos (funcionarios), al final se opta por recomendar una autorización generalizada pero matizada con una prohibición parcial dirigida a los agentes de servicios públicos investidos de una función de autoridad, esto es, ejército, justicia y orden público (policías en todas sus modalidades). También algunos miembros se inclinarían por extenderlo a los maestros de enseñanza obligatoria, pero no cuenta con el apoyo total del comité de pilotaje (Foblets & Kulakowski, 2010, pp.78-81). Además, recomienda la regulación de esta materia mediante un texto legal.

			En lo referente a los rituales de matanza de animales, se opta por mantener la normativa vigente189 que se resumen en:

			
					El animal debe estar anestesiado antes de proceder a la matanza, a no ser que sea imprescindible para el ritual.

					La matanza tiene que tener lugar en un matadero público.

					La matanza puede ser realizada sólo por las personas designadas por el Consistorio Israelita Central de Bélgica (Consistoire israélite central de Belgique), para el culto judío, y por la Representación de mujeres musulmandas en Bélgica (Représentation des musulmanes en Belgique), para los musulmanes.

			

			Bienes y servicios: vivienda y sanidad 

			Se trata de un capítulo conciso y directo en el que se proponen pocas recomendaciones, pero algunas de ellas poseen una carga social y de gestión bastante aprovechables ya que pueden aportar un gran avance al enfoque intercultural deseado. Procederemos a comentar de manera breve las más destacables.

			El apartado de vivienda se subdivide en vivienda privada y vivienda social. Respecto a la primera de ellas, se propone la gestión del mercado de vivienda privado por las Agencias Inmobiliarias Sociales (AIS), para que sirvan de intermediario entre ambas partes y así, evitar las discriminaciones que se puedan dar, y favorecer la colaboración. Con la vivienda social se hace un llamamiento bastante poco consistente a ampliar la oferta de vivienda y a mejorar su calidad.

			El apartado de la salud ya aporta recomendaciones de más calado, sobre todo en los aspectos preventivo y de interculturalización de los cuidados.

			Para fomentar la prevención en las minorías étnicas, culturales o religiosas, el comité sugiere fijarse en una institución británica que podría inspirar a las autoridades belgas: la Red de Salud Musulmana (Muslim Health Network, MHN por sus siglas en inglés), fundada por los musulmanes de diversos sectores (salud, educación, medios de comunicación, mundo empresarial, asociaciones culturales y religiosas) con el fin de mejorar el estado de salud de su comunidad y de difundir información acerca de cuestiones relacionadas con la salud y el bienestar, aprovechando su proximidad con las bases de la comunidad.

			Con la interculturalización de los cuidados, se sugiere asimismo utilizar en este sector la técnica de los aménagements raisonnables, siempre y cuando no suponga una carga desporporcionada (contrainte excessive) (Foblets & Kulakowski, 2010, pp.99-101). Y ofrece el ejemplo de que no existe ningún inconveniente en rechazar la petición de una mujer que solicite la atención de una doctora en lugar de un doctor, salvo si el establecimiento de salud no tiene los medios para responder a esa petición o si se tratase de un caso de urgencia.

			Además, el comité propone cuatro principios que deben guiar el desarrollo de una visión más adecuada y armoniosa en este apartado:

			
					Todo paciente tiene derecho a cuidados de alta calidad que respeten su identidad (cultural, filosófica y religiosa).

					Esto implica que desde la parte que presta los cuidados se tenga una actitud empática y sensible a la dimensión cultural e intercultural.

					No se debe caer en la tentación de una sobrecultura (surculturalisation): cada paciente es único y no se debe uniformizar a todos los que compartan el mismo origen o convicciones religiosas.

					La individualización de los cuidados: que también implica una buena comunicación con el paciente, haciendo necesario para ello intérpretes o cualquier medio necesario para que el paciente se encuentre informado de forma correcta.

			

			Vida asociativa, cultura, y medios de comunicación 

			Este último capítulo también es bastante breve y de nuevo engloba aspectos diversos con cierta conexión entre ellos.

			Por un lado, la vida asociativa la aborda de manera muy sucinta limitándose a instar a las autoridades regionales y comunitarias a que animen a la profesionalización del tejido asociacional como método de visibilización para mejorar su financiación a través de subvenciones públicas.

			Por otro lado, bajo el punto de vista personal, el apartado denominado “Cultura” peca de grandilocuencia cuando su contenido sólo se ciñe a dar indicaciones genéricas a instituciones culturales y sociales, sobre todo tratando de alentarlas a colaborar con el tejido asociativo de forma particular.

			Uno de los puntos que más se desarrollan en el informe es el relacionado con los medios de comunicación. Para el comité de expertos que ha elaborado este documento, en Bélgica los medios de comunicación aún no reflejan la diversidad cultural que anida en la sociedad; ni en los contenidos que se difunden, ni en la producción, ni en las estructuras de decisión.

			Insiste en que debería estimular a los profesionales de los medios a producir y difundir informaciones de calidad que impulsen el diálogo intercultural y que contribuyan a la lucha contra la discriminación. El comité recomienda una presencia equilibrada de periodistas pertenecientes a minorías, e incluso la difusión de información en otras lenguas que no sean las oficiales. Por último, también ve con agrado la iniciativa de poner en marcha medios de comunicación en comunidades específicas (Foblets & Kulakowski, 2010, p.111).

			Comentarios y críticas al Rapport 

			Una obra de tamaña magnitud no podía pasar para nada inadvertida, ni dejar de provocar polémicas y potentes debates en torno a sí misma. Este apartado se dedicará a comentar las principales críticas y comentarios que destacados autores han realizado sobre las controversias que se han suscitado en la sociedad belga a raíz de la publicación del informe.

			Comenzamos por algunas críticas relativas al contexto y también a la redacción y formulación del Rapport. Para la co-presidenta de la comisión de elaboración del informe, Marie-Claire Foblets (2013, p.19), el mismo está construido sobre dos puntales fundamentales: el de no discriminación y el de integración de las minorías en el conjunto de la sociedad. Esto se concreta en varios principios como el de igualdad entre ciudadanos, el de lucha contra el racismo y la xenofobia, y el de igualdad entre hombre y mujer. Sin embargo, para Jacquemain (en Foblets & Schreiber, 2013, p.198) este planteamiento queda cojo, puesto que no se incluye el principio rawlsiano de máxima libertad igual para todos y que, estando en la base de la propia sociedad democrática, debería estar plasmado, aunque fuese como complemento de los anteriores. Por su parte, las críticas de Ringelheim (en Foblets & Schreiber, 2013, p.189) van más en la línea de la redacción de los principios, ya que para ella se aprecia cierta confusión al formular los mismos en el informe. La verdad es que principios tan fundamentales como son el de igualdad entre mujeres y hombres no quedan muy nítidos en el informe, generando a veces la sensación de que estos principios no se tienen por absolutos, sino que podrían matizarse en función de su ponderación con otros (libertad de culto) y por tanto podrían llegar a vulnerar la noción de interculturalismo que impregna todo el informe.

			Ya fuera de estas cuestiones, dígase menores, se pasará a comentar algunas opiniones doctrinales acerca de las recomendaciones más polémicas del Rapport. Ya se ha hecho mención al respecto conforme se han ido exponiendo a lo largo de las páginas anteriores; y es que todo lo que tenga que ver con algún tipo de medida de adaptación o acomodación levanta una gran controversia. En especial los focos del incendio tanto mediático como de debate doctrinal son aquellos relativos a pluralizar los menús de los comedores públicos, a modificar el calendario laboral para hacerlo más integrador, y sobre todo los relativos al lucimiento de símbolos de carácter cultural o religioso en las escuelas y en la administración. Por no mencionar cualquier alusión a los acomodamientos razonables.

			La medida de modificación y sustitución de los días festivos en el calendario laboral y escolar es una de las más contundentes que se proponen. Su impacto, al menos a nivel simbólico, resulta más que evidente. Resulta incuestionable si se quiere garantizar la igualdad, que todo el mundo pudiera contar con el mismo número de días festivos (al menos en lo que al calendario escolar respecta). Siguiendo el argumento que Geerts expone (en Foblets & Schreiber, 2013, p.242), existen dos alternativas para confeccionar un calendario más equilibrado en lo que refiere al ámbito intercultural y que preste atención a las distintas sensibilidades religiosas. La primera de ellas sería la más “integradora” y consistiría en incluir fiestas propias de otras religiones y otorgarlas de manera conjunta para todos los escolares (y no sólo para los de la confesión correspondiente) sustituyéndolas por algunas otras fiestas de tradición católico-cristiana que hoy en día están en desuso (la propia autora se pregunta quien celebra hoy en día pentecostés, por ejemplo). La segunda de las alternativas sería más radical en el sentido laicista y se trataría de relegar todas las fechas destacadas de carácter religioso al olvido y sustituirlas por feriados de carácter aconfesional-laico: Día de los Derechos Humanos, Día de la Mujer, etcétera.

			Pues bien, como se ha podido comprobar, la propuesta del informe está a medio camino de ambas, tomando algunos aspectos de cada una (aunque más de la segunda de ellas). Pero lo que en verdad resulta arriesgado de estas propuestas es en dónde poner el límite de la adaptación. Es decir, ¿acaso no resulta igual de discriminatorio para los no cristianos celebrar la fiesta semanal en domingo? ¿Debería modificarse también esto? Como se puede ver, es necesario elaborar más esta propuesta si quiere ser tomada en cuenta de manera seria y no lanzada como un simple desiderátum de buenas intenciones, pero de muy difícil puesta en práctica. Se trata de una medida sin duda provocadora, y mientras se mantenga planteada en estos términos, posee una mayor utilidad simbólica que real.

			El asunto de los menús adaptados a las distintas prescripciones que especifican algunas creencias religiosas (Halal, Kosher) tiene un signo más práctico y con mayor presencia en el día a día. Sin embargo, se plantea un dilema similar: ¿cuándo parar? La misma autora no ve favorable este tipo de acomodamientos (Geerts, en Foblets & Schreiber, 2013, p.243) por considerarlos en exceso comunitaristas, y por ello propone otras opciones como por ejemplo la de ofrecer un menú alternativo al menú original y que sea polivalente para las distintas obediencias religiosas y filosóficas.190 Bajo el punto de vista personal, los poderes públicos deberían estar en condiciones de poder ofrecer a todos sus ciudadanos en los comedores y cantinas dependientes de ellos, menús equilibrados y respetuosos con las creencias y convicciones de cada uno. Un abanico amplio de menús adaptados que en ningún caso puedan causar carencias alimenticias y nutritivas. Esto puede encontrarse exagerado (puede bastar con un menú alternativo), pero se considera importante no perder de vista el verdadero objetivo que es llegar al mayor número de ciudadanos posible, necesitando para ello ofrecerles un producto que no vulnere los preceptos que forman parte de su identidad. Una oferta que, además de atractiva, consiga que (al menos en los comedores escolares) ningún alumno se vea obligado a abandonar el comedor escolar por esta causa, lo que supondría el fracaso de la prestación de este servicio social.

			Aunque sin duda, la discusión más importante se ha dado en torno a las propuestas del informe relativas a la vestimenta o lucimiento de símbolos que muestren un signo de identificación religiosa o cultural, tanto en el caso de los trabajadores en administraciones públicas, como sobre todo la recomendación referida a las escuelas públicas.

			En el caso relativo a los trabajadores de los servicios públicos, el informe se inclina por una autorización generalizada salvo para los agentes de los servicios públicos que cuenten con una función de autoridad (dicho de forma genérica), a los cuales impone ciertas limitaciones. Ante esta ambigüedad del concepto autoridad, en lo personal, he optado por deducir que se refiere a los relativos a ejército, justicia y fuerzas del orden público. Pero tal y como señalan autores como Mathieu, De Hert, y Gutwith (en Foblets & Schreiber, 2013, pp.385-389), la indefinición del concepto autoridad a lo largo de todo el informe, hace muy complicado explicitar a quien incumbe esta prohibición de portar símbolos religiosos y culturales. Estos autores sostienen que tal vez no hubiera sido necesaria una definición general y abstracta, pero si al menos unos criterios que hubiesen permitido vislumbrar hasta donde se extiende la autorización, ya que de lo contrario esto puede acarrear problemas de interpretación. Es difícil encontrar una regla general precisa, ya que lo contrario aboca a la inseguridad constante en esa materia, y dado que es una cuestión muy sensible tanto política como social, debería concretarse de manera más precisa.

			Para las manifestaciones religiosas externas (lucir símbolos religiosos, velo islámico, kirpan, etcétera), el informe opta por una libertad generalizada de portar símbolos religiosos en los tres últimos años de enseñanza secundaría, mientras que aboga por su prohibición total en los tres primeros, justificando esta barrera de los 15 años de edad en criterios de madurez y discernimiento del menor. Ya en el mismo Rapport una de las componentes del comité de expertos encargado de su redacción, Naima Charkaoui, matiza su posición al respecto en su nota minoritaria (en Foblets & Kulakowski, 2010, pp.123-126), una especie de voto particular al informe, como si de una sentencia se tratase. Bien es cierto, que frente a la ambigüedad que se destacaba en el caso anterior, en este punto concreto el informe actúa con una concisión extraordinaria. Incluso se podría llegar a decir que en este caso se ha optado por hacer derecho. Así pues, esto es percibido por algunos autores como una medida impositiva y paternalista en el mejor de los casos, o incluso una manifestación de etnocentrismo occidental (Geerts, en Foblets & Schreiber, 2013, p.240) ya que a nadie se le escapa que detrás de esta medida lo que se está encubriendo es una prohibición tácita del polémico asunto del velo islámico en la escuela para las menores de hasta 15 años. Otros lo ven sin embargo como una medida tomada con premura, aquejada por cierta presión mediática y que se correspondería más con una medida de compromiso antes que con el establecimiento de un principio (Geerts, en Foblets & Schreiber, 2013, p.239). Aunque bien es cierto que si atendemos a lo que plantean autores como Sautois y Uyttendaele (en Foblets & Schreiber, 2013, p.250), se estaría ante un debate fútil ya que el Consejo de Estado belga validó en su fallo del 21 de diciembre de 2010191 la decisión del Consejo Comunal de la ciudad de Charleroi que imponía la prohibición expresa de “portar cualquier símbolo religioso, político o filosófico”. No obstante, a juicio personal se está ante una discusión todavía abierta y que no puede ser resuelta de ninguna de las dos maneras propuestas. La posición del Rapport supone una medida valiente y directa, pero creo que es necesaria una reflexión más a fondo antes de tomar esa postura prohibicionista a los menores de 12 a 15 años, sobre todo porque como ya se ha señalado, lo que subyace tras esta cuestión no es otra cosa que la molesta discusión en torno al chador o fular que llevan las mujeres de religión musulmana, y cuyo significado e implicaciones sobrepasan en mucho las ideas normalmente preconcebidas, además de ser un asunto en suma sensible y que merece una mejor y más sosegada reflexión que huya de medidas enérgicas como las que se han planteado en este documento, y que por otra parte contrasta de manera perceptible con la ambigüedad y falta de nitidez de la mayoría del resto de medidas sugeridas.

			Estas propuestas y medidas que se aconsejan sobre menús, días feriados y el lucimiento o vestimenta de símbolos característicos de una confesión religiosa o cultura, tienen mucho que ver con la técnica ya conocida de los acomodamientos razonables. Como dice la profesora Foblets en la entrevista de presentación del Rapport en la Radio Pública Belga Francófona (RTBF), el informe plantea la necesidad de adopción de “medidas antidiscriminatorias no clásicas”.192 Podría estarse viendo aquí un claro eufemismo relativo a los siempre polémicos acomodamientos razonables (Elósegui, 2013). En lo personal, esta herramienta puede resultar un excelente método de conciliación entre las partes en los distintos conflictos que puedan surgir con base en la diversidad cultural, siempre y cuando se aplique con responsabilidad y proporcionalidad. Voces tan cualificadas como la del profesor canadiense Jean-François Gaudreault-DesBiens encuentran que en cierto modo esta técnica y su implementación en lugares como Quebec, han sido vistas desde Europa como una especie de El Dorado normativo (utilizando su propia expresión [Gaudreault-DesBiens, en Foblets & Schreiber, 2013, p.58]). Por lo tanto, hay que ser cuidadosos en su importación desde el viejo continente, y sobre todo no hay que tender a pensar que se está ante la panacea que solucionará todos los problemas y choques propios de las sociedades multiculturales de hoy en día. Incluso hay que llegar a plantearse el éxito o no que han tenido los acomodamientos en Canadá antes de trasplantarlos a otras realidades (Geerts, en Foblets & Schreiber, 2013, p.237). Delruelle (en Foblets & Schreiber, 2013, p.38) por ejemplo, advierte que algunos de los problemas que a primera vista pueden ser percibidos como choques de carácter cultural o religioso, en realidad se trata de problemas que poco tienen que ver con esto y que lo cultural sólo constituye un síntoma más. Es cierto que en la actualidad existe una tendencia a buscar algún tipo de motivo con trasfondo cultural en cualquier conflicto dada la hipersensibilización al asunto que existe hoy en día, y que esta pulsión debe ser enfriada como paso previo a cualquier aplicación de soluciones que podrían derivar en un aumento del problema.

			Esto se refiere a lo que algunos autores denominan pendiente resbaladiza (Jacquemain, en Foblets & Schreiber, 2013, p.197), y que tal y como se ha planteado antes se resume en la lógica pregunta que salta a la mente con facilidad cuando se estudian estos temas: ¿hasta dónde puede el Estado continuar la adaptación en aras de la convivencia sin que resulte vulnerada su propia idiosincrasia? He aquí el quid de la cuestión.

			Esto lleva a la necesidad de contextualizar el momento en el que se realizan todos estos informes y comisiones del estilo de Les assises de l’interculturalité. Y es que, tras sucesos como la caída del muro, el triunfo del capitalismo total, la globalización como escenario innegable y condicionador de los choques culturales, o el binomio acción-reacción que suponen el islamismo radicalizado y la islamofobia (los cuales se realimentan de manera mutua), nos hallamos en un punto en el que lo útil en realidad consistiría en dejar de huir hacia delante y detenerse un instante para mirar a nuestro alrededor. Pero no sólo una mirada hacia la alteridad, sino también hacia nosotros mismos frente al espejo para plantearnos no sólo lo que somos sino lo que queremos llegar a ser. Esto es expresado por Jacquemain (en Foblets & Schreiber, 2013, p.197) como un contexto de doble negociación: negociación de las sociedades de acogida con las prácticas culturales ajenas, pero también negociación de las propias sociedades de acogida sobre sí mismas.

			Foblets insiste en que el Rapport no se halla influido por lo que se podría denominar como relativismo occidental (en Foblets & Schreiber, 2013, p.28). Sin embargo, sí que es cierto que los poderes públicos actúan a veces como si estuvieran aquejados de una especie de doble personalidad: por un lado, publicitan su apuesta por el interculturalismo, pero por otro no dejan de aprobarse leyes cada vez más restrictivas en materia de inmigración (Delruelle, en Foblets & Schreiber, 2013, p.37). Tal vez por este mismo motivo la publicación del informe de Les assises de l’interculturalité no fue recibida con demasiado entusiasmo (Goldman, en Foblets & Schreiber, 2013, p.291) y ante todo resultó fuente de debate. El resultado por otra parte nada desdeñable es, que al menos ayuda a poner las cartas sobre la mesa.

			Se puede quizás plantear la siempre complicada cuestión de la conveniencia o inconveniencia de legislar sobre estos asuntos (Jacquemain, en Foblets & Schreiber, 2013, p.203). Suele ser un argumento de corte bastante populista el demandar leyes al respecto, legislar sobre aspectos que afecten a la inmigración y a la diversidad cultural derivada de ella. Pero en este caso legislar o regular se utilizan como sinónimos de restringir o prohibir. Existe una suerte de temor colectivo a hacer adaptaciones o acomodaciones hacia otras culturas que no sean la mayoritaria. Son vistas como concesiones y en cierto modo también como una debilidad del Estado receptor. El ya mítico que se adapten ellos refleja perfecto la actitud a la que nos referimos. Pero la adaptación en un contexto intercultural debe ser bilateral. Así pues, se debe ser cuidadoso en extremo antes de llevar a cabo cualquier iniciativa en este sentido, incluso de proponerla.

			Aquí lo que está en juego son los valores que definen las sociedades de acogida y que sirven como cimientos donde se asientan las mismas (de hecho, la palabra francesa assises se traduce por asientos o por cimientos), y hasta qué punto éstos podrían quedar tocados cuando diferentes cosmovisiones demandan su parcela de reconocimiento por parte de los poderes públicos. Es en este punto donde surgen opiniones como la de Geerts, que considera que el Rapport supone “un inquietante paso atrás” (en Foblets & Schreiber, 2013, p.244), porque considera que en ciertas ocasiones acaban prevaleciendo posturas particulares por encima de la ley común.

			Si al final se opta por implementar una política que incluya aplicar algún tipo de acomodamiento o adaptación hay que tener muy bien cubierto este flanco. Y esto es algo que debe hacerse con el mayor consenso posible al respecto, ya que constituye un punto débil y sin una correcta labor de pedagogía, gran cantidad de ataques al mismo provendrán de ahí.

			Un enfoque hábil sería el que plantea Delruelle, y al cual se hecho referencia más arriba, que consiste en intentar mirar hacia estos problemas no sólo desde la óptica cultural, dado el hecho de que en la mayoría de los casos éste es sólo uno de los factores conflictuales. Además, hacer presente de forma constante esta situación de conflicto cultural crea cierta alarma social que podría suponer una reacción social adversa, la cual dificultaría mucho el empleo de estas medidas que pueden llegar a ser muy eficaces como solución. Al modo de ver personal, este punto de vista no es sólo hábil sino también certero: uno de los hechos desencadenantes de la creación de la Commission du dialogue interculturel (movimiento precedente al informe de Les assises de l’interculturalité) fueron las revueltas que se vivieron en los barrios calificados como de inmigrantes en la ciudad de Bruselas. Estas revueltas fueron presentadas como disturbios de naturaleza étnico-cultural, pero en la realidad se correspondía con demandas de corte social: el 25% por ciento de la población de Bruselas vive bajo el nivel de la pobreza, llegando este porcentaje a doblarse hasta 50% en los citados vecindarios (Delruelle, en Foblets & Schreiber, 2013, p.34).

			Así pues, como plantea el autor (Delruelle en Foblets & Schreiber, 2013, p.39) ¿sería posible desligar estas demandas de acomodamiento razonable del reconocimiento identitario? Es complicado, ya que si el demandante que solicita la adaptación pertenece a una cultura minoritaria se va a proceder a una identificación automática con un conflicto intercultural. Pero no por ello se puede dejar de plantear esta opción, que a juicio personal tiene puntos de acierto y podría rectificar el debate al desplazar el epicentro desde lo etnocultural a lo social-humanitario.

			¿Acaso plantear el mismo de modo simplificado (que no simplista) en términos de ricos-pobres, o mejor desarrollados-menesterosos/necesitados, en lugar de nosotros-ellos o propios-ajenos, sea un método más diestro para no provocar tantas suspicacias? En lo personas, apostaría por ello. Este es, al fin y al cabo, el objetivo de nuestra labor: proponer fórmulas alternativas que sirvan para reenfocar el asunto más de manera sagaz y conseguir marcar el camino hacia un desenlace satisfactorio. Nosotros sólo ponemos las vías, son los poderes públicos los que deben completar el viaje.

			Balance 

			Como balance final, señalar que además de que el Rapport sólo incluye recomendaciones y no alguna norma, ni tampoco directrices con fuerza vinculante; la indefinición y ambigüedad en muchas de ellas provoca que no pueda ser tomado como algo más que una mera guía orientativa y un valioso elemento de debate y reflexión. Sería deseable que alguna iniciativa futura más contundente se encargase de implementar alguna de estas medidas y que instase a los poderes públicos a llevarlas a cabo. Lo más complicado es ponerse en marcha, pero teniendo todo este camino recorrido resultaría una decepción desaprovechar todo el trabajo ya realizado. La reflexión y el debate ya están hechos, ahora toca llevar estas propuestas a la práctica.

			Por lo tanto, subsanando alguno de los puntos ya señalados, y que han criticado reputados expertos, y dotando de mayor concreción a ciertos aspectos a los que también se ha aludido, el Informe Les assises de l’interculturalité constituye de manera indiscutible una herramienta de valor inestimable para la consecución de una gestión de la diversidad cultural derivada de la inmigración desde una óptica intercultural que consiga su objetivo de forma satisfactoria. No obstante, la travesía es larga y queda aún mucho por andar. Tampoco se está ante un elixir milagroso que remedie los males y desvelos de nuestras sociedades. Constituye un hito apreciable, pero para nada definitivo. Hay que continuar el trabajo.

			Conclusiones: lecciones a aprender, ideas a importar. 

			
					El Estado belga constituye un ejemplo de ingeniería político-institucional creativo y original que ha desarrollado un complejo sistema federal (en vías de constante renovación), en el que comunidades y regiones conforman sus piezas fundamentales. Este diseño en principio había sido concebido para el mejor acomodo de su propia diversidad cultural interna, aunque en ocasiones ha conducido a una excesiva dificultad en su gestión, la cual podría desembocar en cierta inoperancia futura si no se actúa con diligencia.

					Bélgica es un país de inmigración, sobre todo a partir de la segunda postguerra mundial cuando se firman acuerdos bilaterales directo con otros Estados (Italia, España, Turquía, Marruecos, Argelia, etcétera), con el fin de satisfacer la necesidad de fuerza productiva. En ese momento histórico todos los trabajadores extranjeros eran bienvenidos y se pensaba que regresarían a su país de origen una vez cumplida su tarea. Pero a partir de la década de 1970 se paraliza este reclutamiento oficial de inmigrantes y debido a la crisis económica de estos años y al aumento del paro, se adopta una postura en cierto modo reacia a la inmigración. Por otro lado, los inmigrantes se instalan de forma definitiva en el país y abandonan sus pretensiones de volver a sus países de origen, por lo que la realidad tradicional belga se transforma y los poderes públicos tendrán que implementar recetas para gestionar este nuevo escenario, al cual habría que sumar fenómenos como la reagrupación familiar que hacen que de este modo la diversidad cultural enraíce en el país. A partir de ahora la prioridad de las administraciones públicas será el tratamiento de esta diversidad derivada de la inmigración. No obstante, cuando ya se pensaba que la situación migratoria se había estabilizado, los complicados avatares geopolíticos de los últimos años del siglo XX harán que una nueva oleada arribe a Bélgica, obligando a las autoridades a redoblar sus esfuerzos en pos de la integración.

					Desde su nacimiento como Estado independiente, Bélgica ha tenido que lidiar con la diversidad cultural y religiosa existente en su seno. Por ello, para conjugar todo este pluralismo, se establece un sistema de contrapesos y equilibrios llamado pilarización. Éste consiste en el modo de regulación de los conflictos propios de una sociedad segmentada en mundos distintos y paralelos sobre la base de una búsqueda constante de acuerdos y compromisos, con el objetivo de conseguir un consenso que no incluya un ganador claro ni tampoco una parte perdedora. El pacto como norma, por tanto, de un sistema de gobierno para tratar de gestionar así una realidad fragmentada y plural que siendo de otra manera, lo que se lograría sería la imposición de las tesis de una de las varias minorías que laten en el seno de esta sociedad tan rica. Una suerte de obsesión por el acuerdo como método de convivencia, como regla que se aplica de forma sistemática y que guía (o debería hacerlo) todas las acciones de la autoridad para que no se imponga la cosmovisión de ninguna de estas familias en el conjunto de la comunidad. Para que no haya una única manera buena de ser ciudadano belga, sino varias. Para que se pueda llegar al mismo punto desde diversos caminos. Nadie gana, para que todos en conjunto ganen.El espíritu de la pilarización está presente en el régimen de reconocimiento de las confesiones religiosas en Bélgica, en el Pacto Escolar de 1958, en el pacto c ultural de 1973, y en numerosas leyes de tratamiento de la inmigración o antidiscriminatorias como la ley del 15 de febrero de 1993 que crea el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme, o las leyes antidiscriminación del 25 de febrero de 2003 y del 10 de mayo de 2007 que constituyen otro paso más en el desarrollo de la política antidiscriminación y en pro de un acomodamiento de la diversidad creciente desde la óptica belga.
Las políticas de integración de los inmigrantes, desarrolladas por las autoridades belgas se pueden ordenar de distintas maneras: por fases históricas, por ámbitos territoriales o por ámbitos sectoriales.
Por fases históricas se puede observar como son cuatro los periodos en los que se catalogan estas políticas. La primera corresponde a toda la etapa previa a la aprobación de la ley del 15 de diciembre de 1980 sur l’accès au territoire, le séjour, l’établissement et l’éloignement des étrangers, fase durante la cual la atención se ponía en la acogida. A partir de la entrada en vigor de la citada ley, comienza la segunda fase en la que se produce un avance sustancial en materia de garantías legales, pero no será hasta el final de la década cuando se dé el paso definitivo hacia las políticas de integración propiamente dichas. Este paso se producirá a raíz de la creación del Commissariat royal à la politique des immigrés y de su sucesor el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme, verdaderas instituciones de gestión de la diversidad derivada de la inmigración. La última fase corresponde con los recientes cambios en la estructura territorial-político belga y la consiguiente asunción por los poderes regionales de competencias que antes correspondían al gobierno central desarrollando por ello a partir de este momento caminos separados.
Es justo este reparto competencial el que motiva la segunda de las clasificaciones: por ámbitos territoriales. La división de las atribuciones sobre inmigración entre los distintos entes territoriales creados y modificados con las consecutivas reformas constitucionales e institucionales, hace que las políticas de integración tomen vías diferentes entre sí. Mientras que la comunidad francófona apuesta por un universalismo o asimilacionismo laissez-faire (también llamado multiculturalismo inigualitario) como modelo de tratamiento de la diversidad cultural, por su parte Flandes opta por un multiculturalismo intervencionista (o meritocrático). Entre otros factores, la diferencia entre ambas reside no sólo en el modelo de tratamiento de la diversidad cultural escogido, sino también en el énfasis intervencionista de uno y de otro, sin duda motivado por la ubicua presencia del nation-building flamenco que impregna todas y cada una de las políticas allí desarrolladas.
En cuanto a la clasificación por ámbito sectorial se ha tomado la decisión de centrar la atención sólo en los campos de empleo y educación, por ser estos los dos pilares fundamentales en los que debe cimentarse toda integración. En cuanto al empleo, se comprueba cómo el esquema residencia-empleo-residencia es una constante en la historia belga, si bien con etapas de cierta relajación provocada por la urgente necesidad de mano de obra en momentos puntuales. En la actualidad existen tres tipos de permisos de trabajo en Bélgica dirigidos cada uno de ellos a distintos tipos de trabajadores extranjeros.
Respecto al terreno de la educación, se ha visto como se intensifica su importancia hacia finales de la década de 1970 y principios de la de 1980, cuando la inmigración de postguerra se encuentra consolidada y el surgimiento de la segunda generación comienza a despuntar. Es posible que éste sea uno de los ámbitos dónde más inspiración se puede identificar de cara a trasladar lecciones a nuestro país, y es que ideas como el tutorado, las ZEP (Zones d’Éducation Prioritaires), o sobre todo el nicho educativo, serían planteamientos a tener en cuenta para mejorar el sistema español de acomodación de la diversidad cultural en el campo educativo.
La base de este tipo de políticas a las que se ha hecho referencia, se encuentra en la manera históricamente elegida en Bélgica para hacer las cosas, para tomar los grandes acuerdos de Estado en su propia idiosincrasia nacional. Ese compromiso histórico también analizado antes, es el que reside en los cimientos de las medidas públicas que se han destacado aqui.


					Sin duda alguna, del lugar de donde más se puede aprender respecto a la experiencia belga en la gestión de la diversidad cultural derivada de la inmigración, está en instituciones como el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme (y sus antecesores y sucesores). Creado en 1993, el centre tiene como misión promover la igualdad de oportunidades y combatir toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en: la nacionalidad, la raza, el color de la piel, la ascendencia o el origen nacional o étnico, la orientación sexual, el estado civil, el nacimiento, la fortuna, la edad, la convicción religiosa o filosófica, el estado de salud actual o futuro, la discapacidad, las convicciones políticas, las características físicas o genéticas o el origen social. Ha estado desarrollando su labor durante 20 años no sólo a través de observaciones de campo y de un seguimiento de las normas relativas a esta materia, sino también a través del ofrecimiento de un servicio de información a todas las personas afectadas que deseen acudir a buscar apoyo cuando se encuentren en una situación de discriminación. Además, recoge todas las demandas y quejas que estas personas les envíen con el fin de darles una ayuda eficaz.Como proyecto de futuro está previsto que para 2014 el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme se transforme en dos instituciones de nueva creación, dividiendo sus competencias y sus funciones entre el Centre interfédéral pour l’égalité des chances y el Centre fédéral de la migration.


					El sistema belga de reconocimiento de las confesiones religiosas tiene dos características que describen su personalidad: libertad religiosa con separación Iglesia-Estado, y reconocimiento por parte del Estado de determinados cultos religiosos que implica un apoyo de carácter económico e institucional a dichas creencias reconocidas.El proceso de reconocimiento como tal, es un sistema estructurado en tres etapas. La primera de ellas consistiría en el reconocimiento del culto como tal por la ley, en la segunda se trataría de reconocer un órgano específico de esta creencia que aglutine un número suficiente de representatividad de creyentes de esa confesión y actúe como voz e interlocutor con los poderes del Estado, y en último lugar el reconocimiento por parte del Estado de los ministros de culto y otros delegados que puedan ser remunerados con los fondos públicos.
Este sistema de reconocimiento de las confesiones religiosas guarda ciertas similitudes con el sistema español. Entre ellas, las más destacables son una serie de principios muy parecidos que establecen un régimen similar en cierto modo, y un proceso de reconocimiento ordenado en distintos momentos que le hace tener también puntos en común con el método belga y que podría ser de ayuda al tratar la temática en España.
Asimismo, se dedicó un apartado al examen del Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica, órgano de representación de la fe islámica en aquel país. Las razones de hacerlo son principalmente dos: por un lado atiende a la necesidad de prestar una atención específica al culto musulmán que siempre es el más complicado de gestionar (por la polémica y suspicacia que siempre rodean al islam), y por otro lado se debe a que Bélgica es un país que nos lleva años de adelanto en el tratamiento de estas cuestiones y por ello supone un escenario con gran tradición en ellas del que se pueden extraer buenas lecciones e ilustrativas experiencias que alumbren a la hora de poner en marcha nuestras propias medidas, siendo que además ambos países comparten un modelo de tratamiento de la diversidad cultural similar. Aún así, ni la creación ni la posterior gestión del órgano representativo han resultado ideales, ni siquiera fáciles en muchos casos. Pero pese a todo ello, constituye una experiencia extranjera digna de tener en cuenta en nuestro país, ya que es presentado a menudo como un modelo a escala europea y aunque la comparación con la Comisión Islámica de España (CIE) resulte evidente, se aportan estas páginas a modo descriptivo sobre el Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica como reflejo de la realidad belga y para completar de forma correcta el retrato del islam en ese país europeo, ya que se considera que una observación detenida de esta institución y de su funcionamiento, podría en este sentido aportar ideas de gran valor que ayudasen en la gestión de esta diversidad cultural derivada de la inmigración y que tiene lugar en el propio escenario español.


					La última parte de este capítulo está consagrada a una de las iniciativas más importantes llevadas a cabo en Bélgica: el Informe Les Assises de l’Interculturalité. El Rapport fue elaborado por 21 expertos dirigidos por la profesora de la Universidad de Lovaina, Marie-Claire Foblets y por Christine Kulakowski, directora del Centro Bruselense de Acción Intercultural, siendo presentado en noviembre de 2010.En él se ocupan de bloques temáticos tales como educación, empleo, gobernanza, bienes y servicios (vivienda y salud), vida asociativa, cultura y medios de comunicación; haciendo hincapié en los aspectos más susceptibles de discriminaciones o desigualdades dentro de los mismos y aportando posteriormente diversas recomendaciones en clave intercultural. Estas recomendaciones tienen como finalidad ofrecer soluciones en un espacio dialogado y respetuoso con la diversidad cultural, pero es inevitable que algunas de ellas han creado amplia polémica, pero a juicio personal, tan solo con el surgimiento de estas polémicas ya se ha conseguido una gran labor de concienciación y de sensibilización sobre la cuestión. En cualquier caso, se trata únicamente de recomendaciones y no de normas o directrices con fuerza vinculante. Por lo tanto, se está ante una guía orientativa, un poderoso ensayo para el debate y la reflexión.
Asuntos como la propuesta de modificación y sustitución de los días festivos en el calendario laboral y escolar, los menús adaptados, o las relativas a la vestimenta y uso de símbolos religiosos o culturales en las escuelas y administraciones públicas, se encuentran entre los más espinosos. Se opta en todas ellas por iniciativas bastante similares a lo que se conoce como acomodamientos razonables. Siempre que se use con responsabilidad y proporcionalidad, esta herramienta puede resultar un excelente método de conciliación entre las partes en distintos conflictos que puedan surgir con base en la diversidad cultural. No obstante, experiencias de otros países (especialmente Canadá) han hecho que algunas voces explicadas con anterioridad, adviertan sobre los problemas que su utilización puede acarrear y también del riesgo de caer en lo que se conoce como pendiente resbaladiza. Es un tema a tratar con excelsa minuciosidad. Al fin y al cabo, llegados a este punto lo que está en juego son los valores que definen las sociedades de acogida y que sirven como cimientos donde se asientan las mismas y hasta qué punto éstos podrían alterarse cuando diferentes Weltanschauungs o cosmovisiones demandan su parcela de reconocimiento por parte de los poderes públicos.
Como probable salida a esta encrucijada se propone reflexionar sobre el enfoque que hace Delruelle al plantear desligar las demandas de acomodamiento razonable del reconocimiento identitario. El centro de gravedad en la mayoría de los casos no se debe sólo al elemento etnocultural, sino que también influye de manera decisiva el factor social-humanitario. Dicho de otra manera, la situación de necesidad en la que se encuentran los inmigrantes es multifactorial, y un enfoque sólo en clave cultural del tipo propios-ajenos o nosotros-ellos, no refleja en toda su complejidad el conflicto. Deja muchos matices importantes sin incluir. Sería necesario completar esta perspectiva con otra que incluyese una óptica social, e incluso un análisis desde un punto de vista humanitario que recogiese de una manera más completa esta realidad poliédrica para poder ofrecer así mejores propuestas e iniciativas de resolución de conflictos, siempre con el horizonte de lograr una sociedad más justa.


			

			

			
				
					70  El Congo Belga primero, incorporándose después de la Primera Guerra Mundial también a costa del extinto imperio alemán, las actuales Ruanda y Burundi.	

				

				
					71  Constitution belge, Texte coordonné du 17 février 1994.

				

				
					72 Reforma de la Constitución belga de 19 de julio de 2012.	

				

				
					73  Loi ordinaire visant à achever la structure fédérale de l’Etat du 16 juillet 1993.	

				

				
					74  Art. 1 Constitution belge: “La Belgique est un État fédéral qui se compose des communautés et des régions”.	

				

				
					75  El ejemplo más claro de la situación de inestabilidad e ingobernabilidad que esto puede llegar a causar fue cuando tras las elecciones legislativas de junio de 2010 se tardó 541 días en poder formar gobierno. Es decir, casi dos años de vacío de poder, batiendo todos los records que hasta entonces se habían dado, en los cuales el Estado carecía de un gobierno electo y se regía por un gobierno interino. 

					http://www.bbc.co.uk/mundo/ultimas_noticias/2011/12/111206_ultnot_belgica_gobierno_ar.shtml

				

				
					76   Término acuñado por el entonces primer ministro y a la sazón ministro de Minería, Achille Van Acker, para referirse al necesario aumento de los niveles de extracción y producción de carbón en las minas del sur del país que en ese momento era considerado fundamental para la recuperación económica del país.

				

				
					77  Decisión del Consejo de Ministros de Bélgica de 1 de agosto de 1974.

				

				
					78  Loi du 15 décembre 1980  sur l’accès au territoire, le séjour, l’établissement et l’éloignement des étrangers, modificada por  la  Loi du 15 septembre 2006.

				

				
					79  Art. 9 bis Loi du 15 décembre 1980  sur l’accès au territoire, le séjour, l’établissement et l’éloignement des étrangers (Inséré par Loi 2006-09-15/72, art. 4; En vigueur : 01-06-2007): 

					
							Lors de circonstances exceptionnelles et à la condition que l’étranger dispose d’un document d’identité, l’autorisation de séjour peut être demandée auprès du bourgmestre de la localité où il séjourne, qui la transmettra au ministre ou à son délégué. Quand le ministre ou son délégué accorde l’autorisation de séjour, celle-ci sera délivrée en Belgique.  La condition que l’étranger dispose d’un document d’identité n’est pas d’application :
	Au demandeur d’asile dont la demande d’asile n’a pas fait l’objet d’une décision définitive ou qui a introduit un recours en cassation administrative déclaré admissible conformément à l’article 20 des lois sur le Conseil d’Etat, coordonnées le 12 janvier 1973, et ce jusqu’au moment [1 où un arrêt de rejet du recours admis est prononcé]1;
	À l’étranger qui démontre valablement son impossibilité de se procurer en Belgique le document d’identité requis.



							Sans préjudice des autres éléments de la demande, ne peuvent pas être retenus comme circonstances exceptionnelles et sont déclarés irrecevables :	Les éléments qui ont déjà été invoqués à l’appui d’une demande d’asile au sens des articles 50, 50bis, 50ter et 51, et qui ont été rejetés par les instances d’asile, à l’exception des éléments rejetés parce qu’ils sont étrangers aux critères de la Convention de Genève tel que déterminé à l’article 48/3 et aux critères prévus à l’article 48/4 en matière de protection subsidiaire, ou parce qu’ils ne relèvent pas de la compétence de ces instances;
	  2° les éléments qui auraient dû être invoqués au cours de la procédure de traitement de la demande d’asile au sens de l’article 50, 50bis, 50ter et 51, dans la mesure où ils existaient et étaient connus de l’étranger avant la fin de la procédure;
	  3° les éléments qui ont déjà été invoqués lors d’une demande précédente d’autorisation de séjour dans le Royaume;
	  4° les éléments qui ont été invoqués dans le cadre d’une demande d’obtention d’autorisation de séjour sur la base de l’article 9ter.



					

				

				
					80  La población extranjera en Bélgica es aquella que no tiene la nacionalidad belga (criterio de la nacionalidad), como explica el Rapport annuel Migration, 2012 (Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Rapport annuel Migration, 2012, p. 26): “La population étrangère est la population qui n’a pas la nationalité belge (le critère de base est donc la nationalité”.

				

				
					81  Population totale résidant en Belgique: 11.035.908. Belges de naissance: 8.980.073. Population étrangère à la naissance: 2.055.835. Étrangers devenus Belges: 886.771 Population de nationalité étrangère: 1.169.064

					Fuente: Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Rapport annuel Migration, 2012, p. 27.

				

				
					82  Todos los datos obtenidos a partir de los datos y gráficos del Rapport annuel Migration, Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. 2012. p. 28.

				

				
					83  El 54.3% perteneciente a la Europa de los 15, y un 13.1% a los 12 nuevos países miembros. Esto de acuerdo con el “Rapport statistique et démographique 2013:  Migrations et populations issues de l’immigration en Belgique”. Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. (2013, p. 93).  

				

				
					84  Como se indica el Rapport annuel Migration 2012(Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Rapport annuel Migration, 2012, p. 29): “Les étrangers devenus belges sont principalement issus des pays tiers”.

				

				
					85  Loi du 29 mai 1959 modifiant certaines dispositions de la législation de l’enseignement.

				

				
					86  Loi du 16 juillet 1973 garantissant la protection des tendances idéologiques et philosophiques.

				

				
					87  Art. 23 Constitución belga:  

					Chacun a le droit de mener une vie conforme à la dignité humaine.

					 A cette fin, la loi, le décret ou la règle visée à l’article 134 garantissent, en tenant compte des obligations correspondantes, les droits économiques, sociaux et culturels, et déterminent les conditions de leur exercice. 

					Ces droits comprennent notamment : 

					
							Le droit au travail et au libre choix d’une activité professionnelle dans le cadre d’une politique générale de l’emploi, visant entre autres à assurer un niveau d’emploi aussi stable et élevé que possible, le droit à des conditions de travail et à une rémunération équitables, ainsi que le droit d’information, de consultation et de négociation collective; 

							le droit à la sécurité sociale, à la protection de la santé et à l’aide sociale, médicale et juridique; 

							le droit à un logement décent;

							le droit à la protection d’un environnement sain; 

							le droit à l’épanouissement culturel et social.

					

				

				
					88  Loi du 30 juillet 1981 tendant à réprimer certains actes inspirés par le racisme ou la xénophobie.

				

				
					89  Loi du 15 février 1993 créant un Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme.

				

				
					90  Loi du 25 février 2003 tendant à lutter contre la discrimination et modifiant la loi du 15 février créant un centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme.

				

				
					91  Loi du 10 mai 2007 tendant à lutter contre certaines formes de discrimination.

				

				
					92  Organismo formado por 26 miembros, 13 elegidos por el Parlamento de la Comunidad francesa, y otros 13 elegidos por el Parlamento de la Comunidad flamenca.

				

				
					93  Loi du 25 février 2003 tendant à lutter contre la discrimination et modifiant la loi du 15 février 1993 créant un Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme.

				

				
					94  Loi du 10 mai 2007 tendant à lutter contre certaines formes de discrimination

				

				
					95  Code de la nationalité belge. 28 junio 1984.

				

				
					96  Véase Introducción en esta misma obra.

				

				
					97   Loi spéciale de reforme institutionnelle du 8 aout 1980.

				

				
					98	Loi spéciale du 12 janvier 1989 relative aux institutions bruxelloises. 

					Es en las elecciones del 18 de junio de 1989 cuando por vez primera los habitantes de la nueva Región Bruselas-Capital pueden elegir por vía directa a sus representantes legales.

				

				
					99  Décret du Parlement wallon relatif à l’intégration des étrangers et des personnes d’origine étrangères du 4 juillet 1996.

				

				
					100  “Insertion sociale”, “Intégration et cohabitation”.

				

				
					101  Arrêté de l’exécutif flamand du 13 juillet 1984 concernant la reconnaissance et le subventionnement des services d’accompagnement relatifs à l’intégration des immigrés.

				

				
					102  Décret du Parlement Flamand du 28 février 2003 relatif à la politique flamande d’intégration civique ou “inburgering” .

				

				
					103  Décrets du 14 juillet 2006 et du 1 janvier 2007 de modification du Décret du 28 février 2003 relatif à la politique flamande d’intégration civique ou “inburgering”.

				

				
					104  Para una aproximación rápida al acceso a la nacionalidad es imprescindible consultar el utilísimo documento publicado por el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme titulado “Devenir Belge”, el cual explica de manera esquemática (aunque no por ello menos pormenorizada) tanto las distintas posibilidades de obtención de la nacionalidad como los procedimientos a seguir. Devenir Belge. Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Marzo 2013.	

				

				
					105  Rapport statistique et démographique 2013: Migrations et populations issues de l’immigration en Belgique . Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. 2013, p. 91.

					A estos residentes legales, habría que sumarles los ilegales, pero aventurar una estimación de los mismos sería bastante complicado, puesto que los únicos datos concretos con los que se pueden contar es el número de demandas de asilo (4585 en 2012), pero no resulta concluyente en absoluto.

				

				
					106  Arrêté Royal nº285 du 31 mars 1936.

				

				
					107  Arrêté Royal du 13 avril 1995.

				

				
					108  Ordonnances du 11 juillet 2001 (relativas a las instituciones de rango regional); Ordonnances du 13 mars 2004 (relativas a las instituciones de nivel municipal).

				

				
					109  Loi du 30 avril 1999 relative à l’occupation des travailleurs étrangers

				

				
					110  Arrêté royal du 9 juin 1999 portant exécution de la loi du 30 avril 1999 relative à l’occupation des travailleurs étrangers.

				

				
					111  Art.2  Arrêté royal du 9 juin 1999 portant exécution de la loi du 30 avril 1999 relative à l’occupation des travailleurs étrangers.

				

				
					112  Arts. 3 y 4

				

				
					113  Arts. 17 y 18.

				

				
					114  Arts. 31-35.

				

				
					115  Art. 16.

				

				
					116  Directiva 77/496/CEE de 25 de julio de 1977 relativa a la escolarización de los hijos de trabajadores inmigrantes.

				

				
					117  Circulaire ministérielle du 12 avril 1989 relative aux expériences pilotes des zones d’éducation prioritaires.

				

				
					118  Décret du Conseil de la Communauté française du 29 juillet 1992, y Décret du Conseil de la Communauté française du 14 mars 1995.

				

				
					119  Décret du Conseil de la Communauté française du 29 juillet 1992, y Décret du Conseil de la Communauté française du 14 mars 1995.

				

				
					120  Florence, E. (2007, p.216:26): 26 centros ofrecían lengua y cultura italianas; 15 centros lengua y cultura marroquíes; 11 centros lengua y cultura turcas; 7 centros lengua y cultura portuguesa; 3 centros lengua y cultura griegas.

				

				
					121  Décret du 17 juillet 2001 visant à l’insertion des élèves primo-arrivants dans l’enseignement organisé ou subventionné par la Communauté française.

				

				
					122  Si se desea más información al respecto de este asunto, recomiendo la consulta del artículo de Delgrange (2011, pp.503-568).

				

				
					123  Véase Introducción.

				

				
					124  Loi du 15 de décembre 1980  sur l’accès au territoire, le séjour, l’établissement et l’éloignement des étrangers.

				

				
					125  Loi du 30 juillet 1981 tendant à réprimer certains actes inspirés par le racisme ou la xénophobie.	

				

				
					126  Loi du 25 février 2003 tendant à lutter contre la discrimination et modifiant la loi du 15 février créant un centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme.	

				

				
					127  Loi du 10 mai 2007 tendant à lutter contre certaines formes de discrimination.	

				

				
					128  Directiva 2000/43/CE el 29 de junio de 2000.	

				

				
					129  Directiva 2000/78/CE de 27 de noviembre de 2000.	

				

				
					130  La cuestión es que el legislador pretendía evitar la utilización de un criterio abierto de discriminación, y para huir de esta ambigüedad optó por una lista de criterios cerrados.  Este artículo 2 de la citada ley antidiscriminación del 25 de febrero de 2003 fue impugnado por el partido Vlaams Blok (antecesor del ultraderechista y nacionalista flamenco Vlaams Belang) ante la Cour d’Arbitrage. En definitiva, el legislador lo que buscaba con esto era impedir que aquellos que defienden las discriminaciones que la ley pretendía combatir encuentren refugio en la misma gracias a una formulación ambigua e hicieran un uso abusivo. Por ello se optó por la lista cerrada. Finalmente, la Cour d’Arbitrage decide en su arrêt nº 157/2004 du 6 octobre 2004 la modificación de este artículo 2 y la eliminación de la lista cerrada de motivos y su sustitución por otra que no implica una enumeración de motivos como hacía la anterior, y que es la que podemos encontrar ahora en la redacción actual de dicha norma. Para conocer más acerca de este asunto es recomendable acudir a: 

					Horevoets  en Stinjs & Wery, 2006, pp.17-42. 

				

				
					131  Art. 3 Loi 25 février 2003: “L’absence d’aménagement raisonnables pour la personne handicapée constitue une discrimination au sens de la présente loi. Est considéré comme aménagement raisonnable l’aménagement qui ne représente pas une charge disproportionnée, ou dont la charge est compensée de façon suffisante par des mesures existantes”.	

				

				
					132  Arrêté royal du 7 décembre 1979 portant création d’un Conseil consultatif des Immigrés auprès de la Communauté française.	

				

				
					133  Art. 2 Arrêté royal du 7 décembre 1979 portant création d’un Conseil consultatif des Immigrés auprès de la Communauté française: “Le Conseil consultatif des Immigrés auprès de la Communauté française a pour mission d’étudier et d’émettre des avis soit d’initiative, soit à la demande du Ministre ou du Secrétaire d’Etat qui a l’accueil des immigrés dans ses attributions, sur les problèmes sociaux, culturels, juridiques, économiques et administratifs, posés par l’accueil des immigrés et de leur famille“.	

				

				
					134  « Les 20 ans du Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme » en 20 ans d’action, 20 regards. Réflexions sur les premières missions du Centre. 1993-2013. Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme . 2013. p. 67.	

				

				
					135  Loi du 15 du février 1993 créant un Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme.	

				

				
					136  “Le Centre a pour mission de promouvoir l’égalité des chances et de combattre toute forme de distinction, d’exclusion, de restriction ou de préférence fondée sur:

					1° la nationalité, la prétendue race, la couleur de peau, l’ascendance ou l’origine nationale ou ethnique;

					2° l’orientation sexuelle, l’état civil, la naissance, la fortune, l’âge, la conviction religieuse ou philosophique, l’état de santé actuel ou futur, le handicap, la conviction politique, la caractéristique physique ou génétique ou l’origine sociale.

					Le Centre exerce sa mission dans un esprit de dialogue et de collaboration avec les associations, instituts, organes et services qui, en tout ou en partie, accomplissent la même mission ou sont directement concernés par l’accomplissement de cette mission.

					Le Centre a également pour mission de veiller au respect des droits fondamentaux des étrangers, d’éclairer les pouvoirs publics sur la nature et l’ampleur des flux migratoires et de développer la concertation et le dialogue avec tous les acteurs publics et privés concernés par les politiques d’accueil et d’intégration des immigrés.

					Le Centre est en outre chargé de stimuler la lutte contre la traite et le trafic des êtres humains”.

				

				
					137  Art. 3.5 Loi du 15 du février 1993 créant un Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme: 

					- la loi du 30 juillet 1981 tendant à réprimer certains actes inspirés par le racisme ou la xénophobie;

					- la loi du 23 mars 1995 tendant à réprimer la négation, la minimisation, la justification ou l’approbation du génocide commis par le régime national-socialiste allemand pendant la Seconde Guerre mondiale;

					- la loi du 13 avril 1995 contenant des dispositions en vue de la répression de la traite et du trafic des êtres humains;

					- le chapitre V bis de la loi du 4 août 1996 relative au bien-être des travailleurs lors de l’exécution de leur travail;

					- la loi du 10 mai 2007 tendant à lutter contre certaines formes de discrimination.

				

				
					138  A partir de este apartado, y en todo lo concerniente al Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme (mientras no se indique lo contrario) agradezco la información aportada por los responsables del citado organismo con los que he tenido la oportunidad y el placer de entrevistarme, en especial a Michel Vanderkam, y sin la cual no hubiera podido realizar este apartado con la mismafacilidad debido a la colaboración ofrecida y a los datos obtenidos que constituyen el grueso del mismo.

				

				
					139  Actualmente el Comissaire du gouvernement es Philippe Bouchat.

				

				
					140  Organigrama del Centre disponible en Le Centre en 2012. Priorité au débat et au dialogue. Rapport annuel d’activités et de gestion. Publications du Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Bruxelles. 2013, pp. 10-11.	

				

				
					141  “Les 20 ans du Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme” en 20 ans d’action, 20 regards. Réflexions sur les premières missions du Centre. 1993-2013. Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. 2013. p. 67: “Solo en 2012, el Centre ha dado respuesta a más de 5000 peticiones ciudadanas, ha organizado más de 2000 horas de formación, ha dirigido 45 recomendaciones a las autoridades y poderes públicos, ha publicado una quincena de informes y estudios, y ha participado en decenas de encuentros y trabajos de campo.”

				

				
					142  Como comprobamos en Discrimination. Diversité. Rapport annuel 2012. Publications du Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Bruxelles. 2013. p. 69-75: Sólo en 2012 el Centre ha abierto 1315 dossiers nuevos sobre discriminación. De ellos, 542 (que constituyen un 37,5% del total) corresponden a casos de discriminación fundados en criterios de racismo, y 265 (un 18,4%) a casos fundados en motivos relativos a la convicción religiosa. De estos últimos, 222 casos (más del 80% respectivo) son contra musulmanes, tomados tanto individual como colectivo, lo que el propio Centre califica de “inquietante”.

				

				
					143  Discrimination. Diversité. Rapport annuel 2012, p. 146: “Dans la pratique, le Centre opte exceptionnellement pour la voie judiciaire. Ces 10 dernières années, il s’est agi au total de 153 affaires distinctes, soit même pas 2% des dossiers traités. La préférence va à un dialogue constructif et si possible à une ‘solution négociée’. Si le Centre intente malgré tout lui-même une action en justice –le cas échéant aux côtés de la victime- ce choix aura alors généralement été inspiré para la gravité particulière des faits (surtout pour les crimes de haine), la valeur de précédent juridique ou l’occasion, vie la voie judiciaire, d’avoir un impact supérieur sur la société”.

				

				
					144  En Bélgica los niños con origen inmigrante constituyen el 20% de los menores en edad escolar.

				

				
					145  www.diversiteit.be/signes/

				

				
					146146  La discrimination au logement: comment l’éviter. Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Brochures propriétaires. 2008. 

					La discrimination au logement: comment réagir. Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Brochures propriétaires. 2007.

				

				
					147  Se puede encontrar y descargar el formulario tipo directamente de la web del Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme.

				

				
					148  Art. 6 Loi du 15 février 1993 créant un Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme: “Le Centre soumet annuellement un rapport sur sa mission au Premier Ministre. Celui-ci transmet une copie de ce rapport à la Chambre des représentants et au Sénat et en assure la publication. Le Centre établit le rapport bisannuel que, conformément aux dispositions de l’article 9 de la Convention internationale sur l’élimination de toutes formes de discrimination raciale, faite à New York le 7 mars 1966, la Belgique doit présenter au Comité des Nations-Unies pour l’élimination de la discrimination raciale sur les mesures d’ordre législatif, judiciaire, administratif ou autres qu’elle a arrêtées. en exécution des dispositions de cette Convention”. 

				

				
					149  Le Centre en 2012. Priorité au débat et au dialogue. Rapport annuel d’activités et de gestion. Publications du Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme. Bruxelles. 2013, p. 11.	

				

				
					150  Accord de Coopération du 23 juillet 2012 entre l’autorité fédérale, les Régions et les Communautés visant à créer un Centre interfédéral pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme et les discriminations sous la forme d’une institution commune, au sens de l’article 92bis de la loi spéciale de réformes institutionnelles du 8 août 1980.	

				

				
					151  Loi du 17 aout 2013 adaptant la loi du 15 février 1993 créant un Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme en vue de le transformer en un Centre fédéral pour l’analyse des flux migratoires, la protection des droits fondamentaux des étrangers et la lutte contre la traite des êtres humains.	

				

				
					152  Todavía de carácter federal y que también está en trámites de ser transformado en un organismo interfederal.	

				

				
					153  Conferencia de Prensa del Primer Ministro Belga Elio di Rupo tras el citado Consejo de Ministros. También disponible en “Utilisation des réserves disponibles pour le Fonds d’impulsion à la politique des Immigrés”. 24-Octobre-2013.  www.presscenter.com	

				

				
					154  http://www.coe.int/t/dghl/monitoring/ecri/default_en.asp	

				

				
					155  Desde el 1 de enero de 2013 hasta el 31 de diciembre de 2017. http://www.coe.int/t/dghl/monitoring/ecri/about/members_en.asp	

				

				
					156  ECRI Report on Belgium (fifth monitoring cycle). Adopted on 4 december 2013. Published on 25 february 2014	

				

				
					157  Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle, february 2014.	

				

				
					158  Recomendación nº 2. Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle, february 2014. p. 11	

				

				
					159  Protocolo número 12 al Convenio Para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. Roma, 4 de noviembre de 2000. 

					(Aprobada y ratificada por España. Publicado en el BOE de 14 de marzo de 2008)

				

				
					160  Recomendación nº 9. Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle, february 2014, p. 12.	

				

				
					161  Recomendación nº 15,17 y 25. Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle, february 2014, p. 13 y 15. 	

				

				
					162  Recomendación nº 38. Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle, february 2014, p. 17.

				

				
					163  Recomendación nº 63-65. Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle, february 2014, p.21.	

				

				
					164  Rapport de l’ECRI sur Belgique, cinquième cycle: Recommandations faisant l’objet d’un suivi intermédiaire. february 2014, p. 41.	

				

				
					165  Loi du 4 mars 1870 sur le temporel des cultes.	

				

				
					166  Loi du 19 juillet 1974 portant reconnaissance des administrations charges de la gestion du temporal du culte islamique, que modifica la Ley del 4 de marzo de 1870 incluyendo un nuevo artículo (19 bis) que incorpora al culto islámico.	

				

				
					167  Loi du 17 avril 1985 portant reconnaissance des administrations charges de la gestion du temporal du culte orthodoxe, que hace lo propio respecto al culto ortodoxo.	

				

				
					168  Art. 19 Constitution belge: “La liberté des cultes, celle de leur exercice public, ainsi que la liberté de manifester ses opinions en toute matière, sont garanties, sauf la répression des délits commis à l’occasion de l’usage de ces libertés”. 

					Art. 20: “Nul ne peut être contraint de concourir d’une manière quelconque aux actes et aux cérémonies d’un culte, ni d’en observer les jours de repos”. 

				

				
					169  Art. 21: “L’État n’a le droit d’intervenir ni dans la nomination ni dans l’installation des ministres d’un culte quelconque, ni de défendre à ceux-ci de correspondre avec leurs supérieurs, et de publier leurs actes, sauf, en ce dernier cas, la responsabilité ordinaire en matière de presse et de publication. Le mariage civil devra toujours précéder la bénédiction nuptiale, sauf les exceptions à établir par la loi, s’il y a lieu”.	

				

				
					170  Art.181: 

					“1. Les traitements et pensions des ministres des cultes sont à la charge de l’État; les sommes nécessaires pour y faire face sont annuellement portées au budget. 

					 2. Les traitements et pensions des délégués des organisations reconnues par la loi qui offrent une assistance morale selon une conception philosophique non confessionnelle sont à la charge de l’État; les sommes nécessaires pour y faire face sont annuellement portées au budget”. 

				

				
					171  Art.24: 

					
							“L’enseignement est libre; toute mesure préventive est interdite; la répression des délits n’est réglée que par la loi ou le décret. La communauté assure le libre choix des parents. La communauté organise un enseignement qui est neutre. La neutralité implique notamment le respect des conceptions philosophiques, idéologiques ou religieuses des parents et des élèves. Les écoles organisées par les pouvoirs publics offrent, jusqu’à la fin de l’obligation scolaire, le choix entre l’enseignement d’une des religions reconnues et celui de la morale non confessionnelle. 

							Si une communauté, en tant que pouvoir organisateur, veut déléguer des compétences à un ou plusieurs organes autonomes, elle ne le pourra que par décret adopté à la majorité des deux tiers des suffrages exprimés. 

							Chacun a droit à l’enseignement dans le respect des libertés et droits fondamentaux. L’accès à l’enseignement est gratuit jusqu’à la fin de l’obligation scolaire. Tous les élèves soumis à l’obligation scolaire ont droit, à charge de la communauté, à une éducation morale ou religieuse. 

							Tous les élèves ou étudiants, parents, membres du personnel et établissements d’enseignement sont égaux devant la loi ou le décret. La loi et le décret prennent en compte les différences objectives, notamment les caractéristiques propres à chaque pouvoir organisateur, qui justifient un traitement approprié. 

							L’organisation, la reconnaissance ou le subventionnement de l’enseignement par la communauté sont réglés par la loi ou le décret”. 

					

				

				
					172  No obstante, existe un “Groupe de travail chargé de la réforme de la législation sur les cultes et sur les organisations philosophiques non confessionnelles” que está trabajando en la reforma de la legislación sobre este tema, y es posible que en un futuro si que se produzcan cambios al respecto que incluyan la concreción de los criterios.
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					178  Project de Arrêté Royal créant le Conseil Supérieur des musulmans de Belgique et portant organisation des comités chargés de la gestion du temporel des communautés islamiques, en julio de 1985.	

				

				
					179  Según datos proporcionados por el Ejecutivo de los Musulmanes de Bélgica. Todas las fechas a partir de este momento, y si no se dice lo contrario, están extraídas de la citada fuente de información. Para más información visitar: http://www.embnet.be	

				

				
					180  Arrêté Royal du 3 juillet 1996

					Arrête Royale du 24 juin 1998 modifiant l’Arrêté Royal du 3 juillet 1996 relatif à l’Exécutif des musulmans de Belgique.
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					181  El primero presidente fue un belga converso (1996-1999), el segundo (1999-2003) y el tercero (2003-2005) de origen marroquí, y el cuarto (2005-2008) también de origen turco (como el actual) estuvo involucrado en una demanda por malversación de fondos.

				

				
					182  La “Grande Mosquée du Cinquentenaire” que también alberga el “Centre Islamique et Culturel de Belgique” cuenta con una historia propia que la hace única. Enclavada en pleno Parc du Cinquentenaire, en el corazón del barrio europeo de Bruselas, este edificio fue originalmente construido como un pabellón de la Exposición Nacional de Bruselas de 1880 con apariencia de edificio árabe para albergar en su interior contenidos de la misma cultura. Pero tras la exposición y con el paso de los años, el edificio cayó en cierto olvido y abandono hasta que en el año 1967 el rey Faysal de Arabia Saudí visita Bélgica y su homologo belga, Balduino, le obsequia con la entrega del antiguo pabellón (conocido entonces como “pabellón oriental” con el fin de que sea convertido en un centro de referencia para la comunidad musulmana que habitaba en Bélgica procedente de la inmigración. El monarca saudí no sólo acepta el regalo, sino que además se compromete a sufragar la remodelación y adaptación del edificio para convertirlo en la gran mezquita de referencia de Bélgica y también en un centro islámico cultural representativo de los fieles de esta creencia en el país. Así pues, en 1978 se inaugura la flamante Gran Mezquita con una apariencia similar a cualquier mezquita del mundo árabe incluyendo un minarete y una cúpula tan característicos de este tipo de edificaciones.

					Fuente: http://www.centreislamique.be	

				

				
					183   Abdellah Boussouf, secretario general del Consejo de la Comunidad Marroquí en el Extranjero (CCME) por nombramiento del rey de Marreucos desde su creación en 2007 y amplio conocedor de las realidades francesa y belga concedía una entrevista al diario El País en la que con motivo de los atentados terroristas de París de noviembre de 2015 y exponía la siguiente reflexión: “Sobran muchas mezquitas: en el barrio de Molenbeek de Bruselas, hay decenas y bastaría con dos”— y reclama un urgente cierre de centros de culto irregulares —“proliferan en garajes, casas y cuevas”. Continuaba así: “Hemos detectado que existe un gran desbarajuste en la organización del componente musulmán a través de las mezquitas. (…) en el barrio de Molenbeek, en Bruselas (…) hay casi una mezquita por cada medio centenar de personas, cuando es un vecindario en el que no harían falta más de dos, el resto sobran. Un centro de culto requiere imanes capacitados, cultos, que han absorbido su cultura y la del país de acogida, del que deberían conocer la lengua, cosa que no ocurre en las muchas ocasiones. En Bruselas solo hay una mezquita oficial, construida por Arabia Saudí en un terreno cedido por el Estado belga.”

					La entrevista completa puede ser consultada aquí: http://politica.elpais.com/politica/2015/11/18/actualidad/1447849662_942118.htm	
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			CapÍtulo 4. reconocimiento y protección de la diversidad cultural en el ámbito jurídico del convenio europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, y técnicas de armonización intercultural en la labor del tribunal europeo de derechos humanos. 

			Para este capítulo hemos reservado un estudio sobre el reconocimiento de la diversidad cultural en el ámbito jurídico europeo y la protección que en el mismo se le otorga. El campo europeo supone una realidad compleja y desafiante para la gestión intercultural de la diversidad cultural, para hacer frente a ello se ha centrado la atención en analizar el tratamiento que de la cuestión ha sido llevado a cabo en el ámbito del CEDH, sobre todo en la labor de concreción e interpretación posterior que el TEDH ha realizado. Así pues, no se limitará este análisis a comentar el reconocimiento de la diversidad cultural recogido en los derechos incluidos en el CEDH, sino que además se dirige la atención a las técnicas jurídicas de protección de la diversidad cultural desarrolladas por el TEDH, en especial el concepto de discriminación indirecta, consagrando apartados completos al examen de la jurisprudencia elaborada por este tribunal en su tarea de protección de la diversidad cultural.

			Reconocimiento de la diversidad cultural en los derechos recogidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. 

			El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (CEDH) adoptado en 1950 en el seno del Consejo de Europa,193 contiene una colección de derechos a semejanza de la Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU de 1948 (DUDH 1948) con el fin de garantizar y proteger los derechos y libertades de los ciudadanos de los Estados miembros de la referida institución internacional. Los derechos en él contenidos se recogen en varios artículos, además de algunos protocolos adicionales.

			Los derechos humanos y libertades fundamentales incluidos en el Ccnvenio también protegen la diversidad cultural. Se pueden encontrar artículos que protegen directamente las libertades de religión y conciencia, y deducir de otras protecciones a la diversidad lingüística y a las prácticas y manifestaciones culturales minoritarias. A continuación, se expondrá de qué modo se reconoce la diversidad cultural en el CEDH.

			El artículo 9° del CEDH consagra la libertad de pensamiento, de conciencia, y de religión:

			1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en público o en privado, por medio del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos.

			2. La libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de más restricciones que las que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los derechos o las libertades de los demás.

			Se observa cómo este artículo 9° protege de manera explícita la libertad religiosa y por tanto la diversidad religiosa que en muchos casos conlleva asimismo a la diversidad cultural. Esta inclusión expresa de la “libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en público o en privado, por medio del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos” significa una diferencia importante respecto a los otros aspectos en los que cristaliza la pluralidad cultural como se verá enseguida.

			Además, el artículo 2° del Protocolo Adicional extiende esta protección y garantía de la diversidad religiosa al ámbito de la educación al establecer que “El Estado, en el ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y de la enseñanza, respetará el derecho de los padres a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y filosóficas”.194

			La protección a la pluralidad lingüística sólo se encuentra recogida de manera específica en algunas alusiones de diferentes artículos como los referidos a las detenciones o privaciones de libertad, o al derecho a un proceso equitativo. Así el artículo 5.2 de CEDH establece que “Toda persona detenida debe ser informada, en el plazo más breve posible y en una lengua que comprenda, de los motivos de su detención y de cualquier acusación formulada contra ella”195 y el artículo 6.3 del CEDH expone en sus secciones a) y e) que “todo acusado tiene, como mínimo, los siguientes derechos: a ser informado, en el más breve plazo, en una lengua que comprenda y de manera detallada, de la naturaleza y de la causa de la acusación formulada contra él y a ser asistido gratuitamente de un intérprete si no comprende o no habla la lengua empleada en la audiencia”.196

			Sin embargo, resulta extraño que la libertad de expresión recogida en el artículo 10 del CEDH no hace ninguna referencia explícita al derecho a hacerlo en una lengua distinta de la oficial, perdiendo así una oportunidad preciosa para consagrar en el convenio una defensa de las lenguas distintas a la mayoritaria y un reconocimiento a la pluralidad lingüística que implicaría un guiño también a la diversidad cultural. Por todo ello, esto tendrá reflejo en la actuación del TEDH respecto a las decisiones judiciales tomadas en este sentido que en lo posterior comprobaremos.

			Por otra parte, y siguiendo la deducción que indica Brems (en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, p.671), a partir del derecho a la vida privada y familiar garantizado por el artículo 8° del CEDH, se puede deducir una protección a las prácticas culturales minoritarias. Como expresa la citada autora, los miembros de las minorías culturales a través de distintos fallos del TEDH han tenido éxito en sus demandas de introducir bajo este artículo 8° un derecho a la protección de los estilos de vida minoritarios (Brems, en Foblets, Gaudreault-DesBiens & Dundes, 2010, pp.671-672).

			En la misma línea de interpretación extensiva realizada por el TEDH para amparar el derecho a fomentar las diferentes culturas, se puede incluir el artículo 11 del CEDH que protege la libertad de reunión y de asociación,197 el cual ha sido utilizado como paraguas para albergar la defensa de un derecho de las minorías a formar asociaciones que promuevan su cultura (Elósegui, 2013, p.234), tal y como veremos más adelante cuando se examine la jurisprudencia de varios casos desarrollada por el TEDH en los últimos años.

			En último lugar, el artículo 14 del CEDH garantiza la no discriminación por motivos de sexo, raza, lengua, religión, origen etcétera en los siguientes términos: “El goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación”. Esta expresión final (cualquier otra situación) constituye una cláusula de cierre abierta, de manera que hace que la enumeración que se acaba de reproducir no sea exhaustiva y por tanto se entienda esta protección de los derechos recogidos en el CEDH de una manera amplia en la cual cabe una protección a la diversidad cultural y contra la discriminación por motivos basados en hechos culturales.

			Además, el Protocolo Adicional número 12198 añade al CEDH una “prohibición general de la discriminación” expresándolo de la siguiente manera:

			1. El goce de los derechos reconocidos por la ley ha de ser asegurado sin discriminación alguna, especialmente por razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas o de otro carácter, origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o cualquier otra situación.

			2. Nadie podrá ser objeto de discriminación por parte de una autoridad pública, especialmente por los motivos mencionados en el párrafo 1.

			Este protocolo supone una ampliación importante en el campo de la no discriminación por motivos que es fácil incluir en lo que conocemos como diversidad cultural. Sólo consta de un artículo que vendría a completar a modo de anexo lo ya establecido en el artículo 14 del propio CEDH. No obstante, el protocolo que fue aprobado en el 2000, entró en vigor en 2005 (cuando fue ratificado por los diez Estados miembros que exigía el artículo 7.1 del mismo) y su ratificación es opcional por parte de los Estados miembros (y hasta ahora ha sido más bien escasa), lo que hace que su fuerza y su alcance se vean limitados de forma considerable.

			Hasta aquí se ha examinado el contenido del CEDH relacionado con el reconocimiento de la diversidad cultural (entendiéndola de una manera amplia e implícita). Si bien se observa que no existe como tal un reconocimiento explícito de un, podemos llamar, derecho a la identidad cultural, a continuación, vamos a ver de qué manera el TEDH si que ha desarrollado a través de su jurisprudencia una protección de la diversidad cultural utilizando como base jurídica los artículos del CEDH que venimos de analizar.

			Técnicas jurídicas de protección de la diversidad cultural desarrolladas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos: el concepto de discriminación indirecta. 

			El concepto de discriminación indirecta del cual ya se ha hablado, ha sido el método ingeniado para referirse a discriminaciones que se dan cuando normas en principio justas y neutras provocan efectos no deseados que ocasionan un resultado de desigualdad. Como indica Ast, desde al menos la época de la sociedad de naciones (en los años veinte del siglo XX) esta noción ya estaba presente en el derecho internacional, desarrollándose en lo posterior hasta ser hoy en día un concepto altamente difundido (Ast, 2010, pp.89-117).

			Elósegui (2013, p.204) opina que ha sido por el desarrollo y utilización de este concepto a través del cual el TEDH ha configurado un sistema de protección de la diversidad cultural al modo en que lo hacía la Cour Suprême canadiense con los acomodamientos razonables. Es decir, ¿constituye este método de protección de la diversidad cultural desarrollado por el TEDH un acomodamiento razonable a la europea? Nuestra respuesta, de acuerdo a la línea expresada por Elósegui (y la cual se seguirá), es afirmativa. Comprendamos ahora por qué.

			En origen, el TEDH se limitaba a casos en los cuales la discriminación era directa, pero en tiempos recientes ha empezado a mostrar una mayor sensibilidad por los problemas causados por la discriminación indirecta (Jackson, 2010, pp.117-134). Siguiendo el esquema utilizado por Ast (2010, pp.91-105), el TEDH se ha servido del mecanismo de prohibición de discriminaciones indirectas para varios fines:

			
					Prohibición de la discriminación indirecta como una herramienta de protección de la diversidad. El concepto de discriminación indirecta es inseparable del de igualdad real, efectiva o sustancial. Igualdad ésta, que cómo ya se trató en el primer apartado del capítulo 2 en la segunda parte, va más allá de la mera igualdad formal. En cierto modo la discriminación indirecta es inconsciente, automática, aparece sin ser tenida en cuenta, ni siquiera sospechada. Se ejerce sobre aspectos que en un principio no se perciben (porque si así fuese la discriminación sería directa), y en el caso que aqui ocupa se ejerce siempre sobre personas que poseen alguna característica distinta de las mayoritarias, bien sea un rasgo cultural, bien una minusvalía física o un hándicap de otro tipo. Por tanto, la discriminación indirecta recaerá siempre sobre miembros de una minoría (en cuanto a que poseen un rasgo que los distingue de la masa mayoritaria, no tiene porque ser en cuanto a miembros reconocidos de un colectivo identificado como tal) cuya presencia lo que pone de manifiesto es la existencia de una rica diversidad. Así por ello, la prohibición de la discriminación indirecta supone un instrumento de protección de la diversidad.Llegados a este punto, Ast (2010, p.94) describe al acomodamiento razonable como corolario de la discriminación indirecta, e identifica la obligación de tratamiento diferenciado que se deriva de toda prohibición de discriminación indirecta con el concepto canadiense de acomodamiento razonable (aunque en ningún caso el TEDH haya utilizado este término). Sin embargo, Elósegui matiza:
Las figuras no son exactamente idénticas. En el Convenio Europeo de Derechos Humanos se tiene derecho a que cesen ciertas discriminaciones indirectas incluso más allá de lo razonable, es decir, aunque los costes sean desproporcionados y supongan una carga excesiva. Por ejemplo, en lo referente a los derechos procesales, el derecho a un juicio equitativo, a disponer de intérprete, a asistencia letrada gratuita, etc. (2013, p.206).


					Prohibición de la discriminación indirecta como una herramienta de detección de casos de exclusión camuflados o encubiertos. Esto coherente con su carácter de indirecta, la discriminación así denominada afectará a casos en principio desapercibidos, neutros y justos en teoría, pero que al materializarse provocará una vulneración de la igualdad real. De este modo, estos casos a los cuales afecta la discriminación indirecta son casos ocultos, encubiertos, difíciles de detectar en un primer acercamiento. La jurisprudencia europea ha utilizado dos métodos distintos para descubrir estos casos de exclusión camuflados: el impacto desproporcionado (preferido por el TEDH), y el tratamiento desfavorable (más utilizado por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, así como por la Cour Suprême du Canadá) (Ast, 2010, pp.97-98).

					Prohibición de la discriminación indirecta como una herramienta de transformación social. Cuando finalmente se produce la erradicación de la discriminación indirecta, el efecto principal que acontece es el de la eliminación de un factor de desigualdad y en consiguiente tiene lugar la consecución de un objetivo más ambicioso aún: cierta transformación de la sociedad. Removiendo el obstáculo que provocaba la discriminación ésta ya no se volverá a producir, por lo tanto, implementando este tipo de medidas se contribuye a la construcción de una sociedad más justa que no sólo tiene en cuenta las potenciales discriminaciones y las ataja, sino que también, en un giro mucho más perfeccionista, corrige aquellas discriminaciones que ni siquiera eran en potencia previsibles. Esto se puede llevar a cabo de diferentes maneras: mediante la anulación o supresión de la regla discriminatoria para la minoría vulnerable, o a través de la implementación de una regla adaptada a propósito al grupo discriminado con la intención de sortear esta discriminación (Ast, 2010, pp.97-98).

			

			De este modo somos testigos de cómo el TEDH se sirve del concepto de discriminación indirecta para poder llevar a cabo acciones y efectos similares a las que se aplican a través de los acomodamientos razonables por parte de la jurisprudencia canadiense. Sin embargo, en ningún momento el TEDH hace uso de esta controvertida noción de forma explícita, pese a que en los últimos tiempos haya elaborado una producción jurisprudencial muy cercana a la misma, llegándose a citar en algunos casos. Pasamos, pues, a ver de cerca algunos de estos casos en los cuales el TEDH da respuestas sorprendentes y en suma útiles para el objetivo que se persigue de lograr una gestión de la diversidad cultural justa y sensible con el más vulnerable.

			Jurisprudencia desarrollada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su labor de protección de la pluralidad cultural. 

			Jurisprudencia con base en una violación del artículo 9° CEDH (protección de la diversidad religiosa) 

			Es en relación a este artículo 9° del CEDH dónde se encuentra mayor producción jurisprudencial al respecto. Bien sea porque la libertad religiosa se encuentra explícita y recogida de forma nítida en la letra del convenio (y no haya que deducirla de otros derechos más genéricos como sucede de manera implícita con otras protecciones que ya se han señalado), o bien porque es este asunto sobre el que más demandas recibe el TEDH en lo referente a la diversidad cultural, lo cierto es que se cuenta con buenos ejemplos en los que apoyar lo antes expuesto. En la tradición, el TEDH se ha mostrado poco dispuesto a reconocer un derecho al acomodamiento razonable que derive del artículo 9° del CEDH o de éste en combinación con el artículo 14 del mismo convenio, pero en determinados casos se consigue un efecto similar aplicando el criterio de proporcionalidad, a través del cual se produce una adaptación de la norma en cuestión para evitar una violación de la libertad religiosa de modo que se concilie el cumplimiento del objetivo legítimo perseguido por la norma con las sensibilidades en juego (Bribosia, Ringeheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p. 369).

			Comenzamos pues, por el que ha sido “el caso” por antonomasia en la evolución de la jurisprudencia del TEDH en el estudio de este tema, un auténtico hito trascendental en el tratamiento de la no-discriminación que resultó pionero en su formulación, y que podría suponer la piedra angular de la protección de la diversidad cultural como se verá a continuación. Nos estamos refiriendo al célebre caso Thlimmenos.199 Aunque no se trate con exactitud de un caso en el que sólo se vea afectado el artículo 9° del CEDH, sino que en este caso la demanda se presenta también en relación con el artículo 14 del CEDH, se incluye en este apartado debido a la trascendencia tan importante que tendrá en lo que se en lo posterior. A continuación, se exponen de forma resumida las circunstancias del caso:

			El señor Thlimmenos, de nacionalidad griega y cuya confesión religiosa es testigo de Jehová, fue declarado culpable de insubordinación en 1983 por un tribunal militar por haberse negado a llevar uniforme durante una época de movilización general a cuatro años de prisión de los que cumplió dos años y un día antes de ser puesto en libertad condicional.200 Posteriormente, en 1988, el señor Thlimmenos se presentó a un examen del Estado para doce plazas de auditores contables, profesión liberal en Grecia, clasificándose en segundo de los sesenta candidatos. Sin embargo, en 1989, la oficina del director de la Cámara de auditores contables de Grecia se negó a designarle para el puesto ya que había sido declarado culpable de un delito, condición que suponía un impedimento para el acceso a la función pública.201 Frente tal situación el señor Thlimmenos recurre ante las instancias competentes en su país, invocando sus derechos a la libertad de religión y a la igualdad ante la ley. Los tribunales griegos resolvieron que el rechazo a nombrarle auditor contable no estaba relacionado con sus convicciones religiosas sino con el hecho de que había cometido una infracción.202

			El señor Thlimmenos acude al TEDH alegando que este rechazo a nombrarle auditor contable vulnera su derecho a la libertad de religión recogido en el artículo 9° del CEDH, ya el origen de la negativa se encuentra en una manifestación de sus convicciones religiosas por la cual se opuso a formar parte de la institución militar que le condenó; determinando su imposibilidad de acceder al puesto de trabajo que ganó por oposición, y que por tanto está teniendo lugar una discriminación de las descritas en el artículo 14 del CEDH. El TEDH estima que el demandante está en lo cierto y falla a su favor, declarando que:

			 La violación del derecho garantizado por el artículo 14 de no sufrir discriminación en el disfrute de los derechos reconocidos por el Convenio cuando los Estados tratan de manera diferente sin justificación objetiva y razonable a las personas que se encuentran en situaciones análogas (cuestión que ya había dictaminado en una sentencia anterior203 ). Sin embargo (y aquí es precisamente dónde se encuentra lo revolucionario de esta sentencia), considera que no es la única faceta de la prohibición de cualquier discriminación enunciada por el artículo 14. El derecho a disfrutar de los derechos garantizados por el convenio sin ser sometido a discriminación es igualmente transgredido cuando, sin justificación objetiva y razonable, los Estados no tratan de manera diferente a personas en situaciones sensiblemente diferentes.204

			Además, el TEDH considera por otra parte que, contrario a las condenas por otras infracciones más graves, una condena derivada de la negativa a llevar uniforme por motivos religiosos o filosóficos no denota ninguna actitud deshonesta o bajeza moral de tal naturaleza que pudiera reducir la capacidad del interesado para ejercer esta profesión. La exclusión del demandante por no cumplir las condiciones requeridas no estaba por tanto justificada.205 Por ello, el TEDH considera que el rechazo a tratar al demandante de manera diferente de las otras personas declaradas culpables de un delito no tenía ninguna justificación objetiva y razonable, viéndose así vulnerado el derecho a la libertad religiosa del señor Thlimmenos.206

			Esta resolución novedosa hace que muchos autores consideren esta sentencia un leading case, como lo califica Elósegui (2013, p.216). El caso Thlimmenos supone una exigencia a los Estados para que acomoden la norma general y maticen su rigidez original, siempre y cuando existan circunstancias concretas y objetivas que así lo justifiquen. Ciertamente este razonamiento recuerda bastante a lo que se vió al tratar los acomodamientos razonables. Hasta esta sentencia, el TEDH consideraba que la no discriminación incluida en el artículo 14 del CEDH se limitaba al tratamiento diferente a personas en situación similar, pero a partir de este fallo el artículo 14 del CEDH cobra una nueva dimensión en la que también se considera discriminación el igual tratamiento a personas en situación diferente. El TEDH reconoce que la ley en cuestión persigue un objetivo legítimo que es el alejar de la función pública a personas deshonestas utilizando para ello un criterio objetivo y comprobable como es el haber sido condenado con anterioridad, sin embargo, en el caso que aqui ocupa, el señor Thlimmenos había sido condenado, pero esta condena era por unos motivos claramente diferentes a los habituales, ya que su confesión religiosa le impedía realizar el servicio militar haciendo gala de su pacifismo y evidenciando que se trata de una cuestión de conciencia. Es decir, las razones originales que motivaban la aplicación de la ley no guardan relación con el caso en concreto ya que del pacifismo del señor Thlimmenos no se deriva su falta de adecuación para ejercer como auditor contable.

			Lo relevante del caso Thlimmenos es que supone dos novedades fundamentales (Bribosia, Ringelheim & Rorive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p.373), amplía el alcance de la prohibición de discriminación del artículo 14 del CEDH a las discriminaciones indirectas, y en segundo lugar, para evitar que esto ocurra, indica que los Estados pueden ser requeridos a acomodar una norma general para incluir ciertas excepciones que la hagan más justa, estableciendo de este modo una experiencia muy similar a los acomodamientos razonables canadienses. Esto no implica una derogación de la norma general, sino el simple establecimiento de excepciones apropiadas que sirvan para elaborar una diferenciación (Ringelheim, 2006, p.329) entre personas que se encuentran en situaciones distintas, para así evitar perjudicarlas sin justificación objetiva ni razonable (Bosset & Flobets, 2010, p.61).

			Parece pues, que el TEDH establece una nueva línea para entender el principio de no discriminación consagrado en el artículo 14 del CEDH, de manera que muestra una mayor atención y sensibilidad a la identidad cultural. Pero esto no siempre fue así, la línea jurisprudencial de las décadas anteriores era más bien tendente a lo contrario, como demuestran los casos que a continuación se comentarán y que serán expuestos en sentido cronológico.

			El caso X contra Reino Unido del 12 de julio de 1978 corresponde a un demandante de confesión sij que ha sido multado en repetidas ocasiones por no usar el casco protector obligatorio por la ley británica para montar en motocicleta, alegando que supone una violación de su libertad de religión protegida en el artículo 9° del CEDH ya que su confesión obliga como mandato preceptivo vestir un turbante, y por tanto el uso del casco deviene incompatible con tal exigencia religiosa. En este caso, la Comisión Europea de Derechos Humanos (en adelante la comisión)207 decide que, de acuerdo con los límites establecidos en el artículo 9.2 del TEDH, la restricción a la libertad de religión que supone el uso del casco está amparada en la protección a la salud que recoge el citado artículo.208

			Tres años más tarde en 1981,209 de nuevo afectando a Reino Unido vuelve a tener lugar otra resolución de la comisión, teniendo esta vez como protagonista a un profesor de origen indio y confesión musulmana que solicita acomodar su horario laboral de modo que le sea posible ausentarse durante 45 minutos los viernes para poder asistir al rezo común semanal. El profesor musulmán alega violación de su libertad religiosa con base en el artículo 9° del CEDH y discriminación del artículo 14 del CEDH en relación con sus compañeros cristianos que si están en condiciones de conciliar sus obligaciones laborales con la práctica de su fe. La resolución concluye que no existe ni violación del artículo 9° ni tampoco discriminación del artículo 14, todo ello con base en que al momento de ser contratado no declaró en ningún momento la incompatibilidad que le producía la observancia de su fe y que en lo posterior desencadenaría el conflicto,210 y en que la discriminación que alega no es tal puesto que se encuentra en la misma situación que el resto de confesiones minoritarias (como los judíos) y que es con estas otras con quien debe compararse y no con la religión mayoritaria.211 Tal razonamiento ha sido considerado por la doctrina como en exceso formalista (Bribosia, Ringelheim & Rovive, en Bayart, Sottiaux & Van Drooghenbroeck, 2010, p.371).

			Ya en una fecha más cercana como 1993, en el caso S.H y otros contra Austria, el TEDH deja entrever una mayor sensibilidad a la identidad cultural como motivo de acomodación de una norma general.212 En este caso los demandantes austriacos de confesión judía, solicitan el cambio de fecha de una audiencia ante un tribunal, dado el hecho de que ésta coincide con una festividad religiosa judía cuya observancia les impide acudir a la referida audiencia. La resolución de la comisión explica que, en caso de haberse realizado la solicitud de cambio de fecha en tiempo y forma debidos, justificando el motivo del impedimento concreto y habiendo informado de ello al tribunal en cuestión, éste debería haber buscado la manera de conciliar ambas situaciones y de acomodar la audiencia a las circunstancias de los demandantes. Por desgracia, éstos realizaron la petición con tiempo insuficiente y por lo tanto no se hubiera podido realizar el cambio de fecha por cuestiones técnicas.

			En 1996 se dicta una sentencia con circunstancias parecidas.213 Esta vez es en Finlandia dónde un miembro de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, el señor Konttinen, trabajador de los ferrocarriles estatales, solicitó a la empresa un acomodamiento de su horario en invierno para poder respetar con propiedad la festividad semanal del Sabbath (que, aunque se corresponde con el sábado, comienza con la puesta del sol del viernes todavía en horario vespertino). La empresa deniega tal autorización a salir con antelación del trabajo el viernes por la tarde, sin embargo, el señor Konttinen sale antes del trabajo los viernes sin la debida autorización, teniendo como consecuencia el despedido de su trabajo. El demandante alega una violación de su derecho a la libertad religiosa del artículo 9° del CEDH, dado el hecho de que su despido ha sido provocado por un conflicto irreconciliable entre sus convicciones religiosas y sus deberes laborales. También invoca violación del artículo 14 del CEDH ya que considera que su despido lo discrimina frente al resto de trabajadores de la empresa. El TEDH entiende que el despido fue conforme a la ley y que la ausencia del trabajador de su puesto de trabajo sin permiso fue la causa que lo motivó.214 En este caso el TEDH opta de nuevo por una interpretación rígida de la norma, no reparando en los efectos no buscados e inesperados que la norma neutra aplicada sin distinción puede tener sobre personas que se encuentran en circunstancias algo diferentes.

			Resoluciones similares que implican adecuación de calendarios laborales o escolares a las confesiones religiosas son invocadas en demandas posteriores tales como los casos Louise Stedman contra el Reino Unido de 1997, o Martins Casimiro y Cervera Ferreira contra Luxemburgo de 1999. En el primero de ellos,215 la demandante Mrs. Stedman, ciudadana británica de confesión cristiana, que trabajaba en oficina de empleo ve cómo su jornada laboral es modificada para incluir también los domingos (día sagrado de descanso para su confesión) en ella. La señora Stedman se niega a firmar el nuevo contrato debido a que a su entender entra en conflicto directo con la observancia de su fe, y como consecuencia de esta negativa es despedida. En el segundo de los casos,216 los demandantes fieles Adventistas del Séptimo Día (cuyo día sagrado de descanso es el sábado como ya hemos visto), habiendo solicitado a las autoridades escolares la exención para su hijo de asistir a las clases de los sábados y habiéndoles sido denegada esta dispensa, acuden al TEDH denunciando una violación a su libertad religiosa. Sin embargo, la corte opina que en este caso tal injerencia en la libertad religiosa se encuentra justificada en la prevalencia del derecho a la educación del hijo. En ambas sentencias, la resolución es similar a la del caso Konttinen, y por tanto la sensibilidad hacia la diversidad cultural es nula.

			Como se ha comprobado hace unas líneas, en el año 2000 la resolución del caso Thlimmenos supuso una revolución en la tendencia de todo el recorrido jurisprudencial anterior. Pero esta decisión no supone un cambio absoluto de la jurisprudencia, ya que si bien se inaugura una sensibilidad mayor hacia la diversidad cultural catalizada a través del concepto de discriminación indirecta y del principio de proporcionalidad, continúan dándose resoluciones acordes con la línea anterior reticente del TEDH, tal y como se observa en los casos Cha’are Shalom ve Tsedek contra Francia del 27 de junio del 2000, Kosteski contra Macedonia (Antigua República Yugoslava) del 13 de abril de 2006, y algunos otros.217 Sin embargo, lo que aquí nos interesa es comprobar cómo pese a estas decisiones, el avance mostrado en la sentencia del caso Thlimmenos tiene continuidad en ulteriores sentencias hasta el punto de llegar incluso a la mención expresa del concepto de acomodamiento razonable.

			La evolución de la línea jurisprudencial iniciada por la sentencia del caso Thlimmenos se puede comprobar en sentencias como la del caso Jordan contra Reino Unido del 4 de mayo de 2001,218 en la cual se trata una posible discriminación indirecta contextualizada en el siempre sensible conflicto norirlandés. El hijo del demandante señor Hugh Jordan, católico norirlandés, murió tras ser disparado por un miembro de la RUC.219 Entre otras cuestiones, alega ser víctima de una violación del artículo 14 del CEDH220 con base en que la aplastante mayoría de víctimas mortales a manos de la RUC son varones de religión católica (hecho fundamental identitario en una situación tal como el conflicto de Irlanda del Norte), lo que demostraría un ensañamiento discriminatorio contra una minoría religiosa (incluso nacional en este contexto) por parte de las fuerzas policiales.221 Pese a que el TEDH considera un indicio insuficiente las cifras presentadas por el señor Jordan para concluir con la existencia de una violación del artículo 14 del CEDH (aunque estima una violación del artículo 2° del CEDH: derecho a la vida), sí que evidencia (y en esta apreciación es dónde radica la importancia de esta sentencia) cómo una política o medida general puede tener efectos perjudiciales desproporcionados contra un grupo particular y que esto pueda ser entendido como discriminatorio aunque en origen no fuese destinado hacia este grupo en específico.222

			En el mismo sentido, se encuentran sentencias posteriores223 que reconocen que una medida puede ser reconocida como discriminatoria con base en la evidencia de que sus efectos son perjudiciales en desproporción hacia un grupo en particular, teniendo en cuenta que en ningún caso se había perseguido este objetivo.

			El caso Sinan Işik contra Turquía del 2 de febrero de 2010224 supone de nuevo el protagonismo del derecho a la libertad de religión de artículo 9° del CEDH, pero en este caso aparece unido a él un fuerte matiz identitario que le da una especial relevancia a este caso. El demandante, señor Işik de nacionalidad turca y confesión religiosa aleví (una rama del chiismo), denuncia violación del mencionado artículo como consecuencia de la negativa de las autoridades turcas a su solicitud de cambiar la palabra islam de su carnet de identidad por la de aleví, fe la cual profesa y comunidad de la que él formaba parte (y sentía que formaba parte), así como por la obligatoriedad de tener que declarar contra su consentimiento sobre sus creencias religiosas.225 El demandante entiende que se ha producido también una violación del artículo 14 del CEDH a causa de una discriminación fundada en su condición de aleví. El TEDH considera que si existe una violación del artículo 9° del CEDH, pero la causa de ésta no se encuentra en el rechazo de las autoridades a la solicitud del demandante de incluir su fe, sino en la obligatoriedad de tener que declarar (ya sea incluso opcional) acerca de sus creencias religiosas en el carnet de identidad.226 Y como consecuencia de todo ello, el TEDH al final opta por indicar que la eliminación de la casilla de religión del carnet de identidad constituiría una manera apropiada de poner fin al problema, dada la incompatibilidad de esta exigencia con la libertad de religión garantizada por el artículo 9° del CEDH.227

			Se observa pues, de qué manera se entrelazan creencias religiosas e identidad como nos esforzábamos por enmarcar en la primera parte de este libro, y de qué modo la falta de reconocimiento y/o el reconocimiento erróneo pueden afectar además a la propia autoestima y autodeterminación personal.228

			En los últimos tiempos, la sensibilidad del TEDH en esta materia ha ido incrementándose, de manera que en determinadas sentencias se ha ido aproximando de forma progresiva a posturas que cada vez se parecen más a los acomodamientos razonables canadienses. Los tres siguientes casos que se explorarán a continuación suponen, cada uno en su dimensión, pasos en una misma dirección que de manera eventual (y siendo optimistas) podrían desembocar en una asunción abierta de esta técnica jurídica.

			La sentencia del caso Jakóbski contra Polonia del 7 de diciembre de 2010229 constituye un nuevo avance en el reconocimiento de la diversidad, al reconocer y destilar de la libertad religiosa consagrada en el artículo 9° del CEDH una adaptación del régimen alimenticio de un preso conforme a sus creencias religiosas. El demandante Janusz Jakóbski, nacional polaco de religión budista, encontrándose preso (por tanto, bajo responsabilidad de las autoridades públicas polacas) solicita la adecuación de la alimentación que le proporciona la prisión a sus convicciones religiosas, lo cual implicaba una dieta de carácter vegetariano. La negativa de las autoridades a proporcionarle tal adaptación motiva la denuncia del demandante por violación del artículo 9° y del artículo 14 del CEDH. Pues bien, el TEDH afirma que las prescripciones alimenticias pueden ser consideradas una expresión directa de las creencias en el sentido del artículo 9° del CEDH, y que en el caso concreto que nos ocupa la decisión del demandante de solicitar una dieta vegetariana puede ser considerada como motivada o inspirada por su religión, y por tanto tal demanda no es irrazonable, pudiendo estar ésta incluida en el ámbito protegido por el artículo 9° del CEDH.230 Además, el TEDH entiende que el suministro de una dieta vegetariana al demandante no supone una alteración o perturbación del funcionamiento normal de la prisión o un perjuicio a los estándares de comidas servidas a otros presos.231

			Así pues, tal decisión del TEDH nos coloca ante lo que se puede valorar, a nuestro entender, como un acomodamiento razonable de facto. Tanto la demanda como la resolución judicial constituyen un ejemplo clásico de la herramienta jurídica que ya se ha explicado en el entorno canadiense, sin embargo tal denominación parece proscrita en el ámbito del TEDH, de manera que se llega al mismo resultado por diferentes vías notablemente a través de una interpretación más amplia de lo esperado del derecho a la libertad religiosa recogido en el artículo 9° del CEDH, y realizando una deducción, a nuestro juicio, lógica del alcance de tal derecho que implicaría la inclusión de los hábitos alimenticios como una manifestación más de las creencias religiosas individuales.

			Por su parte, el caso Sessa contra Italia del 3 de abril de 2012232 no supone en sí mismo un avance más en el reconocimiento de los acomodamientos razonables por el TEDH, ya que la resolución del mismo estima que no se da una violación del artículo 9° del CEDH (aunque por ajustada mayoría de cuatro contra tres), pero sí que constituye un paso fundamental en el sentido de que es la primera vez que aparece formulado de manera explícita el concepto de acomodamiento razonable, aunque sea sólo en el voto particular de los jueces Tulkens, Popovic, y Keller (Tulkens es además la presidenta de la sala en esta sentencia y también, por cierto, en otro de los casos aquí destacados: Işik contra Turquía). Esta enunciación como tal del acomodamiento razonable en un caso de libertad religiosa supone por un lado un hito, y por el otro (utilizando la expresión de Elósegui) una oportunidad perdida en el reconocimiento y la aplicación de la técnica del acomodamiento razonable (Elósegui, 2013, p.275). El caso en su planteamiento (y finalmente en su resolución también) es similar al caso Konttinen contra Finlandia que se revisó antes. En este caso, el demandante Francesco Sessa, abogado de nacionalidad italiana y religión judía, acude al TEDH por una, a su juicio, violación del artículo 9° del CEDH por parte de las autoridades italianas que rechazan su petición de cambiar las dos fechas propuestas por el juzgado para la celebración de un juicio al que debía asistir en calidad de abogado pero le resultaba imposible dado el hecho de la coincidencia de ambas con sendas festividades religiosas judías (Yom Kipur y la festividad de los Tabernáculos), entrando por tanto en conflicto la observancia de éstas con sus obligaciones laborales. El TEDH declara que, incluso suponiendo que exista una injerencia en el derecho del demandante garantizado por el artículo 9° del CEDH, tal pretensión choca con la protección de los derechos y libertades de terceros, en particular el derecho público a disfrutar de una adecuada administración de justicia y al principio de ser escuchado dentro de un plazo razonable de tiempo, y por tanto esto constituye un límite que acota el derecho del demandante.233

			Sin embargo, el voto particular manifestado por los citados jueces expresa una opinión bastante distinta. En su argumentación, Tulkens, Popovic y Keller, no comparten la posición de la mayoría y aprecian violación del artículo 9° del CEDH, ya que la limitación invocada para acotar este derecho parece, aunque legítima, una mera excusa, dadas las circunstancias que enmarcan este caso. Y es que en cuanto el demandante tuvo noticia de las fechas propuestas para el juicio hizo saber la imposibilidad que se le presentaba y solicitó un aplazamiento, notificándolo a las autoridades judiciales con cuatro meses de antelación otorgándoles, por tanto, una oportunidad razonable para reorganizar la planificación de las audiencias y conciliar el respeto a los dos derechos que se encuentran en conflicto en este caso, sin causar una perturbación en el normal funcionamiento de las instancias judiciales, todo lo demás es una mínima molestia administrativa derivada de la necesidad de comunicar a las partes involucradas el cambio de fecha, algo a todas luces insignificante para asegurar el respeto a la libertad de religión en una sociedad multicultural.234

			Pero lo verdaderamente interesante de este voto particular (el cual también hace referencia a otro de los casos examinados anteriormente: S.H. y H.V. contra Austria) es su apelación explícita a los acomodamientos razonables. Los jueces disidentes consideran este caso idóneo para la aplicación de la novedosa técnica jurídica desarrollada al otro lado del Atlántico. Se refieren a ella en los siguientes términos:

			En el presente caso creemos que se daban las condiciones para intentar alcanzar un acomodamiento razonable de la situación, es decir, uno que no impusiera una carga desproporcionada a las autoridades judiciales. Mediante unas mínimas concesiones se habría hecho posible evitar una intromisión en la libertad religiosa del demandante sin comprometer en ningún caso la garantía de la correcta aplicación de la administración de justicia a los terceros implicados.235

			Efectivamente, resulta imposible no estar de acuerdo con el veredicto esgrimido por los jueces disidentes comandados por la jueza Tulkens. Se estaba ante la ocasión perfecta para aplicar un acomodamiento razonable y para dar comienzo a una línea jurisprudencial en este sentido (Elósegui, 2013, p.279) ¿Por qué no tuvo éxito esta postura en el seno del TEDH? ¿Cuál es el motivo de esa resistencia a incorporar los acomodamientos razonables al lenguaje jurisprudencial? Son preguntas que resultan inevitables después de haber analizado tantos casos y haber examinado el recorrido que ha seguido el TEDH en su apreciación del tratamiento de la diversidad religiosa y cultural por extensión. Pues bien, quizás todas estas preguntas hayan dejado de tener sentido a la luz del último caso que vamos a estudiar en este apartado y que supone la sentencia más reciente sobre esta materia.

			La sentencia sobre el caso Eweida contra Reino Unido del 15 de enero de 2013236 ha revolucionado el panorama anterior y supone el colofón (hasta el momento, puesto que en opinión personal aún queda camino que recorrer) al cambio de tendencia que el TEDH inició con la sentencia del caso Thlimmenos. En la sentencia del TEDH por fín se nombra y alude de forma explícita a la técnica jurisprudencial del acomodamiento razonable, y esta referencia no se hace en un voto particular como sucedía en la sentencia del caso Sessa contra Italia, sino que se realiza en la argumentación de la propia sentencia, en la parte destinada al derecho comparado relevante. Aunque aún no se exija su uso o puesta en marcha como tal en la decisión del tribunal, su mención explícita en la parte de la sentencia dedicada al derecho comparado supone un gran avance y su mera presencia en el cuerpo de la sentencia ya implica un aumento de la influencia que esta figura tiene en los jueces del tribunal a la hora de tomar sus decisiones en casos en los que se vea implicada la libertad religiosa y la discriminación indirecta. Antes de pasar a relatar los hechos y la decisión del tribunal hay que advertir que este caso se presenta en conjunto con otros, así que en este análisis sólo haremos referencia a lo relativo al caso de la señora Eweida.

			La demandante señora Nadia Eweida de nacionalidad británica (aunque residente los primeros dieciocho años de su vida en Egipto) y de confesión religiosa cristiana copta, denuncia ante el TEDH una violación del artículo 9° del CEDH como consecuencia del rechazo de su empleador (la empresa británica British Airways) a permitirle continuar en su puesto de trabajo motivado por el lucimiento de una pequeña cruz que entraba en conflicto con el código de vestimenta corporativo. En concreto, en el año 2004 British Airways introdujo un nuevo uniforme y un código de vestimenta que incluía un apartado específico denominado accesorios femeninos en el cual se requería a los empleados a llevar cubierto por el uniforme cualquier accesorio o prenda de vestir que estuviesen obligados a lucir por motivos religiosos.237 No obstante, se dio autorización a los hombres sijs para llevar un turbante con los colores corporativos de la empresa y para lucir la pulsera tradicional sij, así como a las mujeres musulmanas para vestir el hijab o velo también en colores aprobados por British Airways.238 La demandante en principio llevó la pequeña cruz oculta bajo su ropa, pero a partir del 20 de mayo de 2006 comenzó a lucirla al exterior como consecuencia del cambio de vestuario: la nueva blusa tenía un diseño en pico y por tanto ahora quedaba a la vista. Al llegar al trabajo fue conminada a ocultarla bajo el uniforme y en principio accedió, pero días más tarde de nuevo volvió a lucirla a la vista con similar resultado. El 20 de septiembre de 2006 la señora Eweida se negó a esconder o a quitarse su cruz, y por ello fue enviada a casa sin sueldo hasta el momento en que decidiera cumplir con su obligación contractual con respecto al uso del código de vestimenta.239

			En su argumentación el TEDH recurre a cierta legislación comparada para apoyar en ella sus decisiones. En este caso, y esto es lo fascinante del mismo, hace referencia a los acomodamientos razonables originados en Estados Unidos y desarrollados en Canadá. La sentencia explica que en Estados Unidos el que los funcionarios y empleados del gobierno porten símbolos religiosos está “protegido tanto por su Constitución como por la Ley de Derechos Civiles de 1964. Cuando un funcionario público (…) hace una reclamación legal, el empleador debe haber ofrecido un “acomodamiento razonable” para la práctica religiosa”. Por otro lado, recuerda que en Canadá “se espera de los empleadores canadienses que ajusten aquellas normas del lugar de trabajo que tienen un impacto desproporcionado en ciertas minorías religiosas”. La norma aplicada por los tribunales a este respecto es la del “acomodamiento razonable”, y a continuación afirma que justo sobre este punto han tenido lugar importantes decisiones sobre el derecho de personas de confesión sij a llevar un turbante o kirpan en el trabajo, todo ello con citas de decisivas sentencias como R contra Big M Drug Mart. Limited o Multani contra Commission scolaire Marguerite-Bourgeoys, vistas todas ellas en el anterior capítulo dedicado a los acomodamientos razonables en el ámbito canadiense y quebequense.240

			Finalmente, el TEDH entiende que, en estas circunstancias, en las cuales no existe ninguna prueba de invasión a los derechos de terceros, las autoridades británicas no protegieron de manera suficiente el derecho de la señora Eweida a manifestar su religión, concluyendo por tanto que sí se vulneró el artículo 9° del CEDH.

			Después de observar estos tres últimos casos se comprueba como el TEDH ha ido adquiriendo de forma progresiva una postura más próxima a la canadiense en materia de respeto, protección y garantía del derecho a la libertad religiosa, en un principio a través de la admisión de la existencia de discriminaciones indirectas en determinadas circunstancias y después refinando este concepto, uniéndolo al criterio de proporcionalidad e incluso haciendo algún guiño a la propia figura de los acomodamientos razonables. Hoy en día parece asentado que cuando la libertad religiosa se ve afectada por la aplicación de una norma general en principio neutra pero que ya en la práctica produce efectos discriminatorios, se reconoce esta discriminación indirecta y se procura solucionar mediante la búsqueda de una vía que pondere los intereses y derechos en juego y que evite la vulneración del derecho de libertad religiosa recogido en el artículo 9° del TEDH: se procede a una adaptación de la norma en cuestión con el fin de impedir la violación de la libertad religiosa y de conciliar el objetivo perseguido por tal norma. Tras el análisis de estas sentencias y el de las de los casos canadienses del capítulo anterior, se puede concluir que este modo de proceder del TEDH se asimila bastante al utilizado por los tribunales de aquel país cuando aplican la técnica del acomodamiento razonable.241

			¿Podemos considerar que hemos superado ya una primera fase preliminar, y que ahora nos encontramos en las vísperas de la aceptación completa del acomodamiento razonable? Bajo nuestro punto de vista sería deseable que así fuera. Sin embargo, se entiende que, aunque la tendencia ha mejorado de forma notable y poco a poco va aproximándose al concepto, todavía queda camino por recorrer y que sería deseable una mayor contundencia en las resoluciones del TEDH en este sentido. Además, hay que tener en cuenta que, en contra de la claridad con la que nosotros lo apreciamos, existe una discusión doctrinal según la cual algunos autores dicen que en el caso Eweida el TEDH no utilizó el concepto de acomodamiento razonable (Elósegui, 2014, pp.105-124).

			Jurisprudencia con base en una violación del artículo 8 del CEDH (protección de las prácticas culturales minoritarias) 

			En lo correspondiente al artículo 8° del CEDH no hay tanta producción jurisprudencial como si se hizo respecto al artículo 9° del mismo. Es posible que una de las causas que motiven esto sea que la libertad religiosa se encuentra explícita recogida en la letra del convenio, pero que la protección a las prácticas culturales minoritarias no lo está y hay que deducirla de otros derechos más genéricos como en este caso lo hacemos del artículo 8° del CEDH. Además, la diversidad cultural esta ligada de manera intrínseca a la religiosa y una gran mayoría de las demandas se canalizan a través del evidente y concreto artículo 9° en lugar de acudir al difuso artículo 8°.

			A pesar de esto, se cuenta con varias sentencias que pueden servir de ejemplo sobre cómo bajo la protección que otorga el artículo 8° del CEDH al derecho al respeto a la vida privada y familiar se ha buscado también proteger las prácticas culturales minoritarias a través de la acción jurisprudencial del TEDH. Ya en 1983, en el veredicto del caso G & E contra Noruega,242 se reconocía que “a minoriry’s life style may, in principle, fall under the protection of private life, family life or the home”243 del artículo 8° del CEDH. Aunque al final la sentencia considera que no se da intromisión en la vida privada de los demandantes, si se reconoce que la protección a los diferentes estilos de vida se encuentra incluida en el paraguas que proporciona el artículo 8°.

			En este caso, los demandantes son dos miembros del pueblo indígena Sami (también conocidos como Lapones) y nacionalidad noruega que denuncian una discriminación del artículo 14 del CEDH y que sus derechos no están suficientemente protegidos, ya que a su juicio se ha producido una intrusión en su estilo de vida que ha provocado una alteración del mismo. La causa se encuentra en que las autoridades noruegas planean construir una planta hidroeléctrica en las tierras dónde habitan los demandantes los cuales se dedican a actividades tradicionales como el pastoreo, la pesca y la caza. Pues bien, el TEDH estima que aunque en efecto las quejas de los demandantes deben ser examinadas en parte a la vista del artículo 8° del CEDH ya que entiende que la protección de las prácticas culturales minoritarias se incluye en el respeto a la vida privada, familiar y el domicilio, sin embargo el hecho de que las actividades perturbadoras llevadas a cabo por las autoridades noruegas sólo afectan a un área muy limitada en extensión, esto no impide que los demandantes puedan continuar realizando sus actividades tradicionales y llevando su estilo de vida propio en el resto de las vastas áreas que comprende su territorio.244

			Otro ejemplo más de utilización del artículo 8° del CEDH como herramienta de protección de los estilos de vida de las minorías se encuentra en el caso Noack y otros contra Alemania.245 Una explotación minera iba a ser ampliada afectando a miembros de la minoría sorbia, vulnerando según ellos el artículo 8° del CEDH ya que implicaba su transferencia a otra población, lo que supondría la destrucción de su comunidad y aldea originales. Al final la demanda es calificada como inadmisible dado el hecho de que la transferencia de esta población iba a ser realizada en conjunto y a una ciudad cercana dentro de la misma región de Sorabia, lo que significaba que continuarían viviendo en la misma región e inmersos en el mismo ambiente cultural. No obstante, lo que es preciso destacar aquí es que de nuevo se invoca el artículo 8° del CEDH para proteger las prácticas culturales minoritarias y esta interpretación es aceptada y desarrollada por el TEDH.

			Más adelante en 2001, el caso Chapman contra Reino Unido246 trata el estilo de vida de la minoría gitana. En este caso la violación del artículo 8° del CEDH tampoco es aceptada, pero sí que se reitera la protección otorgada por el citado artículo a los estilos de vida y prácticas de las minorías culturales. En los hechos en concreto, la demandante, señora Chapman de nacionalidad británica y perteneciente al pueblo gitano, alega que las medidas tomadas contra ella por las autoridades británicas y relativas a la ocupación de su caravana violan su derecho al respeto a su vida privada y familiar, y por tanto se da una vulneración del artículo 8° del CEDH.247

			El TEDH entiende que la ocupación de la caravana por la demandante constituye una parte integral de su identidad étnica como miembro de la minoría gitana, ya que es un reflejo de su larga tradición de estilo de vida nómada, y que, aunque hoy en día muchos gitanos han dejado de seguir esta práctica cultural típica de su pueblo para sedentarizarse, su observancia por parte de sus miembros supone una parte de su identidad como gitanos de acuerdo con su tradición.248

			Se puede observar de qué manera se asemeja este tipo de razonamiento a los seguidos en Canadá. De hecho, Elósegui (2013, p.230) establece un paralelismo entre este caso y el de Corbiere contra Canadá que se mencionó en el capítulo anterior dedicado a Canadá. De cualquier modo, este caso Chapman no es sino el último de una serie de sucesos similares acaecidos en Reino Unido con los mismos protagonistas y similares circunstancias. Los casos P contra Reino Unido de 1990,249 Smith contra Reino Unido de 1991,250 Buckley contra Reino Unido de 1996,251 conforman la sucesión de sentencias que culminan con el razonamiento manifestado en el caso Chapman, en el cual se incide en que la condición de minoría de los gitanos los pone en una situación de vulnerabilidad que implicaría que una especial consideración debería ser precisada por parte de las autoridades respecto a sus necesidades y a su estilo de vida propio, incluso hasta el punto de derivarse del artículo 8° del CEDH una obligación positiva para los Estados miembros del CEDH de facilitar el desarrollo de las prácticas culturales minoritarias.252 Sin embargo en la sentencia de este caso se descarta este argumento con base en que bastaba con que las autoridades debían simplemente demostrar que a la hora de tomar la decisión o de aplicar la norma han tenido en cuenta las especificidades de la minoría.253

			Si atendemos a la resolución de la sentencia que expresa el voto mayoritario, la verdad es que todo el razonamiento queda bastante descafeinado en el momento decisivo. Si bien se puede encontrar una postura más vigorosa en el voto particular emitido por los jueces Pastor Ridruejo, Bonello, Tulkens, Stráznická, Lorenzen, Fischbach y Casadevall que consideran que sí se ha dado una clara violación del artículo 8° del CEDH. Los citados jueces creen que con la oportunidad que les presenta este caso ha llegado el momento idóneo para revisar la actitud adoptada por el TEDH en el caso Buckley (en el cual tampoco se consideró que existiese violación del artículo 8°) de similares características, y también de dar efectos prácticos a los derechos consagrados en el texto del CEDH.254 Su mayor discrepancia con el voto mayoritario reside en que ellos interpretan que el reconocimiento de las necesidades especiales de las minorías y la obligación de proteger su seguridad, identidad y estilo de vida propios no comprende únicamente una mera abstención por parte de los poderes públicos de llevar a cabo medidas discriminatorias contra ellos, sino que también debería ser necesario que éstos emprendiesen acciones positivas en legislación o en programas específicos.255 En su opinión, se produce una situación de discriminación indirecta sin una justificación objetiva o razonable y para avalar este razonamiento citan el caso Thlimmenos, alegando que la discriminación aparece cuando se trata de un modo igual a personas en situación diferente.256 Además, bajo el punto de vista de estos jueces disidentes, el artículo 8° del CEDH impondría a las autoridades una obligación positiva de asegurar a las minorías la práctica y efectiva oportunidad de disfrutar de su derecho al respeto de su vida privada de acuerdo con su estilo de vida tradicional de una manera firme y no del modo ambiguo en el que queda expresado al final de la sentencia.257

			En un voto separado, el juez Bonello todavía va más allá al estimar que las autoridades británicas actuaron en contra de la ley al incumplir sus obligaciones legales, y además hacerlo en nombre del adecuado cumplimiento de la ley, de manera que es este incumplimiento el que precipita e induce la falta del demandante.258 Bonello remata afirmando en duros términos, que el fallo de la sentencia constituye un suceso alarmante al ser un tribunal de derechos humanos el que dictamine como de acuerdo a la ley tal actuación de las autoridades británicas, siendo que ésta se encuentra manifiesta en el lado contrario de lo legal.259

			Sin embargo, en un caso posterior, Connors contra el Reino Unido de 2004,260 de similares circunstancias a los anteriores, si encontramos una sentencia que dictamina finalmente una violación del artículo 8° del CEDH por semejantes motivos. El demandante señor Connors, británico y de minoría gitana, es desalojado junto a su familia del campamento en el cual llevaba residiendo más de una década, lo que los deja en una situación de total desamparo. La sentencia repite la argumentación esgrimida en los anteriores casos examinados para encuadrar dentro del artículo 8° del CEDH la protección a los estilos de vida y prácticas culturales minoritarias, y para derivar del mismo una obligación positiva de las autoridades para hacer que este derecho resulte efectivo para estas personas que se encuentran en situación de especial vulnerabilidad. No obstante, como diferencia frente al caso Chapman señala una aplicación distinta del margen de apreciación,261 y la ferocidad de la actuación de las autoridades que dejan en la indigencia al demandante y a su familia. Así pues, el TEDH insta a las autoridades a otorgar una especial consideración a un sector de la población que practica un estilo de vida diferente al mayoritario y que se expresa a través de manifestaciones propias de su cultura,262 y dictamina que en este caso sí que se ha cometido una violación del artículo 8° del CEDH por parte de las autoridades británicas, ya que éstas no sólo no han ayudado sino que han obstaculizado el estilo de vida propio y las prácticas culturales minoritarias del demandante al proceder a su desahucio,263 provocando una seria perturbación de su derecho al respeto a la vida privada y familiar del artículo 8° del CEDH sin que en ningún momento concurriese una justificación objetiva o una necesidad social imperante, al actuar de forma desproporcionada en la aplicación de la ley.264

			Dejando ya a un lado la minoría gitana, se encuentra el caso Ciubotaru contra Moldavia de 2010,265 otro buen ejemplo del artículo 8° del CEDH utilizado como método para la protección de otros aspectos de carácter cultural, como la identidad étnica, enmarcándolos dentro de la vida privada y familiar. El demandante señor Ciubotaru, ciudadano moldavo, en 2002 al ir a renovar su viejo carnet de identidad soviético por uno nuevo debe rellenar la casilla de identidad étnica (que en el viejo carnet soviético aparecía como moldava) y solicita inscribirse como étnicamente rumano en vez de moldavo. Sin embargo, las autoridades moldavas no le permiten hacerlo exigiéndole para ello el requisito de que sus padres estén inscritos como étnicamente rumanos en sus certificados de nacimiento y de matrimonio, casilla que, o se encontraba rellenada como moldavo o en blanco. El demandante considera que se produce una intromisión en su derecho de libertad de conciencia y en su dignidad personal y una violación del artículo 8° del CEDH en el que entiende que se incluye la identidad étnica, ya que las autoridades moldavas le obligan a registrarse bajo una categoría en la cual no se siente identificado y que ve como una imposición artificial de la época estalinista y perpetuada por las nuevas autoridades moldavas por razones políticas, sintiéndose humillado como resultado de haber sido obligado a asumir una identidad étnica contraria a su filosofía y creencias internas acerca de su verdadera identidad.266

			El TEDH entiende que la identidad étnica se encuentra protegida dentro del concepto de vida privada recogido en el artículo 8° del CEDH (al igual que la identificación de género, el nombre y la orientación sexual, pertenecen a la identidad individual).267 Asimismo, el TEDH argumenta que el requerimiento legal al demandante de aportar unos certificados con la identidad étnica de sus padres era de imposible cumplimiento, creando una barrera infranqueable a su pretensión e impidiendo la demanda del señor Ciubotaru al no admitir otros criterios objetivos y verificables que si podía aportar, tales como el lenguaje, el nombre, empatía u otros.268 Por tanto, el TEDH concluye que se ha producido una violación del artículo 8° del CEDH por parte de las autoridades moldavas al desobedecer su obligación positiva de asegurar al demandante su derecho al respeto a su vida privada dentro de la cual se encuentra enmarcada la identidad personal.269

			Jurisprudencia con base en una violación del artículo 11 del CEDH (protección del derecho a la identidad cultural a través del derecho de asociación) 

			Tal y como se ha podido comprobar en este último apéndice, en ocasiones el TEDH ha utilizado algunos artículos del CEDH para hacer una interpretación más amplia y proteger así determinados aspectos culturales. Es el caso del artículo 11 del CEDH que protege la libertad de reunión y de asociación, y que se puede comprobar de forma concreta en los siguientes casos.

			La sentencia del caso Sidiropoulos y otros contra Grecia de 1998,270 es un buen ejemplo de ello. Los demandantes, Christos Sidiropoulos, Petros Dimtsis, Stavros Anastassiadis, Constantinos Gotsis, Anastassios Boules, Dimitrios Seltsas, y Stavros Sovislis, todos ellos de nacionalidad griega y residentes en la ciudad de Florina (muy cerca de la frontera con la Antigua República Yugoslava de Macedonia), declaran ser de origen étnico macedonio y tener conciencia nacional macedonia.271 Los citados demandantes alegan una violación del artículo 11 del CEDH ante la decisión de las autoridades judiciales griegas de denegarles el registro de una asociación sin ánimo de lucro llamada Stegi Makedonikou Politismou (El Hogar de la Civilización Macedonia). Según los demandantes, los objetivos de tal asociación eran el desarrollo cultural, intelectual y artístico de sus miembros y de los habitantes de Florina, fomentando la cooperación y solidaridad entre ellos; la descentralización cultural y la preservación del patrimonio intelectual y artístico y las tradiciones propias. Pero para las autoridades griegas los verdaderos objetivos eran otros (sostienen que el verdadero propósito encubierto de la asociación y de la utilización del término Macedonia es disputar la identidad griega de Macedonia y de sus habitantes, y en lo ulterior, de socavar la integridad territorial griega), razón por la cual denegaron la inscripción de la asociación.

			El TEDH estima que esta decisión de los tribunales nacionales griegos significa una violación del artículo 11 del CEDH, ya que los objetivos y la elección del nombre de la asociación buscan de forma exclusiva la preservación y el desarrollo de las tradiciones, la cultura, y las especiales características de la región en cuestión, lo cual es perfectamente legítimo, incluso aunque esto implicase una conciencia de minoría por parte de los fundadores de la asociación, que en este caso son los demandantes, siendo por tanto las autoridades griegas las que han fallado en su obligación de proteger los derechos de las minorías culturales y la identidad cultural de sus miembros.272

			La resolución del caso Gorzelik y otros contra Polonia de 2004273 es otro ejemplo de utilización del artículo 11 del CEDH para proteger el pluralismo cultural de una sociedad, aunque al final el TEDH no aprecie violación del artículo 11 debido a la existencia de una justificación válida. En esta ocasión, los demandantes, Jerzy Gorzelik, Rudolf Kołodziejczyk y Erwin Sowa, todos ellos de nacionalidad polaca y que se describen a sí mismos como silesios,274 crean la asociación Związek Ludności Narodowości Śląskiej (Unión del Pueblo de Nacionalidad Silesia), cuyo registro fue prohibido por las autoridades polacas. Entre los objetivos de la asociación se encontraban: “despertar y reforzar la conciencia nacional de los silesios”, “restaurar la cultura silesia”, o “proteger los derechos étnicos de las personas pertenecientes a la minoría silesia”;275 y se definía a sí misma como “organización de la minoría nacional silesia”.276 Sin embargo, los tribunales y autoridades polacos entendían que tales objetivos establecidos en los estatutos de la asociación implicaban, de facto, la existencia de la nación silesia, una nación distinta (una nación no-polaca), sospechando que lo que en realidad pretendían los demandados a través de su asociación era eludir lo establecido en la ley Electoral polaca de 1993.

			En su apreciación, el TEDH estima que se ha dado una injerencia en el derecho de asociación garantizado por el artículo 11 del CEDH, pero que en este caso concurre una restricción de las previstas en el apartado 2 del citado artículo (“aquellas que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y libertades ajenos”). El TEDH muestra su sensibilidad y su predisposición a amparar la protección a las minorías y a la diversidad cultural mediante el ejercicio de la libertad de asociación del artículo 11 del CEDH explicando la importancia que éstas tienen en el pluralismo democrático y en la cohesión social,277 además de reconocer que la libertad de asociación es de manera particular importante para las personas pertenecientes a una minoría, incluyendo las nacionales y étnicas, ya que formar una asociación con el objetivo de expresar y promover su identidad puede ser una muy buena herramienta para ayudar a la minoría a preservar y defender sus derechos.278 Sin embargo, en esta ocasión, la presencia de uno de los motivos previstos en el artículo 11.2 del CEDH (necesarias en una sociedad democrática) restringe el derecho consagrado en el apartado primero del mismo artículo, y es que si los demandantes al crear la mencionada asociación se hubiesen constituido en una entidad legal que registrada bajo la ley polaca de asociaciones e identificándose de la manera que veíamos en sus estatutos, hubiese adquirido de forma inevitable un estatus especial según la ley Electoral polaca de 1993 que le hubiera permitido eludir ciertos preceptos legales de manera astuta. Por lo tanto en este caso la perturbación del artículo 11 del CEDH está legitimada y no es desproporcionada respecto al objetivo perseguido por las autoridades, de modo que la vulneración del artículo 11 del CEDH alegada por los demandantes no tiene lugar.279

			El voto particular de los jueces Costa, Zupancic y Kovler, que pese a estar de acuerdo en lo fundamental con el veredicto final, se pregunta cómo conciliar esta decisión con las tomadas en otros casos entre ellos el expuesto antes Sidiropoulos y otros contra Grecia. ¿Cómo encajar este tratamiento severo hacia la minoría silesia con el tratamiento indulgente a la minoría macedonia?280 Inmediatamente se responden que los dos casos parten de circunstancias distintas: en el caso Sidiropoulos la asociación no representa un verdadero peligro al orden público o a la integridad territorial griega, mientras que en el caso que nos ocupa el oportuno registro de la asociación hubiera conllevado una ventaja electoral a la misma, aprovechándose de ciertas disposiciones de la ley electoral.281 Por tales motivos, los mencionados jueces dictaminan que “no es la libertad de asociación de los demandantes per se lo que está siendo restringido por las autoridades”, las cuales no deniegan su derecho a expresar y promover su cultura y prácticas de vida minoritarias, sino el crear una entidad legal que bajo la ley electoral le otorgue un estatus especial.282

			Despediremos este epígrafe con un caso más reciente y en el cual aparece de nuevo una violación del artículo 11 del CEDH. El caso Tourkiki Enosi Xanthis y otros contra Grecia del 27 de marzo de 2008.283 Los demandantes, la asociación Tourkiki Enosi Xanthis (Unión turca de Xanthis)284 y otros, alegan ante el TEDH una vulneración de su derecho de asociación establecido por el artículo 11 del CEDH provocado por la actuación de los tribunales griegos que ordenaron la disolución de la misma debido a que sus estatutos eran contrarios a la ley. La citada asociación fue creada en 1927 bajo el nombre de Hogar de la Juventud Turca de Xanthi con el objetivo de preservar y promover la cultura de los turcos de Tracia occidental que habían permanecido después de la primera guerra mundial, y para crear lazos de amistad y colaboración entre ellos. Mas adelante, en 1936, la asociación cambió su nombre al antes citado. En 1983 las autoridades griegas prohíben el uso de la palabra turco en este tipo de asociaciones por constituir una amenaza al orden público y a la integridad territorial griegas y como consecuencia de esto, en 1996 los tribunales griegos ordenaron la disolución de la asociación.

			Bajo todo este conflicto subyace la cuestión del reconocimiento o no de la existencia de una minoría turca en Grecia, ya que lo que las autoridades griegas reconocen es una minoría musulmana en Grecia, pero no una minoría turca.285 El TEDH considera que en efecto se ha producido una flagrante violación del artículo 11 del CEDH por parte de las autoridades griegas, y que la naturaleza radical de la medida adoptada (disolución de la asociación) es desproporcionada y no obedece a ninguna de las restricciones permitidas por el 11.2 del CEDH, ya que las alegadas seguridad nacional y defensa del orden no concurren en este caso, incluso cuando el verdadero objetivo haya consistido en promover la idea de la existencia de una minoría étnica, esto no podría ser considerado una amenaza real a una sociedad democrática.

			Jurisprudencia con base en una violación del artículo 14 del CEDH en combinación con otros derechos recogidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (protección de otros derechos vinculados a la diversidad cultural) 

			Todavía queda un supuesto más en el que entra en juego la diversidad cultural, y es la utilización del artículo 14 del CEDH (prohibición de toda discriminación) en conexión con otros derechos incluidos también en el CEDH y que en determinados casos concretos se ven implicados factores de carácter cultural.

			En este apartado se trae a colación el derecho a la educación del artículo 2° del Protocolo Adicional,286 que como se inidicó al principio de este capítulo extiende la protección y garantía de la diversidad religiosa al ámbito de la educación; y se examinarán tres casos, los cuales ejemplifican perfecto la conjunción de este derecho con la prohibición de discriminación del artículo 14 del CEDH.

			El primero es el conocido como caso de los niños gitanos checos o formalmente DH y otros contra la República Checa de 2007.287 En él, los demandantes alegan una violación del artículo 14 del CEDH con base en la existencia de una discriminación indirecta de las prohibidas por el mismo artículo, ya que, de acuerdo a los argumentos de los demandantes, en su ciudad (Ostrava) un niño gitano tiene 27 veces más posibilidades que un niño no-gitano de ser escolarizado en un colegio especial para discapacitados mentales. Este parecer es reforzado de acuerdo con los datos del Observatorio Europeo del Racismo y la Xenofobia, más de la mitad de los niños gitanos en la República Checa estaban escolarizados en este tipo de centros, y según la Convención-marco del Consejo de Europa para la Protección de las Minorías Nacionales, los niños gitanos conforman 70% de los alumnos totales que asisten a este tipo de escuelas especiales.288 Los demandantes presentan así datos estadísticos como prueba de una práctica discriminatoria institucionalizada de segregación en dos sistemas escolares separados: los centros escolares comunes para los niños no-gitanos, y los centros especiales de educación para los niños gitanos. Por lo tanto, denuncian una discriminación por origen racial o étnico.289

			Al final, la Gran Sala del TEDH dictamina que se ha producido una violación del artículo 14 del CEDH en conjunción con el artículo 2° del Protocolo Adicional del CEDH. El TEDH considera que este es un claro caso de discriminación indirecta, ya que no es que haya habido un tratamiento diferente a personas en situación similar sin una razón objetiva o justificable, sino que a través del artículo 14 del CEDH se protegen también las llamadas discriminaciones indirectas que son las derivadas de normas en principio neutras pero que en la práctica causan efectos perjudiciales en un grupo concreto,290 como en este caso son los niños gitanos. Por otra parte, destaca la situación de especial vulnerabilidad sufrida por este colectivo tanto en la República Checa como en el resto de Europa (citando para ello el caso Chapman y el caso Connors examinados más arriba), y exigiendo pues, por parte de las autoridades una protección a su identidad y estilo de vida.291

			Se afirma por tanto, la existencia de una discriminación indirecta en concurrencia con el derecho a la educación protegido por el artículo 2° del Protocolo Adicional del CEDH, consecuencia del trato desfavorable a los niños gitanos en comparación con los niños no-gitanos por su escolarización segregada en escuelas especializadas;292 admitiendo además que las estadísticas pueden ser un medio de prueba para demostrar discriminaciones indirectas o de facto, ya que de otra manera resulta en extremo difícil para los demandantes probar tal tipo de discriminación.293

			El siguiente caso de características muy similares al anterior, trata de nuevo el problema de la educación en los niños de minoría gitana. El caso Sampanis y otros contra Grecia de 2008294 concierne a un grupo de niños de nacionalidad griega y pertenecientes a la minoría gitana que denuncian una violación del artículo 14 del CEDH en combinación con el artículo 2° del Protocolo Adicional del CEDH basada en la negativa de las autoridades griegas a matricular a los mismos en el sistema educativo nacional de manera ordinaria, ya las clases les estaban siendo impartidas en un edificio anexo a la escuela primaria y la situación en la misma era tensa, incluyendo unos incidentes de naturaleza racista que tuvieron lugar frente a la escuela. Por resumir este caso de similar naturaleza y resultado que el anterior, se destaca que el veredicto de la sentencia del TEDH declaró con unos argumentos y razonamiento similar a los anteriores, que se había dado una violación de los citados artículos como consecuencia de una escolarización separada del resto de alumnos que resultaba discriminatoria contra los alumnos gitanos.

			El último de los casos que se abordará, es el de Orsus y otros contra Croacia de 2010,295 este revela como el TEDH confirma esta línea jurisprudencial, pero incorpora un razonamiento singular que ha causado opiniones enfrentadas y una división total en el seno del TEDH, ya que la decisión de la Gran Sala fue muy ajustada: 9 a favor y 8 en contra. En un principio el caso Orsus podría parecer similar a los anteriores, no obstante, existen ciertas diferencias que hacen que no lo sea y que explican esta polarización en los pareceres. Los demandantes de nacionalidad croata y pertenecientes a la minoría gitana o romaní, alegan una violación del artículo 2° del Protocolo Adicional del CEDH en conjunción con el artículo 14 del CEDH (similar a la de los casos anteriores) por parte de las autoridades croatas como consecuencia de su escolarización en clases sólo para alumnos de esta minoría y separadas del resto de los alumnos.296 Las autoridades croatas alegan que tal escolarización segregada se realizaba con base en motivos lingüísticos y no raciales,297 residiendo aquí una de las diferencias fundamentales con los casos anteriores. Estos niños tienen una deficiencia lingüística muy importante respecto a la lengua croata, dado el hecho de que desconocen esta lengua puesto que su lengua habitual es el romaní, y por tanto sería esta y no otra la razón por la que las autoridades croatas habrían habilitado este tipo de enseñanza especializada para ellos.

			La Gran Sala del TEDH estima al final, por la ajustada mayoría descrita antes, que efectivamente ha acontecido una vulneración de los derechos, ya que aunque la segregación escolar llevada a cabo por las autoridades croatas pueda estar justificada por los motivos lingüísticos explicados, la circunstancia de que esta medida especializada haya sido sólo aplicada a los alumnos pertenecientes a la minoría gitana hace difícil de conceptuar esta justificación como proporcionada,298 recordando además la situación de especial vulnerabilidad del colectivo gitano.299 Pese a que el TEDH entiende que la distribución temporal de los alumnos en clases separadas basada en sus deficiencias lingüísticas no es propia de la consecución de una violación del 14 del CEDH, y que incluso puede perseguir un objetivo legítimo como adaptar el sistema educativo a las necesidades específicas de los alumnos, sin embargo en este caso encuentran tal medida desproporcionada ya que afecta sólo a los miembros de un grupo étnico concreto.300 Por este motivo el TEDH considera que las autoridades croatas en su intento por integrar en términos educativos a la citada minoría han incurrido en una violación de los artículos indicados, ya que no encuentran una justificación objetiva y razonable.301

			Sin embargo, como se ha manifestado hace unas líneas, este veredicto fue tomado por una mayoría suficiente, pero es realidad estrecha, lo que hace imprescindible hacer una revisión al voto disidente. En él, los jueces Jungwiert, Vajic, Kovler, Gyulumyan, Jaeger, Myjer, Berro-Lefèvre, y Vucinic, comparten varios de los argumentos del voto mayoritario, pero disienten en su apreciación de la violación del artículo 2° del Protocolo Adicional del CEDH en conjunción con el artículo 14 del CEDH, puesto que consideran que tal vulneración no ha tenido lugar. Apoyan tal afirmación en que los demandantes admiten no tener un nivel de la lengua croata adecuado ni suficiente,302 en que la escolarización segregada no ha sido establecida como una norma,303 y en que este tipo de enseñanza separada no interfiere ni perjudica el desarrollo educativo posterior del alumno.304 Además, este voto disidente explica que tal vez en la decisión del TEDH se ha pretendido hacer un veredicto global sobre la situación de una minoría en general, en lugar de centrarse en una cuestión de una práctica educativa concreta; y recuerda que este caso es diferente a los ya vistos de DH y otros contra República Checa o Sampanis contra Grecia.305

			Pero, ¿y si las medidas llevadas a cabo por las autoridades croatas supusieran una especie de acomodamiento razonable? Esto es lo que propone Elósegui (2013, p.223), que además se inclina por apoyar los argumentos manifestados por el voto disidente. En este punto encontramos un asunto de importancia capital: la distinción entre una diferenciación positiva y una discriminación indirecta. Para Elósegui, la actuación de las autoridades croatas está justificada de acuerdo a los métodos pedagógicos actuales utilizados hoy en día en multitud de centros escolares europeos con el fin de conseguir la inmersión lingüística de los inmigrantes que se incorporan al sistema escolar sin conocimiento de la lengua del país de acogida.306 Una fina línea, pues, complicada de trazar, y alrededor de la cual no existe unanimidad como se ha visto. Consistirán entonces en analizar caso por caso de forma delicada todas las circunstancias que concurren para en lo posterior, aplicar soluciones particulares y puedan ser concretas en cada caso, y en ningún momento obtener conclusiones de forma global. Un reto, a todas luces, tan arduo como apasionante.

			Límites a los derechos de protección de la diversidad cultural recogidos en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y desarrollados por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

			A lo largo de todo este recorrido por las diversas sentencias del TEDH que versaban sobre asuntos en los que la diversidad cultural era el denominador común además del ingrediente principal, hemos sido testigos de cómo en multitud de ellos la vulneración del derecho recogido en el CEDH era admitida por el tribunal, sin embargo, la pretensión del demandante era rechazada con base en la existencia de ciertas circunstancias que implicaban un límite al derecho. Estas restricciones se encuentran incluidas dentro del propio CEDH (en el mismo artículo que recoge el derecho, a continuación de su consagración) y legitiman ciertas injerencias o perturbaciones en los mismos, siempre que no sean desproporcionadas y se ajusten con precisión a lo previsto en el CEDH para que concurran las circunstancias establecidas.

			En el capítulo dedicado a los acomodamientos razonables, cuando desgranábamos todas las propiedades, circunstancias y particularidades que rodean al fenómeno, destinamos un apartado específico a los límites de los acomodamientos razonables. Por ello, no tendría sentido dedicar este apartado actual a repetir una sistematización semejante a la ya realizada pero esta vez centrando la atención en la labor del TEDH, puesto que son de naturaleza similar. Aquí, pues, lo que se ofrece es una mirada a aquellas técnicas o herramientas utilizadas por el TEDH en su labor de concreción y establecimiento de estas restricciones. Constituyen la aportación más genuina e importante que el TEDH ha otorgado a este fructífero debate.

			Pero antes, no puede optarse por otro comienzo que no sea exponiendo los límites establecidos por el CEDH y enunciados dentro de sus propios artículos, al ejercicio de los derechos en él consagrados. Nos encargaremos de los tres artículos utilizados por el TEDH para la protección de la diversidad cultural y que hemos desglosado supra.307 Se comenzará por el artículo 9.2 del CEDH que supone el contrapunto al derecho de libertad de pensamiento, de conciencia y de religión que establece el 9.1 del CEDH:

			La libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de más restricciones que las que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los derechos o las libertades de los demás.

			Se observa como en este artículo se condensan los tipos de límites que se vieron cuando se abordó el caso de Canadá de manera similar. Seguridad pública, protección del orden, de la salud o de la moral públicas, y protección de los derechos y libertades de los demás, constituyen una colección de restricciones de las que denominamos sociales, jurídicos o legales. Sin olvidar tampoco la mención que se hace a una sociedad democrática, entendiendo de este modo los valores democráticos también como un límite más, podemos agrupar de manera perfecta estas restricciones bajo un epígrafe semejante. Sin embargo, los límites funcionales que también fueron señalados antes no están especificados de una manera tan clara, y es que en ocasiones aquellos motivos que se contemplaron válidos para Canadá no suponen un límite para el TEDH que no siempre lo entiende como una justificación legitima y otorga lo demandado, aunque sea de este tipo de circunstancias (Elósegui, 2013, pp.108-238). Todos ellos son criterios amplios, indeterminados, y con un margen de ambigüedad suficiente como para que el TEDH pueda jugar con su capacidad de discrecionalidad.

			Si se hace una detención ahora en el artículo 8.2 del CEDH (reservado al derecho al respeto a la vida privada y familiar, y utilizado por el TEDH también para proteger los estilos de vida y las prácticas culturales minoritarias), se pueden encontrar abrumadoras semejanzas y leves diferencias:

			No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infracciones penales, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás.

			Las únicas diferencias que pueden observarse entre las limitaciones impuestas por el 9.2 del CEDH y este artículo 8.2 del mismo convenio son las referencias a la seguridad nacional, al bienestar económico, y a la prevención de las infracciones penales. Todas ellas pueden ser consideradas complementarias o incluidas en las antes destacadas: la seguridad nacional y la seguridad pública son en muchos aspectos sinónimas; la prevención de las infracciones penales se puede considerar englobada en la protección del orden y también en el mantenimiento de la seguridad (tanto pública como nacional) y el bienestar económico, aunque incluye el detalle específico de la alusión al factor económico aportando de este modo un importante matiz y una concreción necesaria, puede entenderse asimismo comprendido dentro de lo que antes se denominó como el bienestar general y los derechos de terceros.

			Por su parte, el artículo 11.2 del CEDH (que trata la libertad de reunión y de asociación, y que el TEDH ha utilizado para dar protección al derecho a la identidad cultural a través del derecho de asociación) también incluye pequeñas diferencias respecto a lo visto en los otros artículos, manteniéndose por lo demás dentro de la misma línea:

			El ejercicio de estos derechos no podrá ser objeto de otras restricciones que aquellas que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, o la protección de los derechos y libertades ajenos. El presente artículo no prohíbe que se impongan restricciones legítimas al ejercicio de estos derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la Administración del Estado.

			En este caso, a la hora de fijar las restricciones al ejercicio de estos derechos, las referencias al bienestar económico han sido olvidadas, y sin embargo se introduce una gran novedad: la actuación de las fuerzas armadas y de seguridad del Estado, además de la propia administración del Estado. Esta inclusión deja claro que los derechos de reunión y asociación siempre han gozado de una mayor sensibilidad por parte de los poderes públicos de cara a la seguridad y el orden públicos, y dar pie a la implicación directa de la administración y de las fuerzas de seguridad a través de la inclusión de una restricción concreta, demuestra una vez más esta relevancia social.

			Pero una vez realizado este repaso para nada exhaustivo, de las restricciones al ejercicio de los derechos incluidas en el CEDH, lo que en realidad interesaba exponer en este apartado eran, tal y como se perfiló más arriba, las técnicas y herramientas desarrolladas y utilizadas por el TEDH para fijar estos límites, quizás su labor más importante al respecto. A continuación, se destancan dos: el test de proporcionalidad, y el margen de apreciación de los Estados.

			El test de proporcionalidad, que también es aplicado en el ámbito canadiense, resulta de interés especial porque es gracias a él que se declara la pertinencia o no de la medida de adaptación de la norma o acomodamiento (Bosset & Foblets, 2010, p.63). Es decir, sería el medio a través del cual medir si el acomodamiento es razonable o no lo es. Consiste en tres apreciaciones diferenciadas. La primera de ellas se basa en argumentar y justificar que la norma, la cual es la causante la vulneración, ha sido aplicada en busca de un objetivo legítimo (Ast, 2010, p.107). El TEDH en la sentencia del caso Mouvement Raëlien Suisse contra Suiza de 2012308 lo describe con estas palabras: que la interferencia sea proporcionada al objetivo legítimo perseguido y que se corresponda con una “necesidad social imperiosa”309 (un concepto jurídico indeterminado, de cuya determinación y diferentes apreciaciones para el caso en concreto consistirá en gran parte la labor del tribunal). La segunda donde reside en verdad el quid de la cuestión, consiste en demostrar “si hay una relación razonable de proporcionalidad entre los medios empleados y el objetivo que se busca alcanzar”,310 y que “los motivos invocados por las autoridades nacionales sean relevantes y suficientes”.311 Y la tercera consiste en que, una vez superados estos dos criterios, se pueda asegurar la no existencia de otra medida que, aplicada en las mismas circunstancias y persiguiendo el mismo objetivo legítimo no comparte las consecuencias negativas para el derecho del particular afectado, al cual impide el ejercicio de su derecho,312 o dicho de otra manera: que las autoridades hayan elegido los medios que causen el menor daño posible a los derechos en juego.313

			El test de proporcionalidad lo que pretende es dilucidar si la norma aplicada que en principio era neutra y no implicaba ningún perjuicio discriminatorio, ha provocado efectos discriminatorios indirectos en su aplicación práctica, determinando pues, la injusticia de la norma debido a los efectos adversos no contemplados que provoca y que en tal caso justificarían la puesta en marcha de una práctica de acomodación.

			Por su parte, el margen de apreciación de los Estados (asimilable al concepto canadiense de Compelling State Interest [Elósegui, 2013, p.241]) es el método mediante el cual el TEDH respeta la libertad de los distintos Estados que componen el Consejo de Europa de aplicar el CEDH con mayor o menor rigidez, y por lo tanto con cierta (aunque siempre limitada) diversidad de pareceres en cuanto a su interpretación, fruto de su naturaleza y características propias. El margen de apreciación de los Estados hace referencia por tanto a una herramienta de equilibrio entre todos estos criterios elaborados por la labor jurisprudencial de los diferentes países, fruto de las distintas circunstancias y contextos (Ast, 2010, p.108). Como se ha visto a lo largo de todo el capítulo, el TEDH suele ser un organismo bastante comprensivo con la acción de los Estados en lo relativo a la libertad de religión, respaldando de manera constante las medidas llevadas a cabo por los diferentes Estados. Aunque hay que resaltar, que a partir de la resolución del caso Thlimmenos, se han dejado de amparar las actuaciones restrictivas estatales; una actitud que ha conocido otro nuevo hito con la sentencia del caso Eweida. Y, por el contrario, el TEDH se ha mostrado más duro respecto a la actuación de los Estados en los casos de discriminación de minorías culturales como los gitanos, reprobando su proceder.
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					212  S.H. y H.V contra Austria, TEDH, nº 18960/91,13 de enero de 1993

				

				
					213  Konttinen contra Finlandia, TEDH, nº 24949/94, 3 de diciembre de 1996.	

				

				
					214  Konttinen contra Finlandia, TEDH, nº 24949/94, 3 de diciembre de 1996: “In these particular circumstances the Commission finds that the applicant was not dismissed because of his religious convictions but for having refused to respect his working hours. This refusal, even if motivated by his religious convictions, cannot as such be considered protected by Article 9 para. 1 (Art. 9-1). Nor has the applicant shown that he was pressured to change his religious views or prevented from manifesting his religion or belief. The Commission would add that, having found his working hours to conflict with his religious convictions, the applicant was free to relinquish his post. The Commission regards this as the ultimate guarantee of his right to freedom of religion. In sum, there is no indication that the applicant’s dismissal interfered with the exercise of his rights under Article 9 para. 1 (Art. 9-1).”	

				

				
					215  Louise Stedman contra Reino Unido, TEDH, 9 de abril de 1997.	

				

				
					216  Martins Casimiro y Cervera Ferreira contra Luxemburgo, TEDH, nº 44888/98, 27 de abril de 1999.	

				

				
					217  Cha’are Shalom ve Tsedek contra Francia, TEDH, nº 27417/95, de 27 de junio de 2000: La asociación litúrgica judía Cha’are Shalom ve Tsedek alega violación del artículo 9 del CEDH debido a la negativa de las autoridades francesas a concederles la autorización necesaria para acceder a los mataderos de carne con el fin de realizar un ritual ultra-ortodoxo judío de matacía especial (más allá del tradicional kosher) de acuerdo a sus propias prescripciones. Después alegaron asimismo violación del artículo 14 del CEDH. Este ritual entraba en conflicto directo con las normas francesas respecto a la matanza y sacrificio de animales, por lo que las autoridades denegaron su autorización. El TEDH, si bien reconoce que el derecho a la libertad religiosa incluye la alimentación conforme a las reglas religiosas, considera que en este caso las demandas hechas por la asociación demandante van más allá de lo admisible dentro del derecho protegido por el CEDH, y por lo tanto rechaza sus pretensiones fallando en su contra. 

					Dahlab contra Suiza, TEDH, nº 42393/98, de 15 de febrero de 2001: Lucia Dahlab, de nacionalidad suiza y profesora de primaria de profesión, cambió su religión del catolicismo al islam en 1991 y a partir de entonces comenzó a vestir el tradicional velo islámico. En 1996 las autoridades de la escuela en la cual impartía docencia le solicitaron la retirada del velo durante el ejercicio de sus obligaciones laborales. La demandante alegó violación del artículo 9 del CEDH. El TEDH considera que la prohibición de vestir el fular o velo islámico en estas circunstancias está justificado con el objetivo de la protección de los derechos y libertades de terceros y del orden y seguridad públicos. De acuerdo con esto el TEDH considera que tal prohibición es “necesaria en una sociedad democrática” dado el hecho de que, aunque es muy difícil dilucidar el impacto que un símbolo tan poderoso como el de vestir un velo islámico pueda tener en la libertad de religión y conciencia de niños tan jóvenes como los alumnos a los que la demandante impartía docencia, su edad comprendida entre los cuatro y los ocho años constituye una etapa de la infancia en la cual los niños pueden ser fácilmente influenciables, y por lo tanto el uso de tal prenda de vestir puede tener algún tipo de valor de proselitismo, considerando además las connotaciones que respecto a la igualdad de género también suele tener este tipo de prenda. Por lo tanto, aparece como “difícil de conciliar el uso de un velo islámico con el mensaje de tolerancia, respeto por los demás, y, sobre todo, igualdad y no discriminación que todos los profesores en una sociedad democrática deberían transmitir a sus alumnos”.

					Phull contra Francia, TEDH, nº 35753/03, de 11 de enero de 2005: El señor Suku Phull, de nacionalidad británica y confesión sij, en viaje de negocios en el aeropuerto de la ciudad francesa de Estrasburgo fue requerido a quitarse su turbante (cuyo lucimiento es sagrado y obligatorio por su confesión religioso) en el transcurso de un control de seguridad. El demandante alegó violación del artículo 9 del CEDH por las autoridades aeroportuarias, argumentando que no había necesidad alguna de obligarle a quitarse su turbante ya que en ningún momento había rechazado los controles rutinarios como el escáner de arco o la comprobación con un detector manual. El TEDH, sin embargo, considera (en una referencia al caso X. contra Reino Unido de 1978 y visto anteriormente) que los controles de seguridad son indudablemente necesarios en razón del interés público y la seguridad general, encontrándose más allá de toda puesta en cuestión e implicando a derechos de terceros y al orden público general. 

					Kosteski contra Macedonia (Antigua República Yugoslava de), TEDH, nº 55170/00, de 13 de abril de 2006: El señor Vasko Kosteski, de nacionalidad macedonia y religión musulmana, empleado de una empresa pública de electricidad fue multado por absentismo laboral en la fecha de una fiesta islámica. El demandante alegó violación de los artículos 9 y 14 del CEDH. El TEDH considera que, aunque cabe la posibilidad de que su ausencia de su puesto de trabajo en la fecha señalada se deba a la celebración de una festividad propia de su fe religiosa, no queda claro que tal manifestación de sus creencias se encuentre bajo el amparo de la protección de la libertad religiosa tal y como se encuentra recogida en el artículo 9 del CEDH, por lo tanto, se considera una ausencia injustificada por la falta de permiso para ello.

					El Morsli contra Francia, TEDH, nº 15585/06, de 4 de marzo de 2008: estamos de nuevo ante un caso en el que entran en conflicto la vestimenta de símbolos religiosos con los controles de seguridad pública, similar al caso Phull contra Francia visto supra. La demandante, señora El Morsli, de nacionalidad marroquí y religión musulmana, alegó violación del artículo 9 CEDH por el rechazo de las autoridades francesas a concederle una vida de entrada a Francia debido a su negativa a quitarse el velo en el control de seguridad de las oficinas del consulado de Francia en Marrakech cuando ésta iba a solicitar el referido visado con el fin de reagruparse familiarmente con su marido, nacional francés. El TEDH dictamina que la negativa de la señora El Morsli a ser retirarse el velo islámico supone una negativa a ser identificada, cuestión que colisiona con el derecho a la libertad religiosa del artículo 9 CEDH, pero que en este caso se encuentra perfectamente justificado por uno de los límites expuestos en el apartado 2 de este mismo apartado, y que prevalecen por tanto sobre el derecho enunciado en el 9.1 CEDH, concretamente  el límite de la garantía de la seguridad pública y la protección del orden público.

					Hugh Jordan contra el Reino Unido, TEDH, nº 2474

				

				
					218  Hugh Jordan contra el Reino Unido, TEDH, nº 24746/94, de 4 de mayo de 2001.	

				

				
					219  Royal Ulster Constabulary o Gendarmería Real del Ulster (fueron las fuerzas policiales británicas en Irlanda del Norte desde la independencia de la República de Irlanda en 1922 hasta su disolución en 2001 como consecuencia de los Acuerdos de Viernes Santo de 1998).

				

				
					220  Somos conscientes de que este apartado versa únicamente de los casos relacionados con la libertad religiosa del artículo 9 CEDH, o en todo caso del artículo 9 CEDH en relación con el artículo 14 CEDH, y no de los casos del artículo 14 aisladamente o en relación con otros artículos del CEDH. No obstante, consideramos importante incluirlo en este punto dado el hecho de la continuidad argumental que guarda con la línea seguida hasta este momento	

				

				
					221  Hugh Jordan contra el Reino Unido, TEDH, nº 24746/94, de 4 de mayo de 2001. §152: 

					“The applicant submitted that the circumstances of the killing of his son disclosed discrimination. He alleged that, between 1969 and March 1994, 357 people had been killed by members of the security forces, the overwhelming majority of whom were young men from the Catholic or nationalist community. When compared with the numbers of those killed from the Protestant community and having regard to the fact that there have been relatively few prosecutions (31) and only a few convictions (four, at the date of his application), this showed that there was a discriminatory use of lethal force and a lack of legal protection vis-à-vis a section of the community on grounds of national origin or association with a national minority”.

				

				
					222  Ibíd. §154: “Where a general policy or measure has disproportionately prejudicial effects on a particular group, it is not excluded that this may be considered as discriminatory notwithstanding that it is not specifically aimed or directed at that group. However, even though statistically it appears that the majority of people shot by the security forces were from the Catholic or nationalist community, the Court does not consider that statistics can in themselves disclose a practice which could be classified as discriminatory within the meaning of Article 14. There is no evidence before the Court which would entitle it to conclude that any of those killings, save the four which resulted in convictions, involved the unlawful or excessive use of force by members of the security forces.” 	

				

				
					223    Es interesante citar aquí casos como el Nachova y otros contra Bulgaria, TEDH sección 1ª, nº 43577/98 y 43579/98 de 26 de febrero de 2004 (decisión de la Gran Sala de 6 de julio de 2005), o el caso Vergos contra Grecia, TEDH sección 1ª, nº 65501/01, de 24 de junio de 2004. 

					En la primera de ellas, se reconoce en similares términos a los del caso Jordan contra Reino Unido que una medida puede ser considerada discriminatoria para un colectivo en particular si ésta tiene efectos perjudiciales para ellos de manera desproporcionada, aunque posteriormente cuando este caso es remitido a la Gran Sala, no se confirma este dictamen. 

					En la segunda de las sentencias, el demandante señor Vergos, de nacionalidad griega y perteneciente a la comunidad religiosa “Cristianos Ortodoxos Verdaderos”, denuncia una violación del artículo 9 CEDH como consecuencia de la negativa de las autoridades a la demanda del señor Vergos a construir un templo de culto. El TEDH amparándose en el margen de apreciación de los Estados considera que la medida denunciada no atenta contra el artículo 9 CEDH, pero lo fundamental de este caso es que se reconoce que la aplicación de una norma neutra a priori, como es la de ordenación del territorio que aplican las autoridades griegas, aplicada al caso concreto del señor Vergos supone una ingerencia en su derecho a manifestar su religión, aunque estima que la decisión de las autoridades es proporcionada y se encuentra dentro de los límites a este derecho, teniendo en cuenta además otras circunstancias como que el demandante era el único representante de esta comunidad religiosa en la localidad.	

				

				
					224  Sinan Işik contra Turquía, TEDH, nº 21924/05, de 2 de febrero de 2010 (final 2 de mayo de 2010).	

				

				
					225  Ibíd. §22: “The applicant complained that he had been obliged, without his consent and in breach of the right to freedom of religion and conscience, to disclose his belief because it was mandatory to indicate his religion on his identity card. He submitted that the indication at issue could not be considered to be compatible with Article 24 § 3 of the Constitution, which provided that “no one shall be compelled ... to reveal his or her religious beliefs and convictions”. He pointed out that that public document had to be shown at the request of any public authority, private enterprise or in the context of any formality whatsoever. He also stated that he had asked to have the word “Islam” replaced on his identity card by the indication of his faith as “Alevi”, arguing that the existing indication was incorrect. He challenged the proceedings rejecting his application, in which the Directorate of Religious Affairs had described his faith as an interpretation of Islam.	

				

				
					226  Ibíd. §52: “That situation is undoubtedly at odds with the principle of freedom not to manifest one’s religion or belief. That having been said, the Court observes that the breach in question arises not from the refusal to indicate the applicant’s faith (Alevi) on his identity card but from the problem of the indication – whether obligatory or optional – of religion on the identity card. It concludes therefore that the applicant may still claim to be the victim of a violation, notwithstanding the legislative amendment passed on 29 April 2006, and dismisses the Government’s objection (see paragraph 31 above).”

					Ibíd. §53: “There has therefore been a violation of Article 9 of the Convention.” 

				

				
					227  Ibíd. §60: “The Court also observes that in the instant case, it has ruled that indicating a citizen’s religion in civil registers or on identity cards is incompatible with the freedom not to disclose one’s religion (see paragraph 53 above). These conclusions in themselves imply that the violation of the applicant’s right, as secured by Article 9 of the Convention, has arisen out of a problem relating to the indication – whether obligatory or optional – of religion on identity cards. In this regard, it considers that the removal of the religion box could constitute an appropriate form of redress to put an end to the breach it has found.”	

				

				
					228  Véase Parte I, Capítulo 2.	

				

				
					229  Jakóbski contra Polonia, TEDH, nº 18429/06, de 7 de diciembre de 2010 (final de 7 de marzo de 2011).	

				

				
					230  Ibíd. §44 y 45: “The Court notes that Article 9 of the Convention lists the various forms which manifestation of one’s religion or belief may take, namely worship, teaching, practice and observance (see, mutatis mutandis, Cha’are Shalom Ve Tsedek v. France [GC], no. 27417/95, § 73, ECHR 2000-VII). It does not protect every act motivated or inspired by a religion or belief (see, Leyla Şahin v. Turkey [GC], no. 44774/98, § 78, ECHR 2005-XI). The freedom of thought, conscience and religion denotes views that attain a certain level of cogency, seriousness, cohesion and importance (see Leela Förderkreis e.V. and Others v. Germany, no. 58911/00, § 80, 6 November 2008). In addition, the State’s duty of neutrality and impartiality, as defined in the Court’s case-law, is incompatible with any power on the State’s part to assess the legitimacy of religious beliefs (see Leyla Sahin, cited above, § 107).

					The Court also notes that Buddhism is one of the world’s major religions officially recognised in numerous countries. In addition, it has already held that observing dietary rules can be considered a direct expression of beliefs in practice in the sense of Article 9 (see Cha’are Shalom Ve Tsedek, cited above, §§ 73 and 74). In the present case the applicant requested to be provided with a meat-free diet because as a practising Buddhist he wished to avoid eating meat. Without deciding whether such decisions are taken in every case to fulfil a religious duty (see Leyla Şahin, cited above, § 78), as there may be situations where they are taken for reasons other than religious ones, in the present case the Court considers that the applicant’s decision to adhere to a vegetarian diet can be regarded as motivated or inspired by a religion and was not unreasonable. Consequently, the refusal of the prison authorities to provide him with a vegetarian diet falls within the scope of Article 9 of the Convention.”	

				

				
					231  Ibíd. §52: “According to the applicant’s religion he was supposed to have a simple meat-free diet. He merely asked to be granted a vegetarian diet, excluding meat products (see paragraph 12 above). The Court notes that his meals did not have to be prepared, cooked and served in a prescribed manner, nor did he require any special products (see, mutatis mutandis, D and E.S. v. United Kingdom, no. 13669/88, Commission decision of 7 March 1990, Decisions and Reports (DR) 65, p. 245; X v. United Kingdom, no. 5947/72, Commission decision of 5 March 1976, Decisions and Reports (DR) 5, p. 8). Unlike in the latter case, he was not offered any alternative diet, nor was the Buddhist Mission consulted on the issue of the appropriate diet. The Court is not persuaded that the provision of a vegetarian diet to the applicant would have entailed any disruption to the management of the prison or to any decline in the standards of meals served to other prisoners”.	

				

				
					232  Francesco Sessa contra Italia, TEDH, nº 28790/08, de 3 de abril de 2012 (final 24 de septiembre de 2012).	

				

				
					233  Francesco Sessa contra Italia, TEDH, nº 28790/08, de 3 de abril de 2012 (final 24 de septiembre de 2012). §35:

					“Thus, for instance, the protection afforded by Article 9 was found not to extend to the dismissal of a public servant who failed to adhere to his working hours on the grounds that the Seventh-day Adventist Church, to which he belonged, prohibited its members from working after sunset on Fridays (see Konttinen v. Finland, no. 24949/94, Commission decision of 3 December 1996, Decisions and Reports (DR) 87-A, p. 68), or the compulsory retirement for breaches of discipline of a member of the armed forces with fundamentalist views (see Kalaç, cited above; see also Stedman v. the United Kingdom, no. 29107/95, Commission decision of 9 April 1997, DR 89-A, p. 104, concerning the dismissal of an employee by her private-sector employer for refusing to work on Sundays). In these cases, the Commission and the Court considered that the measures taken by the authorities in respect of the applicants had not been based on the applicants’ religious beliefs but had been justified by the specific contractual obligations between the persons concerned and their respective employers”.

					Ibíd. §38: “In any event, even supposing that there was interference with the applicant’s rights under Article 9 § 1, the Court considers that it was prescribed by law, was justified on grounds of the protection of the rights and freedoms of others – and in particular the public’s right to the proper administration of justice and the principle that cases be heard within a reasonable time (see paragraph 12 above) – and that it observed a reasonable relationship of proportionality between the means employed and the aim sought to be achieved (see, mutatis mutandis, Casimiro and Ferreira v. Luxembourg (dec.), no. 44888/98, 27 April 1999).” 

				

				
					234  Francesco Sessa contra Italia, TEDH, nº 28790/08, de 3 de abril de 2012 (final 24 de septiembre de 2012). Joint dissenting opinions of judges Tulkens, Popovic, & Keller. §11, §12, §13: “First of all, as soon as the date of the hearing was set, the applicant drew attention to the difficulty it presented for him, and requested an adjournment. He therefore notified the judicial authorities four months in advance, giving them a reasonable opportunity to organise the timetable of hearings in order to ensure that the various rights at stake were respected. By converse implication, the decision in S.H. and H.V. v. Austria (no. 18960/91, Commission decision of 13 January 1993) seems to us to acknowledge the force of this argument. The applicants, who were practising members of the Jewish faith, criticised the refusal of an Austrian court to grant their request for a hearing in a case concerning them to be adjourned on the grounds that the date set coincided with an important Jewish holiday. The Commission found that, had the applicants, on learning of the date of the hearing, duly informed the court that it presented them with a problem for religious reasons, the court would have had to set a new date. In that case, however, the applicants had reacted too late: although they had been informed on 30 May that the hearing would take place on 4 October, they had not written to the court until 25 September in order to request an adjournment. In view of the complexity of the proceedings, which involved a large number of persons, and the fact that the request had been made at short notice, the Commission held that the court’s decision had not been unreasonable.

					Next, it has not been demonstrated in the instant case that the applicant’s request, had it been granted, would have caused such a degree of disruption to the functioning of the public judicial service. This is what we might refer to as the public-service disturbance test. The reasonable-time requirement relied on by the Italian judge in refusing the applicant’s request is undoubtedly legitimate but, in the absence of any further explanation, appears in this case to be more in the nature of an excuse. Of course, the requested adjournment might have caused some administrative inconvenience stemming, for instance, from the need to inform the parties involved of the new date for the hearing. But this seems to us to be minimal and should perhaps be seen as the small price to be paid in order to ensure respect for freedom of religion in a multicultural society.”	

				

				
					235  Francesco Sessa contra Italia, TEDH, nº 28790/08, de 3 de abril de 2012 (final 24 de septiembre de 2012). Joint dissenting opinions of judges Tulkens, Popovic, & Keller. §9, §10: “As to the proportionality requirement, which is the test of whether the interference was necessary in a democratic society, the Court’s case-law is very clear: for a measure to be proportionate, the authorities, when choosing between several possible means of achieving the legitimate aim pursued, must opt for the measure that is least restrictive of rights and freedoms1. From that standpoint, seeking a reasonable accommodation of the situation in issue may, in some circumstances, constitute a less restrictive means of achieving the aim pursued.

					In the present case we believe that the conditions were met for attempting to reach a reasonable accommodation of the situation, that is to say, one that did not impose a disproportionate burden on the judicial authorities. By dint of a few concessions, this would have made it possible to avoid interfering with the applicant’s religious freedom without compromising the achievement of the clearly legitimate aim of ensuring the proper administration of justice.	

				

				
					236  Eweida y otros contra Reino Unido, TEDH, nº 48420/10, 59842/10, 51671/10 y 36516/10, de 15 de enero de 2013 (final de 27 de mayo de 2013).	

				

				
					237   Ibíd. §10: “British Airways required all their staff in contact with the public to wear a uniform. Until 2004 the uniform for women included a high-necked blouse. In 2004 British Airways introduced a new uniform, which included an open-necked blouse for women, to be worn with a cravat that could be tucked in or tied loosely at the neck. A wearer guide was produced, which set out detailed rules about every aspect of the uniform. It included the following passage, in a section entitled “Female Accessories”: “Any accessory or clothing item that the employee is required to have for mandatory religious reasons should at all times be covered up by the uniform. If however this is impossible to do given the nature of the item and the way it is to be worn, then approval is required through local management as to the suitability of the design to ensure compliance with the uniform standards, unless such approval is already contained in the uniform guidelines. ... NB No other items are acceptable to be worn with the uniform. You will be required to remove any item of jewellery that does not conform to the above regulations.”		

				

				
					238  Ibíd. §11.

				

				
					239  Ibíd. §12.	

				

				
					240  Ibíd. §48 y §49 : “For civil servants and Government employees, the wearing of religious symbols is protected under both the United States Constitution (the Establishment Clause and the Free Exercise Clause) and the Civil Rights Act 1964. When a constitutional claim is made by a public employee, the courts apply the standard of intermediate scrutiny, under which the Government can impose restrictions on the wearing of religious symbols if the action is “substantially related” to promoting an “important” Government interest (see Tenafly Eruv Association v. Borough of Tenafly, 309 F.3d 144, 157 (3rd Cir. 2002)). When a statutory claim is made, the employer must have either offered “reasonable accommodation” for the religious practice or prove that allowing those religious practices would have imposed “undue hardship” on the employer (see Ansonia Board of Education v. Philbrook, 479 US 60 (1986); United States v. Board of Education for School District of Philadelphia, 911 F.2d 882, 886 (3rd Cir. 1990); Webb v. City of Philadelphia, 562 F.3d 256 (3rd Cir. 2009)). For private employees there are no constitutional limitations on the ability of employers to restrict the wearing of religious clothing and/or symbols. However, the restrictions from Title VII of the Civil Rights Act continue to apply so long as the employer has over 15 employees. Religious freedom is constitutionally protected under the Canadian Charter of Rights and Freedoms 1982 (the Charter). Section 1 of the Charter provides the state with authority to infringe on freedom of religion in the least restrictive way possible for a “compelling government interest” (see B(R) v. Children’s Aid Society of Metropolitan Toronto (1995) 1 SCR 315). Canadian employers, in general, are expected to adjust workplace regulations that have a disproportionate impact on certain religious minorities. The standard applied by the courts in this connection is that of “reasonable accommodation” (see R v Big M Drug Mart Limited (1985) 1 SCR 295). Recent litigation on this point has centred on the rights of Sikh persons to wear a turban or kirpan at work. In Bhinder v. Canadian National Railway Co. (1985) 2 SCR 561, the Supreme Court determined that the claimant could not wear a turban at work because it interfered with his capacity to wear a hard helmet. This was found to represent a “bona fide occupational requirement”. The Canadian courts, rather than purporting to define a religion or religious practice, are more interested in the sincerity of the belief in a practice that has a nexus with a religion (see Syndicat Northcrest v. Amselem (2004) 2 SCR 551). In Multani v. Commission scolaire Marguerite-Bourgeoys (2006) 1 SCR 256, in which the Supreme Court of Canada upheld a Sikh student’s right to wear a kirpan to school, the court did not undertake a theological analysis of the centrality of kirpans to the Sikh faith. Instead, the court considered that the claimant “need[ed] only show that his personal and subjective belief in the religious significance of the kirpan [was] sincere”.	

				

				
					241  Véase Ringelheim (2006, p.329) y Bosset & Foblets (2010, p.63).	

				

				
					242  G & E contra Noruega, TEDH, nº 9278/81 y 9415/81, de 3 de octubre de 1983.	

				

				
					243  Ibíd.	

				

				
					244  Ibíd. §2: “La Commission estime que les griefs des requérants doivent en partie être examinés au regard de l’article 8 de la Convention, qui garantit le droit au respect de la vie privée, de la vie familiale et du domicile. La Commission est d’avis qu’au regard de l’article 8, un groupe minoritaire est théoriquement fondé à revendiquer le droit au respect de son mode de vie propre, puisqu’il s’agit de “vie privée” de “vie familiale” ou de “domicile”.	

				

				
					245  Noack y otros contra Alemania, TEDH, nº 46346/99 de 25 de mayo de 2000. 	

				

				
					246  Chapman contra Reino Unido, TEDH, nº 27238/95, de 18 de enero de 2001. (resuelto en Gran Sala junto a otros cuatro demandas interpuestas por gitanos: Beard contra el Reino Unido, TEDH, nº 24882/94; Coster contra el Reino Unido, TEDH, nº 24876/94; Jane Smith contra el Reino Unido, TEDH, nº 25154/94, y Lee contra Reino Unido, TEDH, nº 25289/94, de 18 de enero de 2001).	

				

				
					247   Chapman contra Reino Unido, TEDH, nº 27238/95, de 18 de enero de 2001. §3: “The applicant alleged that planning and enforcement measures taken against her in respect of her occupation of her land in her caravans violated her right to respect for her home and her private and family life contrary to Article 8 of the Convention. She complained that these also disclosed an interference with the peaceful enjoyment of her possessions contrary to Article 1 of Protocol No. 1 and that she had no effective access to court to challenge the decisions taken by the planning authorities contrary to Article 6 of the Convention. She further complained that she was subjected to discrimination as a Gypsy contrary to Article 14 of the Convention.”

					Ibíd. §68: “The applicant complained that the refusal of planning permission to station caravans on her land and the enforcement measures implemented in respect of her occupation of her land disclosed a violation of Article 8 of the Convention.”	

				

				
					248  Ibíd. §73: “The Court considers that the applicant’s occupation of her caravan is an integral part of her ethnic identity as a Gypsy, reflecting the long tradition of that minority of following a travelling lifestyle. This is the case even though, under the pressure of development and diverse policies or by their own choice, many Gypsies no longer live a wholly nomadic existence and increasingly settle for long periods in one place in order to facilitate, for example, the education of their children. Measures affecting the applicant’s stationing of her caravans therefore have an impact going beyond the right to respect for her home. They also affect her ability to maintain her identity as a Gypsy and to lead her private and family life in accordance with that tradition.”

				

				
					249  P contra Reino Unido, TEDH, nº 14751/89, de 12 de diciembre de 1990. 	

				

				
					250  Smith contra Reino Unido, TEDH, nº 14455/88, de 4 de septiembre de 1991.	

				

				
					251  Buckley contra Reino Unido, TEDH, nº 20348/92, de 29 de septiembre de 1996.

				

				
					252  Chapman contra Reino Unido, TEDH, nº 27238/95, de 18 de enero de 2001. §96: “Nonetheless, although the fact of belonging to a minority with a traditional lifestyle different from that of the majority does not confer an immunity from general laws intended to safeguard the assets of the community as a whole, such as the environment, it may have an incidence on the manner in which such laws are to be implemented. As intimated in Buckley, the vulnerable position of Gypsies as a minority means that some special consideration should be given to their needs and their different lifestyle both in the relevant regulatory planning framework and in reaching decisions in particular cases (judgment cited above, pp. 1292-95, §§ 76, 80 and 84). To this extent, there is thus a positive obligation imposed on the Contracting States by virtue of Article 8 to facilitate the Gypsy way of life (see, mutatis mutandis, Marckx v. Belgium, judgment of 13 june 1979, Series A no. 31, p. 15, § 31; Keegan v. Ireland, judgment of 26 may 1994, Series A no. 290, p. 19, § 49; and Kroon and Others v. the Netherlands, judgment of 27 october 1994, Series A no. 297-C, p. 56, § 31).” 		

				

				
					253  Ibíd. §98: “The Court does not, however, accept the argument that, because statistically the number of Gypsies is greater than the number of places available on authorised Gypsy sites, the decision not to allow the applicant Gypsy family to occupy land where they wished in order to install their caravan in itself, and without more, constituted a violation of Article 8. This would be tantamount to imposing on the United Kingdom, as on all the other Contracting States, an obligation by virtue of Article 8 to make available to the Gypsy community an adequate number of suitably equipped sites. The Court is not convinced, despite the undoubted evolution that has taken place in both international law, as evidenced by the framework convention, and domestic legislations in regard to protection of minorities, that Article 8 can be interpreted as implying for States such a far-reaching positive obligation of general social policy (see paragraphs 93-94 above).”	

				

				
					254  Chapman contra Reino Unido, TEDH, nº 27238/95, de 18 de enero de 2001. Joint dissenting opinión of judges Pastor Ridruejo, Bonello, Tulkens, Stráznická, Lorenzen, Fischbach y Casadevall. §1. Chapman contra Reino Unido, TEDH, nº 27238/95, de 18 de enero de 2001. Joint dissenting opinión of judges Pastor Ridruejo, Bonello, Tulkens, Stráznická, Lorenzen, Fischbach y Casadevall. §1: “We regret that we are unable to share the opinion of the majority that there has been no violation of Article 8 in this case. This is one of five cases brought before our Court concerning the problems experienced by Gypsies in the United Kingdom. There are more awaiting our examination. All disclose elements of hardship and pressure on a vulnerable group within the community. While complaints about the planning and enforcement measures imposed on a Gypsy family who occupied their own land without planning permission have a precedent in Buckley v. the United Kingdom (judgment of 25 September 1996, Reports of Judgments and Decisions 1996-IV) which concluded in a finding of no violation, we consider that this cannot bind the Court, whose first task is to implement effectively the Convention system for the protection of human rights. We must pay attention to the changing conditions in Contracting States and give recognition to any emerging consensus in Europe as to the standards to be achieved. We would note that the Buckley case was decided four years ago by a Chamber of the Court prior to the reforms instituted by Protocol No. 11. Its finding of no violation was reached by six votes to three. This Court, constituted as a Grand Chamber of seventeen judges, has the duty to review the approach adopted in the Buckley case in the light of current conditions and the arguments put forward by the parties and, if necessary, to adapt that approach to give practical effect to the rights guaranteed under the Convention.”  	

				

				
					255  Ibíd. §3.	

				

				
					256  Ibíd. §8.	

				

				
					257  Ibíd. §9: “(…) Our view that Article 8 of the Convention imposes a positive obligation on the authorities to ensure that Gypsies have a practical and effective opportunity to enjoy their right to respect for their home, and their private and family life, in accordance with their traditional lifestyle, is not a startling innovation.” 	

				

				
					258  Chapman contra Reino Unido, TEDH, nº 27238/95, de 18 de enero de 2001. Joint dissenting opinión of judge Bonello. §3, §4, §5, §5, §6, §7: “Any measure that inhibits the enjoyment of a fundamental right has to respect the principle of legality: the restriction must be in accordance with the law. My view is that, on a proper reading of Article 8, a different conclusion could, and perhaps ought to, have been reached in this case. The authorities were manifestly in a state of illegality from before the time the applicant took the law in her own hands. (...) 

					   I believe that a public authority which is in breach of its legal obligations should not be allowed to plead that it is acting “in accordance with the law”. The classic constitutional doctrine of “clean hands” precludes those who are in prior contravention of the law from claiming the law’s protection.

					   A public authority has as great an obligation to comply with the law as any individual. Its responsibility is eminently more than that of individuals belonging to vulnerable classes (...)

					   In the present case, both the public authorities and the individual had undoubtedly trespassed the boundaries of legality. But it was the public authority’s default in observing the law that precipitated and induced the subsequent default by the individual.”

				

				
					259  Ibíd. §8: “Here, we are confronted with a situation in which an individual was “entrapped” into breaking the law because a public authority was protected in its own breach. A court’s finding in favour of the latter, to the prejudice of the former, is, I believe, a disquieting event. A human rights court, in finding that an authority, manifestly on the wrong side of the rule of law, has acted “in accordance with the law” creates an even graver disturbance to recognised ethical scales of value.”	

				

				
					260  Connors contra Reino Unido, TEDH, nº 66746/01, de 27 de mayo de 2004 (final 27 de agosto de 2004).	

				

				
					261  Ibíd. §86: “(…) The present case may also be distinguished from the Chapman case (cited above), in which there was a wide margin of appreciation, as in that case, it was undisputed that the applicant had breached planning law in taking up occupation of land within the Green Belt in her caravans and claimed, in effect, special exemption from the rules applying to everyone else. In the present case, the applicant was lawfully on the site and claims that the procedural guarantees available to other mobile home sites, including privately run gypsy sites, and to local authority housing, should equally apply to the occupation of that site by himself and his family.”	

				

				
					262  Ibíd. §93: “The authorities are being required to give special consideration to a sector of the population which is no longer easy to define in terms of the nomadism which is the raison d’être of that special treatment”.

				

				
					263   Ibíd. §94: “It would rather appear that the situation in England as it has developed, for which the authorities must take some responsibility, places considerable obstacles in the way of gypsies pursuing an actively nomadic lifestyle while at the same time excluding from procedural protection those who decide to take up a more settled lifestyle.”	

				

				
					264  Ibíd.  §95: “In conclusion, the Court finds that the eviction of the applicant and his family from the local authority site was not attended by the requisite procedural safeguards, namely the requirement to establish proper justification for the serious interference with his rights and consequently cannot be regarded as justified by a “pressing social need” or proportionate to the legitimate aim being pursued. There has, accordingly, been a violation of Article 8 of the Convention.”	

				

				
					265  Ciubotaru contra Moldavia, TEDH, nº 27138/04, de 27 de abril de 2010 (final de 27 de julio de 2010).	

				

				
					266  Ibíd. §10: “(…) He argued that he did not consider himself to be an ethnic Moldovan and that it was contrary to his right to freedom of conscience and to his personal dignity to be considered part of an ethnic group which he believed to be an artificial creation of the Stalinist regime.”

					Ibíd. §36 y §37: “The applicant submitted that ethnic identity, exactly like gender identification and sexual orientation, fell within the notion of private life and that Article 8 of the Convention was therefore applicable to his case. The applicant considered that the Moldovan ethnic identity had been created artificially by the Soviets and perpetuated by the new Moldovan authorities for political reasons. He felt humiliated as a result of being forced to assume an ethnic identity which was contrary to his philosophy and his inner belief about his true identity.”	

				

				
					267   Ibíd. §49: “The Court reiterates that the concept of “private life” is a broad term not susceptible to exhaustive definition. It covers the physical and psychological integrity of a person (see Pretty v. the United Kingdom, no. 2346/02, § 61, ECHR 2002-III, and Y.F. v. Turkey, no. 24209/94, § 33, ECHR 2003-IX). The notion of personal autonomy is an important principle underlying the interpretation of the guarantees provided for by Article 8. Under this principle protection is given to the personal sphere of each individual, including the right to establish details of their identity as individual human beings (see Burghartz v. Switzerland, 22 February 1994, § 24, Series A no. 280-B; Christine Goodwin v. the United Kingdom [GC], no. 28957/95, § 90, ECHR 2002-VI). The Court has held that gender identification, name and sexual orientation and sexual life were details pertaining to an individual’s identity falling within the personal sphere protected by Article 8 (see, among other authorities, Bensaid v. the United Kingdom, no. 44599/98, § 47, ECHR 2001-I with further references, and Peck v. the United Kingdom, no. 44647/98, § 57, ECHR 2003-I). In a more recent judgment, in the case of S. and Marper v. the United Kingdom ([GC], nos. 30562/04 and 30566/04, § 66, 4 December 2008), the Court further held that ethnic identity was also a detail pertaining to the individual’s identity falling within the ambit of Article 8.”	

				

				
					268  Ibíd. §57 y §58: “The Court does not dispute the right of a Government to require the existence of objective evidence of a claimed ethnicity. In a similar vein, the Court is ready to accept that it should be open to the authorities to refuse a claim to be officially recorded as belonging to a particular ethnicity where such a claim is based on purely subjective and unsubstantiated grounds. In the instant case, however, the applicant appears to have been confronted with a legal requirement which made it impossible for him to adduce any evidence in support of his claim. This is precisely because section 68 of the Law on Documents pertaining to Civil Status and the current practice of recording ethnic identity create insurmountable barriers for someone wishing to have recorded an ethnic identity different from that recorded in respect of his or her parents by the Soviet authorities. According to this section the applicant could change his ethnic identity only if he could show that one of his parents had been recorded as being of Romanian ethnicity in the official records, which represented a disproportionate burden in view of the historical realities of the Republic of Moldova (see paragraphs 18 and 19 above).

					 The Court would further observe that Mr Ciubotaru’s claim is based on more than his subjective perception of his own ethnicity. It is clear that he is able to provide objectively verifiable links with the Romanian ethnic group such as language, name, empathy and others. However, no such objective evidence can be relied on under the Moldovan law in force”.

					Resulta también aquí destacable citar la concurring opinion de la jueza Mijovic, que declara que la identidad personal es una cuestión de percepción propia y no una cuestión basada en criterios objetivos y comprobables.

					Ciubotaru contra Moldavia, TEDH, nº 27138/04, de 27 de abril de 2010 (final de 27 de julio de 2010). Concurring opinión of judge Mijovic.

				

				
					269  Ciubotaru contra Moldavia, TEDH, nº 27138/04, de 27 de abril de 2010 (final de 27 de julio de 2010). §59: “Having regard to the circumstances of the case as a whole, it cannot be said that the procedure in place to enable the applicant to have his recorded ethnicity changed complied with Moldova’s positive obligations to safeguard his right to respect for his private life. For the Court, the State’s failure consists in the inability for the applicant to have examined his claim to belong to a certain ethnic group in the light of the objectively verifiable evidence adduced in support of that claim. The Court therefore concludes that the authorities failed to comply with their positive obligation to secure to the applicant the effective respect for his private life. There has, accordingly, been a breach of Article 8 of the Convention.”	

				

				
					270  Sidiropoulos y otros contra Grecia, TEDH, nº 26695/95, de 10 de julio de 1998	

				

				
					271  Ibíd. §8	

				

				
					272  Ibíd. §44: The Court notes, in the first place, that the aims of the association called “Home of Macedonian Civilisation”, as set out in its memorandum of association, were exclusively to preserve and develop the traditions and folk culture of the Florina region (see paragraph 8 above). Such aims appear to the Court to be perfectly clear and legitimate; the inhabitants of a region in a country are entitled to form associations in order to promote the region’s special characteristics, for historical as well as economic reasons. Even supposing that the founders of an association like the one in the instant case assert a minority consciousness, the Document of the Copenhagen Meeting of the Conference on the Human Dimension of the CSCE (Section IV) of 29 June 1990 and the Charter of Paris for a New Europe of 21 November 1990 – which Greece has signed – allow them to form associations to protect their cultural and spiritual heritage.

					In the second place, in justifying its refusal of the application for registration, the Salonika Court of Appeal decided that it had “good reasons … to believe that the purpose of using the term ‘Macedonian’ [was] to dispute the Greek identity of Macedonia and its inhabitants by indirect and therefore underhand means, and discern[ed] in it an intention on the part of the founders to undermine Greece’s territorial integrity.”

					In reaching that decision, the Court of Appeal, of its own motion, took into consideration as evidence material which the applicants maintained they had not been able to challenge during the proceedings as it had not been placed in the case file”. 	

				

				
					273  Gorzelik y otros contra Polonia, TEDH, nº 44158/98, de 17 de febrero de 2004. 	

				

				
					274  Ibíd. §16.	

				

				
					275  Ibíd. §19.	

				

				
					276  Ibíd. §22.	

				

				
					277  Ibíd. §92.	

				

				
					278  Ibíd. §93	

				

				
					279  Ibíd. §106: “The Court concludes, therefore, that it was not the applicants’ freedom of association per se that was restricted by the State. The authorities did not prevent them from forming an association to express and promote distinctive features of a minority but from creating a legal entity which, through registration under the Law on associations and the description it gave itself in paragraph 30 of its memorandum of association, would inevitably become entitled to a special status under the 1993 Elections Act. Given that the national authorities were entitled to consider that the contested interference met a “pressing social need” and given that the interference was not disproportionate to the legitimate aims pursued, the refusal to register the applicants’ association can be regarded as having been “necessary in a democratic society” within the meaning of Article 11 § 2 of the Convention. There has accordingly been no violation of Article 11 of the Convention.”	

				

				
					280  Gorzelik y otros contra Polonia, TEDH, nº 44158/98, de 17 de febrero de 2004. Joint concurring opinion of judges Costa and Zupancic joined by judge Klover.	

				

				
					281   Ibíd. §12: “That, of course, is not the issue. In Sidiropoulos and Others, the Court found that in the circumstances of the case the association did not represent a genuine danger to public order or the territorial integrity of Greece. (…) The most important aspect for the Court, therefore, will be the factual assessment, at the risk of attracting the criticism of casuistry (which in our view is inevitable) that is often levelled at it. Ultimately, the decisive factor for us in the present case was the fact that the association would not only have existed, but also have been registered, if it had changed its name and amended paragraphs 10 and 30 of its memorandum of association, as it had been asked to do by the Governor acting in his supervisory capacity (see paragraph 24 of the judgment). While this would have deprived it of the electoral “advantage” afforded national minorities, it would have acquired full legal capacity as an association. We thus return to the starting-point of this opinion: in practice, the measures the applicants complain of constitute not so much a real interference with their freedom of association as an attempt on the part of the domestic authorities to avoid the unforeseen consequences – which would infringe the principle of equality – of the exercise of that freedom.”	

				

				
					282  Ibíd. §13.	

				

				
					283  Tourkiki Enosi Xanthis y otros contra Grecia, TEDH, nº 26698/05, de 27 de marzo de 2008.	

				

				
					284  La asociación “Circulo de Graduados Académicos de la minoría en Tracia Occidental” y ocho nacionales griegos: Galip Galip, Ahmet Mehmet, Orhan Hatziibraim, Ahmet Faikoglou, Birol Akifoglou, Loutfie Nihatoglou, Hiousniou Serdarzade, Rassim Hint.	

				

				
					285  Tratado de Lausana (1923). Artículo 45: “The rights which are recognized hereby for the non-muslim minorities living in Turkey, are also recognized by Greece for the Muslim minorities on Greek territory.”	

				

				
					286  Artículo 2. Protocolo Adicional CEDH: “A nadie se le puede negar el derecho a la educación. El Estado, en el ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y de la enseñanza, respetará el derecho de los padres a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y filosóficas.”	

				

				
					287  DH y otros contra la República Checa, TEDH, nº 57325/00, de 13 de noviembre de 2007.	

				

				
					288  Ibíd. §18:

					“According to data supplied by the applicants, which was obtained through questionnaires sent in 1999 to the head teachers of the 8 special schools and 69 primary schools in the town of Ostrava, the total number of pupils placed in special schools in Ostrava came to 1,360, of whom 762 (56%) were Roma. Conversely, Roma represented only 2.26% of the total of 33,372 primary-school pupils in Ostrava. Further, although only 1.8% of non-Roma pupils were placed in special schools, in Ostrava the proportion of Roma pupils assigned to such schools was 50.3%. Accordingly, a Roma child in Ostrava was 27 times more likely to be placed in a special school than a non-Roma child.

					According to data from the European Monitoring Centre on Racism and Xenophobia (now the European Union Agency for Fundamental Rights), more than half of Roma children in the Czech Republic attend special schools.

					The Advisory Committee on the Framework Convention for the Protection of National Minorities observed in its report of 26 October 2005 that, according to unofficial estimates, the Roma represent up to 70% of pupils enrolled in special schools.

					Lastly, according to a comparison of data on fifteen countries, including countries from Europe, Asia and North America, gathered by the Organisation for Economic Cooperation and Development in 1999 and cited in the observations of the International Step by Step Association, the Roma Education Fund and the European Early Childhood Education Research Association[1], the Czech Republic ranked second highest in terms of placing children with physiological impairments in special schools and in third place in the table of countries placing children with learning difficulties in such schools. Further, of the eight countries who had provided data on the schooling of children whose difficulties arose from social factors, the Czech Republic was the only one to use special schools; the other countries concerned almost exclusively used ordinary schools for the education of such children.”

				

				
					289  Ibíd. §124.	

				

				
					290  Ibíd. §175.	

				

				
					291  Ibíd. §181.	

				

				
					292  Ibíd. §183: “The applicants’ allegation in the present case is not that they were in a different situation from non-Roma children that called for different treatment or that the respondent State had failed to take affirmative action to correct factual inequalities or differences between them (see Thlimmenos, cited above, § 44, and Stec and Others, cited above, § 51). In their submission, all that has to be established is that, without objective and reasonable justification, they were treated less favourably than non-Roma children in a comparable situation and that this amounted in their case to indirect discrimination.”

				

				
					293  Ibíd. §180, §187, §188.

				

				
					294  Sampanis y otros contra Grecia, TEDH, nº 32526/05, de 5 de junio de 2008.	

				

				
					295  Orsus y otros contra Croacia, TEDH, nº 15766/03, de 16 de marzo de 2010.	

				

				
					296  Ibíd. §10.	

				

				
					297  Ibíd. §54 y §55: “The defendants each submitted replies to the arguments put forward by the applicants, claiming that there was no discrimination of Roma children and that pupils enrolled in school were all treated equally. They submitted that all pupils were enrolled in school after a committee (composed of a physician, a psychologist, a school counsellor (pedagog), a defectologist and a teacher) had found that the candidates were physically and mentally ready to attend school. The classes within a school were formed depending on the needs of the class, the number of pupils, etc. In particular, it was important that classes were formed in such a way that they enabled all pupils to study in a stimulating environment.

					Furthermore, the defendants submitted that pupils of Roma origin were grouped together not because of their ethnic origin, but rather because they were often not proficient in Croatian and it took more exercises and repetitions for them to master the subjects taught. Finally, they claimed that Roma pupils received the same quality of education as other pupils as the scope of their curriculum did not differ from that prescribed by law.”	

				

				
					298  Ibíd. §155. 	

				

				
					299  Ibíd. §148.	

				

				
					300  Ibíd. §157.	

				

				
					301  Ibíd. §184: “In sum, in the circumstances of the present case and while recognising the efforts made by the Croatian authorities to ensure that Roma children receive schooling, the Court considers that there were at the relevant time no adequate safeguards in place capable of ensuring that a reasonable relationship of proportionality between the means used and the legitimate aim said to be pursued was achieved and maintained. It follows that the placement of the applicants in Roma-only classes at times during their primary education had no objective and reasonable justification.”	

				

				
					302  Orsus y otros contra Croacia, TEDH, nº 15766/03, de 16 de marzo de 2010. Joint Partly Dissenting Opinion of Judges Jungwiert, Vajic, Kovler, Gyulumyan, Jaeger, Myjer, Berro-Lefèvre, y Vucinic §4: “First of all, the applicants do not argue that their command of the Croatian language upon their enrolment in primary school was adequate – they have never objected to the Government’s assertion that they lacked the required level of language proficiency. (In respect of the applicants enrolled in Macinec Primary School, the enrolment procedure included the psycho-physical appraisal of the children by a panel composed of a physician, a psychologist, a school counsellor (pedagog), a defectologist and a teacher, in the presence of at least one of the child’s parents.) Thus we accept that the applicants did not have a sufficient command of the Croatian language to follow lessons in that language.”	

				

				
					303  Ibíd. §6.	

				

				
					304  Ibíd. §11: “The schools attended by the applicants are regular educational establishments, forming part of the system of public primary schools in Croatia. All pupils who complete any of these schools are considered as having succeeded in acquiring full primary education and they all receive a final certificate in standard form. Those pupils who at times or during their entire primary education attend Roma-only classes and successfully complete the final grade also receive the same standard final certificate which in no way indicates that they attended some special, separate classes. All certificates on the completion of primary education have equal standing as regards the possibility of enrolling in secondary schools or finding employment. Thus, the fact that the applicants attended Roma-only classes could not, as such, in any way have impeded or undermined their prospects of further education. All those who complete primary school have the same possibilities of reaping the benefits of their education.”	

				

				
					305  Ibíd. §14: “The present case is thus not about the situation of a minority in general but about a concrete question of education practice (in two schools) in respect of a minority insufficiently conversant with the language of instruction, and the measures taken by the domestic authorities to deal with such a situation. The case can clearly be distinguished from D.H. and Others v. the Czech Republic ([GC], no. 57325/00, ECHR 2007-IV) and Sampanis and Others v. Greece (no. 32526/05, 5 June 2008), as the majority is well aware. The majority also accepted the fact that the statistical data in the present case did not suffice to establish that there was prima facie evidence that the effect of a measure or practice was discriminatory (paragraphs 151 to 152 of the judgment). We agree that indirect discrimination may be proved without statistical evidence (paragraph 153 of the judgment). Yet then the facts would have to show that the effect of the practice had an adverse impact on the applicants and could not be justified on other grounds.”	

				

				
					306  Ibíd. p. 224-225: “Desde el punto de vista pedagógico, la decisión sobre cuál es el mejor procedimiento no deja de ser un tema altamente debatido y controvertido. La tendencia actual es hacia lo que se denomina enseñanza integrada, todos juntos, precisamente para no diferenciar. Pero aquí estamos hablando de una cuestión lingüística previsible. De hecho, en España se han tomado distintas medidas: existe la experiencia de las denominadas “aulas de enlace”, para inmigrantes recién llegados y que desconocen el idioma español. Son un paso previo a la integración del alumnado en una clase normal. En otros casos, se hace un esfuerzo lingüístico con profesores de apoyo y se les saca del aula en determinados momentos para que reciban estas clases. Otras veces ese refuerzo se realiza paralelamente dentro del misma aula. Hay un gran debate entre los profesores sobre cuál es el medio más acertado y no hay unanimidad, al margen de la legislación vigente. Lo que está claro es que la meta es la integración en el aula con el resto de alumnos.”	

				

				
					307  Destacaremos únicamente los artículos 8, 9, y 11 CEDH, dejando de lado esta vez al artículo 14 CEDH dado su carácter instrumental y de utilización conjunta con otro artículo que proteja específicamente un derecho o libertad concreto.	

				

				
					308  Caso Mouvement Raëlien Suisse contra Suiza, TEDH, 16354/06, de 13 de julio de 2012, trata de una asociación suiza dedicada a realizar primeros contactos y establecer buenas relaciones con extraterrestres. Las autoridades suizas les prohíben unos posters, y la asociación considera vulnerado sus libertades religiosas y de expresión amparadas por los artículos 9 y 10 CEDH. Finalmente, el TEDH decide que no ha existido violación del artículo 10 CEDH y que por tanto no hay razón para examinar la demanda referida al artículo 9 CEDH.	

				

				
					309  Mouvement Raëlien Suisse contra Suiza, TEDH, 16354/06, de 13 de julio de 2012. §67.	

				

				
					310  Glor contra Suiza, TEDH, 13444/04, de 30 de abril de 2009 (final de 6 de noviembre de 2009). §82:

					“The Court takes note of the aim of Swiss law to establish a form of equality between people who do their military or civilian service and those who are exempted from it. It must therefore consider whether there is a reasonable relationship of proportionality between the means employed and the aim sought to be achieved. For this the Court must examine whether the Swiss authorities and courts struck a fair balance between the protection of the interests of the community and respect for the applicant’s rights and freedoms safeguarded by the Convention.” 

					El caso Glor trata de un caso en el cual se produce una discriminación indirecta por motivo de un hándicap físico menor, concretamente de una enfermedad de diabetes que impediría al demandante cumplir el servicio militar. Ante tal imposibilidad, el Estado Suizo le exigía, como a todos aquellos ciudadanos que tampoco pudieran realizarlo por la razón que fuera, el pago de una tasa para quedar exento. 

					Es un caso muy interesante en cuanto a las discriminaciones indirectas por motivos de minusvalías o discapacidades, sin embargo, no lo hemos tratado puesto que queda fuera del alcance de nuestro objetivo: aquellos casos en los que la causa del posible acomodamiento razonable fuese únicamente de razón cultural, tomada ésta en sentido amplio.	

				

				
					311  Mouvement Raëlien Suisse contra Suiza, TEDH, 16354/06, de 13 de julio de 2012. §69.

				

				
					312  Glor contra Suiza, TEDH, 13444/04, de 30 de abril de 2009 (final de 6 de noviembre de 2009). §94.

				

				
					313  Mouvement Raëlien Suisse contra Suiza, TEDH, 16354/06, de 13 de julio de 2012. §75.

				

			

		

	
		
			Conclusiones

			En toda confección de una obra de este tipo no existe momento más complicado que el de condensar en unos pocos párrafos el trabajo realizado durante cuatro años. Además, otro factor de presión a añadir es el temor de comprobar en primera persona la máxima que reza en una tesis, que es el valor de sus conclusiones.

			Abrumado por tal responsabilidad y haciendo honor a Gracián, se ha tratado de ser breve y certero. De todos modos, espero que la impresión general de este trabajo no se limite sólo a estas páginas, ya que, con toda sinceridad, reducir todo el trabajo precedente en unas pocas páginas es una tarea harto compleja y por momentos, tediosa. No obstante, en las líneas que seguirán se intenta formular una serie de reflexiones concisas y sintéticas que, a modo de colofón, expliquen las propuestas de este trabajo sobre una mejor gestión jurídica de la diversidad cultural desde las administraciones públicas y la apuesta por la óptima implementación de las prácticas de armonización intercultural.

			Una vez afirmado el enfoque iusfilosófico escogido, y habiendo decantado por un modelo intercultural como el mejor y el más respetuoso con los derechos humanos, pasamos a investigar que herramientas e instrumentos jurídicos corresponden de forma acertada a una gestión de la diversidad desde este tipo de modelo. Enseguida se advierte que, dentro de los mismos, los acomodamientos razonables suponen un gran avance para tratar conflictos en una realidad multicultural. Desarrollados en Canadá, resultan una herramienta muy interesante y se considera la posibilidad de que sea un punto de referencia en el contexto europeo. El acomodamiento razonable es, como queda definido en el Informe Bouchard-Taylor, un “acuerdo que se inscribe en el ámbito jurídico, más concretamente en el jurisprudencial, que está destinado a relajar la aplicación de una norma o de una ley a favor de una persona o de un grupo de personas cuando sean víctimas de una discriminación prohibida por las Cartas de Derechos o se encuentren en riesgo de sufrir una de estas discriminaciones.” En definitiva, son medidas extraordinarias que se ponen en marcha ante circunstancias excepcionales, consistentes en un desajuste entre lo previsto en la norma y el ejercicio de algún derecho individual que no supone otra cosa que un vacio o laguna en su planteamiento respecto a su implementación para determinados casos, incluso una aparente contradicción.

			En este examen del caso canadiense se constató que es una realidad en suma particular, cuyas circunstancias especiales hacen que sea muy difícil pintar un retrato suficiente y completo como para reflejarlo en toda su complejidad. Complejidad étnica, lingüística, religiosa y cultural de todos los tipos posibles. Hay que recordar: pueblos indígenas con demandas de autogobierno, Estado moderno construido sobre la base de dos grupos protonacionales diferentes de colonos, estructura federal, fuerte sentimiento nacionalista en Quebec con una importante parte de su población abogando por la independencia total del resto de Canadá, y por último un país receptor de inmigración desde el principio de su creación, inmigración que además se ha visto incrementada en la últimas décadas con recientes olas llegadas de países no europeos (África, Asia) que han aportado nuevas culturas hasta ahora desconocidas en aquellas latitudes, algunas de ellas muy diferentes a las que estaban acostumbrados a lidiar.

			Por si fuera poco, todas estas variedades de diversidad no se dan de forma aislada, sino que en muchos casos se superponen y entremezclan unas con otras haciendo todavía más difícil su gestión. Ante este panorama es evidente que el tratamiento del mismo no es tarea fácil. Se ha relatado como Canadá escogió en su momento el modelo multicultural como método eficaz para intentar proporcionar el tratamiento más justo posible, pero ¿cuántas de estas medidas y buenas intenciones alcanzan la realidad, y cuántas de ellas se quedan en el papel? (Ruiz, en Gaudreault-DesBiens, 2010, p.234). Es obvio que no todas ellas pueden llegar a buen puerto (Gaudreault-DesBiens, 2010, p.234), y que la desigualdad y la discriminación es una batalla que hay que pelear día a día y nunca darla por ganada, sin embargo, se ha podido comprobar de qué manera herramientas como los acomodamientos razonables sí que han sido capaces de hacer frente a esos dos grandes males (desigualdad y discriminación) de modo eficiente.

			Por su parte, Quebec optó por el modelo intercultural cuya diferencia con el multiculturalismo canadiense consiste en mantener un mínimo de cohesión social en torno al factor francófono propio de la provincia (Sauca, 2010, p.466). De esta manera, el interculturalismo es similar al multiculturalismo en cuanto al respeto y apoyo a las diversas culturas presentes en la sociedad, pero difiere de éste en que se hace un mayor énfasis en la cultura base de la sociedad de acogida, la québécoise, asegurando el francés como lengua pública común, fijando unas normas de vida colectiva, y fomentando el diálogo entre las distintas comunidades desde un punto de vista igualitario, lo que se ha dado en llamar diálogo intercultural (Bouchard & Taylor, 2008, pp.19-20).

			El interculturalismo también utiliza los acomodamientos razonables como método para adaptar y conciliar las diferencias. Ya se ha visto en lo anterior, que son dos existencias compatibles que pueden llegar a maridar muy bien: la Comisión Bouchard-Taylor realizó un inmenso trabajo para demostrar como los acomodamientos razonables son una herramienta idónea de interacción, comunicación y diálogo para implementar el modelo intercultural (Bouchard & Taylor, 2008, pp.257-258). Y como indica Sauca, “su funcionalidad ha sobrepasado la dimensión antidiscriminatoria para configurarse en instrumento para facilitar la integración” (2010, p.467).

			Pese a todo, una vez estudiada toda la casuística quebequense y canadiense en general, en ocasiones parece como si la potencial utilidad multidisciplinar en cuestiones de discriminación que posee el acomodamiento razonable se limitase de forma única a operar en asuntos cuya materia principal son demandas de acomodación relacionadas con la diversidad religiosa (Elósegui, 2013, pp.65-66). La abundancia de casos que incumben al factor religioso analizados en el Informe Bouchard-Taylor es desproporcionada. Ni siquiera en un lugar tan propicio para ello como Canadá el tema lingüístico es un medio en el que se pueda decir que esta herramienta se haya aplicado de manera profusa, más bien al contrario (Bouchard & Taylor, 2008, pp.45-60).

			Aunque desde otro punto de vista, se puede intuir que mientras los casos de acomodamiento han estado relacionados con materias distintas a las religiosas, por ejemplo hándicaps físicos o intelectuales, no ha habido apenas críticas al respecto (tal vez en algún caso por el coste económico, pero nunca han provocado debates sociales) (Gaudreault-DesBiens, en Foblets & Schreiber, 2013, p.63), pero en cuanto la religión forma parte del núcleo del acomodamiento la polémica está servida (especialmente con el islam y el malestar que se produce después del 11-S) (Elósegui, 2013, p.101). Además, como señala Gaudreault-DesBiens (en Foblets & Schreiber 2013, p.65), la magnitud que alcanza un acomodamiento de tipo religioso siempre será superior debido a la doble dimensión, individual y colectiva, del factor religioso. Una decisión en este sentido nunca será tan particular que otra basada en diferentes motivos. En cualquier caso, no se puede consentir que se lleve a cabo una identificación reduccionista entre cultura y religión, o limitar la utilización del acomodamiento razonable como un instrumento diseñado sólo para dar acomodo a demandas de carácter religioso (Santoro, 2010, pp.232-233).

			Incluso se puede ver con Elósegui, la cual con la intención de demostrar la polivalencia y multidisciplinariedad de los acomodamientos explica cómo en el primer caso que tuvo lugar en Canadá (el caso O’Malley de 1985) junto a la demandante “se presentaron como parte en apoyo de la misma una institución relacionada con los deficientes y otra con los judíos” (2013, pp.67-68). Pese a destacar estas evidencias, es cierto que la utilidad más novedosa y también la mayor, para lo cual esta técnica es utilizada es justo para gestionar las diferencias surgidas en relación a la materia cultural, lugar donde encuentra una gran relevancia la libertad religiosa. Pues bien, de esta manera se puede por tanto concluir lo sencillo que es verse arrastrado a una visión de los acomodamientos parcial a la que el citado autor caracteriza como l’exceptionnalisme religieux (Graudeault-DesBiens, en Foblets & Schreiber, 2013, p.67).

			Esto conduce a pensar que tal vez el acomodamiento razonable esté infrautilizado, o al menos que podría aprovecharse en otros campos de manera más prolífica (aunque es sorprendente para muchos, Bribosia, Ringelheim, y Rorive [2009, p.336] afirman que la utilización más cuantiosa del acomodamiento razonable se produce en Europa en casos de hándicaps físicos o minusvalías de otro tipo), el espíritu que impulsa este tipo de acuerdos debería ser aplicado de manera bastante más extensa a lo que se hace hoy en día, y así lo acreditan importantes especialistas en el asunto.

			Unido a esta idea de utilización parcial o de sobreexplotación de un recurso de armonización intercultural como son los acomodamientos razonables sólo para asuntos religiosos, se ve como surge su identificación inmediata como meros acomodamientos religiosos. Además, como consecuencia de lo mismo aparece una visión adulterada de su objetivo original, de manera que, como indican Delgrange y Lerouxel, desde ciertos sectores partidarios de una laicidad estricta (el término original que utilizan es “laïcité inhibitrice” [2015, p.5-6], que se podrían traducir como inhibitoria o inhibidora, y que en lo personal podría entenderse como laicidad rígida o cerrada, en contraposición al modelo de laicidad abierta quebequense) el acomodamiento razonable ha sido caracterizado como la vanguardia mediante la cual se introducirían demandas inadmisibles, de modo que ha sido tomado como el chivo expiatorio de todos los males que aquejan a la sociedades multiculturales.

			Esta concepción de la laicidad tiene tendencia a neutralizar el espacio público y a inhibir (de ahí su nombre) las expresiones y manifestaciones propias de las diferentes culturas para limitarlas a la esfera privada. Estos autores belgas la describen como aquella que busca esterilizar el espacio público, y cuyos seguidores por tanto, rechazan los acomodamientos razonables haciéndolos blanco de sus críticas y culpándolos de ser la punta de lanza de una laicidad condescendiente que encubriría un comunitarismo causante de la pérdida de los valores tradicionales, un caballo de Troya de un multiculturalismo nocivo y destructor de la identidad fundadora de la sociedad de acogida (Delgrange & Lerouxel, 2015, p.63). Asimismo, esgrimen que en la mayoría de las ocasiones, bajo este tipo de laicidad inhibitrice lo que en realidad yace es una cruda islamofóbia que ha encontrado en los acomodamientos razonables el objetivo perfecto contra el que dirigir sus iras y que de forma obstinada presentan los acomodamientos como un privilegio para los miembros de estos colectivos, y que lo que pretende en realidad esta herramienta es pasar del derecho a la diferencia a la diferencia de derechos (Delgrange & Lerouxel, 2015, p.63).

			Sin embargo, los citados autores se encargan de dejar en evidencia que esta percepción de los acomodamientos es perversa e interesada, y que la idea errónea y manipulada es difundida desde estos sectores concretos persiguiendo unos objetivos evidentes, consistentes en imponer una laicidad cerrada y rígida contraria a la laïcité ouverte y contraria también por lo tanto al principio de igualdad efectiva del cual se habló en el primer apartado y del que el acomodamiento razonable suponía su apogeo inherente. Para ello se sirven de una acertada metáfora que, a modo de cierre, reproducimos: “Une laïcité sans accommodement serait comme un code de la route devenu fou, qui obligerait les automobilistes à rouler toujours à la même vitesse, sans tenir compte de la largeur de la route et de la configuration du terrain” (Delgrange & Lerouxel, 2015, p.7).

			Y ¿qué hay respecto a la posible importación de estos modelos y técnicas jurídicas desde Europa? ¿Serían factibles? Interesantes desde luego que sí; si bien está claro que debido a la particular idiosincrasia canadiense y sobre todo quebequesa la aplicación sin más de lo aprendido en Canadá no sería posible: habría que llevar a cabo una adaptación. A juicio de Elósegui (2014, p.92), la alternativa que representan los acomodamientos razonables constituye un modelo a seguir para el espacio europeo. Desde la experiencia canadiense se ha observado como las administraciones públicas, y el resto del Estado se implican en la gestión de la diversidad cultural, de forma que su aproximación al asunto proporciona un descenso de la crispación social, primero a través del conocimiento de la propia diversidad y riqueza cultural de la cual se participa como colectivo del que se forma parte, y después esto se hace palpable cuando se recogen los frutos de estas políticas consiguiendo soluciones a conflictos enconados. Estos dos resultados se consideran en suma valiosos y envidiables desde el punto de vista externo de un país que todavía se encuentra en proceso de construcción de su propio modelo de gestión de la diversidad.

			Otras voces como la de Ruiz Vieytez, se muestran igual de contundentes cuando afirman que esta técnica puede ser “trasladada a cualquier ordenamiento democrático que incorpore la prohibición de discriminación fundada en la religión” (2012, pp.31-32). Aunque el sistema jurídico canadiense sea diferente del español, esta razón no impediría la recepción del acomodamiento razonable, ya que el origen del mismo radica en el principio de no discriminación, y este principio se puede encontrar en cualquier sistema jurídico moderno como son los europeos (así como en el derecho internacional de los derechos humanos), lo que permitiría su adopción, la cual no necesariamente debería tener el mismo nombre, pero sí la misma filosofía.

			Pero entonces, ¿por qué Quebec se ha convertido en una referencia global cuando se aborda el tema del acomodamiento razonable? Tras experiencias como la Commision de consultation sur les pratiques d’accommodement reliées aux différences cuturelles y el consiguiente informe que se redactó como fruto de ella, el paisaje quebequense parece un lugar en el que fijarse y constituye un ejemplo del que tomar nota. Sus interesantes puntos de vista han dado originales respuestas a problemas con los que cualquier sociedad multicultural tiene que lidiar en su día a día. El Informe Bouchard-Taylor aportaba soluciones hábiles, aunque desde una perspectiva local, por lo tanto, cualquier tipo de traslación a otro entorno deberá ser objeto de una genuina adaptación al medio. El modelo intercultural puesto en marcha en Quebec ha optado por un desarrollo del mismo relacionado con fuerza, con las características del territorio donde se implementa (Sauca, 2010, p.474).

			Esta opción, que obvio se deriva del sistema social québécois (más, digamos, escandinavo en este sentido que el resto de Canadá), se inclina por un tratamiento de la diversidad cultural cercano que combina elementos e ideas liberales, como la plena libertad en el ámbito privado con elementos más participativos en cuanto a lo social, que permitan configurar una esfera pública más global y diversa. Y todo ello acompañado de una importante inversión presupuestaria y humana en materia de integración social, una gran involucración del personal trabajador en las administraciones públicas, y un alto nivel de conciencia ciudadana en general. En esto consiste la vía intercultural, y la experiencia canadiense y quebequense demuestra que utilizando las prácticas de armonización cultural se logra una esfera pública capaz de comprender toda la pluralidad que atesora (Elósegui, 2013, p.97).

			Por otra parte, y como muestra de profundización en este espíritu al que se hace referencia, es importante recalcar la firme apuesta que se hace tanto en las recomendaciones finales del Informe Bouchard-Taylor como por la Cour Suprême de Canada (Elósegui, 2013, p.191) de fomentar la vía negociada de los acomodamientos, y de que las administraciones públicas implementen y patrocinen esta tendencia proactiva a la que se hizo alusión más arriba. No hay que esperar a que el conflicto se produzca, hay que adelantarse a él. Esta nueva corriente propone que, en lugar de reaccionar a lo ya sucedido, el verdadero avance consistiría en una nueva perspectiva mediante la cual debería dotarse de herramientas para evitar que esto suceda ¿Cómo llevarlo a la práctica? Incorporando una predisposición a equipar las normas con clausulas de flexibilidad ante la aparición de una discriminación indirecta. La rigidez de la norma no sólo ayuda a esquivar la discriminación, sino que además bloquea la ejecución justa de la norma conforme al espíritu original de la misma (la discriminación indirecta es un fallo en la configuración de la norma, es decir no es deseada en su planteamiento y aparece en su dimensión práctica sin haberse previsto). Integrando pues, estos mecanismos, se podría lograr este objetivo desde el inicio sin necesidad de tener que recurrir a la vía jurisprudencial.

			Todo esto hace que la interpretación quebequense del acomodamiento razonable sea de un corte más proactivo respecto a la idea original (Jezéquel, 2010, pp.21-36), tal y como se vio ya en el capítulo anterior, y que como consecuencia de este nuevo enfoque la dimensión de los mismos ha dejado de ser tan individualizada y limitada al caso por caso para pasar a ser una herramienta de alcance global que se exige como obligación de acomodar a todos los poderes públicos. Las diferentes administraciones públicas quedan así sometidas a esta obligación, lo que implica que ya no es un objetivo antidiscriminatorio basado en un régimen de excepciones que actúe como una cura a la herida, sino que la meta es remover todos los obstáculos a la integración para que ya desde el propio planteamiento de la norma, la obligación de acomodar la diferencia se conciba como parte de la regla general.314

			Además, la tendencia de no-jurídificación de los acomodamientos razonables, optando por la vía ciudadana o de ajustamiento acordado, aporta un plus de agilidad y eficacia necesarios hoy en día cuando las decisiones judiciales se eternizan, suponiendo el caldo de cultivo perfecto para polémicas mediáticas infladas de manera artificial que provoquen un debate social sin base ni fundamento real. Se presta así la oportunidad perfecta para, con esta herramienta, dar solución a los pequeños problemas de convivencia que surgen en el día a día del ciudadano más a nivel individual que a nivel de sociedad (Elósegui, 2013, pp.197-198), aunque en consecuencia esto provoque asimismo un cambio del estado de opinión social. Sin pecar de ambición desmedida, primero se hizo un enfoque en lo pequeño, y después en lo grande (que de forma progresiva su afectación será inevitable).

			Si no se alcanza la armonía social utópica que pretenden los modelos sobre el papel, al menos si se ha conseguido una muy buena herramienta para dar solución a los conflictos derivados de la diversidad cultural, lo cual no está nada mal como logro, y además supone un gran avance en la lucha constante contra la discriminación y en pos de la igualdad efectiva.

			Respecto a lo que conscierne a la normativa-política del tratamiento de la diversidad cultural en el ámbito estatal se optó por analizar la experiencia belga. Bélgica cuenta con una composición interna compleja: posee una gran diversidad cultural interna que le ha llevado a una singular configuración estructural del Estado, y además a lo largo de su historia (en especial a partir de la segunda mitad del siglo XX) ha sido un núcleo receptor de inmigración procedente de otros mundos distintos donde sus miembros han aportado una diversidad cultural cuya gestión ha resultado un reto. El modo de afrontar el mismo ha sido utilizando un modelo intercultural de tratamiento de la diferencia.

			Por encima de todo se debe destacar un hecho envidiable, y es la manera que tiene este país de enfrentarse a los desafíos globales que le atañen como Estado. El espíritu con el que lo hace responde al nombre de “pilarización” y consiste en una búsqueda constante de acuerdos y compromisos con el horizonte de conseguir un consenso generalizado. El pacto como método de convivencia. Partiendo de esta base de grandes acuerdos de Estado para los problemas comunes, los buenos resultados parecen más cerca. Pues bien, esta filosofía subyace en los cimientos del modelo de gestión de la diversidad belga y es la primera cosa que se debe subrayar.

			Por otro lado, y después de unas fases en las que el acento se ponía sobre la acogida, el hecho de comprender que los inmigrantes no van a regresar a sus países de procedencia y que están en Bélgica para quedarse, da lugar a que las autoridades adopten un sistema de gestión de la diversidad que apueste por la integración y la convivencia entre diferentes: el interculturalismo.

			Respecto a las medidas concretas que resultan más sugerentes se señala ideas como el tutorado, las ZEP, o sobre todo el nicho educativo, relativas todas ellas al terreno de la educación. Por otro lado, no se puede evitar hacer una referencia expresa a una de las iniciativas más valientes impulsadas por el gobierno belga: el Informe Les assises de l’Interculturalité. Las ideas allí recogidas son sólo simples propuestas sin una traslación jurídica o normativa concreta, sin embargo, el calado de las mismas y el debate que ha provocado en la sociedad belga ya resultan evocadores como para envidiarlo en España, donde un planteamiento de tal profundidad no ha tenido aún lugar.

			Pero, en definitiva, la enseñanza más decisiva que se obtiene de Bélgica es la existencia de una institución como el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme y sobre todo de la labor que realiza. El centre (hoy en día dividido en dos) es un organismo dedicado en exclusiva a estos menesteres, en el cual se centralizan todas las cuestiones que tengan que ver con el funcionamiento de la integración de las distintas culturas: la convivencia entre ellas, los conflictos con origen en la diversidad cultural, las situaciones de discriminación, prestación de ayuda directa a todas las personas que presenten una demanda o queja al respecto, información, y trabajos de campo en general. La puesta en marcha de una institución de estas características (con abundantes competencias y reales) sería una iniciativa deseable para España.

			Asimismo, se abundó en la interpretación que realiza el que durante muchos años fue director del centre Edouard Delruelle (una voz, por tanto, con autoridad en la materia), sobre el verdadero problema de la integración de esta población. El experto plantea poner el énfasis en el factor social. Las verdaderas causas que lastran la inclusión de los inmigrantes no son sólo los de tipo cultural: la pobreza, el subempleo, las desigualdades salariales, o las condiciones de vida inadmisibles; son las que suponen un problema de discriminación que se obvia si el centro es únicamente en la dimensión de carácter cultural. Delruelle propone desligar las demandas de acomodamiento razonable del reconocimiento identitario. El centro de gravedad en la mayoría de los casos no se debe sólo al elemento etnocultural, sino que también influye de manera decisiva el factor social-humanitario. Dicho de otra manera, la situación de necesidad en la que se encuentran los inmigrantes es multifactorial, y un enfoque que sólo tenga como clave cultural los tipos propios-ajenos o nosotros-ellos, no refleja en toda su complejidad el conflicto. Deja muchos matices importantes sin incluir. Sería necesario completar esta perspectiva con otra que incluyese una óptica social e incluso un análisis desde un punto de vista humanitario que recogiese de una manera más completa esta realidad poliédrica para poder ofrecer así mejores propuestas e iniciativas de resolución de conflictos, siempre con el horizonte de lograr una sociedad más justa.

			En último lugar, sería necesario matizar que el estudio realizado sobre la experiencia belga fue efectuado entre los meses de septiembre de 2013 y febrero de 2014, y dado el hecho de la permanente evolución de la estructura federal belga, es inevitable que tenga lugar un constante desfase en los datos y análisis dedicados a esta realidad. Fruto de ello es que todas las referencias a una institución tan fundamental en esta obra como es el Centre pour l’égalité des chances et la lutte contre le racisme, hoy en día hayan quedado en cierto modo desfasadas por causa de la interfederalización de esta entidad y su mutación en dos nuevas: Centre interfédéral pour l’égalité des chances y Centre fédéral de la migration. Otra buena prueba de este décalage también lo constituye la supresión de otra institución importante a la cual se dedicó un espacio en esta obra: el Fonds d’Impulsion à la Politique des Immigrés; cuyos medios financieros han sido transferidos a las Communautés desde el 1 de julio de 2014.

			Para estudiar el reconocimiento y protección de la diversidad cultural en el entorno supraestatal europeo se acudió al ámbito del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y a la labor del Tribunal Europeo de Derechos Humanos debido a la importancia de los mismos como espacio de mayor amplitud (47 Estados) y por constituir el escenario en el cual la diversidad cultural dentro del viejo continente llega a sus niveles más altos. Si se pretende analizar el tratamiento que estas instituciones realizan de semejante variedad de religiones, lenguas, tradiciones, estilos de vida, y otras manifestaciones culturales, se está obligado a centrarse en ver de qué manera ésta es reconocida y protegida. Los derechos humanos y libertades fundamentales incluidos en el convenio también protegen la diversidad cultural. Se pueden encontrar artículos que protegen de forma directa las libertades de religión y conciencia, y deducir de otras protecciones a la diversidad lingüística y a las prácticas y manifestaciones culturales minoritarias. A continuación, se expondrá de qué modo se reconoce la diversidad cultural en el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, el cual hay que recordar, es una norma internacional que tiene fuerza vinculante para los 47 miembros de un organismo internacional tan importante como el Consejo de Europa.

			El artículo 9° del CEDH consagra la libertad de pensamiento, de conciencia, y de religión. Además, el artículo 2° del Protocolo Adicional extiende esta protección y garantía de la diversidad religiosa al ámbito de la educación. La protección a la pluralidad lingüística sólo se encuentra recogida de manera específica en algunas alusiones de diferentes artículos como los referidos a las detenciones o privaciones de libertad (5.2 CEDH), o al derecho a un proceso equitativo (6.3 inciso a) y e) del CEDH).

			A partir del derecho a la vida privada y familiar garantizado por el artículo 8° del CEDH se puede deducir incluido en el mismo, una protección a las prácticas culturales minoritarias. Los miembros de las minorías culturales a través de distintos fallos del TEDH han tenido éxito en sus demandas de introducir bajo este artículo 8° un derecho a la protección de los estilos de vida minoritarios. En la misma línea de interpretación extensiva realizada por el TEDH para amparar el derecho a fomentar las diferentes culturas se incluye el artículo 11 del CEDH que protege la libertad de reunión y de asociación, el cual ha sido utilizado como paraguas para albergar la defensa de un derecho de las minorías a formar asociaciones que promuevan su cultura. En último lugar, el artículo 14 del CEDH garantiza la no discriminación por motivos de sexo, raza, lengua, religión, origen, etcétera. Además, el Protocolo Adicional número 12 añade al CEDH una prohibición general de la discriminación.

			En la labor de desarrollo posterior de estos artículos que tiene lugar en el TEDH se destaca que a partir del caso Thlimmenos (Thlimmenos c. Grecia, TEDH, nº34369/97, 6 -4-2000) parece que el TEDH establece una nueva línea en la interpretación del principio de no-discriminación consagrado en el artículo 14 del CEDH, de manera que muestra una mayor atención y sensibilidad a la identidad cultural. Esta mayor sensibilidad quedaría corroborada en sucesivas sentencias (Jakóbski c. Pologne, TEDH, nº18429/06, de 7-12-2010 [7-3-2011]; Francesco Sessa c.Italie, TEDH, nº28790/08, de 3-4-2012 [24-9-2012]; Eweida et al. c. R.U., TEDH, nº48420/10, 59842/10, 51671/10 y 36516/10, de 15-1- 2013 [27-5-2013]) en las cuales el TEDH se ha ido aproximando de forma progresiva a posturas que cada vez se parecen más a la canadiense en materia de respeto, protección y garantía del derecho a la libertad religiosa; en un principio a través de la admisión de la existencia de discriminaciones indirectas en determinadas circunstancias, y después refinando este concepto uniéndolo al criterio de proporcionalidad, e incluso haciendo alguna referencia a la jurisprudencia canadiense y estadounidense sobre la figura de los acomodamientos razonables. Hoy en día parece asentado que cuando la libertad religiosa se ve afectada por la aplicación de una norma general en principio neutra pero que después en la práctica produce efectos discriminatorios, se reconoce esta discriminación indirecta y se procura solucionar mediante la búsqueda de una vía que pondere los intereses y derechos en juego y que evite la vulneración del derecho de libertad religiosa recogido en el artículo 9° del TEDH.

			Tras el análisis de estas sentencias y el de las de los casos canadienses del capítulo anterior, se puede concluir que se atisba una cierta similitud entre la figura del acomodamiento razonable utilizada en Canadá con la técnica de la ponderación y del principio de proporcionalidad utilizada por el TEDH ¿Podemos considerar que se ha superado ya una primera fase preliminar, y que ahora nos encontramos en las vísperas de la aceptación completa del acomodamiento razonable? Bajo el punto de vista personal, sería deseable que así fuera. Sin embargo, se entiende que, aunque es notable que la tendencia ha mejorado y poco a poco va aproximándose al concepto, todavía queda camino por recorrer y que sería deseable una mayor contundencia en las resoluciones del TEDH en este sentido. Además, hay que tener en cuenta que en contra de la claridad con la que se apreció en este trabajo, existe una discusión doctrinal según la cual algunos autores dicen que en el caso Eweida el TEDH no utilizó el concepto de acomodamiento razonable.

			Como reflexión final, considero pertinente aclarar que, pese a que se dedicaron cuatro años de investigación a producir esta obra, sigue resultando un tiempo insuficiente para dar respuesta a todas las cuestiones que este interesantísimo tema plantea. Parece que con una tesis doctoral a los doctorandos se nos pide que desarrollemos unos argumentos que resuelvan problemas que los mejores expertos mundiales en el tema llevan décadas debatiendo. Este enfoque resulta en opinión personal no sólo poco factible, sino también poco riguroso. Se puede decir que ahora, una vez realizado el trabajo, se es algo más entendido en el tema elegido, incluso especialista en algunos aspectos, sí; pero esto no significa que ese conocimiento sea omniabarcante. Estas palabras no deben confundirse con falta de ambición, sino con falta de soberbia. Por eso mismo, la labor a lo largo de estas páginas ha sido la de estudiar toda la cuestión de manera integral, de lo más general a lo más particular, para al final estar en disposición de aportar pequeñas soluciones jurídicas factibles que, proponiéndolas para su aplicación desde las administraciones públicas, procuren una mejora en la gestión de la diversidad cultural. Es en este punto en el que se espera haber tenido éxito.

			

			
				
					314  Véase apartado 2.2 del capítulo 2 de la Parte II de esta misma obra.
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